
Santo Domingo • Distrito Nacional • República Dominicana

Fundado el 31 de agosto de 1910

Suprema Corte de Justicia
PODER JUDICIAL

BOLETÍN JUDICIAL

1956
Octubre

Año 47º

Boletín Judicial Núm. 555



BOLETIN JUDICIAL 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

Presidente: 	 Lic. H. Herrera Billini. 

ler. Sustituto de Presidente Lic. Pedro R. Batista C. 

2do. Sustituto de Presidente Juan A. Morel 

JUECES: 

Lic. Damián Báez B., Lic. Manuel A. Amiama, Lic. Luis 

Logroño Cohén, Lic. Fernando Ravelo de la Fuente, Dr. 

Carlos Manuel Lamarche H., Lic. Néstor Contín Aybar. 

Procurador General de la República: 
Lic. Francisco Elpidio Beras. 

Secretario General: Señor Ernesto Curiel hijo. 

AÑO XLVII OCTUBRE, 1956 	N9 555 

Editora del Caribe, C. por A.— 	 Ciudad Trujillo, R. D. 



OCTUBRE, 1956 	N9 555 AÑO XLVII 

Año del Benefactor de la Patria 

BOLETIN JUDICIAL 
ORGANO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

FUNDADO EL 31 DE AGOSTO DE 1910 

DIRECCION: 

SECRETARIA GRAL. DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

SUMARIO: 

Recurso de casación interpuesto por Pedro Santana, pág. 2065.— Recurso de ca-

sación interpuesto por José Dolores Martínez. pág 2070.— Recurso de casación inter-

puesto por María R. Rojas Vda. Ureña, pág. 2077.— Recurso de casación interpuesto 

por Miguel A. Ulloa, pág. 2082.— Recurso de casación interpuesto por Aurelio Ro-

dríguez Reyes. pág. 2089.— Recurso de casación interpuesto por Fernando Estévez (a) 

Bilin, pág. 2095.— Recurso de casación interpuesto por Aníbal Feliz y Armando Al-

mánzar, pág. 2101.— Recurso de casación interpuesto por Pedro González. pág. 2110.— 

Recurso de casación interpuesto por Rafael Rodríguez (a) Negrén, pág. 2116.— Re-

curso de casación interpuesto por Kálman Avar. pág. 2122.— Recurso de casación in-

terpuesto por Juan Bautista Estrella. pág. 2128.— Recurso de casación interpuesto por 

David Antonio Bobea Pérez. pág. 2135.— Recurso de casación interpuesto por Floren-

cio Martínez, pág. 2141.— Recurso de casación interpuesto por el Procurador General 

de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, c. , s. Mateo Guerrero. pág. 2145.— 

Recurso de casación interpuesto por Juan Leonel Tejeda, pág. 2149.— Recurso de ea-

sacian interpuesto por Epifanio Veras, pág. 2155.— Recurso de casación interpuesto 

nor Juan Regalado, pág. 2158.— Recurso de casación interpuesto por Juan Regalado, 

pág. 2161.— Recurso de casación interpuesto por José Manuel Acevedo, pág. 2164.— 

Recurso de casación interpuesto por Alberto Estévez, pág. 2168.— Recurso de casación 



interpuesto por Juan Paulino y Ramón A. Pérez, pág. 2176.— Recurso de casación in-

terpuesto por Mario Rincón, Pág. 2181.— Recurso de casación interpuesto por Domin-

go de Js. Peralta y Teodoro Tavárez, pág. 21&5.— Recurso de casación interpuesto por 

Enércida R. de Ramirez, Pág- 21"-- Recurso de casación interpues-to por FrancisCo 

de Paula Naranjo, pág. 2192.— Recurso de casación interpuesto por Consuelo Alba 

Espaillat de López, pág. 2196.— Recurso de casación interpuesto por Ernsmo Carras-

eo Ruiz, pág. 2200.— ReetieS0 de casación interpuesto por Mercedes Alt. Pou Corde-

ro, pág. 2205.— ReCurS0 de casación interpuesto por Basilia Cueto de MonegrO. Pág. 

2210.— Ftecurso de casación interpuesto por Nicolás Dájer, pág. 2220.— Recurso de 

casación interpuesto por Wenceslao Vásquez Mena. pág. 2225.— Recurso de casación 

interpuesto por Gregoria 'Mena, pág. 2232. — Recurso de casación interpUen0 por Ra-

món RIVera López, pág. 2239.— Recurso de casación interpuesto por José Arzeno San-

tos, pág. 2243.— ReeurSo de casación interpuesto por Casimiro Jiménez. pág. 2248.-- 

Recurso de casación interpuesto por Néstor Uribe Albert, pág. 2254.— Recurso de ca-

sación interpuesto por Bienvenido Rodríguez. pág. 210,;5, — Sentencia sobre libertad 

provisional bajo fianza de Luis Milciactes Liznardo, pág. 2271.— Sentencia sobre libertad 

provisional bajo fianza de Antonio de la Cruz, pág. 22'73.— Sentencia sobre libertad 

provisional bajo fianza de Arquímedes Ortiz Peguero, Dáll. 2276.— Impugnación de Es-

tado de costas y honorarios de Uladislaci Olivares Bencosme, pág. 2279.— Sentencia de-

negando solicitud de declaración de defecto, pág. 99,85.— Labor de la Suprema Corte 

de Justicia durante el mes de octubre de 1956. pág. ',Ti, 

BOLETÍN JUDICIAL 
	

2065 

SENTENCIA DE FECHA 3 DE OCTUBRE DE 1956 

seatenda impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional de fecha 19 de abril 
de 1956 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pedro Santana. 

Abogado: Lic. Quirico Elpidio Pérez B. 

Dios, Patria, y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Arniama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día tres del mes de octubre de mil novecientos 
cincuenta y seis, arios 113' de la Independencia, 94' de la 
Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
Santana, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, de este 
domicilio y residencia, cédula 16754, serie 23, sello 197927, 
contra sentencia dictada en grado de apelación por la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, de fecha diez y nueve de abril del corrien-
te año, (1956) cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional de fecha 19 de abril 
de 1956 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pedro Santana. 
Ahogado: Lic. Quirico Elpidio Pérez B. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día tres del mes de octubre de mil novecientos 
cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' de la 
Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
Santana, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, de este 
domicilio y residencia, cédula 16754, serie 23, sello 197927, 
contra sentencia dictada en grado de apelación por la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, de fecha diez y nueve de abril del corrien-
te año, (1956) cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recu-
rrente, en fecha veintisiete de abril del corriente año, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha seis de agosto 
del corriente año, suscrito por el Lic. Quírico Elpidio Pé-
rez B., cédula 3726, serie 1, sello 2984, abogado del recu-
rrente, en el cual se invoca la violación de los artículos 4 
del Código Penal y 9 de la Constitución; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 4 del Código Penal; 92 de la 
Ley sobre Tránsito de Vehículos N^ 4017, de 1954, y 1 y 43 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo si-
guiente: 1) que el prevenido Pedro Santana fué sometido 
a la acción de la justicia represiva por "originar un choque 
de vehículos de motor"; 2) que apoderado del hecho el Juz-
gado de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Na-
cional, dictó en fecha quince de septiembre de mil nove-
cientos cincuenta y cinco, una sentencia cuyo dispositivo 
se copia íntegramente en el de la sentencia ahora impug-
nada; y 3) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
por el prevenido Pedro Santana, el Tribunal a quo dictó la 
sehtencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y decla-
ra, bueno y válido, en cuanto a la forma, el recurso de ape-
lación interpuesto por el nombrado Pedro Santana, contra 
sentencia dictada en fecha quince del mes de septiembre de 
mil novecientos cincuenta y cinco, por el Juzgado de Paz de 
la Primera Circunscripción del Distrito Nacional, que lo 
condenó al pago de una multa de cinco pesos oro moneda 
de curso legal (RD$5.00), compensables, en caso de insol-
vencia, con prisión a razón de un día por cada peso dejado 
de pagar, y al pago de las costas, por el hecho de haber 
originado un choque de vehículo de motor, mientras condu-
cía la guagua placa pública N9 6372, con el carro placa  

pública N9  2886, conducido por el nombrado Secundino 
Aquino;—SEGUNDO: Que debe confirmar y confirma, en 
todas sus partes, la sentencia recurrida, cuyo dispositivo dice 
así: `Falla:—Declara al nombrado Pedro Santana, de gene-
rales anotadas, culpable del hecho de haber "originado" un 
choque de vehículos de motor, mientras conducía la guagua 
placa pública NQ 6372, con el carro placa pública N" 2886, 
conducido por el nombrado Secundino Aquino, y en conse-
cuencia, lo condena al pago de una multa de RD$5.00, cinco 
pesos oro y al pago de las costas y en caso de insolvencia 
a sufrir un día de prisión por cada peso de multa que deje 
de pagar'; y TERCERO: Que debe condenar y condena, aI 
recurrente Pedro Santana, al pago de las costas procesales 
de esta alzada"; 

Considerando, en cuanto al único medio del recurso, 
fundado en la violación del artículo 4 del Código Penal y 9 
de la Constitución, que el recurrente sostiene que él fué 
condenado a la pena de cinco pesos de multa "por haber 
originado un choque con vehículo de motor", y que este 
hecho no se encuentra incriminado por ninguna ley; que, 
además, en los motivos de la decisión impugnada se ha 
variado la prevención puesta a su cargo, al considerarle au-
tor de la infracción prevista por el artículo 92 de la Ley 
sobre Tránsito de Vehículos, por "no haber guardado rigu-
rosamente su derecha el vehículo conducido por él mientras 
otros vehículos, que iban en el mismo sentido de aquel, 
avanzaban por la parte izquierda del mismo", y a que el 
Tribunal fué apoderado del hecho de originar un choque con 
un vehículo de motor; pero, 

Considerando que el hecho genérico puesto a cargo del 
recurrente puede ser el resultado de la inobservancia del 
artículo 92 de la Ley sobre Tránsito de Vehículo, o de la 
violación de otra disposición de dicha ley; que el Tribunal 
a quo no ha sustituído la prevención por otra distinta, sino 
que se ha limitado a calificar el hecho, determinando la 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recu-
rrente, en fecha veintisiete de abril del corriente año, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha seis de agosto 
del corriente año, suscrito por el Lic. Quírico Elpidio Pé-
rez B., cédula 3726, serie 1, sello 2984, abogado del recu-
rrente, en el cual se invoca la violación de los artículos 4 
del Código Penal y 9 de la Constitución; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 4 del Código Penal; 92 de la 
Ley sobre Tránsito de Vehículos N" 4017, de 1954, y 1 y 43 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo si-
guiente: 1) que el prevenido Pedro Santana fué sometido 
a, la acción de la justicia represiva por "originar un choque 
de vehículos de motor"; 2) que apoderado del hecho el Juz-
gado de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Na-
cional, dictó en fecha quince de septiembre de mil nove-
cientos cincuenta y cinco, una sentencia cuyo dispositivo 
se copia íntegramente en el de la sentencia ahora impug-
nada; y 3) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
por el prevenido Pedro Santana, el Tribunal a quo dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y decla-
ra, bueno y válido, en cuanto a la forma, el recurso de ape-
lación interpuesto por el nombrado Pedro Santana, contra 
sentencia dictada en fecha quince del mes de septiembre de 
mil novecientos cincuenta y cinco, por el Juzgado de Paz de 
la Primera Circunscripción del Distrito Nacional, que lo 
condenó al pago de una multa de cinco pesos oro moneda 
de curso legal (RD$5.00), compensables, en caso de insol-
vencia, con prisión a razón de un día por cada peso dejado 
de pagar, y al pago de las costas, por el hecho de haber 
originado un choque de vehículo de motor, mientras condu-
cía la guagua placa pública N°  6372, con el carro placa 
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pública N°  2886, conducido por el nombrado Secundino 
Aquino;—SEGUNDO: Que debe confirmar y confirma, en 
todas sus partes, la sentencia recurrida, cuyo dispositivo dice 
así: `Falla:—Declara al nombrado Pedro Santana, de gene-
rales anotadas, culpable del hecho de haber "originado" un 
choque de vehículos de motor, mientras conducía la guagua 
placa pública N° 6372, con el carro placa pública N" 2886, 
conducido por el nombrado Secundino Aquino, y en 'conse-
cuencia, lo condena al pago de una multa de RD$5.00, cinco 
pesos oro y al pago de las costas y en caso de insolvencia 
a sufrir un día de prisión por cada peso de multa que deje 
de pagar'; y TERCERO: Que debe condenar y condena, aI 
recurrente Pedro Santana, al pago de las costas procesales 
de esta alzada"; 

Considerando, en cuanto al único medio del recurso, 
fundado en la violación del artículo 4 del Código Penal y 9 
de la Constitución, que el recurrente sostiene que él fué 
condenado a la pena de cinco pesos de multa "por haber 
originado un choque con vehículo de motor", y que este 
hecho no se encuentra incriminado por ninguna ley; que, 
además, en los motivos de la decisión impugnada se ha 
variado la prevención puesta a su cargo, al considerarle au-
tor de la infracción prevista por el artículo 92 de la Ley 
sobre Tránsito de Vehículos, por "no haber guardado rigu-
rosamente su derecha el vehículo conducido por él mientras 
otros vehículos, que iban en el mismo sentido de aquel, 
avanzaban por la parte izquierda del mismo", y a que el 
Tribunal fué apoderado del hecho de originar un choque con. 
un vehículo de motor; pero, 

Considerando que el hecho genérico puesto a cargo del 
recurrente puede ser el resultado de la inobservancia del 
artículo 92 de la Ley sobre Tránsito de Vehículo, o de la 
violación de otra disposición de dicha ley; que el Tribunal 
a quo no ha sustituído la prevención por otra distinta, sino 
que se ha limitado a calificar el hecho, determinando la 

E{ 
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relación legal que existe entre el hecho que se imputa al 
prevenido y las disposiciones de la Ley que dicho Tribunal 
estima le son aplicables; 

Considerando, sin embargo, que los hechos y circuns-
tancias retenidos por el Tribunal a quo no caracterizan la 
Infracción prevista por el párrafo b) del artículo 92 de la 
Ley sobre Tránsito de Vehículos, que prescribe que "cuan-
(do dos vehículos con distinta velocidades avancen en el mis-
mo sentido, el que vaya delante cuidará de guardar riguro-
samente su derecha . .."; qüe, en efecto, según lo proclama 
el fallo impugnado la guagua conducida por el prevenido 
Pedro Santana "se detuvo con fines de recoger y desmontar 
pasajeros en la parada para guaguas que se halla en el 

'tramo comprendido entre las calles Emiliano Tejera y Mer-
cedes", y que "al emprender nuevamente la marcha... hizo 
un medio giro hacia la izquierda en el preciso momento en 
que pasaba al lado suyo el carro placa pública 2886, condu-
cido por el nombrado Secundino Aquino, produciendo la 
-colisión de estos dos vehículos"; que, tales hechos no cons-

- tituyen, como se ha expresado ya, la infracción por la cual 
fué condenado el recurrente, puesto que ella supone, como 
lo expresa el texto mismo de la ley, que los vehículos mar-
chen en el mismo sentido con distinta velocidad, y en la 
t especie, la guagua estaba detenida en la parada, y fué al 
emprender la marcha cuando chocó con el carro que en ese 
momento se disponía a pasarla; 

Considerando que en tales condiciones, es evidente que 
el Tribunal a quo hizo una falsa aplicación del artículo 92 
de la Ley sobre Tránsito de Vehículos, y como, por otra 
parte, el hecho de la prevención no constituye ninguna in-
fracción a las leyes penales, en el fallo impugnado se ha 
violado, además, el artículo 4 del Código Penal; 

Considerando que al tenor del artículo 43 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, si se anulare el fallo por-
que el hecho que dió lugar a la condenación no es castigado 
por la ley, y si no hubiere parte civil, no se dispondrá el 
envío del asunto a ningún tribunal; 
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Por tales motivos, Casa, sin envío, la sentencia dictada 
en grado de apelación por la Tercera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fe-
cha diez y nueve de abril del corriente año, cuyo dispositivo 
se copia en otra parte del presente fallo. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 



relación legal que existe entre el hecho que se imputa al 
prevenido y las disposiciones de la Ley que dicho Tribunal 
esttrna le son aplicables; 

Considerando, sin embargo, que los hechos y circuns-
tancias retenidos por el Tribunal a quo no caracterizan la 
infracción prevista por el párrafo b) del artículo 92 de la 
Ley sobre Tránsito de Vehículos, que prescribe que "cuan-
do dos vehículos con distinta velocidades avancen en el mis-
mo sentido, el que vaya delante cuidará de guardar riguro-

• samente su derecha . .."; que, en efecto, según lo proclama 
el fallo impugnado la guagua conducida por el prevenido 
Pedro Santana "se detuvo con fines de recoger y desmontar 
pasajeros en la parada para guaguas que se halla en el 
.tramo comprendido entre las calles Emiliano Tejera y Mer-
cedes", y que "al emprender nuevamente la marcha... hizo 
un medio giro hacia la izquierda en el preciso momento en 
que pasaba al lado suyo el carro placa pública 2886, condu-
cido por el nombrado Secundino Aquino, produciendo la 
'colisión de estos dos vehículos"; que, tales hechos no cons-
tituyen, como se ha expresado ya, la infracción por la cual 
fué condenado el recurrente, puesto que ella supone, como 
lo expresa el texto mismo de la ley, que los vehículos mar-

, chen en el mismo sentido con distinta velocidad, y en la 
tespecie, la guagua estaba detenida en la parada, y fué al 
emprender la marcha cuando chocó con el carro que en ese 
momento se disponía a pasarla; 

Considerando que en tales condiciones, es evidente que 
el Tribunal a quo hizo una falsa aplicación del artículo 92 
de la Ley sobre Tránsito de Vehículos, y como, por otra 
parte, el hecho de la prevención no constituye ninguna in-
fracción a las leyes penales, en el fallo impugnado se ha 
violado, además, el artículo 4 del Código Penal; 

Considerando que al tenor del artículo 43 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, si se anulare el fallo por-
que el hecho que dió lugar a la condenación no es castigado 
por la ley, y si no hubiere parte civil, no se dispondrá el 
envío del asunto a ningún tribunal; 

Por tales motivos, Casa, sin envío, la sentencia dictada 
en grado de apelación por la Tercera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fe-
cha diez y nueve de abril del corriente año, cuyo dispositivo 
se copia en otra parte del presente fallo. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentendia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito. 
Judicial de Salcedo de fecha 24 de abril de 1956. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José Dolores Martínez. 
Abogado: Dr. R. Bienvenido Amaro. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día tres del mes de octubre de mil novecien-
tos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' de 
la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Do-
lores Martínez, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en Santiago, cédula 3559, 
serie 55, sello NQ 60017, contra sentencia del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, dictada 
como tribunal de segundo grado, en fecha veinticuatro de 
abril de mil novecientos cincuenta y seis, en atribuciones 
correccionales, y cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente 'fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a quo, en fecha veinticuatro de abril 
de mil novecientos cincuenta y seis, a requerimiento del Dr. 
R. Bienvenido Amaro, cédula 21463, serie 47, sello 6318, a 
nombre y en representación del recurrente, en la cual no 
se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha tres de agosto 
de mil novecientos cincuenta y seis, suscrito por el doctor 
R. Bienvenido Amaro, a nombre y en representación del 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación 
que más adelante se expondrán; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 20, modificado, de la Ley N9  
1841 de 1948, 69 del Código de Procedimiento Civil; y 1, 
23 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha 10 de julio de 1952, y por ante el Juez de Paz del 
municipio de Moca, José Dolores Martínez, suscribió con 
Miguel A. Vargas, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en la ciudad de Moca, con 
cédula NQ 8942, serie ira., actuando en representación de 
la casa Ricart & Co., C. por A., un contrato de Préstamo 
con Prenda sin Desapoderamiento, por la suma de RD 
$1,250.00, con vencimiento al 15 de diciembre del mismo 
año 1952, poniendo en garantía cien quintales de cacao, se-
co, con un valor estimado de dos mil cien pesos oro; b) que 
en fecha 7 de diciembre de 1953 el Juez de Paz del munici-
pio de Salcedo, lugar donde entonces residía el prestatario, 
dictó un auto ordenando que José Dolores Martínez entre-
gara en un plazo de cinco días a partir de la notificación 
que se le hiciera del mismo auto, los efectos puestos en 
garantía, en el referido Juzgado; y c) que en fecha 9 de 
marzo de 1954, el mencionado Juzgado de Paz dictó una 
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: que debe confirmar, como al efecto confirma el de- 
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R. Bienvenido Amaro, cédula 21463, serie 47, sello 6318, a 
nombre y en representación del recurrente, en la cual no 
se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha tres de agosto 
de mil novecientos cincuenta y seis, suscrito por el doctor 
R. Bienvenido Amaro, a nombre y en representación del 
recurrente, en el cual se invocan los medios de casación 
que más adelante se expondrán; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 20, modificado, de la Ley N9  
1841 de 1948, 69 del Código de Procedimiento Civil; y 1, 
23 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha 10 de julio de 1952, y por ante el Juez de Paz del 
municipio de Moca, José Dolores Martínez, suscribió con 
Miguel A. Vargas, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en la ciudad de Moca, con 
cédula N° 8942, serie lra., actuando en representación de 
la casa Ricart & Co., C. por A., un contrato de Préstamo 
con Prenda sin Desapoderamiento, por la suma de RD 
$1,250.00, con vencimiento al 15 de diciembre del mismo 
año 1952, poniendo en garantía cien quintales de cacao, se-
co, con un valor estimado de dos mil cien pesos oro; b) que 
en fecha 7 de diciembre de 1953 el Juez de Paz del munici-
pio de Salcedo, lugar donde entonces residía el prestatario, 
dictó un auto ordenando que José Dolores Martínez entre-
gara en un plazo de cinco días a partir de la notificación 
que se le hiciera del mismo auto, los efectos puestos en 
garantía, en el referido Juzgado; y e) que en fecha 9 de 
marzo de 1954, el mencionado Juzgado de Paz dictó una 
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MERO: que debe confirmar, como al efecto confirma el de- 
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Dios, Patria y Libertad. 
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día tres del mes de octubre de mil novecien-
tos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' de 
la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Do-
lores Martínez, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en Santiago, cédula 3559, 
serie 55, sello N^ 60017, contra sentencia del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, dictada 
como tribunal de segundo grado, en fecha veinticuatro de 
abril de mil novecientos cincuenta y seis, en atribuciones 
correccionales, y cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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fecto que se pronunció en la audiencia, contra el nombrado 
José Dolores Martínez, de generales ignoradas, por no ha-
ber comparecido, no obstante haber sido regularmente ci-
tado; SEGUNDO: que debe condenar, como al efecto con-
dena al nombrado José Dolores Martínez, de generales ig-
noradas, al pago de una multa de RD$500.00 Quinientos 
Pesos Oro, y a sufrir seis meses de prisión correccional, al 
pago inmediato de la suma de un mil doscientos cincuenta 
pesos oro por el delito de haber suscrito un certificado de 
préstamos de acuerdo con la Ley N^ 1841, (sic) a 'favor de 
la casa Ricart, C. por A.; y TERCERO: que debe conde-
narlo como al efecto lo condena al pago de los costos del 
procedimiento"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Salcedo dictó en fecha veinticuatro 
de abril de mil novecientos cincuenta y seis, la sentencia 
ahora impugnada en casación cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: Que debe declarar y declara irrecibible por 
tardío el recurso de apelación interpuesto por el prevenido 
José Dolores Martínez, contra sentencia N" 156 de fecha 9 
del mes de marzo del año 1954, que lo condenó a sufrir seis 
meses de prisión correccional y al pago de una multa de 
RD$500.00 por el delito de violación a los artículos 11, 14 y 
20 de la Ley N" 1841, sobre préstamos con prenda sin des-
apoderamiento; SEGUNDO: que debe condenar y condena 
al nombrado José Dolores Martínez al pago de las costas 
de su recurso"; 

Considerando que por su memorial el recurrente invoca 
los siguientes medios de casación: "Primer medio: Violación 
del artículo 23 inciso 2 de la Ley N" 3726 sobre Procedi-
miento de Casación, por omisión del Tribunal a quo de con-
testar a los pedimentos de conclusiones del recurrente"; 
"Segundo medio: Violación del artículo 23 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación. Falta de motivos. Motivos erró-
neos"; "Tercer medio: Violación del derecho de defensa"; 
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"Cuarto medio: Falta de base legal"; "Quinto medio: Vio-
lación de los artículos 203 del Código de Procedimiento Cri-
minal y del artículo 69 inciso 79  del Código de Procedimien-
to Civil"; 

Considerando que por el primero, el segundo, el terce-
ro y en parte el quinto medio de casación, los cuales se 
reúnen para su examen por la íntima relación que tienen 
los alegatos del recurrente, éste invoca respectivamente, 
la "Violación del artículo 23 inciso 2 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación, por omisión del Tribunal a quo de 
contestar a los pedimentos de sus conclusiones"; "Violación 
del artículo 23 inciso 5" de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación. Falta de motivos. Insuficiencia de motivos. Moti-
vos erróneos"; "Violación del derecho de defensa" y "Vio-
lación del artículo 69 inciso 70 del Código de Procedimiento 
Civil"; que, en resumen, por dichos medios de casación se 
aduce, que el Tribunal a quo omitió estatuir sobre los dos 
pedimentos que se le formularon por conclusiones en audien-
cia: el uno tendiente a que se declarara nulo el acto de 
alguacil del 10 de marzo de 1954 relativamente a la noti-
ficación de la sentencia dictada por el Juez de Paz, por no 
aparecer adjunta como se dice en dicha notificación, la 
copia del dispositivo al cual se refiere, o por haberse noti-
ficado solo el dispositivo y no la sentencia íntegramente, o 
por no haberse hecho la notificación a persona o domicilio, 
o, en fín, porque dicha notificación debio hacerse al preve-
nido en la forma prescrita por el artículo 69 inciso 7 9  del 
Código de Procedimiento Civil, para las personas que no 
tienen domicilio conocido en la República; y el otro, ten-
diente a que se reenviara el conocimiento de dicho inciden-
te para una próxima audiencia a fin de aportar pruebas 
pertinentes; que la sentencia impugnada no ha dado al res-
pecto una motivación suficiente, o que la misma es erró-
nea, lo cual equivale a una falta de motivación; que, por el 
referido segundo punto de sus conclusiones lo que se solicitó 
fué, implícitamente, un informativo para probar la nulidad 
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fecto que se pronunció en la audiencia, contra el nombrado 
José Dolores Martínez, de generales ignoradas, por no ha-
ber comparecido, no obstante haber sido regularmente ci-
tado; SEGUNDO: que debe condenar, como al efecto con-
dena al nombrado José Dolores Martínez, de generales ig-
noradas, al pago de una multa de RD$500.00 Quinientos 
Pesos Oro, y a sufrir seis meses de prisión correccional, al 
pago inmediato de la suma de un mil doscientos cincuenta 
pesos oro por el delito de haber suscrito un certificado de 
préstamos de acuerdo con la Ley N" 1841, (sic) a favor de 
la casa Ricart, C. por A.; y TERCERO: que debe conde-
narlo como al efecto lo condena al pago de los costos del 
procedimiento"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Salcedo dictó en fecha veinticuatro 
de abril de mil novecientos cincuenta y seis, la sentencia 
ahora impugnada en casación cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: Que debe declarar y declara irrecibible por 
tardío el recurso de apelación interpuesto por el prevenido 
José Dolores Martínez, contra sentencia N" 156 de fecha 9 
del mes de marzo del año 1954, que lo condenó a sufrir seis 
meses de prisión correccional y al pago de una multa de 
RD$500.00 por el delito de violación a los artículos 11, 14 y 
20 de la Ley NQ 1841, sobre préstamos con prenda sin des-
apoderamiento; SEGUNDO: que debe condenar y condena 
al nombrado José Dolores Martínez al pago de las cestas 
de su recurso"; 

Considerando que por su memorial el recurrente invoca 
los siguientes medios de casación: "Primer medio: Violación 
del artículo 23 inciso 2 de la Ley N° 3726 sobre Procedi-
miento de Casación, por omisión del Tribunal a quo de con-
testar a los pedimentos de conclusiones del recurrente"; 
"Segundo medio: Violación del artículo 23 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación. Falta de motivos. Motivos erró-
neos"; "Tercer medio: Violación del derecho de defensa";  

"Cuarto medio: Falta de base legal"; "Quinto medio: Vio-
lación de los artículos 203 del Código de Procedimiento Cri-
minal y del artículo 69 inciso 7° del Código de Procedimien-
to Civil"; 

Considerando que por el primero, el segundo, el terce-
ro y en parte el quinto medio de casación, los cuales se 
reúnen para su examen por la íntima relación que tienen 
los alegatos del recurrente, éste invoca respectivamente, 
la "Violación del artículo 23 inciso 2 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación, por omisión del Tribunal a quo de 
contestar a los pedimentos de sus conclusiones"; "Violación 
del artículo 23 inciso 5° de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación. Falta de motivos. Insuficiencia de motivos. Moti-
vos erróneos"; "Violación del derecho de defensa" y "Vio-
lación del artículo 69 inciso 7" del Código de Procedimiento 
Civil"; que, en resumen, por dichos medios de casación se 
aduce, que el Tribunal a quo omitió estatuir sobre los dos 
pedimentos que se le formularon por conclusiones en audien-
cia: el uno tendiente a que se declarara nulo el acto de 
alguacil del 10 de marzo de 1954 relativamente a la noti-
ficación de la sentencia dictada por el Juez de Paz, por no 
aparecer adjunta como se dice en dicha notificación, la 
copia del dispositivo al cual se refiere, o por haberse noti-
ficado solo el dispositivo y no la sentencia íntegramente, o 
por no haberse hecho la notificación a persona o domicilio, 
o, en fín, porque dicha notificación debio hacerse al preve-
nido en la forma prescrita por el artículo 69 inciso 79 del 
Código de Procedimiento Civil, para las personas que no 
tienen domicilio conocido en la República; y el otro, ten-
diente a que se reenviara el conocimiento de dicho inciden-
te para una próxima audiencia a 'fin de aportar pruebas 
pertinentes; que la sentencia impugnada no ha dado al res-
pecto una motivación suficiente, o que la misma es erró-
nea, lo cual equivale a una falta de motivación; que, por el 
referido segundo punto de sus conclusiones lo que se solicitó 
fué, implícitamente, un informativo para probar la nulidad 
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del mencionado acto del 10 de marzo de 1954, y el Tribunal 
no solo omitió estatuir sobre este pedimento, sino que violó 
el derecho de defensa del prevenido al no ordenar tal infor-
mativo; pero, 

Considerando que por las referidas conclusiones presen-
tadas por el actual recurrente en casación ante el Tribunal 
a quo, se pidió en primer término la nulidad del acto de 
alguacil del 10 de marzo de 1954 y dicho Tribunal respon-
dió rechazando ese pedimento; que, en consecuencia, sobre 
este punto no ha habido omisión alguna de estatuir; que 
si en relación con los motivos dados para rechazar dicho 
pedimento, el Tribunal a quo solo se refirió a la cuestión 
relativa al domicilio del prevenido, dando por establecido 

,en la sentencia impugnada "que jurídicamente y al contrario 
de lo alegado por el apelante, el domicilio suyo era el que 
a la sazón poseía, es decir, la residencia suya y de su esposa 
Aminta de Martínez, en cabeza de quien fué notificada la 
sentencia", y no dió ninguna motivación con respecto a los 
demás agravios en que se fundó el pedimento sobre nulidad 
del mencionado acto; tratándose de una cuestión de puro 
derecho, los motivos pueden ser por tanto suplidos por esta 
jurisdicción; que, en efecto, el acto de alguacil cuya nulidad 
ha propuesto el prevenido expresa que dicho ministerial 
"adjunto a la presente notificación" dejó copia del disposi-
tivo de la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la 
Común de Salcedo, y esta mención del oficial actuante no 
podría ser desmentida sino mediante el procedimiento de 
inscripción en falsedad; además de que, en cuanto a la no-
tificación que se le hizo al prevenido, del dispositivo y no 
del texto íntegro de la sentencia correccional de que se trata. 
si  por aplicación del artículo 15 de la Ley 1014 resulta, 
que la simple lectura del dispositivo de la sentencia hace 
correr el plazo de la apelación, cuando el fallo es contra-
dictorio y es dictado en presencia del condenado, es preciso 
admitir que cuando se trata de una sentencia en defecto, o 
cuando la sentencia contradictoria se ha dictado en ausen- 

cia del condenado, la notificación del dispositivo es igual-
mente suficiente para hacer correr el plazo de la apelación; 
que, por otra parte, la decisión del Tribunal a quo respecto 
a que la notificación del referido acto del 10 de marzo de 
1954 se hizo en el domicilio del prevenido, no podía menos 
que dispensar a dicho Tribunal de desestimar expresamente 
las pretensiones del prevenido, relativamente a que la men-
cionada notificación debía habérsele hecho de conformidad 
con el artículo 69 inciso 7 9  del Código de Procedimiento 
Civil, ya que no había lugar a aplicar este texto; que, tanto 
en lo relativo a este punto como con respecto a la solicitud 
de reenvío de la causa, la cual fué hecha con carácter subsi-
diario y condicionalmente, para el caso en que "no se en-
contrara bien sustanciada" dicha causa, el Tribunal a quo 
por la sentencia impugnada ha respondido implícitamente, 
negando las pretensiones del prevenido y apelante, sin lugar 
a incurrir en cuanto a lo primero en la violación del artícu-
lo 69 inciso 7^ del Código de Procedimiento Civil, extraño 
al caso de que se trata, ni en cuanto a lo último, en la vio-
lación del derecho de la defensa, como lo pretende el recu-
rrente; que, por tanto, el primero, el segundo, el tercero y 
la parte del quinto medio de casación que han sido exami-
nados, deben ser desestimados; 

Considerando en cuanto al cuarto medio de casación, 
que la sentencia impugnada no carece tampoco de base legal, 
ya que, contiene una exposición completa de los hechos y 
una descripción de las circunstancias de la causa, que han 
permitido verificar que dicho fallo es el resultado de una 
exacta aplicación de la ley a los hechos que fueron sobera-
namente comprobados por el juez del fondo; 

Considerando en fin, en cuanto a la primera parte del 
quinto medio de casación que queda por examinar, y por 
cuyo medio el recurrente invoca la violación del artículo 
203 del Código de Procedimiento Criminal, que el referido 
texto no ha podido ser violado por no tener aplicación a la 
especie de que se trata; que de conformidad con el artículo 

1 
1 
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del mencionado acto del 10 de marzo de 1954, y el Tribunal 
no solo omitió estatuir sobre este pedimento, sino que violó 
el derecho de defensa del prevenido al no ordenar tal infor-
mativo; pero, 

Considerando que por las referidas conclusiones presen-
tadas por el actual recurrente en casación ante el Tribunal 
a quo, se pidió en primer término la nulidad del acto de 
alguacil del 10 de marzo de 1954 y dicho Tribunal respon-
dió rechazando ese pedimento; que, en consecuencia, sobre 
este punto no ha habido omisión alguna de estatuir; que 
si en relación con los motivos dados para rechazar dicho 
pedimento, el Tribunal a quo solo se refirió a la cuestión 
relativa al domicilio del prevenido, dando por establecido 
en la sentencia impugnada "que jurídicamente y al contrario 
de lo alegado por el apelante, el domicilio suyo era el que 
a la sazón poseía, es decir, la residencia suya y de su esposa 
Aminta de Martínez, en cabeza de quien fué notificada la 
sentencia", y no dió ninguna motivación con respecto a los 
demás agravios en que se fundó el pedimento sobre nulidad 
del mencionado acto; tratándose de una cuestión de puro 
derecho, los motivos pueden ser por tanto suplidos por esta 
jurisdicción; que, en efecto, el acto de alguacil cuya nulidad 
ha propuesto el prevenido expresa que dicho ministerial 
"adjunto a la presente notificación" dejó copia del disposi-
tivo de la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la 
Común de Salcedo, y esta mención del oficial actuante no 
podría ser desmentida sino mediante el procedimiento de 
inscripción en falsedad; además de que, en cuanto a la no-
tificación que se le hizo al prevenido, del dispositivo y no 
del texto íntegro de la sentencia correccional de que se trata. 
si  por aplicación del artículo 15 de la Ley 1014 resulta, 
que la simple lectura del dispositivo de la sentencia hace 
correr el plazo de la apelación, cuando el fallo es contra-
dictorio y es dictado en presencia del condenado, es preciso 
admitir que cuando se trata de una sentencia en defecto, o 
cuando la sentencia contradictoria se ha dictado en ausen- 

cia del condenado, la notificación del dispositivo es igual-
mente suficiente para hacer correr el plazo de la apelación; 
que, por otra parte, la decisión del Tribunal a quo respecto 
a que la notificación del referido acto del 10 de marzo de 
1954 se hizo en el domicilio del prevenido, no podía menos 
que dispensar a dicho Tribunal de desestimar expresamente 
las pretensiones del prevenido, relativamente a que la men-
cionada notificación debía habérsele hecho de conformidad 
con el artículo 69 inciso 7 9  del Código de Procedimiento 
Civil, ya que no había lugar a aplicar este texto; que, tanto 
en lo relativo a este punto como con respecto a la solicitud 
de reenvío de la causa, la cual fué hecha con carácter subsi-
diario y condicionalmente, para el caso en que "no se en-
contrara bien sustanciada" dicha causa, el Tribunal a quo 
por la sentencia impugnada ha respondido implícitamente, 
negando las pretensiones del prevenido y apelante, sin lugar 
a incurrir en cuanto a lo primero en la violación del artícu-
lo 69 inciso 79 del Código de Procedimiento Civil, extraño 
al caso de que se trata, ni en cuanto a lo último, en la vio-
lación del derecho de la defensa, como lo pretende el recu-
rrente; que, por tanto, el primero, el segundo, el tercero y 
la parte del quinto medio de casación que han sido exami-
nados, deben ser desestimados; 

Considerando en cuanto al cuarto medio de casación, 
que la sentencia impugnada no carece tampoco de base legal, 
ya que, contiene una exposición completa de los hechos y 
una descripción de las circunstancias de la causa, que han 
permitido verificar que dicho fallo es el resultado de una 
exacta aplicación de la ley a los hechos que fueron sobera-
namente comprobados por el juez del fondo; 

Considerando en fin, en cuanto a la primera parte del 
quinto medio de casación que queda por examinar, y por 
cuyo medio el recurrente invoca la violación del artículo 
203 del Código de Procedimiento Criminal, que el referido 
texto no ha podido ser violado por no tener aplicación a la 
especie de que se trata; que de conformidad con el artículo 
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20, modificado, de la Ley 1\19 1841 de 1948, sobre Préstamos 
con Prenda sin Desapoderamiento,. en esta materia, las sen-
tencias dictadas en defecto no son susceptibles de oposición 
y en cuanto a la apelación, el plazo para interponer el re-
curso es de solo cinco días a partir del pronunciamiento de 
la sentencia o a contar de la fecha de la notificación de 
ella si hubiere sido dictada en defecto; que si en el fallo 
impugnado se hizo mención del artículo 203 del Código de 
Procedimiento Criminal entre los textos de ley aplicados, 
en vez de citar el art. 20 de la Ley N' 1841 ello no vicia 
sin embargo el dicho fallo impugnado, ya que, para declarar 
irrecibible por tardío el recurso de apelación de que se trata, 
dicha sentencia se fundó en que el plazo para intentar di-
cho recurso había perimido en razón de que al prevenido 
se le notificó la sentencia del Juzgado de Paz del municipio 
de Salcedo en fecha 10 de marzo de 1954 y su recurso de 
apelación había sido interpuesto en fecha 27 del mismo 
mes y año, "esto es, fuera del plazo indicado por la ley"; 
todo lo cual es conforme con la disposición del art. 20 de la 
Ley N9  1841, que fija el plazo de 5 días para interponer 
dicho recurso; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Dolores Martínez contra sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Salcedo, como tribunal de segundo grado, de fecha 
veinticuatro de abril de mil novecientos cincuenta y seis, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo; y Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de 
las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.-
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DIFECIIA 9 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 19 de 
enero de 1956. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Maria Ramona Rojas Vda. Urdía. 
Abogado: Dr. Ramón A. González Hardy. 

Recurrido: Berenice Lozano de Fernández. 
Abogados: Dr. Fausto E. Lithgow y Lic. Juan Tomás Lithgcw. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día nueve del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María Ra-
mona Rojas Vda. Ureña, dominicana, mayor de edad, solte-
ra, de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en la 
sección de Licey, municipio de Peña, cédula 1134, serie 34, 
sello 17654, contra sentencia pronunciada por el Tribunal 
Superior de Tierras en fecha diez y nueve de enero del co-
rriente año (1956), en relación con la Parcela N^ 973, del 
Distrito Catastral I\1 9  4, del municipio de Peña, provincia 



20, modificado, de la Ley N" 1841 de 1948, sobre Préstamos 
con Prenda sin Desapoderamiento,. en esta materia, las sen-
tencias dictadas en defecto no son susceptibles de oposición 
y en cuanto a la apelación, el plazo para interponer el re-
curso es de solo cinco días a partir del pronunciamiento de 
la sentencia o a contar de la fecha de la notificación de 
ella si hubiere sido dictada en defecto; que si en el fallo 
impugnado se hizo mención del artículo 203 del Código de 
Procedimiento Criminal entre los textos de ley aplicados, 
en vez de citar el art. 20 de la Ley N9  1841 ello no vicia 
sin embargo el dicho fallo impugnado, ya que, para declarar 
irrecibible por tardío el recurso de apelación de que se trata, 
dicha sentencia se fundó en que el plazo para intentar di-
cho recurso había perimido en razón de que al prevenido 
se le notificó la sentencia del Juzgado de Paz del municipio 
de Salcedo en fecha 10 de marzo de 1954 y su recurso de 
apelación había sido interpuesto en fecha 27 del mismo 
mes y año, "esto es, fuera del plazo indicado por la ley"; 
todo lo cual es conforme con la disposición del art. 20 de la 
Ley N^ 1841, que fija el plazo de 5 días para interponer 
dicho recurso; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Dolores Martínez contra sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Salcedo, como tribunal de segundo grado, de fecha 
veinticuatro de abril de mil novecientos cincuenta y seis, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo; y Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de 
las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.-
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE I' ECHA 9 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 19 de 

enero de 1956. 

4 
Materia: Tierras. 

Recurrente: María Ramona Rojas Vda. Urefia. 

Abogado: Dr. Ramón A. González Hardy. 

Recurrido: Berenice Lozano de Fernández. 
Abogados: Dr. Fausto E. Lithgow y Lic. Juan Tomás Lithgcw. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día nueve del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María Ra-
mona Rojas Vda. Ureña, dominicana, mayor de edad, solte-
ra, de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en la 
sección de Licey, municipio de Peña, cédula 1134, serie 34, 
sello 17654, contra sentencia pronunciada por el Tribunal 
Superior de Tierras en fecha diez y nueve de enero del co-
rriente año (1956), en relación con la Parcela N^ 973, del 
Distrito Catastral N^ 4, del municipio de Peña, provincia 
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de Santiago, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FA-
LLA: 1°— Se rechaza, por improcedente, la instancia en 
revisión por fraude sometida al Tribunal Superior de Tie-
rras por el Dr. Ramón Antonio González Hardy, a nombre 
de la señora María Ramona Rojas Vda. Ureña, contra Be-
renice Lozano de Fernández.— 2°— Se mantiene en toda 
su fuerza y vigor la Decisión N° 1 del Tribunal Superior de 
Tierras de fecha 13 de marzo del 1946 la Resolución que 
ordena transferencia y expedición de Decreto de Registro, 
de fecha 13 de noviembre del 1951; y el Decreto de Regis-
tro N9  1258, de fecha 21 de mayo del 1954"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. César Ramos, cédula 22842, serie 47, sello 

4821, en representación del Dr. Ramón A. González Hardy, 
cédula 24562, serie 47, sello 33172, abogado de la recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Julio César Castaños Espaillat, cédula 34196, 
serie 31, sello 4928, en representación del Lic. Juan Tomás 
Lithgow, cédula 2158, serie 31, sello 20000, y el Dr. Fausto 
E. Lithgow, cédula 27774, serie 31, sello 37489, abogados 
de la recurrida Berenice Lozano de Fernández, dominicana, 
mayor de edad, casada, ocupada en los quehaceres domés-
ticos, domiciliada y residente en la sección de Licey, muni-
cipio de Peña, cédula 1145, serie 31, sello 150198, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Visto el memorial de casación depositado en secreta-
ría el diez y seis de marzo del corriente año, y suscrito por 
el Dr. Ramón A. González Hardy, abogado de la recurrente, 
en el cual se invoca la desnaturalización de las pruebas, fal-
ta de motivos y falta de base legal; 

Visto el memorial de defensa notificado el veinticuatro 
:de mayo del corriente año, y suscrito por el Lic. Juan To-
más Lithgow y el Dr. Fausto E. Lithgow; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 138 y 140 de la Ley de Regis-
tro de Tierras N° 1542, de 1947, y 1 y 65 de la Ley sobre 

Procedimiento de Casación; 

Considerando, en cuanto a los tres medios reunidos, 
que en la sentencia impugnada se da por establecido lo 
siguiente: 1) que la actual intimante, recurrente en revi-
sión por fraude, compareció en representación de su hijas-
tro Adriano Antonio Ureña, a la audiencia del saneamiento 
de la Parcela N" 973, del D. C. N° 4, del municipio de Peña, 
celebrada el veintinueve de junio de mil novecientos cua-
renta y cinco en el Tribunal de Jurisdicción Original de 
Santiago, limitándose a pedir que dicha parcela fuese adju-
dicada a su representado, residente en Nueva York, sin 
formular ninguna reclamación en su propio nombre; 2) que 
por sentencia de jurisdicción original de fecha catorce de 
diciembre de mil novecientos cuarenta y cinco, la cual apro-
bó el Tribunal Superior de Tierras dentro de sus facultades 
de revisión el trece de marzo de mil novecientos cuarenta 
y seis, la mencionada parcela 'fué adjudicada al reclamante 
Adriano Antonio Ureña; 3) que por acta bajo firma privada 
de fecha siete de agosto de mil novecientos cincuenta y uno, 
transcrito en Santiago el veintisiete de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y uno, Adriano Antonio Ureña vendió por 
el precio de RD$2,375.00 a Berenice Lozano de Fernández, 
la parcela de que se trata; 4) que por instancia de fecha 
veintiuno de octubre de mil novecientos cincuenta y uno, 
el Dr. Rafael Jorge, en nombre de Berenice Lozano de Fer-
nández, solicitó la transferencia de la referida parcela, la 
cual fué ordenada el trece de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y uno, expidiéndose a su favor el Decreto de Re-
gistro N° 54-1258 de fecha 21 de mayo de 1954; y 5) que en 
fecha diez de enero de mil novecientos cincuenta y cinco 
fué recibida en secretaría la instancia en revisión por frau-
de dirigida por María Ramona Rojas Vda. Ureña, la cual 
había sido notificada a Berenice Lozano de Fernández, en 
fecha diecisiete de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y cuatro; 

Considerando que de conformidad con la parte final 
del artículo 138 de la Ley de Registro de Tierras el recurso 
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de Santiago, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FA-
LLA: 1°— Se rechaza, por improcedente, la instancia en 
revisión por fraude sometida al Tribunal Superior de Tie-
rras por el Dr. Ramón Antonio González Hardy, a nombre 
de la señora María Ramona Rojas Vda. Ureña, contra Be-
renice Lozano de Fernández.— 2^— Se mantiene en toda 
su fuerza y vigor la Decisión N° 1 del Tribunal Superior de 
Tierras de fecha 13 de marzo del 1946 la Resolución que 
ordena transferencia y expedición de Decreto de Registro, 
de fecha 13 de noviembre del 1951; y el Decreto de Regis-
tro N° 1258, de fecha 21 de mayo del 1954"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. César Ramos, cédula 22842, serie 47, sello 

4821, en representación del Dr. Ramón A. González Hardy, 
cédula 24562, serie 47, sello 33172, abogado de la recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Julio César Castaños Espaillat, cédula 34196, 
serie 31, sello 4928, en representación del Lic. Juan Tomás 
Lithgow, cédula 2158, serie 31, sello 20000, y el Dr. Fausto 
E. Lithgow, cédula 27774, serie 31, sello 37489, abogados 
de la recurrida Berenice Lozano de Fernández, dominicana, 
mayor de edad, casada, ocupada en los quehaceres domés-
ticos, domiciliada y residente en la sección de Licey, muni-
cipio de Peña, cédula 1145, serie 31, sello 150198, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Visto el memorial de casación depositado en secreta-
ría el diez y seis de marzo del corriente año, y suscrito por 
el Dr. Ramón A. González Hardy, abogado de la recurrente, 
en el cual se invoca la desnaturalización de las pruebas, fal-
ta de motivos y falta de base legal; 

Visto el memorial de defensa notificado el veinticuatro 
-de mayo del corriente año, y suscrito por el Lic. Juan To-
más Lithgow y el Dr. Fausto E. Lithgow; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 138 y 140 de la Ley de Regis-
tro de Tierras N° 1542, de 1947, y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando, en cuanto a los tres medios reunidos, 
que en la sentencia impugnada se da por establecido lo 
siguiente: 1) que la actual intimante, recurrente en revi-
sión por fraude, compareció en representación de su hijas-
tro Adriano Antonio Ureña, a la audiencia del saneamiento 
de la Parcela N^ 973, del D. C. N° 4, del municipio de Peña, 
celebrada el veintinueve de junio de mil novecientos cua-
renta y cinco en el Tribunal de Jurisdicción Original de 
Santiago, limitándose a pedir que dicha parcela fuese adju-
dicada a su representado, residente en Nueva York, sin 
formular ninguna reclamación en su propio nombre; 2) que 
por sentencia de jurisdicción original de fecha catorce de 
diciembre de mil novecientos cuarenta y cinco, la cual apro-
bó el Tribunal Superior de Tierras dentro de sus facultades 
de revisión el trece de marzo de mil novecientos cuarenta 
y seis, la mencionada parcela fué adjudicada al reclamante 
Adriano Antonio Ureña; 3) que por acta bajo firma privada 
de fecha siete de agosto de mil novecientos cincuenta y uno, 
transcrito en Santiago el veintisiete de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y uno, Adriano Antonio Ureña vendió por 
el precio de RD$2,375.00 a Berenice Lozano de Fernández, 
la parcela de que se trata; 4) que por instancia de fecha 
veintiuno de octubre de mil novecientos cincuenta y uno, 
el Dr. Rafael Jorge, en nombre de Berenice Lozano de Fer-
nández, solicitó la transferencia de la referida parcela, la 
cual fué ordenada el trece de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y uno, expidiéndose a su favor el Decreto de Re-
gistro N° 54-1258 de fecha 21 de mayo de 1954; y 5) que en 
fecha diez de enero de mil novecientos cincuenta y cinco 
fué recibida en secretaría la instancia en revisión por frau-
de dirigida por María Ramona Rojas Vda. Ureña, la cual 
había sido notificada a Berenice Lozano de Fernández, en 
fecha diecisiete de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y cuatro; 

Considerando que de conformidad con la parte final 
del artículo 138 de la Ley de Registro de Tierras el recurso 
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de revisión por fraude no puede ser intentado contra los 
terceros adquirientes de buena fé y a título oneroso; 

Considerando que el Tribunal a quo ha admitido en el 
fallo impugnado que Berenice Lozano de Fernández es un 
tercero adquiriente de buena fé y a título oneroso; que ésta 
circunstancia es suficiente para justificar el rechazamiento 
del recurso de revisión por fraude, por hallarse protegida 
la intimada por el citado artículo 138 de la Ley de Registro 
de Tierras; que, por otra parte, es imposible, como lo ha 
reconocido el Tribunal a quo, que la intimada Berenice Lo-
zano de Fernández cometiera durante el saneamiento el 
fraude previsto por el artículo 140 de la Ley de Registro 
de Tierras, puesto que la parcela en discusión fué adquirida 
por ella después del saneamiento; 

Considerando, finalmente, que las comprobaciones 
realizadas por el Tribunal a quo fueron el resultado de la 
ponderación de los elementos de prueba aportados al deba-
te, los cuales no fueron desnaturalizados, sino apreciados 
soberanamente por los jueces del fondo; que, además, el 
fallo impugnado contiene motivos suficientes que justifican 
plenamente su dispositivo, así como una exposición com-
pleta de los hechos y una descripción de las circunstancias 
de la causa que han permitido verificar que la Corte a qua 
ha hecho, en la especie, una correcta aplicación de la ley, 
por lo cual los medios alegados por la recurrente carecen 
de fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por María Ramona Rojas Vda. Ureña, 
contra sentencia pronunciada por el Tribunal Superior de 
Tierras en fecha diez y nueve de enero del corriente año, 
mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo se copia 
en otra parte del presente 'fallo; y Segundo: Condena a la 
recurrente al pago de las costas, cuya distracción se ordena 
en provecho del Lic. Juan Tomás Lithgow y el Dr. Fausto 
E. Lithgow, abogados de la recurrida, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Moret.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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de revisión por fraude no puede ser intentado contra los 
terceros adquirientes de buena Té y a título oneroso; 

Considerando que el Tribunal a quo ha admitido en el 
fallo impugnado que Berenice Lozano de Fernández es un 
tercero adquiriente de buena fé y a título oneroso; que esta 
circunstancia es suficiente para justificar el rechazamiento 
del recurso de revisión por fraude, por hallarse protegida 
la intimada por el citado artículo 138 de la Ley de Registro 
de Tierras; que, por otra parte, es imposible, como lo ha 
reconocido el Tribunal a quo, que la intimada Berenice Lo-
zano de Fernández cometiera durante el saneamiento el 
fraude previsto por el artículo 140 de la Ley de Registro 
de Tierras, puesto que la parcela en discusión fué adquirida 
por ella después del saneamiento; 

Considerando, finalmente, que las comprobaciones 
realizadas por el Tribunal a quo fueron el resultado de la 
ponderación de los elementos de prueba aportados al deba-
te, los cuales no fueron desnaturalizados, sino apreciados 
soberanamente por los jueces del fondo; que, además, el 
fallo impugnado contiene motivos suficientes que justifican 
plenamente su dispositivo, así como una exposición com-
pleta de los hechos y una descripción de las circunstancias 
de la causa que han permitido verificar que la Corte a qua 
ha hecho, en la especie, una correcta aplicación de la ley, 
por lo cual los medios alegados por la recurrente carecen 
de fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por María Ramona Rojas Vda. Ureña, 
contra sentencia pronunciada por el Tribunal Superior de 
Tierras en fecha diez y nueve de enero del corriente año, 
mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo se copia 
en otra parte del presente Tallo; y Segundo: Condena a la 
recurrente al pago de las costas, cuya distracción se ordena 
en provecho del Lic. Juan Tomás Lithgow y el Dr. Fausto 
E. Lithgow, abogados de la recurrida, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 11 de 

julio, 1955. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Miguel Angel Ulloa. 
Abogado: Lic. Carlos Grisolla Poloney. 

Recurridos: Juan y Luis Martínez González. 
Abogado: Lic. Amiro Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día nueve del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel 
Angel Ulloa, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, domiciliado y residente en la Sección de Las Canas, 
del Municipio de Imbert, cédula 1140, serie 38, sello 8804, 
contra sentencia de fecha once de julio de mil novecientos 
cincuenta y cinco, del Tribunal Superior de Tierras, en 
cuanto dicha sentencia se refiere a la Parcela N 9  1-A-2, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Carlos Manuel Finke, cédula 15269, serie' 

37, sello 21294, en representación del Lic. Amiro Pérez,.  
cédula 85, serie 37, sello 17947, abogado de los recurridos, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Visto el memorial de casación de fecha diez de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y cinco, suscrito por 
el Lic. Carlos Grisolía Poloney, cédula 3564, serie 37, sello • 
1282, en el cual se invocan contra la sentencia impugnada 
los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha siete de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y cinco, suscrito por el. 
Lic. Amiro Pérez; 

Vista la sentencia de esta Corte, de fecha primero de 
junio de mil novecientos cincuenta y seis, por la cual se 
declara al recurrente Miguel Angel Ulloa excluido del dere-
cho de presentarse en audiencia a exponer sus medios de 
defensa en el presente recurso; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 86 y 137 de la Ley de Registro 
de Tierras; 141 del Código de Procedimiento Civil, y 1 9  y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que en fecha veintidós de septiembre de mil novecientos 
cuarenta y nueve el Tribunal de Tierras, en jurisdicción 
original, dictó una sentencia por la cual adjudicó a Juan 
y Luis Martínez González, la Parcela N9 1-A del Distrito 
Catastral N9 5 del Municipio de Imbert, lugar y sitio de Las 
Canas o Escaleretas, Provincia de Puerto Plata; b) que por 
sentencia de fecha nueve de marzo de mil novecientos cin-
cuenta y uno, el Tribunal Superior de Tierras confirmó la 
antes dicha decisión; c) que, con motivo de una solicitud de 
subdivisión de la referida Parcela, hecha por los adjudica-
tarios de que ya se ha hecho mención, el Tribunal de Tie-
rras, en jurisdicción original, dictó en fecha seis de agosto 
de mil novecientos cincuenta y cuatro una decisión por la 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 11 de 

julio, 1955. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Miguel Angel Ulloa. 
Abogado: Lic. Carlos Grisolía Poloney. 

Recurridos: Juan y Luis Martínez González. 
Abogado: Lic. Amiro Pérez. 

Dios, Patria y Libertul. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día nueve del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel 
Angel Ulloa, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, domiciliado y residente en la Sección de Las Canas, 
del Municipio de Imbert, cédula 1140, serie 38, sello 8804, 
contra sentencia de fecha once de julio de mil novecientos 
cincuenta y cinco, del Tribunal Superior de Tierras, en 
cuanto dicha sentencia so refiere a la Parcela 1\1 9  1-A-2, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Carlos Manuel Finke, cédula 15269, serie' 

37, sello 21294, en representación del Lic. Amiro Pérez, . 

cédula 85, serie 37, sello 17947, abogado de los recurridos, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Visto el memorial de casación de fecha diez de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y cinco, suscrito por 
el Lic. Carlos Grisolía Poloney, cédula 3564, serie 37, sello • 
1282, en el cual se invocan contra la sentencia impugnada 
los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha siete de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y cinco, suscrito por el 
Lic. Amiro Pérez; 

Vista la sentencia de esta Corte, de fecha primero de 
junio de mil novecientos cincuenta y seis, por la cual se 
declara al recurrente Miguel Angel Ulloa excluido del dere-
cho de presentarse en audiencia a exponer sus medios de 
defensa en el presente recurso; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 86 y 137 de la Ley de Registro 
de Tierras; 141 del Código de Procedimiento Civil, y 19 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que en fecha veintidós de septiembre de mil novecientos 
cuarenta y nueve el Tribunal de Tierras, en jurisdicción 
original, dictó una sentencia por la cual adjudicó a Juan 
y Luis Martínez González, la Parcela N9 1-A del Distrito 
Catastral N9 5 del Municipio de Imbert, lugar y sitio de Las 
Canas o Escaleretas, Provincia de Puerto Plata; b) que por 
sentencia de fecha nueve de marzo de niil novecientos cin-
cuenta y uno, el Tribunal Superior de Tierras confirmó la 
antes dicha decisión; c) que, con motivo de una solicitud de 
subdivisión de la referida Parcela, hecha por los adjudica-
tarios de que ya se ha hecho mención, el Tribunal de Tie-
rras, en jurisdicción original, dictó en fecha seis de agosto 
de mil novecientos cincuenta y cuatro una decisión por la 
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cual aprobó el procedimiento de la subdivisión hecha por el 
Agrimensor J. Eugenio Kunhardt hijo, ordenó la cancela-
ción del antiguo Certificado de Título que amparaba la pre-
indicada Parcela, y la expedición de uno nuevo en la forma 
y proporción señaladas en su dispositivo; d) que, sobre ape-
lación de Miguel Angel Ulloa contra la decisión últimamen-
te indicada, el Tribunal Superior de Tierras, en fecha once 
de julio de mil novecientos cincuenta y Onco, dictó una 

. sentencia, que es la ahora recurrida en casación, con 'el dis-
positivo siguiente: "Falla: PRIMERO: Se rechaza, por im-
procedente y mal fundada, la apelación interpuesta en fecha 
22 de septiembre del 1954 por el señor Miguel Angel Ulloa; 
—SEGUNDO: Se ordena la transferencia solicitada por el 
Juez de Paz de la Común de Imbert, en funciones de Nota-
rio, a nombre del señor Otilio Lantigua:— TERCERO: Se 
modifica la Decisión N 9  1 de Jurisdicción Original de fecha 
kB de agosto del 1954, relacionada con la subdivisión de la 
Parcela N9  1-A del Distrito Catastral N 9  5 de la Común de 
Imbert, lugar y sitio de 'Las Canas' o 'Escaleretas', Pro-
vincia de Puerto Plata, para que su dispositivo rija del si-
guiente modo:— PARCELA NUMERO 1-A- 1.— Que debe 
aprobar y aprueba, el procedimiento de subdivisión de la 
Parcela N9  1-A, del Distrito Catastral N °  5 de la común 
de Imbert, lugar y sitio de 'Las Canas' o 'Escaleretas', Pro-
vincia de Puerto Plata, practicado por el Agrimensor José 
Eugenio Kunhardt hijo, dominicano, mayor de edad, casado, 
domiciliado y residente en Puerto Plata, cédula N °  145, se-
rie 38, sello, N9 0242, cuyo resultado es el siguiente:— a) 
PARCELA NUMERO 1-A-1, con una extensión superficial 
de 186 Has., 82 As., 44 Cas., en la siguiente forma y Pro-
porción: 31 Hs., 34 As., 22.46 Cas., en favor de María del 
Carmen Ulloa de Vargas, dominicana, mayor de edad, ca-
sada con Aquilino Vargas, de oficios domésticos, domicilia-
da y residente en 'Las Canas', común de Imbert, con sus 
mejoras;— 115 Has., 61 As., 68.32 Cas., en favor de Bau-
dilia Cruz Vda. Ulloa, dominicana, mayor de edad, soltera, 
de oficios domésticos, domiciliada y residente en la calle 
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'San Felipe' N^ 59, Puerto Plata, con sus mejoras;— 6 Has., 
79 As., 32 Cas., en favor de Otilio Lantigua, dominicano, 
mayor de edad, jornalero, casado, domiciliado y residente 
en San José de Cenoví', portador de la cédula personal de 
identidad N" 3329-38, sello N" 2034609; y 33 Has., 07 As., 
21.22 Cas., o sea, el resto de la Parcela, en favor de Miguel 
Angel Ulloa, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, domiciliado y residente en 'Las Canas', Paraje de 'Es-
caleretas', común de Imbert, cédula N9 1140, serie 38, sello 
N9  8804;— b) PARCELA NUMERO 1-A-2, con una exten-
sión superficial de 34 Has., 76 As., 20 Cas., con sus mejoras, 
en favor de Juan Martínez González, dominicano, mayor 
de edad, agi;icultor, casado, domiciliado y residente en 'Las 
Canas', común de Imbert, cédula N 9  138, serie 38, y de 
Luis Martínez González, dominicano, mayor de edad, agri-
cultor, soltero, domiciliado y residente en 'Las Canas', Co-
mún de Imbert, cédula N °  194-38.— c) PARCELA NUME-
RO 1-A-3, con una extensión superficial de 8 Has., 82 As., 
91 Cas., en la siguiente forma y proporción: en favor de 
Luis Martínez González, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, agricultor, domiciliado y residente en 'Las Canas', Co-
mún de Imbert, cédula N0 194-38, la cantidad de O Ha., 60 
As., 76 Cas., 25 dms. cuadrados; y en favor de Miguel Angel 
Ulloa, dominicano, mayor de edad, agricultor, soltero, domi-
ciliado y residente en 'Las Canas', común de Imbert, cédula 
N° 1140, 38, sello 1\19  8804, el resto de esta parcela, con sus 
respectivas mejoras, incluyendo en esta porción las mejoras 
de Milita Gerardino y María Agustina Alvarez de Gerardi-
no, las cuales quedan regidas por la segunda parte del art. 
555 del Código Civil.- 0 2.— Que debe ordenar y ordena al 
Registrador de Títulos del Departamento de Santiago, la 
cancelación del Certificado de Título que ampara la Par-
cela NQ 1-A del Distrito Catastral N° 5 de la común de Im-
bert, Lugar y Sitio de 'Las Canas' o 'Escaleretas', provin-
cia de Puerto Plata, así como los duplicados del mismo y 
expedión de nuevos certificados de títulos en favor de las 
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'San Felipe' N9  59, Puerto Plata, con sus mejoras;— 6 Has., 
79 As., 32 Cas., en favor de Otilio Lantigua, dominicano, 
mayor de edad, jornalero, casado, domiciliado y residente 
en San José de Cenoví', portador de la cédula personal de 
identidad N9  3329-38, sello N9 2034609; y 33 Has., 07 As., 
21.22 Cas., o sea, el resto de la Parcela, en favor de Miguel 
Angel Ulloa, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, domiciliado y residente en 'Las Canas', Paraje de 'Es-
caleretas', común de Imbert, cédula N 9  1140, serie 38, sello 
N9  8804•— b) PARCELA NUMERO 1-A-2, con una exten-
sión superficial de 34 Has., 76 As., 20 Cas., con sus mejoras, 
en favor de Juan Martínez González, dominicano, mayor 
de edad, agkicultor, casado, domiciliado y residente en 'Las 
Canas', común de Imbert, cédula N 9  138, serie 38, y de 
Luis Martínez González, dominicano, mayor de edad, agri-
cultor, soltero, domiciliado y residente en 'Las Canás', Co-
mún de Imbert, cédula N° 194-38.— c) PARCELA NUME-
RO 1-A-3, con una extensión superficial de 8 Has., 82 As., 
91 Cas., en la siguiente forma y proporción: en favor de 
Luis Martínez González, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, agricultor, domiciliado y residente en 'Las Canas', Co-
mún de Imbert, cédula N° 194-38, la cantidad de O Ha., 60 
As., 76 Cas., 25 dms. cuadrados; y en favor de Miguel Angel 
Ulloa, dominicano, mayor de edad, agricultor, soltero, domi-
ciliado y residente en 'Las Canas', común de Imbert, cédula 
N9  1140, 38, sello N9  8804, el resto de esta parcela, con sus 
respectivas mejoras, incluyendo en esta porción las mejoras 
de Milita Gerardino y María Agustina Alvarez de Gerardi-
no, las cuales quedan regidas por la segunda parte del art. 
555 del Código Civil.- 1 2.— Que debe ordenar y ordena al 
Registrador de Títulos del Departamento de Santiago, la 
cancelación del Certificado de Título que ampara la Par-
cela N9 1-A del Distrito Catastral N° 5 de la común de Im-
bert, Lugar y Sitio de 'Las Canas' o 'Escaleretas', provin-
cia de Puerto Plata, así como los duplicados del mismo y 
expedión de nuevos certificados de títulos en favor de las 

1 
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personas citadas anteriormente, en la proporción que se 
indica en el dispositivo de esta decisión"; 

Considerando, que contra la sentencia impugnada, el 
recurrente invoca los siguientes medios: 1°: Insuficiencia 
de motivos, y por tanto violación del artículo 141 del Código 
de Procedimiento Civil; y 2°: Falta de base legal; 

Considerando que, para apoyar el primer medio de su 
recurso, el recurrente sostiene que en la sentencia impug-
nada, no se hizo una suficiente motivación, porque "de las 
circunstancias que señaló el recurrente para establecer su 
derecho de propiedad, conjuntamente con la señora Baudilia 
Cruz viuda Ulloa, sobre las 82 tareas (5 Has., 1 A., 5 Cas.,), 
aproximadamente, de la Parcela 1-A-2, del Distrito Catas-
tral N° 5 de la Común de Imbert, Provincia de Puerto Plata, 
aue le fué adjudicada en su totalidad a los hermanos Mar-
tínez González, sólo se hace mención en la referida senten-
cia de una de dichas circunstancias, y se omiten completa-
mente las otras tres, cuando lo procedente era que se hubie-
se hecho una cuidadosa consideración de las cuatro, con lo 
cual, indudablemente, hubiera quedado construido entera-
mente el edificio de la prueba del mencionado derecho de 
propiedad"; pero 

Considerando que, conforme a los artículos 86 y 137 de 
la Ley, de Registro de Tierras, las sentencias del saneamien-
to del Tribunal de Tierras, después de un año de transcrito 
el correspondiente decreto de registro adquieren la Tuerza 
irrevocable de la cosa juzgada y las cuestiones en ellas re-
sueltas no puede ser alteradas por recurso alguno; que la 
sentencia impugnada no es la sentencia de saneamiento de 
la Parcela N' 1-A, parte de la cual constituye el objeto del 
recurso del actual recurrente; que dicho saneamiento ha-
bía sido ejecutado por las sentencias del Tribunal de Tierras 
del veintidós de septiembre de mil novecientos cuarenta y 
nueve y nueve de marzo de mil novecientos cincuenta y 
uno, ya citadas en anteriores considerando; que, tal como 
consta en la sentencia impugnada, esas sentencias de sa-
neamiento adquieren la autoridad de la cosa irrevocable- -  

mente juzgada en provecho de Juan y Luis Martínez Gon-
zález, los actuales recurridos, y en contra de Miguel Angel 
Ulloa, el actual recurrente, como en contra de toda otra 
persona; que la sentencia ahora recurrida es una simple 
sentencia de subdivisión, resultado de un procedimiento en 
el cual no podía plantearse contra los adjudicatarios de la 
Parcela N° 1-A por virtud de las ya citadas sentencias de 
saneamiento, ninguna cuestión capaz de alterar la situación 
jurídica fijada por dichas sentencias; que, por tanto, el 
Tribunal a quo, para rechazar la apelación que hizo ante él 
el actual recurrente, no tenía que dar otros motivos que 
el que ha dado en su sentencia, según el cual "cualquier de-
recho de propiedad que hubiese tenido algún reclamante 
sobre la parcela discutida, fué aniquilado por el saneamien-
to, el cual ha adquirido ya la autoridad de la cosa juzgada"; 
que, por tanto, el primer medio del recurso carece de fun-
damento y debe ser desestimado; 

Considerando que, por el segundo y último medio del 
recurso, el recurrente sostiene que la sentencia impugnada 
carece de base legal, por las mismas razones que apoyan 
el primer medio; pero, 

Considerando que el vicio de falta de base legal en las 
sentencias consiste en que en ellas se omita hacer una ex-
posición de los hechos y circunstancias de la causa hasta 
el punto de que la Suprema Corte de Justicia, actuando co-
mo Corte de Casación, se vea en la imposibilidad de decidir 
si el derecho relativo al caso de que se trate ha sido bien 
o mal aplicado; que, en la especie, la sentencia impugnada 
no presenta ese vicio, como resulta de todas las considera-
ciones anteriores; que, por tanto, el segundo y último medio 
del recurso, también carece de fundamento y debe ser des-
estimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Miguel Angel Ulloa contra sentencia 
de fecha once de julio de mil novecientos cincuenta y cinco, 
del Tribunal Superior de Tierras, cuyo dispositivo se ha' 
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personas citadas anteriormente, en la proporción que se 
indica en el dispositivo de esta decisión"; 

Considerando, que contra la sentencia impugnada, el 
recurrente invoca los siguientes medios: 1°: Insuficiencia 
de motivos, y por tanto violación del artículo 141 del Código 
de Procedimiento Civil; y 29: Falta de base legal; 

Considerando que, para apoyar el primer medio de su 
recurso, el recurrente sostiene que en la sentencia impug-
nada, no se hizo una suficiente motivación, porque "de las 
circunstancias que señaló el recurrente para establecer su 
derecho de propiedad, conjuntamente con la señora Baudilia 
Cruz viuda Ulloa, sobre las 82 tareas (5 Has., 1 A., 5 Cas.,), 
aproximadamente, de la Parcela 1-A-2, del Distrito Catas-
tral N" 5 de la Común de Imbert, Provincia de Puerto Plata, 
Que le fué adjudicada en su totalidad a los hermanos Mar-
tínez González, sólo se hace mención en la referida senten-
cia de una de dichas circunstancias, y se omiten completa-
mente las otras tres, cuando lo procedente era que se hubie-
se hecho una cuidadosa consideración de las cuatro, con lo 
cual, indudablemente, hubiera quedado construido entera-
mente el edificio de la prueba del mencionado derecho de 
propiedad"; pero 

Considerando que, conforme a los artículos 86 y 137 de 
la Ley, de Registro de Tierras, las sentencias del saneamien-
to del Tribunal de Tierras, después de un año de transcrito 
el correspondiente decreto de registro adquieren la fuerza 
irrevocable de la cosa juzgada y las cuestiones en ellas re-
sueltas no puede ser alteradas por recurso alguno; que la 
sentencia impugnada no es la sentencia de saneamiento de 
la Parcela N 9  1-A, parte de la cual constituye el objeto del 
recurso del actual recurrente; que dicho saneamiento ha-
bía sido ejecutado por las sentencias del Tribunal de Tierras 
del veintidós de septiembre de mil novecientos cuarenta y 
nueve y nueve de marzo de mil novecientos cincuenta y 
uno, ya citadas en anteriores considerando; que, tal como 
consta en la sentencia impugnada, esas sentencias de sa-
neamiento adquieren la autoridad de la cosa irrevocable- -  

mente juzgada en provecho de Juan y Luis Martínez Gon-
zález, los actuales recurridos, y en contra de Miguel Angel 
Ulloa, el actual recurrente, como en contra de toda otra 
persona; que la sentencia ahora recurrida es una simple 
sentencia de subdivisión, resultado de un procedimiento en 
el cual no podía plantearse contra los adjudicatarios de la 
Parcela 1\1 9  1-A por virtud de las ya citadas sentencias de 
saneamiento, ninguna cuestión capaz de alterar la situación 
jurídica fijada por dichas sentencias; que, por tanto, el 
Tribunal a quo, para rechazar la apelación que hizo ante él 
el actual recurrente, no tenía que dar otros motivos que 
el que ha dado en su sentencia, según el cual "cualquier de-
recho de propiedad que hubiese tenido algún reclamante 
sobre la parcela discutida, fué aniquilado por el saneamien-
to, el cual ha adquirido ya la autoridad de la cosa juzgada"; 
que, por tanto, el primer medio del recurso carece de fun-
damento y debe ser desestimado; 

Considerando que, por el segundo y último medio del 
recurso, el recurrente sostiene que la sentencia impugnada 
carece de base legal, por las mismas razones que apoyan 
el primer medio; pero, 

Considerando que el vicio de falta de base legal en las 
sentencias consiste en que en ellas se omita hacer una ex-
posición de los hechos y circunstancias de la causa hasta 
el punto de que la Suprema Corte de Justicia, actuando co-
mo Corte de Casación, se vea en la imposibilidad de decidir 
si el derecho relativo al caso de que se trate ha sido bien 
o mal aplicado; que, en la especie, la sentencia impugnada 
no presenta ese vicio, como resulta de todas las considera-
ciones anteriores; que, por tanto, el segundo y último medio 
dsetlimreacduorso, también carece de fundamento y debe ser des- 

e Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Miguel Angel Ulloa contra sentencia 
de fecha once de julio de mil novecientos cincuenta y cinco, 
del Tribunal Superior de Tierras, cuyo dispositivo se ha' 
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transcrito en parte anterior del presente fallo, parte relativa 
a la Parcela 1-A-2; y Segundo: Condena al recurrente al 
pago de las costas, con distracción de las mismas en pro-
vecho del Lic. Amiro Pérez, quien afirma haberlas avan- 

zado. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián B.— Manuel A. Amiama.— Luis 
Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 3 
de agosto de 1955. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Aurelio Rodriguez Reyes. 

Abogados: Dres. Efraín Reyes Duluc y Horacio Morillo Vásquez. 

Dios, Patria y Libert'td. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día nueve del mes de octubre de mil novecien-
tos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' de 
la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aurelio 
Rodríguez Reyes, dominicano, mayor de edad, casado, nego-
ciante, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, cédula 5803, serie lra., cuyo sello de renovación 
no figura en el expediente, contra sentencia del Tribunal 
Superior de Tierras de fecha tres de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y cinco, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

 el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído a la Doctora Isabel Luisa Medina de Reyes Duluc, 

cédula 3725, serie 24, sello 22693, en representación de los 
Doctores Efraín Reyes Duluc, cédula 22863, serie 23, sello 
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transcrito en parte anterior del presente fallo, parte relativa 
a la Parcela 1-A-2; y Segundo: Condena al recurrente al 
pago de las costas, con distracción de las mismas en pro-
vecho del Lic. Amiro Pérez, quien afirma haberlas avan- 

zado. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián B.— Manuel A. Amiama.— Luis 
Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1956 

sentencia Impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 3 
de agosto de 1955. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Aurelio Rodríguez Reyes. 

Abogados: Dres. Efraín Reyes Duluc y Horacio Morillo Vásquéz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día nueve del mes de octubre de mil novecien-
tos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' de 
la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aurelio 
Rodríguez Reyes, dominicano, mayor de edad, casado, nego-
ciante, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, cédula 5803, serie 1ra., cuyo sello de renovación 
no figura en el expediente, contra sentencia del Tribunal 
Superior de Tierras de fecha tres de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y cinco, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído a la Doctora Isabel Luisa Medina de Reyes Duluc, 

cédula 3725, serie 24, sello 22693, en representación de los 
Doctores Efraín Reyes Duluc, cédula 22863, serie 23, sello 
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4262, y Horacio Morillo Vásquez, cédula 33215, serie 1ra., 
sello 15445, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación de fecha quince de octu-

bre de mil novecientos cincuenta y cinco suscrito por los 
Doctores Efraín Reyes Duluc y Horacio Morillo Vásquez, 
en el cual se alegan contra la sentencia impugnada los me-
dios que se indicarán más adelante; 

Vista la resolución de 'fecha quince de mayo de mil 
novecientos cincuenta y seis, de esta Suprema Corte de 
Justicia, mediante la cual se declara el defecto en contra 
del recurrido Fabio Jiménez, en el recurso de casación inter-
puesto por Aurelio Rodríguez Reyes contra sentencia del 
Tribunal Superior de Tierras, de fecha tres de agosto de 
mil novecientos cincuenta y cinco; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1319 del Código Civil; 141 del 
Código de Procedimiento Civil; 84 de la Ley de Registro 
de Tierras; y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha 16 de junio de 1955, el Tribunal Superior de Tie-
rras conoció en audiencia pública de varios recursos de 
apelación interpuestos contra la Decisión N° 1 del Tribunal 
de Jurisdicción Original de fecha 20 de diciembre de 1954, 
en relación con las parcelas Nos. 129, 138, 139, 143, 144 y 
145 del Distrito Catastral N' 9 de la Común de Monseñor 
Nouel, Sitio de "Maimón", Provincia de La Vega; b) que a 
esa audiencia compareció el Dr. Horacio Morillo Vásquez, 
en representación de Aurelio Rodríguez Reyes, parte inter-
viniente, quien después de hacer consideraciones relaciona-
das con el caso, concluyó del modo siguiente: "Por tales 
razones, Honorables Magistrados, y por las que vosotros 
podáis suplir con vuestro conocido espíritu de justicia, el 
abogado infrascrito, actuando a nombre y representación 
del señor Aurelio Rodríguez Reyes, os pide, muy respetuo- 

samente, lo siguiente: 1 9  Que ordenéis la celebración de una 
nueva audiencia a fin de que oídos los testigos que demos-
trarán que el señor Aurelio Rodríguez Reyes, por sí y por 
sus causantes tiene 31 años que legítima y exclusivamente 
tiene la posesión de la parcela N° 143, del Distrito Catastral 
N" 9 Común de Monseñor Nouel; y 2 9  Que subsidiariamente, 
en el caso de que no se acoja la anterior petición, se le ad-
judique la parcela N° 143 por tener la posesión por sí y por 
sus causantes desde hace muchos años y por tener 40 pesos 
de títulos que cubren la posesión de la mencionada parcela, 
caso en el cual se os ruega a ese Honorable Tribunal se-
ñalar la cantidad necesaria para cubrirla, dejando la otra 
parte restante de los 40 pesos de títulos para que entren 
en la partición del resto del sitio de "Maimón" con los de-
más accionistas computados"; c) que también el Dr. Hora-
cio Morillo Vásquez solicitó por otras conclusiones "una 
nueva audiencia para presentar testigos y por medio de 
ellos probar que los causantes de su representado Aurelio 
Rodríguez Reyes eran los dueños de ese terreno"; d) que 
en la referida audiencia el Dr. Eugenio Alfonso Matos Féliz, 
solicitó un plazo de tres días en cuanto a Aurelio Rodrí-
guez Reyes para depositar unos documentos; e) que en 
fecha tres de agosto de mil novecientos cincuenta y cinco, 
el Tribunal Superior de Tierras, dictó la Decisión Número 
1, por la cual falló todas las apelaciones interpuestas, y en 
lo que se refiere al pedimento del señor Aurelio Rodríguez 
Reyes, la parte dispositiva de la sentencia, motivo de este 
recurso de casación, es como sigue: "Falla: 1° Se rechaza, 
por improcedente, la demanda en intervención propuesta 
por el señor Aurelio Rodríguez Reyes en la audiencia del 
16 de junio de 1955"; 

Considerando que por su memorial el recurrente in-
voca los siguientes medios de casación: "Primer medio: 
Omisión de estatuir; Segundo medio: Violación del artículo 
84 de la Ley de Registro de Tierras; Tercer medio: Viola-
ción del artículo 1319 del Código Civil; Cuarto medio: Falta 
de motivos; y Quinto medio: Falta de base legal"; 
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4262, y Horacio Morillo Vásquez, cédula 33215, serie ira., 
sello 15445, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación de fecha quince de octu-

bre de mil novecientos cincuenta y cinco suscrito por los 
Doctores Efraín Reyes Duluc y Horacio Morillo Vásquez, 
en el cual se alegan contra la sentencia impugnada los me-
dios que se indicarán más adelante; 

Vista la resolución de fecha quince de mayo de mil 
novecientos cincuenta y seis, de esta Suprema Corte de 
Justicia, mediante la cual se declara el defecto en contra 
del recurrido Fabio Jiménez, en el recurso de casación inter-
puesto por Aurelio Rodríguez Reyes contra sentencia del 
Tribunal Superior de Tierras, de fecha tres de agosto de 
mil novecientos cincuenta y cinco; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1319 del Código Civil; 141 del 
Código de Procedimiento Civil; 84 de la Ley de Registro 
de Tierras; y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha 16 de junio de 1955, el Tribunal Superior de Tie-
rras conoció en audiencia pública de varios recursos de 
apelación interpuestos contra la Decisión N" 1 del Tribunal 
de Jurisdicción Original de fecha 20 de diciembre de 1954, 
en relación con las parcelas Nos. 129, 138, 139, 143, 144 y 
145 del Distrito Catastral N° 9 de la Común de Monseñor 
Nouel, Sitio de "Maimón", Provincia de La Vega; b) que a 
esa audiencia compareció el Dr. Horacio Morillo Vásquez, 
en representación de Aurelio Rodríguez Reyes, parte inter-
viniente, quien después de hacer consideraciones relaciona-
das con el caso, concluyó del modo siguiente: "Por tales 
razones, Honorables Magistrados, y por las que vosotros 
podáis suplir con vuestro conocido espíritu de justicia, el 
abogado infrascrito, actuando a nombre y representación 
del señor Aurelio Rodríguez Reyes, os pide, muy respetuo- 

samente, lo siguiente: 19 Que ordenéis la celebración de una 
nueva audiencia a fin de que oídos los testigos que demos-
trarán que el señor Aurelio Rodríguez Reyes, por sí y por 
sus causantes tiene 31 años que legítima y exclusivamente 
tiene la posesión de la parcela NQ 143, del Distrito Catastral 
N° 9 Común de Monseñor Nouel; y 2" Que subsidiariamente, 
en el caso de que no se acoja la anterior petición, se le ad-
judique la parcela N" 143 por tener la posesión por sí y por 
sus causantes desde hace muchos años y por tener 40 pesos 
de títulos que cubren la posesión de la mencionada parcela, 
caso en el cual se os ruega a ese Honorable Tribunal se-
ñalar la cantidad necesaria para cubrirla, dejando la otra 
parte restante de los 40 pesos de títulos para que entren 
en la partición del resto del sitio de "Maimón" con los de-
más accionistas computados"; c) que también el Dr. Hora-

,cio Morillo Vásquez solicitó por otras conclusiones "una 
nueva audiencia para presentar testigos y por medio de 
ellos probar que los causantes de su representado Aurelio 
Rodríguez Reyes eran los dueños de ese terreno"; d) que 
en la referida audiencia el Dr. Eugenio Alfonso Matos Féliz, 
solicitó un plazo de tres días en cuanto a Aurelio Rodrí-
guez Reyes para depositar unos documentos; e) que en 
fecha tres de agosto de mil novecientos cincuenta y cinco, 
el Tribunal Superior de Tierras, dictó la Decisión Número 
1, por la cual falló todas las apelaciones interpuestas, y en 
lo que se refiere al pedimento del señor Aurelio Rodríguez 
Reyes, la parte dispositiva de la sentencia, motivo de este 
recurso de casación, es como sigue: "Falla: 1" Se rechaza, 
por improcedente, la demanda en intervención propuesta 
por el señor Aurelio Rodríguez Reyes en la audiencia del 
16 de junio de 1955"; 

Considerando que por su memorial el recurrente in-
voca los siguientes medios de casación: "Primer medio: 
Omisión de estatuir; Segundo medio: Violación del artículo 
84 de la Ley de Registro de Tierras; Tercer medio: Viola-
ción del artículo 1319 del Código Civil; Cuarto medio: Falta 
de motivos; y Quinto medio: Falta de base legal"; 
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Considerando en cuanto al tercer medio, que el recu-
rrente sostiene que la sentencia impugnada violó el artícu-
lo 1319 del Código Civil "al no disponer la transferencia 
de los derechos que sobre la parcela N9  143 tenía Fabio 
Jiménez, los cuales pasaron a Aurelio Rodríguez Reyes por 
medio del acto instrumentado por el Notario Público Dr. 
J. Alberto Rincón en fecha seis de marzo de mil novecien-
tos cincuenta y cinco, y oue violó también dicho artículo 
al no adjudicarle a Rodríguez Reyes el terreno al ser él 
propietario de 40 pesos de títulos homologados, según acto 
del mismo Notario de la misma fecha"; pero, 

Considerando que para rechazar las conclusiones del 
actual recurrente, el Tribunal a quo se fundó en que "en la 
especie se trata de la reclamación de la Parcela 1\1 9  143, la 
cual ya había sido reclamada por su causante, señor Fabio 
Jiménez, cuyas pretensiones fueron rechazadas por falta 
de pruebas, aún cuando se adjudicaron en su favor las 
mejoras fomentadas en dicha parcela; Que las medidas soli-
citadas en la audiencia por la mencionada parte intervi-
niente, no resultan procedentes en el presente caso, por 
tratarse de porciones de tierras que ya fueron mensuradas 
de acuerdo con la Ley del 1911 sobre División de Terrenos 
Comuneros, debidamente homologada su partición numé-
rica por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de La Vega en fecha 18 de julio del 1936, la cual, de 
acuerdo con la jurisprudencia constante del Tribunal de 
Tierras y de la Suprema Corte de Justicia, aniquila todos 
los derechos que pudiesen haber tenido otras personas y que 
no reclamaron oportunamente; Que el nuevo período de 
prescripción que comienza a contarse a partir de la homolo-
gación, al 31 de julio de 1953, fecha de la primera audien-
cia del saneamiento, no había transcurrido tiempo sufi-
ciente para poder adquirir por esa causa; Que en esa cir-
cunstancia ordenar un nuevo juicio o una nueva audiencia 
a esos fines, resultaría inútil y frustratorio; y respecto a su 
petición de que en último caso le sea adjudicado la parcela 
reclamada por ser propietario de RD$40 de títulos, convie- 

ne advertir que esas acciones computadas son para tenerlas 
en cuenta cuando se haga la partición en naturaleza del 
referido sitio"; 

Considerando que al estatuir de este modo el Tribunal 
Superior de Tierras no ha violado el artículo 1319 del Có-
digo Civil, por lo cual el presente medio debe ser desesti-
mado; 

Considerando que por el primer medio se alega omi-
sión de estatuir, porque, habiendo concluido en el Tribunal 
Superior de Tierras, Aurelio Rodríguez Reyes en el sentido 
de que se le adjudicara la parcela NY 143 mencionada, y 
habiendo presentado el acto de compra de dicha parcela 
y el acto que demostraba que era propietario de RD$40.00 
pesos de títulos homologados, el Tribunal Superior de Tie-
rras tenía que decidir sobre su pedimento; pero, 

Considerando que para rechazar las conclusiones .4  ub-
sidiarias presentadas por el actual recurrente, el Tribunal 
a quo se fundó en que los RD$40 de acciones de títulos 
computados a que se refiere dicho recurrente, son para te-
nerlas en cuenta cuando se haga la partición en naturaleza 
del referido sitio; que, por tanto, la alegada omisión de 
estatuir no está justificada, por lo cual el medio que se exa-
mina debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo, cuarto y quinto me-
dios, el recurrente alega la violación del artículo 84 de la 
Ley de Registro de Tierras, falta de motivos y falta de base 
legal; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impug-
nada evidencia que ella contiene motivos suficientes que 
justifican plenamente su dispositivo, así como una expo-
sición completa de los hechos y una descripción de las cir-
cunstancias de la causa, que han permitido verificar que 
dicha sentencia es el resultado de una exacta aplicación 
de la ley a los hechos que fueron comprobados por los jue-
ces del fondo; que, en consecuencia, los medios aquí exa-
minados carecen también de fundamento y deben ser des-
estimados; 
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Considerando en cuanto al tercer medio, que el recu-
rrente sostiene que la sentencia impugnada violó el artícu-
lo 1319 del Código Civil "al no disponer la transferencia 
de los derechos que sobre la parcela N^ 143 tenía Fabio 
Jiménez, los cuales pasaron a Aurelio Rodríguez Reyes por 
medio del acto instrumentado por el Notario Público Dr. 
J. Alberto Rincón en fecha seis de marzo de mil novecien-
tos cincuenta y cinco, y que violó también dicho artículo 
al no adjudicarle a Rodríguez Reyes el terreno al ser él 
propietario de 40 pesos de títulos homologados, según acto 
del mismo Notario de la misma fecha"; pero, 

Considerando que para rechazar las conclusiones del 
actual recurrente, el Tribunal a quo se 'fundó en que "en la 
especie se trata de la reclamación de la Parcela Ne 143, la 
cual ya había sido reclamada por su causante, señor Fabio 
Jiménez, cuyas pretensiones fueron rechazadas por falta 
de pruebas, aún cuando se adjudicaron en su favor las 
mejoras fomentadas en dicha parcela; Que las medidas soli-
citadas en la audiencia por la mencionada parte intervi-
niente, no resultan procedentes en el presente caso, por 
tratarse de porciones de tierras que ya fueron mensuradas 
de acuerdo con la Ley del 1911 sobre División de Terrenos 
Comuneros, debidamente homologada su partición numé-
rica por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de La Vega en fecha 18 de julio del 1936, la cual, de 
acuerdo con la jurisprudencia constante del Tribunal de 
Tierras y de la Suprema Corte de Justicia, aniquila todos 
los derechos que pudiesen haber tenido otras personas y que 
no reclamaron oportunamente; Que el nuevo período de 
prescripción que comienza a contarse a partir de la homolo-
gación, al 31 de julio de 1953, fecha de la primera audien-
cia del saneamiento, no había transcurrido tiempo sufi-
ciente para poder adquirir por esa causa; Que en esa cir-
cunstancia ordenar un nuevo juicio o una nueva audiencia 
a esos fines, resultaría inútil y frustratorio; y respecto a su 
petición de que en último caso le sea adjudicado la parcela 
reclamada por ser propietario de RD$40 de títulos, convie- 

ne advertir que esas acciones computadas son para tenerlas 
en cuenta cuando se haga la partición en naturaleza del 
referido sitio"; 

Considerando que al estatuir de este modo el Tribunal 
Superior de Tierras no ha violado el artículo 1319 del Có-
digo Civil, por lo cual el presente medio debe ser desesti-
mado; 

Considerando que por el primer medio se alega omi-
sión de estatuir, porque, habiendo concluido en el Tribunal 
Superior de Tierras, Aurelio Rodríguez Reyes en el sentido 
de que se le adjudicara la parcela N" 143 mencionada, y 
habiendo presentado el acto de compra de dicha parcela 
y el acto que demostraba que era propietario de RD$40.00 
pesos de títulos homologados, el Tribunal Superior de Tie-
rras tenía que decidir sobre su pedimento; pero, 

Considerando que para rechazar las conclusiones sub-
sidiarias presentadas por el actual recurrente, el Tribunal 
a quo se fundó en que los RD$40 de acciones de títulos 
computados a que se refiere dicho recurrente, son para te-
nerlas en cuenta cuando se haga la partición en naturaleza 
del referido sitio; que, por tanto, la alegada omisión de 
estatuir no está justificada, por lo cual el medio que se exa-
mina debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo, cuarto y quinto me-
dios, el recurrente alega la violación del artículo 84 de la 
Ley de Registro de Tierras, falta de motivos y falta de base 
legal; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impug-
nada evidencia que ella contiene motivos suficientes que 
justifican plenamente su dispositivo, así como una expo-
sición completa de los hechos y una descripción de las cir-
cunstancias de la causa, que han permitido verificar que 
dicha sentencia es el resultado de una exacta aplicación 
de la ley a los hechos que fueron comprobados por los jue-
ces del fondo; que, en consecuencia, los medios aquí exa-
minados carecen también de fundamento y deben ser des-
estimados; 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sacion interpuesto por Aurelio Rodríguez Reyes contra sen-
tencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha tres de 
agosto de mil novecientos cincuenta y cinco, cuyo dispositi-
vo está copiado en otro lugar del presente fallo. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.-

Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 
11 de abril de 1956. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Fernando Estévez (a) Bilín. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día nueve del mes de octubre de mil novecien-
tos cincuenta y seis, años 113 de la Independencia, 94' de 
la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fernando 
Estévez (a) Bilín, dominicano, mayor de edad, casado, 
agricultor, domiciliado y residente en Monte Grande, juris-
dicción del Municipio de Loma de Cabrera, jurisdicción de 
la provincia Libertador, cédula 2993, serie 44, sello 81735, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago de 
fecha once de abril del corriente año, cuyo dispositivo se 
copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara inad-
misible el presente recurso de apelación interpuestro contra 
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Libertador, dictada en atribuciones correccio-
nales, el día veinte de octubre del año mil novecientos 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
i,acion interpuesto por Aurelio Rodríguez Reyes contra sen-
tencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha tres de 
agosto de mil novecientos cincuenta y cinco, cuyo dispositi-
vo está copiado en otro lugar del presente fallo. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 

Luis.  Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 
11 de abril de 1956. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Fernando Estévez (a) }Min. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día nueve del mes de octubre de mil novecien-
tos cincuenta y seis, años 113 de la Independencia, 94' de 
la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fernando 
Estévez (a) Bilín, dominicano, mayor de edad, casado, 
agricultor, domiciliado y residente en Monte Grande, juris-
dicción del Municipio de Loma de Cabrera, jurisdicción de 
la provincia Libertador, cédula 2993, serie 44, sello 81735, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago de 
fecha once de abril del corriente año, cuyo dispositivo se 
copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara inad-
misible el presente recurso de apelación interpuestro contra 
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Libertador, dictada en atribuciones correccio-
nales, el día veinte de octubre del año mil novecientos 



2096 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 2097 

fon 

cincuenta y cinco, en cuanto reconoció al prevenido Fer-
nando Estévez (a) Bilín, culpable de violación al artículo 
85 de la Ley de Policía, por tratarse en este aspecto, de un 
fallo en última instancia;— SEGUNDO: Admite en la forma 
el referido recurso, en cuanto se refiere al delito de viola-
ción de propiedad, por el cual fué reconocido culpable el 
prevenido, por la indicada sentencia y condenado al pago 
de una multa de RD$50.00, aplicando la regla del no cúmulo 
de penas, y acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes;— TERCERO: Modifica la sentencia apelada, en cuanto 
condenó al procesado Fernando Estévez (a) Bilín, al pago 
de una multa de cincuenta pesos oro (RD$50.00) por el de-
lito de violación de propiedad en perjuicio del señor Rafael 
Antonio Díaz Fernández, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes, y aplicando la regla del no cúmulo de 
penas, en el sentido de rebajar la multa a veinte pesos 
oro (RD$20.00;— CUARTO: Modifica así mismo, la aludida 
sentencia, en cuanto condenó al prevenido Estévez, a pagar 
una indemnización de doscientos pesos oro en favor del se-
ñor Rafael Antonio Díaz Fernández, constituido en parte 
civil, por los daños y perjuicios sufridos por éste, en el sen-
tido de reducir la mencionada indemnización a veinte pesos 
oro (RD$20.00) ;— QUINTO: Condena al procesado Fer-
nando Estévez (a) Bilín, al pago de las costas penales, y 
compensa las costas civiles de ambas instancias"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a que, a requerimiento del recurren-
te, en fecha once de abril del corriente año (1956), en la 
cual se invocan los siguientes medios: "violación del dere-
cho de defensa al ser citado y encausado para responder de 
un hecho (destrucción de empalizadas, art. 456 del Código 
Penal) y ser condenado en Dajabón por otro distinto (vio-
lación de propiedad Ley 43) por un cambio en la preven-
ción de los hechos en la audiencia del día de la causa; vio- 

lación de las reglas de la competencia al fallar en última 
instancia el Juzgado de Libertador el caso como contra-
vención de simple policía, privándolo del derecho al doble 
grado de jurisdicción; falsa aplicación de la Ley 43 y del 
artículo 85 de la Ley de Policía al imponerle la multa de 
cincuenta pesos; desnaturalización de los hechos de la causa 
en lo que concierne a su conexión con la materia inmobiliar 
a que estaban indisolublemente ligados en la especie; falta 
de base legal y contradicción de motivos de la sentencia 
recurrida"; 

Visto el auto dictado por el Magistrado Presidente de 
la Suprema Corte de Justicia en fecha cinco del corriente 
mes y año, por el cual se llama al Magistrado Lic. Manuel 
A. Amiama, Juez de la Suprema Corte de Justicia, no 
inhibido ni recusado, para que complete la mayoría en la 
deliberación y fallo del presente recurso; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 85 de la Ley de Policía; 147, 
177, 180, 192 y 200 del Código de Procedimiento Criminal; 
la Ley N" 43, de 1930, y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando, en cuanto al medio relativo a "la viola-
ción de las reglas de la competencia al fallar en última ins-
tancia el Juzgado de Libertador el caso como contraven-
ción de simple policía, privándolo del derecho al doble gra-
do de jurisdicción", que la Corte a qua declaró inadmisible 
el recurso de apelación interpuesto por el prevenido Fer-
nando Estévez contra la sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Libertador del veinte de 
octubre de mil novecientos cincuenta y cinco, en cuanto lo 
reconoció culpable del delito previsto y sancionado por el 
artículo 85 de la Ley de Policía, sobre el fundamento de que 
como la infracción prevista y sancionada por dicho texto 
legal es de la competencia de los juzgados de paz, por apli-
cación de la parte in fine del artículo 192 del Código de 
Procedimiento Criminal, el fallo apelado debe reputarse en 
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cincuenta y cinco, en cuanto reconoció al prevenido Fer-
nando Estévez (a) Bilín, culpable de violación al artículo 
85 de la Ley de Policía, por tratarse en este aspecto, de un 
fallo en última instancia;— SEGUNDO: Admite en la forma 
el referido recurso, en cuanto se refiere al delito de viola-
ción de propiedad, por el cual fué reconocido culpable el 
prevenido, por la indicada sentencia y condenado al pago 
de una multa de RD$50.00, aplicando la regla del no cúmulo 
de penas, y acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes;— TERCERO: Modifica la sentencia apelada, en cuanto 
condenó al procesado Fernando Estévez (a) Bilín, al pago 
de una multa de cincuenta pesos oro (RD$50.00) por el de-
lito de violación de propiedad en perjuicio del señor Rafael 
Antonio Díaz Fernández, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes, y aplicando la regla del no cúmulo de 
penas, en el sentido de rebajar la multa a veinte pesos 
oro (RD$20.00;— CUARTO: Modifica así mismo, la aludida 
sentencia, en cuanto condenó al prevenido Estévez, a pagar 
una indemnización de doscientos pesos oro en favor del se-
ñor Rafael Antonio Díaz Fernández, constituido en parte 
civil, por los daños y perjuicios sufridos por éste, en el sen-
tido de reducir la mencionada indemnización a veinte pesos 
oro (RD$20.00) ;— QUINTO: Condena al procesado Fer-
nando Estévez (a) Bilín, al pago de las costas penales, y 
compensa las costas civiles de ambas instancias"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurren-
te, en fecha once de abril del corriente año (1956), en la 
cual se invocan los siguientes medios: "violación del dere-
cho de defensa al ser citado y encausado para responder de 
un hecho (destrucción de empalizadas, art. 456 del Código 
Penal) y ser condenado en Dajabón por otro distinto (vio-
lación de propiedad Ley 43) por un cambio en la preven-
ción de los hechos en la audiencia del día de la causa; vio- 

lación de las reglas de la competencia al fallar en última 
instancia el Juzgado de Libertador el caso como contra-
vención de simple policía, privándolo del derecho al doble 
grado de jurisdicción; falsa aplicación de la Ley 43 y del 
artículo 85 de la Ley de Policía al imponerle la multa de 
cincuenta pesos; desnaturalización de los hechos de la causa 
en lo que concierne a su conexión con la materia inmobiliar 
a que estaban indisolublemente ligados en la especie; falta 
de base legal y contradicción de motivos de la sentencia 
recurrida"; 

Visto el auto dictado por el Magistrado Presidente de 
la Suprema Corte de Justicia en fecha cinco del corriente 
mes y año, por el cual se llama al Magistrado Lic. Manuel 
A. Amiama, Juez de la Suprema Corte de Justicia, no 
inhibido ni recusado, para que complete la mayoría en la 
deliberación y fallo del presente recurso; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 85 de la Ley de Policía; 147, 
177, 180, 192 y 200 del Código de Procedimiento Criminal; 
la Ley N. ' 43, de 1930, y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando, en cuanto al medio relativo a "la viola-
ción de las reglas de la competencia al fallar en última ins-
tancia el Juzgado de Libertador el caso como contraven-
ción de simple policía, privándolo del derecho al doble gra-
do de jurisdicción", que la Corte a qua declaró inadmisible 
el recurso de apelación interpuesto por el prevenido Fer-
nando Estévez contra la sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Libertador del veinte de 
octubre de mil novecientos cincuenta y cinco, en cuanto lo 
reconoció culpable del delito previsto y sancionado por el 
artículo 85 de la Ley de Policía, sobre el fundamento de que 
como la infracción prevista y sancionada por dicho texto 
legal es de la competencia de los juzgados de paz, por apli-
cación de la parte in fine del artículo 192 del Código de 
Procedimiento Criminal, el fallo apelado debe reputarse en 
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última instancia en lo relativo a esta infracción, en vista 
de que las partes no pidieron la declinatoria; pero 

Considerando que la infracción prevista y sancionada 
por el artículo 85 de la Ley de Policía es un delito de la 
competencia normal de los juzgados de primera instancia; 
que, por otra parte, ninguna disposición de la ley atribuye 
excepcionalmente competencia a los juzgados de paz para 
conocer de dicha infracción; que, en consecuencia, la sen-
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Libertador el veinte de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y cinco era apelable en ese punto; que 
al decidir lo contrario la Corte a qua hizo una falsa aplica-
ción del artículo 192 del Código de Procedimiento Criminal, 
y violó, por desconocimiento, el artículo 200 del mismo 
Código; 

Considerando en cuanto al medio relativo a la "viola-
( ión del derecho de defensa al ser citado y encausado para 
responder de un hecho (destrucción de empalizada) . .. y 
ser condenado por otro distinto (violación de propiedad. .. ), 
por un cambio en la prevención de los hechos en la audien-
cia del día de la causa"; 

Considerando que el examen del fallo impugnado y el 
de los documentos a que él se refiere pone de manifiesto 
lo siguiente: 1) que el dieciséis de septiembre de mil nove-
cientos cincuenta y cinco, Rafael Antonio Díaz Fernández 
presentó querella en el cuartel de la Policía Nacional de Lo-
ma de Cabrera contra Fernando Estévez, por "el hecho de 
destruir las empalizadas de madera" de su propiedad, y de 
tirar "dos cuerdas de alambres de púas"; 2) que según acto 
notificado por el alguacil Ernesto E. Ortiz H. en fecha vein-
te de septiembre de mil novecientos cincuenta y cinco, el 
Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Daja-
bón citó directamente al prevenido Fernando Estévez para 
que compareciera a la audiencia que celebraría el Juzgado 
de Primera Instancia de dicho Distrito Judicial el veintitrés 
del mismo mes y año "a fin de ser juzgado... por el hecho 

N 
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de destrucción de propiedad en perjuicio de Rafael Antonio 
Díaz Fernández"; 3) que el tribunal apoderado reenvió la  
causa para el día cinco de octubre y ese día se constituyó,. 
según consta en la sentencia correspondiente, para conocer 
de la causa seguida contra el prevenido Fernando Estévez,.  
"inculpado de destrucción de cerca en perjuicio de Rafael 
Antonio Díaz Fernández"; 4) que en esa audiencia el repre-
sentante del ministerio público pidió acta "para apoderar 
al Tribunal de la violación de propiedad cometida por Fer-
nando Estévez", a lo cual se opuso el prevenido, por órgano 
de su abogado defensor, según lo admite expresamente el 
fallo impugnado; 5) que el juez de primer grado admitió 
que el hecho puesto a cargo del actual recurrente no consti-
tuía el delito de destrucción de cerca previsto y sancionado , 

 por el artículo 456 del Código Penal, sino el delito a que se 
refiere el artículo 85 de la Ley de Policía, y lo declaró ade-
más culpable del delito de violación de propiedad, al tenor 
del artículo 1 de la Ley N° 43, de 1930; y 6) que en apela-
ción el actual recurrente alegó la violación del derecho de 
defensa, por haber sido condenado en primera instancia por 
un hecho distinto del mencionado en la citación; 

Considerando que si bien es cierto que los tribunales 
penales no tan solo tienen el derecho, sino que están en el 
deber de atribuirle a los hechos la calificación legal que les 
corresponda según su propia naturaleza, no es menos cierto 
que los cambios de prevención, esto es, sustituir el hecho 
incriminado por otro o introducir en el debate un hecho 
nuevo y distinto están prohibido, pues la citación que apo-
dera al tribunal limita su competencia al hecho material 
que le es deferido; 

Considerando que, en la especie, según se desprende 
de los hechos y circunstancias que han sido anteriormente 
expuestos, el tribunal de primer grado no fué apoderado 
de la prevención de violación de propiedad; que, en efecto, 
el representante del ministerio público se limitó a pedir en 
audiencia que se le diese "acta para apoderar el tribunal" 



• 

2098 	 BOLETÍN JUDICIAL 

última instancia en lo relativo a esta infracción, en vista 
de que las partes no pidieron la declinatoria; pero 

Considerando que la infracción prevista y sancionada 
por el artículo 85 de la Ley de Policía es un delito de la 
competencia normal de los juzgados de primera instancia; 
que, por otra parte, ninguna disposición de la ley atribuye 
excepcionalmente competencia a los juzgados de paz para 
conocer de dicha infracción; que, en consecuencia, la sen-
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Libertador el veinte de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y cinco era apelable en ese punto; que 
al decidir lo contrario la Corte a qua hizo una falsa aplica-
ción del artículo 192 del Código de Procedimiento Criminal, 
y violó, por desconocimiento, el artículo 200 del mismo 
Código; 

'Considerando en cuanto al medio relativo a la "viola-
( ión del derecho de defensa al ser citado y encausado para 
responder de un hecho (destrucción de empalizada) ... y 
,,er condenado por otro distinto (violación de propiedad. .. ), 
por un cambio en la prevención de los hechos en la audien-
cia del día de la causa"; 

Considerando que el examen del fallo impugnado y el 
de los documentos a que él se refiere pone de manifiesto 
lo siguiente: 1) que . el dieciséis de septiembre de mil nove-
cientos cincuenta y cinco, Rafael Antonio Díaz Fernández 
presentó querella en el cuartel de la Policía Nacional de Lo-
ma de Cabrera contra Fernando Estévez, por "el hecho de 
destruir las empalizadas de madera" de su propiedad, y de 
tirar "dos cuerdas de alambres de púas"; 2) que según acto 
notificado por el alguacil Ernesto E. Ortiz H. en fecha vein-
te de septiembre de mil novecientos cincuenta y cinco, el 
Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Daja-
bón citó directamente al prevenido Fernando Estévez para 
que compareciera a la audiencia que celebraría el Juzgado 
de Primera Instancia de dicho Distrito Judicial el veintitrés 
del mismo mes y año "a fin de ser juzgado... por el hecho 
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de destrucción de propiedad en perjuicio de Rafael Antonio 
Díaz Fernández"; 3) que el tribunal apoderado reenvió la 
causa para el día cinco de octubre y ese día se constituyó,. 
según consta en la sentencia correspondiente, para conocer 
de la causa seguida contra el prevenido Fernando Estévez, 
"inculpado de destrucción de cerca en perjuicio de Rafael 
Antonio Díaz Fernández"; 4) que en esa audiencia el repre-
sentante del ministerio público pidió acta "para apoderar 
al Tribunal de la violación de propiedad cometida por Fer: 
nando Estévez", a lo cual se opuso el prevenido, por órgano 
de su abogado defensor, según lo admite expresamente el 
fallo impugnado; 5) que el juez de primer grado admitió 
que el hecho puesto a cargo del actual recurrente no consti 
tuía el delito de destrucción de cerca previsto y sancionado. 
por el artículo 456 del Código Penal, sino el delito a que sé 
refiere el artículo 85 de la Ley de Policía, y lo declaró ade-
más culpable del delito de violación de propiedad, al tenor 
del artículo 1 de la Ley N9  43, de 1930; y 6) que en apela-
ción el actual recurrente alegó la violación del derecho de 
defensa, por haber sido condenado en primera instancia por 
un hecho distinto del mencionado en la citación; 

Considerando que si bien es cierto que los tribunales 
penales no tan solo tienen el derecho, sino que están en el 
deber de atribuirle a los hechos la calificación legal que les 
corresponda según su propia naturaleza, no es menos cierto 
que los cambios de prevención, esto es, sustituir el hecho 
incriminado por otro o introducir en el debate un hecho 
nuevo y distinto están prohibido, pues la citación que apo-
dera al tribunal limita su competencia al hecho material 
que le es deferido; 

Considerando que, en la especie, según se desprende 
de los hechos y circunstancias que han sido anteriormente 
expuestos, el tribunal de primer grado no fué apoderado 
de la prevención de violación de propiedad; que, en efecto, 
el representante del ministerio público se limitó a pedir en 
audiencia que se le diese "acta para apoderar el tribunal" 
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del referido delito, a lo cual se opuso el abogado del preve-
nido, lo que demuestra que el tribunal no estaba aún apo-
derado por el ministerio público de ese hecho, ni tampoco 
lo estaba, al tenor del artículo 147 del Código de Procedi-
miento Criminal, aplicable en materia correccional, por la 
ccomparecencia voluntaria y espontánea del prevenido, para 
:ser juzgado por un delito que no estaba comprendido en la 
,
citación; que, en consecuencia, al estatuir los jueces del fon-
do sobre el delito de violación de propiedad, violaron las re-
glas del apoderamiento y las de la competencia, y, conse-
cuentemente, el derecho de defensa del prevenido; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la Cor-
te de Apelación de Santiago de fecha once de abril del co-
rriente año (1956), cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
Idel presente fallo, y envía el asunto ante la Corte de Apela-
ción de La Vega; y Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.-
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gencral, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de 
fecha 23 de marzo de 1956. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Aníbal Féliz y Armando Almánzar. 

Abogados: Lic. Angel Salvador Canó nelletier y Dr. Diógenes del 
Orbe hijo. 

Dios, Patria y Libertnid. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día nueve del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación la siguiente senten-
cia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aníbal 
Feliz, dominicano, mayor de edad, casado, negociante, do-
miciliado y residente en la ciudad de Azua, cédula 319, serie 
18, sello 18374 y Armando Almánzar, dominicano, mayor 
de edad, casado, empleado público, domiciliado y residente 
en La Vega, cédula 2187, serie 32, sello 13421, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, en atribu-
ciones correccionales, de fecha veintitrés de marzo de mil 
novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 
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del referido delito, a lo cual se opuso el abogado del preve-
nido, lo que demuestra que el tribunal no estaba aún apo-
derado por el ministerio público de ese hecho, ni tampoco 
lo estaba, al tenor del artículo 147 del Código de Procedi-
a-niento Criminal, aplicable en materia correccional, por la 
¿comparecencia voluntaria y espontánea del prevenido, para 
:ser juzgado por un delito que no estaba comprendido en la 
,
citación; que, en consecuencia, al estatuir los jueces del fon-
do sobre el delito de violación de propiedad, violaron las re-
glas del apoderamiento y las de la competencia, y, conse-
cuentemente, el derecho de defensa del prevenido; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la Cor-
te de Apelación de Santiago de fecha once de abril del co-
rriente año (1956), cuyo dispositivo se copia en otro lugar 

k del presente fallo, y envía el asunto ante la Corte de Apela-
ción de La Vega; y Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.-
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
'firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de 
fecha 23 de marzo de 1956. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Aníbal Feliz y Armando Almánzar. 
Abogados: Lic. Angel Salvador Canó Pelletier y Dr. Diógenes del 

Orbe hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día nueve del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación la siguiente senten-
cia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aníbal 
Féliz, dominicano, mayor de edad, casado, negociante, do-
miciliado y residente en la ciudad de Azua, cédula 319, serie 
18, sello 18374 y Armando Almánzar, dominicano, mayor 
de edad, casado, empleado público, domiciliado y residente 
en La Vega, cédula 2187, serie 32, sello 13421, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, en atribu-
ciones correccionales, de fecha veintitrés de marzo de mil 
novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Diógenes del Orbe hijo, cédula 24215, serie 

47, sello 41810, por sí y por el Lic. Angel S. Canó Pelletier, 
cédula 344, serie 10, sello 4831, abogados de la parte recu- 
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada a reque- 
rimiento de los recurrentes en la Secretaría de la Corte a 
qua, en fecha treinta de abril de mil novecientos cincuenta 
y seis, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha tres de agosto 
del corriente año, suscrito por el Lic. Angel S. Canó Pelle- 
tier y el Dr. Diógenes del Orbe hijo, abogados de los recu- 
rrentes, en el cual se invocan los medios que luego se in- 
dican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 1382 y 1383 del Código Civil; 
6, 15 y 17 de la Ley sobre Tránsito de Vehículos del año 
1954; 3 de la Ley N° 2022, del año 1954; 195 del Código de 
Procedimiento Criminal; 130 y 133 del Código de Procedi-
miento Civil, y 1 y 43, párrafo 4to., de la Ley sobre Proce- 
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
2 de diciembre de 1955, el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Azua, en sus atribuciones correccio-
nales, apoderado del caso, dictó una sentencia cuyo dispo-
sitivo dice así: "Falla: Primero: Que debe descargar como 
al efecto descarga al nombrado Máximo Méndez, de gene-
rales que figuran en el expediente, del hecho puesto a su 
cargo, o sea homicidio involuntario en la persona del que 
en vida se llamó Virgilio E. Féliz Pérez y de golpes y heri-
das involuntarios que curaron después de 20 días, en per-
juicio de Mario Almánzar (Violación a la Ley N° 2022, 
reformada, sobre accidentes causados con vehículos de mo- 

BOLETÍN JUDICIAL 	 2103• 

tor), por no haber violado el artículo 3 de la mencionada 
ley, y haberse comprobado que el accidente se debió ex-
clusivamente a faltas imputables a las víctimas; Segundo: 
Que debe declarar y al efecto declara buena y válida la 
constitución en parte civil hecha por los señores Aníbal 
Féliz Acosta y Armando Almánzar, padres de los menores 
Virgilio E. Féliz Pérez y Mario Almánzar, respectivamente 
y contra la Dominican Fruit and Steamships Company, C. 
por A., por haberlo realizado de acuerdo con la Ley; Ter-
cero: Que debe pronunciar y al efecto pronuncia el defecto 
contra la mencionada compañía, por no haber comparecido 
a la audiencia no obstante haber sido legalmente citada y 
rechaza las conclusiones de las partes civiles constituidas, 
por improcedentes y mal fundadas; Cuarto: que debe decla-
rar y al efecto declara las costas penales de oficio, y conde-
na a los señores Aníbal Féliz Acosta y Armando Almánzar, 
al pago de las costas civiles"; b) que contra esta sentencia 
interpusieron recurso de apelación las personas constituidas 
en parte civil Armando Almánzar González y Aníbal Féliz 
A., y el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial 
de Azua, en el plazo y en la forma señalados por la ley; 

Considerando que la sentencia objeto del presente re-
curso de casación contiene el siguiente dispositivo: "Falla: 
Primero: Declara buenos y válidos en la forma, los recur-
sos de apelación interpuestos por Armando Almánzar Gon-
zález y Aníbal Feliz A., constituidos en parte civil y por el 
Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Azua, 
contra sentencia de fecha 2 de diciembre de 1955, dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia de aquél Distrito Ju-
dicial, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: Que 
debe descargar como al efecto descarga al nombrado Máxi-
mo Méndez, de generales que figuran en el expediente, del 
hecho puesto a su cargo, o sea homicidio involuntario en 
la persona del que en vida se llamó Virgilio E. Pérez y de 
golpes y heridas involuntarios que curaron después de 20 
días, en perjuicio de Mario Almánzar (Violación a la Ley 
NI 2022, reformada, sobre accidentes causados con vehícu- 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Diógenes del Orbe hijo, cédula 24215, serie 

47, sello 41810, por sí y por el Lic. Angel S. Canó Pelletier, 
cédula 344, serie 10, sello 4831, abogados de la parte recu- 
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada a reque- 
rimiento de los recurrentes en la Secretaría de la Corte a 
qua, en fecha treinta de abril de mil novecientos cincuenta 
y seis, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha tres de agosto 
del corriente año, suscrito por el Lic. Angel S. Canó Pelle- 
tier y el Dr. Diógenes del Orbe hijo, abogados de los recu- 
rrentes, en el cual se invocan los medios que luego se in- 
dican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 1382 y 1383 del Código Civil; 
6, 15 y 17 de la Ley sobre Tránsito de Vehículos del año 
1954; 3 de la Ley N" 2022, del año 1954; 195 del Código de 
Procedimiento Criminal; 130 y 133 del Código de Procedi- 
miento Civil, y 1 y 43, párrafo 4to., de la Ley sobre Proce- 
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
2 de diciembre de 1955, el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Azua, en sus atribuciones correccio-
nales, apoderado del caso, dictó una sentencia cuyo dispo-
sitivo dice así: "Falla: Primero: Que debe descargar como 
al efecto descarga al nombrado Máximo Méndez, de gene-
rales que figuran en el expediente, del hecho puesto a su 
cargo, o sea homicidio involuntario en la persona del que 
en vida se llamó Virgilio E. Féliz Pérez y de golpes y heri-
das involuntarios que curaron después de 20 días, en per-
juicio de Mario Almánzar (Violación a la Ley NQ 2022, 
reformada, sobre accidentes causados con vehículos de mo- 
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tor), por no haber violado el artículo 3 de la mencionada 
ley, y haberse comprobado que el accidente se debió ex-
clusivamente a faltas imputables a las víctimas; Segundo: 
Que debe declarar y al efecto declara buena y válida la 
constitución en parte civil hecha por los señores Aníbal 
Féliz Acosta y Armando Almánzar, padres de los menores 
Virgilio E. Féliz Pérez y Mario Almánzar, respectivamente 
y contra la Dominican Fruit and Steamships Company, C. 
por A., por haberlo realizado de acuerdo con la Ley; Ter-
cero: Que debe pronunciar y al efecto pronuncia el defecto 
contra la mencionada compañía, por no haber comparecido 
a la audiencia no obstante haber sido legalmente citada y 
rechaza las conclusiones de las partes civiles constituidas, 
por improcedentes y mal fundadas; Cuarto: que debe decla-
rar y al efecto declara las costas penales de oficio, y conde-
na a los señores Aníbal Féliz Acosta y Armando Almánzar, 
al pago de las costas civiles"; b) que contra esta sentencia 
interpusieron recurso de apelación las personas constituídas 
en parte civil Armando Almánzar González y Aníbal Féliz 
A., y el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial 
de Azua, en el plazo y en la forma señalados por la ley; 

Considerando que la sentencia objeto del presente re-
curso de casación contiene el siguiente dispositivo: "Falla: 
Primero: Declara buenos y válidos en la forma, los recur-
sos de apelación interpuestos por Armando Almánzar Gon-
zález y Aníbal Féliz A., constituidos en parte civil y por el 
Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Azua, 
contra sentencia de fecha 2 de diciembre de 1955, dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia de aquél Distrito Ju-
dicial, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: Que 
debe descargar como al efecto descarga al nombrado Máxi-
mo 

 y heridas involuntarios que curaron después de 20 
días, en 

mo Méndez, de generales que figuran en el expediente, del 
hecho puesto a su cargo, o sea homicidio involuntario en 
la persona del que en vida se llamó Virgilio E. Pérez y de 

perjuicio de Mario Almánzar (Violación a la Ley 
1\1" 2022, reformada, sobre accidentes causados con vehícu- 
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los de motor), por no haber violado el artículo 3 de la men-
cionada ley, y haberse comprobado que el accidente se debió 
exclusivamente a faltas imputables a las víctimas; Segun-
do: Que debe declarar y al efecto declara buena y válida 
la constitución en parte civil hecha por los señores Aníbal 
Feliz Acosta y Armando Almánzar, padres de los menores 
Virgilio E. Féliz Pérez y Mario Almánzar, respectivamente 
y contra la Dominican Fruit and Steamships Company, C. 
por A., por haberlo realizado de acuerdo con la ley; Terce-
ro: Que debe pronunciar y al efecto pronuncia el defecto 
contra la mencionada compañía, por no haber comparecido 
a la audiencia no obstante haber sido legalmente citada y 
rechaza las conclusiones de las partes civiles constituidas, 
por improcedentes y mal fundadas; Cuarto: que debe decla-
rar y al efecto declara las costas penales de oficio, y conde-
na a los señores Aníbal Feliz Acosta y Armando Almánzar, 
al pago de las costas civiles'; Segundo: Pronuncia el defecto 
contra la Compañía Dominican Fruit and Steamships Com-
pany, por no haber comparecido no obstante haber sido 
legalmente citada; Tercero: Confirma la sentencia impug-
nada, y en consecuencia, condena a las partes civiles cons-
tituidas, señores Aníbal Feliz Acosta y Armando Almánzar, 
que sucumben, al pago de las costas de esta instancia, con 
distracción de las civiles en provecho del Lic. Digno Sán-
chez y Dr. Juan Bautista Yépez Féliz, quienes han afirma-
do haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que los recurrentes invocan en su memo-
rial de casación los siguientes medios: "1ro. Insuficiencia 
de motivos y en consecuencia violación del Art. 195 del 
Código de Procedimiento Criminal y falta de base legal; 
2do. Desnaturalización de los hechos de la causa y en con-
secuencia falsa motivación del Art. 195 del Código de Pro-
cedimiento Criminal y falta de base legal; 3ro. Violación 
de los artículos 6, 15 y 17 de la Ley NQ 4017 sobre Tránsito 
de Vehículos como consecuencia de la violación del artículo 
3 de la Ley N° 2022, sobre accidentes de vehículos de motor 

y de los artículos 1382 y 1384 del Código Civil; 4to. Viola-
ción de los artículos 130 y 133 del Código de Procedimiento 
Civil"; 

Considerando que por los medios primero y segundo, 
que se reúnen para su examen, se alega que el fallo impug-
nado carece de motivos porque en él no se expuso la forma 
en que se movían los trailers ni la causa por la cual se 
cayeron los menores; que la Corte a qua no tuvo en cuenta 
que varios testigos declararon que en el momento del acci-
dente los vagones se movían haciendo zigzag y trepitando 
al mismo tiempo, debido al exceso de velocidad; que, ade-
más, en el mismo fallo se han desnaturalizado los hechos 
de la causa, porque los menores no se subieron en los vago-
nes cuando el chófer había emprendido la marcha, como 
se dice allí, ni la marcha del vehículo era moderada, ni el 
chófer hizo ninguna advertencia a los menores de que no 
se subieran, como también se afirma; pero 

Considerando que la Corte a qua ha comprobado y ad-
mitido en su fallo los siguientes hechos: "1) que en la ciu-
dad de Azua de Compostela, el día 5 de octubre del año 
1955, mientras transitaba por la Avenida José Trujillo 
Valdez el tractor marca Ford, placa 14606, propiedad de 
la Dominican Fruit Company, conducido por Máximo Mén-
dez con permiso provisional para manejar tractores, dos 
menores, Virgilio Emilio Féliz Pérez, y Mario Almánzar 
se subieron, sin permiso ni conocimiento del conductor en 
uno de los trailers del expresado vehículo; 2) que ambos 
menores se cayeron del vehículo al ganar y subirse en el 
trator en marcha, en uno de los trailers; y una de las 
ruedas del tractor le pasó por encima al menor Virgilio 
Emilio Féliz Pérez, ocasionándole la muerte, y Mario Al-
mánzar sufrió golpes curables después de veinte días des-
critos en certificado médico legal que obra en el expedieri-
te; 3) que los citados vehículos un tractor y dos trailers, 
se destinan a cargar guineos y no a conducir pasajeros; 4) 
que el conductor, el prevenido Máximo Méndez, advirtió 
enérgicamente a los menores citados, después de hacerlos 
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los de motor), por no haber violado el artículo 3 de la men-
cionada ley, y haberse comprobado que el accidente se debió 
exclusivamente a faltas imputables a las víctimas; Segun-
do: Que debe declarar y al efecto declara buena y válida 
la constitución en parte civil hecha por los señores Aníbal 
Féliz Acosta y Armando Almánzar, padres de los menores 
Virgilio E. Féliz Pérez y Mario Almánzar, respectivamente 
y contra la Dominican Fruit and Steamships Company, C. 

por A., por haberlo realizado de acuerdo con la ley; Terce-
ro: Que debe pronunciar y al efecto pronuncia el defecto 
contra la mencionada compañía, por no haber comparecido 
a la audiencia no obstante haber sido legalmente citada y 
rechaza las conclusiones de las partes civiles constituídas, 
por improcedentes y mal fundadas; Cuarto: que debe decla-
rar y al efecto declara las costas penales de oficio, y conde-
na a los señores Aníbal Feliz Acosta y Armando Almánzar, 
al pago de las costas civiles'; Segundo: Pronuncia el defecto 
contra la Compañía Dominican Fruit and Steamships Com-
pany, por no haber comparecido no obstante haber sido 
legalmente citada; Tercero: Confirma la sentencia impug-
nada, y en consecuencia, condena a las partes civiles cons-
tituidas, señores Aníbal Feliz Acosta y Armando Almánzar, 
que sucumben, al pago de las costas de esta instancia, con 
distracción de las civiles en provecho del Lic. Digno Sán-
chez y Dr. Juan Bautista Yépez Féliz, quienes han afirma-
do haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que los recurrentes invocan en su memo-
rial de casación los siguientes medios: "1ro. Insuficiencia 
de motivos y en consecuencia violación del Art. 195 del 
Código de Procedimiento Criminal y falta de base legal; 
2do. Desnaturalización de los hechos de la causa y en con-
secuencia falsa motivación del Art. 195 del Código de Pro-
cedimiento Criminal y falta de base legal; 3ro. Violación 
de los artículos 6, 15 y 17 de la Ley N9 4017 sobre Tránsito 
de Vehículos como consecuencia de la violación del artículo 
3 de la Ley N° 2022, sobre accidentes de vehículos de motor 

y de los artículos 1382 y 1384 del Código Civil; 4to. Viola-
ción de los artículos 130 y 133 del Código de Procedimiento 
Civil"; 

Considerando que por los medios primero y segundo, 
que se reúnen para su examen, se alega que el fallo impug-
nado carece de motivos porque en él no se expuso la forma 
en que se movían los trailers ni la causa por la cual se 
cayeron los menores; que la Corte a qua no tuvo en cuenta 
que varios testigos declararon que en el momento del acci-
dente los vagones se movían haciendo zigzag y trepitando 
al mismo tiempo, debido al exceso de velocidad; que, ade-
más, en el mismo fallo se han desnaturalizado los hechos 
de la causa, porque los menores no se subieron en los vago-
nes cuando el chófer había emprendido la marcha, como 
se dice allí, ni la marcha del vehículo era moderada, ni el 
chófer hizo ninguna advertencia a los menores de que no 
se subieran, como también se afirma; pero 

Considerando que la Corte a qua ha comprobado y ad-
mitido en su fallo los siguientes hechos: "1) que en la ciu-
dad de Azua de Compostela, el día 5 de octubre del año 
1955, mientras transitaba por la Avenida José Trujillo 
Valdez el tractor marca Ford, placa 14606, propiedad de 
la Dominican Fruit Company, conducido por Máximo Mén-
dez con permiso provisional para manejar tractores, dos 
menores, Virgilio Emilio Féliz Pérez, y Mario Almánzar 
se subieron, sin permiso ni conocimiento del conductor en 
uno de los trailers del expresado vehículo; 2) que ambos 
menores se cayeron del vehículo al ganar y subirse en eI 
trator en marcha, en uno de los trailers; y una de las 
ruedas del tractor le pasó por encima al menor Virgilio 
Emilio Féliz Pérez, ocasionándole la muerte, y Mario Al-
mánzar sufrió golpes curables después de veinte días des-
critos en certificado médico legal que obra en el expedien -- 
te; 3) que los citados vehículos un tractor y dos trailers, 
se destinan a cargar guineos y no a conducir pasajeros; 4) 
que el conductor, el prevenido Máximo Méndez, advirtió 
enérgicamente a los menores citados, después de hacerlos 
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desocupar el vehículo, que le prohibía volver a subirse por 
no permitirse llevar pasajeros; y que después de cerciorarse 1 
de no haber ninguno de los niños montados en el tractor 
ni en los trailers, el inculpado emprendió la marcha en 
dirección al Puerto, lugar de su destino; que, sin embargo, 
los dos jovencitos, desobedientes, corrieron detrás y se mon-
taron en uno de los trailers sin de ello percatarse Máximo 
Méndez; 5) que la marcha era moderada en el momento 
del accidente; como se comprueba de las declaraciones pres-
tadas por el Segundo Teniente E.N. Viterbo Peña Medina, 
por los rasos de la Policía Nacional Raymundo Hernández 
Ortega y Reynaldo A. Henríquez, y por Guillermo A. Martí-
nez, cuyos testimonios la Corte aprecia como expresión de 

la verdad; que la poca velocidad también se infiere lógica-
mente, además, del hecho, constante en la especie, de que 
Mario Almánzar colgando del trailers fué arrastrado cont ra 
el pavimento de la carretera rozando con la cabeza y es ob-
vio que de ir con exceso de velocidad el vehículo otras muy 
graves habrían sido las lesiones de este joven e incluso ha-
bría muerto en tales condiciones; b) que el prevenido Má-
ximo Méndez no cometió falta alguna de las limitativamen-
te previstas en la ley 2022; que, en relación de causalidad, 

lo hagan responsable de las consecuencias del accidente en 
que perdió la vida Virgilio Emilio Féliz Pérez y sufrió gol-
pes Mario Almánzar"; 

Considerando que, como se advierte, la sentencia im-
pugnada contiene los motivos necesarios para justificar su 
dispositivo y una descripción de los hechos y circunstancias 
de la causa que le han permitido a esta jurisdicción contro-
lar la aplicación que se hizo de la ley; que, por otra parte, 
en dicha sentencia no se ha incurrido tampoco en desnatu-
ralización alguna, porque los jueces del fondo se han limi-
tado pura y simplemente a reconstruir los hechos litigiosos, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron sometidos al debate, en virtud de su poder soberano 
de apreciación; 
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Considerando que si bien es cierto que en el fallo im-
pugnado no se expresa la forma en que se movían los trai-
lers ni la causa por la cual se cayeron los menores, no es 
menos cierto que los jueces del fondo han podido formar su 
convicción acerca de que el vehículo iba a una velocidad 
moderada, de ciertos testimonios y otros elementos de la 
causa; que, además, los zigzag de los trailers no acusan 
necesariamente que el chófer fuera a una velocidad exce-
siva, pues los vehículos de este •género suelen llevar en 
su marcha, aún moderada, los movimientos y vaivenes que 
son propios de su tamaño y pesantez; que, en cuanto a lo 
que se arguye en último lugar, de que en el fallo no se 
indica la causa por la cual se cayeron los menores, a la 
Corte a qua le bastaba para descargar al chófer comprobar, 
como lo hizo, los hechos de imprudencia cometidos por las 
víctimas, y la ausencia de toda falta, del chófer en la reali-
zación del accidente; que, por todo ello, lo alegado en estos 
dos medios carece de fundamento; 

Considerando que por el tercer medio se alega la vio-
lación del artículo 15 de la Ley N° 4017, sobre Tránsito 
de Vehículos, porque "en la especie se ha comprobado sin 
lugar a la menor duda que el tractor de la desgracia tenía, 
en el momento que el accidente ocurrió, un solo peón, pero 
sentado al lado del chófer, esto es, en condiciones tales 
que no podía llenar su misión como realmente no la llenó, 
con la debida eficacia", siendo ésta "la falta generadora 
del accidente, pues si los niños se subieron al trailers se 
debió a su propia travesura y a la falta de un peón que 
los intimidara o que parara el tractor inmediatamente des-
pués de ellos subirse"; que, además, el tractor en cuestión 
no estaba provisto en el momento del accidente ni de tim-
bre ni de espejo retrovisor, en violación de la misma ley 
N° 4017; 

Considerando que al tenor del artículo 31 de la citada 
Ley N9 4017, "los vehículos pesados de motor y máquina 
de tracción inscritos deberán llevar siempre un peón que 
pueda avisar al chófer el acercamiento de otro vehículo 
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desocupar el vehículo, que le prohibía volver a subirse por 
no permitirse llevar pasajeros; y que después de cerciorarse 
de no haber ninguno de los niños montados en el tractor 
ni en los trailers, el inculpado emprendió la marcha en 
dirección al Puerto, lugar de su destino; que, sin embargo, 
los dos jovencitos, desobedientes, corrieron detrás y se mon«2 
taron en uno de los trailers sin de ello percatarse Máximo 
Méndez; 5) que la marcha era moderada en el momento 
del accidente; como se comprueba de las declaraciones pres-
tadas por el Segundo Teniente E.N. Viterbo Peña Medina, 
por los rasos de la Policía Nacional Raymundo Hernández 
Ortega y Reynaldo A. Henríquez, y por Guillermo A. Martí-
nez, cuyos testimonios la Corte aprecia como expresión de 
la verdad; que la poca velocidad también se infiere lógica-
mente, además, del hecho, constante en la especie, de que 
Mario Almánzar colgando del trailers fué arrastrado contra 
el pavimento de la carretera rozando con la cabeza y es ob-
vio que de ir con exceso de velocidad el vehículo otras muy 
graves habrían sido las lesiones de este joven e incluso ha-
bría muerto en tales condiciones; b) que el prevenido Má-
ximo Méndez no cometió falta alguna de las limitativamen-
te previstas en la ley 2022; que, en relación de causalidad, 
lo hagan responsable de las consecuencias del accidente en 
que perdió la vida Virgilio Emilio Féliz Pérez y sufrió gol-
pes Mario Almánzar"; 

Considerando que, como se advierte, la sentencia im-
pugnada contiene los motivos necesarios para justificar su 
dispositivo y una descripción de los hechos y circunstancias 
de la causa que le han permitido a esta jurisdicción contro-
lar la aplicación que se hizo de la ley; que, por otra parte, 
en dicha sentencia no se ha incurrido tampoco en desnatu-
ralización alguna, porque los jueces del fondo se han limi-
tado pura y simplemente a reconstruir los hechos litigiosos, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron sometidos al debate, en virtud de su poder soberano 
de apreciación; 
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Considerando que si bien es cierto que en el fallo im-
pugnado no se expresa la forma en que se movían los trai-
lers ni la causa por la cual se cayeron los menores, no es 
menos cierto que los jueces del fondo han podido formar su 
convicción acerca de que el vehículo iba a una velocidad 
moderada, de  ciertos testimonios y otros elementos de la 
causa; que, además, los zigzag de los trailers no acusan 
necesariamente que el chófer fuera a una velocidad exce-
siva, pues los vehículos de este •género suelen llevar en 
su marcha, aún moderada, los movimientos y vaivenes que 
son propios de su tamaño y pesantez; que, en cuanto a lo 
que se arguye en último lugar, de que en el fallo no se 
indica la causa por la cual se cayeron los menores, a la 
Corte a qua le bastaba para descargar al chófer comprobar, 
como lo hizo, los hechos de imprudencia cometidos por las 
víctimas, y la ausencia de toda falta, del chófer en la reali-
zación del accidente; que, por todo ello, lo alegado en estos 
dos medios carece de fundamento; 

Considerando que por el tercer medio se alega la vio-
lación del artículo 15 de la Ley NQ 4017, sobre Tránsito 
de Vehículos, porque "en la especie se ha comprobado sin 
lugar a la menor duda que el tractor de la desgracia tenía, 
en el momento que el accidente ocurrió, un solo peón, pero 
sentado al lado del chófer, esto es, en condiciones tales 
que no podía llenar su misión como realmente no la llenó, 
con la debida eficacia", siendo ésta "la falta generadora 
del accidente, pues si los niños se subieron al trailers se 
debió a su propia travesura y a la falta de un peón que 
los intimidara o que parara el tractor inmediatamente des-
pués de ellos subirse"; que, además, el tractor en cuestión 
no estaba provisto en el momento del accidente ni de tim-
bre ni de espejo retrovisor, en violación de la misma ley 
N^ 4017; 

Considerando que al tenor del artículo 3,5_ de la citada 
Ley N9 4017, "los vehículos pesados de motor y máquina 
de tracción inscritos deberán llevar siempre un peón que 
Pueda avisar al chófer el acercamiento de otro vehículo 
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que marche en el mismo sentido y que solicite vía franca 
para poder pasar"; que, en la especie, el vehículo manejado 
por el prevenido llevaba este peón reglamentario; que lo 
dicho por la Corte a qua en cuanto a la actitud del chófer 
frente a los menores que se habían subido al trailer, apeán-

dolos, está robustecido por a l del testigo Juan Emilio Villar 

y otros más; y en cuanto al sitio en que iba el peón, si bien 

el fallo intervenido no lo dice, ningún testigo declara tam-
poco que él iba en la cabina junto al chófer, precisando en 
este sentido el testigo Guillermo A. Martínez que el referido 
peón se encontraba en el primer trailer en el momento del 
suceso, razón por la cual no puede serle imputable al pre-
venido ninguna falta que le impidiera al peón cumplir con 
su deber de vigilancia; que, además, en estos casos es preciso 
distinguir la falta del peón de la falta del chófer, pues cuan-
do la falta es del primero, no avisando al segundo las inci-
dencias de que él sólo podía percatarse, dicha falta no puede 
ser retenida para comprometer la responsabilidad del chó-
fer; que, finalmente, el hecho de que el tractor no estuviera 
provisto de timbre ni de retrovisor en el momento del acci- 
dente, son faltas que, de existir, no han tenido ninguna re- 
lación de causalidad con el accidente; 

Considerando que todo lo expuesto precedentemente 
pone de manifiesto que la causa eficiente, directa y única del 
accidente de que se trata lo fué la imprudencia cometida 
por las propias víctimas; que presentando así dicho acci-
dente todos los caracteres de un hecho imprevisible e inevi-
table para el prevenido, la Corte a qua procedió correcta-

mente al descargarlo de toda responsabilidad penal, y al 
descargar también, como consecuencia de ello, a la persona 
civilmente responsable, en su calidad de comitente, de la 
demanda en daños y perjuicios que fué intentada contra 
ella por la parte civil constituida; que, en consecuencia, el 
presente medio debe ser igualmente desestimado; 

Considerando que en el cuarto y último medio se alega 

que la Corte a qua condenó a los actuales recurrentes, en 

su calidad de parte civil sucumbient", al pago de las costas 
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en provecho de los abogados :  del prevenido, cuaplo ; Ingles 
recurrentes no se constituyeron en parte ciVil Contra 
sino solamente contra la Dominican Fruit and Steamships 
ConWanY, C. por A., en su calidad de coniitente'del 
prevenido; 

Considerando que esta afirmación de los recurrentes 
es cierta; que, por tanto, la Corte a qua violó tén lreráCiÓd 
con la materia el principio que consagra que sólo puede ser 
condenada en costas la persona que ha sido parte frente a' 
otra en un proceso, y en el presente caso el .preveriitro: ..Iti 
era parte en la acción civil, por haber sido dirigida ésta 
únicamente contra la persona civilmente responsable; 

Considerando que al ser acogido este medio la sentencia 
impugnada debe ser casada en este aspecto, pero por vía 
de supresión y sin envío, por no haber cosa alguna .  que'juz-
gar; 

Por tales motivos, Primero: Casa, por vía de supresOn 
y sin envío, la sentencia dictada por la Corte de Apelación. 

 de San Cristóbal, en sus atribuciones correccionales, en . 
fecha veintitrés de marzo de mil novecientos cincuenta • ,31 
seis, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo, recurrida en casación por Aníbal Féliz A., y Armando 
Almánzar González, pero solamente en cuanto concierne 
a la condenación en costas a que se refiere el ordinal ler-
cero de la misma; Segundo: Rechaza en los demás aspectos, 
dicho recurso de casación. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.-- 
Luis Logroño C.-- Ernesto Curiel hijo, Secretario Geueral 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au 7 

 diencia pública del día, mes y año en él expresados, y tué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genera), que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel 
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que marche en el mismo sentido y que solicite vía franca 
para poder pasar"; que, en la especie, el vehículo manejado 
por el prevenido llevaba este peón reglamentario; que lo 
dicho por la Corte a qua en cuanto a la actitud del chófer 
frente a los menores que se habían subido al trailer, apeán-
dolos, está robustecido por la del testigo Juan Emilio Villar 
y otros más; y en cuanto al sitio en que iba el peón, si bien 
el fallo intervenido no lo dice, ningún testigo declara tam-
poco que él iba en la cabina junto al chófer, precisando en 9 
este sentido el testigo Guillermo A. Martínez que el referido 
peón se encontraba en el primer trailer en el momento del 
suceso, razón por la cual no puede serle imputable al pre-
venido ninguna falta que le impidiera al peón cumplir con 
su deber de vigilancia; que, además, en estos casos es preciso 
distinguir la falta del peón de la falta del chófer, pues cuan-
do la falta es del primero, no avisando al segundo las inci-
dencias de que él sólo podía percatarse, dicha falta no puede 
ser retenida para comprometer la responsabilidad del chó-
fer; que, finalmente, el hecho de que el tractor no estuviera 
provisto de timbre ni de retrovisor en el momento del acci- 
dente, son faltas que, de existir, no han tenido ninguna re- 
lación de causalidad con el accidente; 

Considerando que todo lo expuesto precedentemente 
pone de manifiesto que la causa eficiente, directa y única del 
accidente de que se trata lo fué la imprudencia cometida 
por las propias víctimas; que presentando así dicho acci-
dente todos los caracteres de un hecho imprevisible e inevi 
table para el prevenido, la Corte a qua procedió correcta-
mente al descargarlo de toda responsabilidad penal, y al 
descargar también, como consecuencia de ello, a la persona 
civilmente responsable, en su .calidad de comitente, de la 
demanda en daños y perjuicios que fué intentada contra 
ella por la parte civil constituida; que, en consecuencia, el 
presente medio debe ser igualmente desestimado; 

Considerando que en el cuarto y - último medio se alega 

que la Corte a qua condenó a los actuales recurrentes, en 

su calidad de parte civil sucumbient,/, al pago de las costas 

en provecho de los abogados :  del prevenido, ckraPq9,11400s 
recurrentes no se constituyeron en parte civilContra 41, 
sino solamente contra la Dominican Fruit and Steamships 
Coinpany, C. por A., en su calidad de comitente  def 
prevenido; 

Considerando que esta afirmación de los recurrentes 
es cierta; que, por tanto, la Corte a qua violó• Wi . IrefáCión ° 

 con la materia el principio que consagra que sólo puede ser 
condenada en costas la persona que ha sido pa1te frente' á . ' 
otra en un proceso, y en el presente caso el prevenid:6 , M' 
era parte en la acción civil, por haber sido dirigida ésta 
únicamente contra la persona civilmente responsable; 

Considerando que al ser acogido este medio la sentencia 
impugnada debe ser casada en este aspecto, pero por vía 
de supresión y sin envío, por no haber cosa alguná gavjuz-
gar; 

Por tales motivos, Primero: Casa, por vía de supresión 
y sin envío, la sentencia dictada por la Corte de Apelación 
de San Cristóbal, en sus atribuciones correccionales, en 
fecha veintitrés de marzo de mil novecientos cincuenta y 
seis, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo, recurrida en casación por Aníbal Feliz A., y Armando 
Almánzar González, pero solamente en cuanto concierne 
a la condenación en costas a que se refiere el ordinat ter, 
cero de la misma; Segundo: Rechaza en los demás aspectos, 
dicho recurso de casación. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama. 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au. 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel 
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• SiliffklINNCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Azua de fecha 11 de mayo de 1956. 

lliateria: Penal. 

ate: Pedro González. 
,migado: Lic. Antonio Germosén Mayí. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Suátituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Préesidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohen, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día nueve del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 

tencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 

González, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, 
domiciliado y residente en Las Yayas de la jurisdicción de 
Azua, cédula 2889, serie 10, cuyo sello de renovación no 
figura en el expediente, contra sentencia del Juzgado de 
Printera Instancia del Distrito Judicial de Azua, como tri-
bunal de segundo grado, de fecha once de mayo de mil no-
vecientól cincuenta y seis, dictada en atribuciones correc-
cionales:cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pre- 

sente fallo;  
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a quo, en fecha veintiuno de mayo 
de mil novecientos cincuenta y seis, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación; 

Visto el memorial de casación suscrito en fecha dieci-
siete de agosto de mil novecientos cincuenta y seis, por el 
licenciado Antonio Germosén Mayí, cédula 4006, serie 55, 
sello 26903, a nombre del recurrente, en el cual se invocan 
los medios de casación que más adelante se expondrán; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 14 y 20 de la Ley N9 1841, 
sobre Préstamos con Prenda sin Desapoderamiento de 1948, 
modificada por la Ley N9 3407, de 1952, y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha 25 de junio de 1954, ante el Juez de Paz del muni-
cipio de Baní, Pedro González le suscribió a Luis O. Castillo, 
comerciante de la ciudad de Baní, representado por su em-
pleado Daniel Antonio Villalona M., dominicano, mayor de 
edad, casado, del domicilio y residencia de Baní, portador 
de la cédula N° 41521, serie 1, con sello N° 31775, un con-
trato de Préstamo con Prenda sin Desapoderamiento, me-
diante el cual recibió doscientos cincuenta y nueve pesos 
con noventidós centavos (RD$259.92) oro, con vencimien-
to al 25 de febrero de 1955, poniendo en garantía veinte 
quintales de café lavado, en pergamino, en buenas condi-
ciones, con un valor estimado de RD$40.00 quintal, con la 
estipulación de que el referido contrato sería inscrito en el 
Juzgado de Paz de Azua de conformidad con las disposicio-
nes del art. 5 de la Ley N° 1841; b) que vencido dicho con-
trato, el prestatario no cumplió su obligación, y en fecha 
lro. de marzo de 1955, el prestamista remitió el contrato 
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SigNTFI(CIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1956 

Settle■ndis impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Azua de fecha 11 de mayo de 1956. 

iiateri  a: Penal. 

Recurrente: Pedro González. 
Abeggsdo: Lic. Antonio Germosén Mayl. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

f-Cerrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de ~sidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día nueve del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de ta Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia.: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
González, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, 
domiciliado y residente en Las Yayas de la jurisdicción de 
Azua, cédula 2889, serie 10, cuyo sello de renovación no 
figura en el expediente, contra sentencia del Juzgado de 
Priniera, Instancia del Distrito Judicial de Azua, como tri-
bunal de segundo grado, de fecha once de mayo de mil no-

veciento-s cincuenta y seis, dictada en atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pre- 
sente fallo;  
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Juzgado a quo, en fecha veintiuno de mayo 
de mil novecientos cincuenta y seis, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación; 

Visto el memorial de casación suscrito en fecha dieci-
siete de agosto de mil novecientos cincuenta y seis, por el 
licenciado Antonio Germosén Mayí, cédula 4006, serie 55, 
sello 26903, a nombre del recurrente, en el cual se invocan 
los medios de casación que más adelante se expondrán; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 14 y 20 de la Ley N° 1841, 
sobre Préstamos con Prenda sin Desapoderamiento de 1948, 
modificada por la Ley N" 3407, de 1952, y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha 25 de junio de 1954, ante el Juez de Paz del muni-
cipio de Baní, Pedro González le suscribió a Luis O. Castillo, 
comerciante de la ciudad de Baní, representado por su em-
pleado Daniel Antonio Villalona M., dominicano, mayor de 
edad, casado, del domicilio y residencia de Baní, portador 
de la cédula N" 41521, serie 1, con sello N" 31775, un con-
trato de Préstamo con Prenda sin Desapoderamiento, me-
diante el cual recibió doscientos cincuenta y nueve pesos 
con noventidós centavos (RD$259.92) oro, con vencimien-
to al 25 de febrero de 1955, poniendo en garantía veinte 
quintales de café lavado, en pergamino, en buenas condi-
ciones, con un valor estimado de RD$40.00 quintal, con la 
estipulación de que el referido contrato sería inscrito en el 
Juzgado de Paz de Azua de conformidad con las disposicio-
nes del art. 5 de la Ley N" 1841; b) que vencido dicho con-
trato, el prestatario no cumplió su obligación, y en fecha 
1ro. de marzo de 1955, el prestamista remitió el contrato 
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al Magistrado Juez de Paz del municipio de Azua, quien 
dictó con fecha 3 del mismo mes y año, una Ordenanza re-
quiriendo a Pedro González depositar dentro del término 
de cinco días en el mencionado Juzgado de Paz los efectos 
puestos en garantía, la cual le fué debidamente notificada 
al prestatario el 12 de marzo de 1955; c) que en fecha 6 
de junio de 1955, el referido Juzgado apoderado del caso, 
dictó una sentencia cuyo dispositivo se copia en el de la 
sentencia ahora impugnada; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Azua, dictó en fecha once de mayo 
de mil novecientos cincuenta y seis, la sentencia ahora 
impugnada cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Prime-
ro: En cuanto a la forma: Que debe declarar, como al efec-
to declara, bueno y válido el recurso de apelación inter-
puesto por Pedro González, contra la sentencia N< 857 de 
fecha 6 de junio de 1955, del Juzgado de Paz de este Muni-
cipio, cuyo dispositivo dice: '1ro. Que debe pronunciar y 
pronuncia el defecto contra Pedro González por no haber 
comparecido a esta audiencia no obstante haber sido legal-
mente citado; 2do. Que debe condenar y condena a Pedro 
González de generales ignoradas, a pagar una multa de tres-
cientos pesos (RD$300.00) oro, a sufrir tres meses de pri-
sión correccional, al pago de la deuda principal, accesorios 
y gastos, así como al pago de las costas, que en caso de 
insolvencia compensará con un día de prisión por cada peso 
dejado de pagar, por el hecho de violación a la Ley N' 1841 
en perjuicio de Luis O. Castillo", por haberlo realizado en 
tiempo hábil y de acuerdo con la ley; Segundo: En cuanto 
al fondo: Que debe confirmar y al efecto confirma la sen-
tencia apelada en todas sus partes; y Tercero: Que debe 
condenar y al efecto condena al prevenido al pago de las 
costas"; 

Considerando que por su memorial el recurrente invo-
ca como único medio de casación, "falsa aplicación del ar- 

tículo 1 de la Ley N' 1841 sobre Préstamo con Prenda sin 
Desapoderamiento"; 

Considerando que por dicho medio de casación el recu-
rrente alega, en resumen: que el valor de RD$259.92 por 
el cual fué suscrito el contrato del 25 de junio de 1954, es 
el resto de un arreglo de cuenta de la cantidad de unos cin-
co mil pesos oro que recibió durante el año 1954 del señor 
Luis O. Castillo para evolucionar café; que, cuando entre 
él y su acreedor hicieron figurar en dicho contrato que la 
suma recibida era en calidad de préstamo, no se trataba 
sino de garantizar lo que había quedado a deber de los 
avances que le hizo Castillo para comprar café; que es este 
pues, un caso, sostiene dicho recurrente, en que tanto el 
prestamista como el deudor falsearon la verdad ante el 
Juez de Paz que actuó en la suscripción del contrato de 
Préstamo; y que el art. 1 de la Ley N" 1841 no favorece 
esta clase de operaciones; que el Juez de la apelación al 
comprobar por sus declaraciones y por las de los testigos 
Arístides Zabala, Félix María Suero y David Antonio Vi-
llalona Medrano que el dinero suministrado por Castillo 
había sido entregado al recurrente para comprar café, debió 
revocar la sentencia apelada, y no habiéndolo hecho, hizo 
una falsa aplicación del referido texto legal; pero, 

Considerando que no se puede hacer valer ante la Su-
prema Corte de Justicia, en funciones de Corte de Casa-
ción, ningún medio que no haya sido expresa o implícita- _ 

Considerando que en la sentencia impugnada no consta 
que el recurrente presentara ante el Juzgado a quo ningún 
pedimento formal, ni implícito, en el sentido de que se reco-
nociera que el contrato suscrito por él el 25 de junio de 
1954 ante el Juez de Paz del Municipio de Baní, por el cual 
garantizó con 20 quintales de café de su propiedad otorga-
dos en prenda y conservando la posesión de los mismos, el 

mente 
cual provien 
haya impuesto 
público; 

• 	• por la parte que lo invoca al tribunal del 
la decisión atacada, a menos que la ley le 

u examen cje oficio en un interés de orden 
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al Magistrado Juez de Paz del municipio de Azua, quien 
dictó con fecha 3 del mismo mes y año, una Ordenanza re-
quiriendo a Pedro González depositar dentro del término 
de cinco días en el mencionado Juzgado de Paz los efectos 
puestos en garantía, la cual le fué debidamente notificada 
al prestatario el 12 de marzo de 1955; e) que en fecha 6 
de junio de 1955, el referido Juzgado apoderado del caso, 
dictó una sentencia cuyo dispositivo se copia en el de la 
sentencia ahora impugnada; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Azua, dictó en fecha once de mayo 
de mil novecientos cincuenta y seis, la sentencia ahora 
impugnada cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Prime-
ro: En cuanto a la forma: Que debe declarar, como al efec-
to declara, bueno y válido el recurso de apelación inter-
puesto por Pedro González, contra la sentencia N° 857 de 
fecha 6 de junio de 1955, del Juzgado de Paz de este Muni-
cipio, cuyo dispositivo dice: lro. Que debe pronunciar y 
pronuncia el defecto contra Pedro González por no haber 
comparecido a esta audiencia no obstante haber sido legal-
mente citado; 2do. Que debe condenar y condena a Pedro 
González de generales ignoradas, a pagar una multa de tres-
cientos pesos (RD$300.00) oro, a sufrir tres meses de pri-
sión correccional, al pago de la deuda principal, accesorios 
y gastos, así como al pago de las costas, que en caso de 
insolvencia compensará con un día de prisión por cada peso 
dejado de pagar, por el hecho de violación a la Ley N" 1841. 
en perjuicio de Luis O. Castillo", por haberlo realizado en 
tiempo hábil y de acuerdo con la ley; Segundo: En cuanto 
al fondo: Que debe confirmar y al efecto confirma la sen-
tencia apelada en todas sus partes; y Tercero: Que debe 
condenar y al efecto condena al prevenido al pago de las 
costas"; 

Considerando que por su memorial el recurrente invo-
ca como único medio de casación, "falsa aplicación del ar- 
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tículo 1 de la Ley N^ 1841 sobre Préstamo con Prenda sin 
Desapoderamiento"; 

Considerando que por dicho medio de casación el recu-
rrente alega, en resumen: que el valor de RD$259.92 por 
el cual fué suscrito el contrato del 25 de junio de 1954, es 
el resto de un arreglo de cuenta de la cantidad de unos cin-
co mil pesos oro que recibió durante el año 1954 del señor 
Luis O. Castillo para evolucionar café; que, cuando entre 
él y su acreedor hicieron figurar en dicho contrato que la 
suma recibida era en calidad de préstamo, no se trataba 
sino de garantizar lo que había quedado a deber de los 
avances que le hizo Castillo para comprar café; que es este 
pues, un caso, sostiene dicho recurrente, en que tanto el 
prestamista como el deudor falsearon la verdad ante el 
Juez de Paz que actuó en la suscripción del contrato de 
Préstamo; y que el art. 1 de la Ley N° 1841 no favorece 
esta clase de operaciones; que el Juez de la apelación al 
comprobar por sus declaraciones y por las de los testigos 
Arístides Zabala, Félix María Suero y David Antonio Vi-
llalona Medrano que el dinero suministrado por Castillo 
había sido entregado al recurrente para comprar café, debió 
revocar la sentencia apelada, y no habiéndolo hecho, hizo 
una falsa aplicación del referido texto legal; pero, 

'Considerando que no se puede hacer valer ante la Su-
prema Corte de Justicia, en funciones de Corte de Casa-
ción, ningún medio que no haya sido expresa o implícita-
mente • • por la parte que lo invoca al tribunal del 
cual provien- la decisión atacada, a menos que la ley le 
haya impuesto u examen de oficio en un interés de orden 
público; 

Considerando que en la sentencia impugnada no consta 
que el recurrente presentara ante el Juzgado a quo ningún 
pedimento formal, ni implícito, en el sentido de que se reco-
nociera que el contrato suscrito por él el 25 de junio de 
1954 ante el Juez de Paz del Municipio de Baní, por el cual 
garantizó con 20 quintales de café de su propiedad otorga-
dos en prenda y conservando la posesión de los mismos, el 
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préstamo obtenido del señor Luis O. Castillo ascendente a 
RD$259.92 oro, no se refería ciertamente a un préstamo 
convenido de conformidad con la Ley N" 1841 sobre Prés-
tamos con Prenda sin Desapoderamiento, sino a una opera-
ción que no está favorecida por el artículo 1 de dicha ley; 
que, en consecuencia, el único medio del recurso debe ser 
declarado inadmisible por su novedad; 

Considerando que, por otra parte, en la sentencia im-
pugnada se dió por establecido mediante la ponderación de 
los elementos de prueba que fueron regularmente aportados 
al debate, que el prevenido no cumplió con su obligación 
al vencerse el referido contrato, y que al ser requerido en 
virtud de un auto dictado en fecha 3 de marzo de 1955 por 
el Juez de Paz del Municipio de Azua, en la forma y en los 
plazos indicados por la ley para que depositara los efectos 
dados en prenda para ser vendidos en pública subasta, 
dicho prevenido no los entregó; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por el Juzgado a quo está caracterizado el delito 
previsto por la segunda parte del artículo 20 de la Ley N^ 
1841 del 9 de noviembre de 1948, modificado por la Ley 
3407 del 23 de octubre de 1952, publicada en la Gaceta 
Oficial N" 7484 del mismo mes y año, según el cual, al deu-
dor que, salvo el caso de fuerza mayor, deje de entregar los 
bienes dados en prenda cuando se lo requiera el Juez de 
Paz, de acuerdo con el artículo 14 de esta ley, se le impon-
drán las penas de prisión no menor de 3 meses ni mayor de 
dos años y multa de RD$100.00 a RD$2,000.00 pesos oro, 
pero nunca inferior a la mitad de la suma adeudada; que, 
en consecuencia, al confirmar la sentencia apelada que con-
denó al prevenido Pedro González al pago de una multa de 
trescientos pesos oro y a sufrir tres meses de prisión co-
rreccional, y al pago de la deuda principal, accesorios y 
gastos, de conformidad con el párrafo 1 del referido artícu-
lo 20, la sentencia impugnada hizo una correcta aplicación 
del enunciado texto legal; 
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Considerando que examinada en sus demás aspectos,. 
la sentencia impugnada en lo que concierne al interés del , 

 recurrente, no contiene ningún vicio que justifique sti ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Pedro González contra sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Ascua, 
como tribunal de segundo grado, de fecha once de mayo de 
mil novecientos cincuenta y seis, dictada en atribucicnes 
correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro) 
lugar del presente fallo; y Segundo: Condena a dicho YCCU-- 
rrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.– -
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y lué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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préstamo obtenido del señor Luis O. Castillo ascendente a 
RD$259.92 oro, no se refería ciertamente a un préstamo 
convenido de conformidad con la Ley N° 1841 sobre Prés-
tamos con Prenda sin Desapoderamiento, sino a una opera-
ción que no está favorecida por el artículo 1 de dicha ley; 
que, en consecuencia, el único medio del recurso debe ser 
declarado inadmisible por su novedad; 

Considerando que, por otra parte, en la sentencia im-
pugnada se dió por establecido mediante la ponderación de 
los elementos de prueba que fueron regularmente aportados 
al debate, que el prevenido no cumplió con su obligación 
al vencerse el referido contrato, y que al ser requerido en 
virtud de un auto dictado en fecha 3 de marzo de 1955 por 
el Juez de Paz del Municipio de Azua, en la forma y en los 
plazos indicados por la ley para que depositara los efectos 
dados en prenda para ser vendidos en pública subasta, 
dicho prevenido no los entregó; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por el Juzgado a quo está caracterizado el delito 
previsto por la segunda parte del artículo 20 de la Ley N^ 
1841 del 9 de noviembre de 1948, modificado por la Ley N" 
3407 del 23 de octubre de 1952, publicada en la Gaceta 
Oficial N" 7484 del mismo mes y año, según el cual, al deu-
dor que, salvo el caso de fuerza mayor, deje de entregar los 
bienes dados en prenda cuando se lo requiera el Juez de 
Paz, de acuerdo con el artículo 14 de esta ley, se le impon-
drán las penas de prisión no menor de 3 meses ni mayor de 
dos años y multa de RD$100.00 a RD$2,000.00 pesos oro, 
pero nunca inferior a la mitad de la suma adeudada; que, 
en consecuencia, al confirmar la sentencia apelada que con-
denó al prevenido Pedro González al pago de una multa de 
trescientos pesos oro y a sufrir tres meses de prisión co-
rreccional, y al pago de la deuda principal, accesorios y 
gastos, de conformidad con el párrafo 1 del referido artícu-
lo 20, la sentencia impugnada hizo una correcta aplicación 
del enunciado texto legal; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos,. 
la sentencia impugnada en lo que concierne al interés del 
recurrente, no contiene ningún vicio que justifique su c a

-sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Pedro González contra sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, 
como tribunal de segundo grado, de fecha once de mayo de 
mil novecientos cincuenta y seis, dictada en atribuciones 
correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
lugar del presente fallo; y Segundo: Condena a dicho recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Balista C.--
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y lué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1956 

• 
Sleatenela Impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma- 

guana de fecha 6 de abril de 1956. 

Matérl~i: 'Penal. 

.Relocerrente: Rafael Rodríguez (a) Negrén. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

'En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia. regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustitutb 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día nueve del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael Ro-
dríguez (a) Negrén, dominicano, mayor de edad, casado, 
ebanista, domiciliado y residente en la ciudad y municipio 
de San Juan de la Maguana, cédula 5140, serie 10, sello 
14204, contra sentencia pronunciada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de San Juan de la 
Maguana, en fecha seis de abril del año en curso, mil nove-
cientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo se copia más ade- 
lante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Tlir 	
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a.-  Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha seis de abril de mil 
novecientos cincuenta y seis, a requerimiento del recurren-
te, en la cual no se alega ningún medio determinado de 
casación; 

 Visto el memorial de casación de fecha ocho de agosto 
de mil novecientos cincuenta y seis, suscrito por el recu-
rrente en el que se alegan los siguientes medios: Primero: 
Violación del artículo 30 y de los apartados c) y h) del ar-
tículo 83 de la Ley 1896 sobre Seguros Sociales; y Segundo: 
falta de base legal; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 30 de la Ley 1896, del año 
1948, modificado por la Ley 2480, del año 1950; 83, apar-
tados b), c) y h) de la misma ley; 8 y 14 del Reglamento 
N° 5566, sobre Seguros Sociales, de fecha 6 de enero de 
1949, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintisiete de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y cinco, el Inspector de la Caja Dominicana de Se-
guros Sociales, Diego Portalatín Félix, levantó el acta N" 
24328, en la que consta que Rafael Rodríguez, patrono, bajo 
registro N" 053123-015, "no ha pagado las cotizaciones del 
Seguro Social obligatorio, correspondientes a sus trabaja-
dores fijos, según indica el Formulario 1-8 mod. anexo" lo 
cual constituye una infracción a los arts. 30-8 de la Ley 
1896 y 14 del Reglamento 5566 Sobre Seguros Sociales"; b) 
que en el formulario 1-8, anexo a dicha acta de comproba-
ción, consta el detalle de lo dejado de pagar, por los traba-
jadores siguientes: Bienvenido Cordero, del 10-1-55 al 18-
9-55, 36 sellos de RD$0.45 cada uno; RD$16.20; Humberto 
Ramírez, del 22-8-55 al 18-9-55, cuatro sellos de RD$0.60, 
c/u, RD$2.40; Rafael Gracielo Valdez, del 22-8-55 al 18-9-55, 
cuatro sellos de RDS0.60 c/u, RD$2.40; Porfirio Guarionex 
Ramírez Naut, del 22-8-55 al 18-9-55, cuatro sellos de RD 
$0.60 c/u, RD$2.40; y Liberato Arias Garabito, del 22-8-55 
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SeNTENCILA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1956 

Seitiomets impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-

• 	guara de fecha 6 de abril de 1956. 

111fatértii: Penal. 

lionacronte: Rafael Rodríguez (a) Negrén. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día nueve del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 

tencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael Ro-

dríguez (a) Negrén, dominicano, mayor de edad, casado, 
ebanista, domiciliado y residente en la ciudad y municipio 
de San Juan de la Maguana, cédula 5140, serie 10, sello 
14204, contra sentencia pronunciada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de San Juan de la 
Maguana, en fecha seis de abril del año en curso, mil nove-
cientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo se copia más ade- 

lante; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República;  
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha seis de abril de mil 
novecientos cincuenta y seis, a requerimiento del recurren-
te, en la cual no se alega ningún medio determinado de 
casación; 

Visto el memorial de casación de fecha ocho de agosto 
de mil novecientos cincuenta y seis, suscrito por el recu-
rrente en el que se alegan los siguientes medios: Primero: 
Violación del artículo 30 y de los apartados e) y h) del ar-
tículo 83 de la Ley 1896 sobre Seguros Sociales; y Segundo: 
falta de base legal; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 30 de la Ley 1896, del año 
1948, modificado por la Ley 2480, del año 1950; 83, apar-
tados b), c) y h) de la misma ley; 8 y 14 del Reglamento 
N0  5566, sobre Seguros Sociales, de fecha 6 de enero de 
1949, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintisiete de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y cinco, el Inspector de la Caja Dominicana de Se-
guros Sociales, Diego Portalatín Félix, levantó el acta N" 
24328, en la que consta que Rafael Rodríguez, patrono, bajo 
registro N" 053123-015, "no ha pagado las cotizaciones del 
Seguro Social obligatorio, correspondientes a sus trabaja-
dores fijos, según indica el Formulario 1-8 mod. anexo" lo 
cual constituye una infracción a los arts. 30-8 de la Ley 
1896 y 14 del Reglamento 5566 Sobre Seguros Sociales"; b) 
que en el formulario 1-8, anexo a dicha acta de comproba-
ción, consta el detalle de lo dejado de pagar, por los traba-
jadores siguientes: Bienvenido Cordero, del 10-1-55 al 18-
9-55, 36 sellos de RD$0.45 cada uno; RD$16.20; Humberto 
Ramírez, del 22-8-55 al 18-9-55, cuatro sellos de RD$0.60, 
c/u, RD$2.40; Rafael Gracielo Valdez, del 22-8-55 al 18-9-55, 
cuatro sellos de RD$0.60 c/u, RD$2.40; Porfirio Guarionex 
Ramírez Naut, del 22-8-55 al 18-9-55, cuatro sellos de RD 
$0.60 c/u, RD$2.40; y Liberato Arias Garabito, del 22-8-55 
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condena al prevenido Rafael Rodríguez (a) Negrén al pa-
go de las costas"; 

Considerando en cuanto a los medios del recurso, los 
cuales se reunen para su examen, que, por el primer medio, 
el recurrente alega en síntesis, "que la íntima convicción 
de los jueces no podía formarse frente a las enunciaciones 
del acta (del Inspector Portalatín) desprovista de la firma 
de los testigos requeridos por la ley", aunque dicha acta 
"fué firmada por él, sin protesta" porque no "podía ser 
creída hasta inscripción en falsedad..."; que de sus decla-
raciones, en las cuales se limitó a decir "que pagó el im-
puesto presentando los documentos correspondientes, no 
resultaba que confesara la infracción del apartado c) del 
artículo 83 de la Ley 1896. . .", apartado que fué violado. .. 
porque no se probó que el exponente había descontado de los 
salarios... las cotizaciones de los asegurados. .."; y por 
el segundo medio, en el que se repite en parte lo alegado 
en el primero, "que el fallo incurrió en el vicio de falta de 
base legal, al exponer en forma deficiente e incompleta el 
hecho decisivo del... apartado c) del artículo 83 de la ci-
tada ley, al no comprobarse, ni aún por testigos... si el 
recurrente descontó o nó el pago de las cotizaciones de sus 
asegurados obligatorios. . . "; pero, 

Considerando que al tenor del apartado h) del artículo 
83 de la Ley 1896, "se tendrán por ciertos hasta inscripción 
en falsedad los hechos relatados en el acta, siempre que 
ésta haya sido firmada a la vez por los testigos y por el 
infractor o su representante, sin protesta ni reserva"; que 
si es cierto, como lo afirma el recurrente que el acta del 
Inspector Portalatín, no podía hacer fé hasta inscripción 
en falsedad de los hechos en ella consignados, a falta de la 
firma de los testigos requeridos por la ley, no menos cier-
to es también que esta acta podía hacer fé hasta prueba 
en contrario; que al no haberse aportado prueba en contra-
rio, que destruyera la autoridad del acta indicada, la Corte 
a qua pudo edificar en ella y así lo hizo, su convicción acer-
ca de la culpabilidad del prevenido, en la comisión de las 

 

     

al 18-9-55, cuatro sellos de RD$0.45 c/u, RD$1.80, lo que 
hace un total de RD$25.20; c) que, mediante oficio N9  
36626 de fecha 4 de octubre de 1955, el Director de la Caja 
Dominicana de Seguros Sociales envió el expediente al Pro-
curador Fiscal del Distrito Judicial de Benefactor para los 
fines legales correspondientes; d) que apoderado del caso 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Benefactor, en fecha veintiuno de octubre de mil novecien-
tos cincuenta y cinco, fué dictada la sentencia cuyo dispo-
sitivo se transcribe en el de la sentencia ahora impugnada; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido intervino la sentencia ahora recu-
rrida, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido en cuanto a la forma, por haber sido 
interpuesto en los plazos y mediante el cumplimiento de los 
demás requisitos legales el recurso de apelación intentado 
en fecha 17 del mes de febrero del año 1956, por el nom-
brado Rafael Rodríguez (a) Negrén, contra sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Be-
nefactor, dictada en atribuciones correccionales en fecha 
21 del mes de octubre del año 1956, cuyo dispositivo es el 
siguiente: 'PRIMERO: Que debe pronunciar y pronuncia, 
el defecto contra el nombrado Rafael Rodríguez (a) Ne-
grén, de generales ignoradas, por no haber comparecido 
a la audiencia a pesar de haber sido debidamente citado; 
SEGUNDO: Que debe declarar y declara al mencionado 
prevenido, culpable del delito de violación a los artículos 
30-8, de la Ley 1896 y 14 del Reglamento N" 5566 sobre 
Seguros Sociales, conforme el Acta N' 24328, de fecha 27 
de septiembre de 1955, suscrita por el Inspector Diego Por-
talatín Félix, y en consecuencia se condena a sufrir tres 
meses de prisión correccional en la cárcel pública de esta 
ciudad, así como al pago de las cotizaciones adeudadas, as-
cendentes a la suma de RD$25.20; TERCERO: Que debe 
condenar y condena al mismo prevenido, al pago de las 
costas';— SEGUNDO: Confirma la sentencia recurrida y 
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al 18-9-55, cuatro sellos de RD$0.45 c/u, RD$1.80, lo que 
hace un total de RD$25.20; e) que, mediante oficio N 9 

 36626 de fecha 4 de octubre de 1955, el Director de la Caja 
Dominicana de Seguros Sociales envió el expediente al Pro-
curador Fiscal del Distrito Judicial de Benefactor para los 
fines legales correspondientes; d) que apoderado del caso 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Benefactor, en fecha veintiuno de octubre de mil novecien-
tos cincuenta y cinco, fué dictada la sentencia cuyo dispo-
sitivo se transcribe en el de la sentencia ahora impugnada; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido intervino la sentencia ahora recu-
rrida, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido en cuanto a la forma, por haber sido 
interpuesto en los plazos y mediante el cumplimiento de los 
demás requisitos legales el recurso de apelación intentado 
en fecha 17 del mes de febrero del año 1956, por el nom-
brado Rafael Rodríguez (a) Negrén, contra sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Be-
nefactor, dictada en atribuciones correccionales en fecha 
21 del mes de octubre del año 1956, cuyo dispositivo es el 
siguiente: 'PRIMERO: Que debe pronunciar y pronuncia, 
el defecto contra el nombrado Rafael Rodríguez (a) Ne-
grén, de generales ignoradas, por no haber comparecido 
a la audiencia a pesar de haber sido debidamente citado; 
SEGUNDO: Que debe declarar y declara al mencionado 
prevenido, culpable del delito de violación a los artículos 
30-8, de la Ley 1896 y 14 del Reglamento N" 5566 sobre 
Seguros Sociales, conforme el Acta N" 24328, de fecha 27 
de septiembre de 1955, suscrita por el Inspector Diego Por-
talatín Félix, y en consecuencia se condena a sufrir tres 
meses de prisión correccional en la cárcel pública de esta 
ciudad, así como al pago de las cotizaciones adeudadas, as-
cendentes a la suma de RD$25.20; TERCERO: Que debe 
condenar y condena al mismo prevenido, al pago de las 
costas';— SEGUNDO: Confirma la sentencia recurrida y  

condena al prevenido Rafael Rodríguez (a) Negrén al pa-
go de las costas"; 

Considerando en cuanto a los medios del recurso, los 
cuales se reunen para su examen, que, por el primer medio, 
el recurrente alega en síntesis, "que la íntima convicción 
de los jueces no podía formarse frente a las enunciaciones 
del acta (del Inspector Portalatín) desprovista de la firma 
de los testigos requeridos por la ley", aunque dicha acta 
"fué firmada por él, sin protesta" porque no "podía ser 
creída hasta inscripción en falsedad. .."; que de sus decla-
raciones, en las cuales se limitó a decir "que pagó el im-
puesto presentando los documentos correspondientes, no 
resultaba que confesara la infracción del apartado c) del 
artículo 83 de la Ley 1896. . .", apartado que fué violado. .. 
porque no se probó que el exponente había descontado de los 
salarios... las cotizaciones de los asegurados. .."; y por 
el segundo medio, en el que se repite en parte lo alegado 
en el primero, "que el fallo incurrió en el vicio de 'falta de 
base legal, al exponer en forma deficiente e incompleta el 
hecho decisivo del. .. apartado e) del artículo 83 de la ci-
tada ley, al no comprobarse, ni aún por testigos... si el 
recurrente descontó o nó el pago de las cotizaciones de sus 
asegurados obligatorios. .. "; pero, 

Considerando que al tenor del apartado h) del artículo 
83 de la Ley 1896, "se tendrán por ciertos hasta inscripción 
en falsedad los hechos relatados en el acta, siempre que 
ésta haya sido firmada a la vez por los testigos y por el 
infractor o su representante, sin protesta ni reserva"; que 
si es cierto, como lo afirma el recurrente que el acta del 
Inspector Portalatín, no podía hacer fé hasta inscripción 
en falsedad de los hechos en ella consignados, a falta de la 
firma de los testigos requeridos por la ley, no menos cier-
to es también que esta acta podía hacer fé hasta prueba 
en contrario; que al no haberse aportado prueba en contra-
rio, que destruyera la autoridad del acta indicada, la Corte 
a qua pudo edificar en ella y así lo hizo, su convicción acer-
ca de la culpabilidad del prevenido, en la comisión de las 
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infracciones que le fueron imputadas; que, además, el con-
tenido de dicha acta, según lo consigna la sentencia impug-
nada, quedó robustecida porque el prevenido la firmó sin 
protestas y por último, porque la víspera de la audiencia 
celebrada por la corte a qua el prevenido pagó el impuesto 
dejado de pagar a su debido tiempo; que concurriendo en' 

el caso de la especie todas estas circunstancias, resulta que 
el agravio que se examina carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Considerando en cuanto al vicio de la falta de base le-
gal fundado en que ni el juez de primer grado ni la Corte 
a qua, para aplicar el apartado c) del artículo 83 de la Ley 
1896 "comprobaron" que el patrono había descontado de 
los salarios de los asegurados obligatorios, los pagos de las 
cotizaciones..." y que el hecho no quedó suficientemente 
precisado; que, contrariamente a estas pretensiones, del acta 
de sometimiento resulta evidencia suficiente de que el pre-
venido fué sometido a la acción de la justicia por haber 
infringido las disposiciones del artículo 30 de la Ley 1896 
y 14 del Reglamento N^ 5566, sobre seguros sociales; que 
estos textos se refieren a la obligación del patrono de ad-
quirir para adherirlos a las casillas de las libretas corres-
pondientes a sus asegurados obligatorios, los valores que 
dicho patrono tenía la obligación de descontar de los sala-
rios de dichos asegurados semanalmente, sellos éstos que 
no adquirió para tales fines; que estando debida y suficien-
temente expuesto el hecho de la prevención, el aspecto del 
medio que se examina carece de fundamento y debe ser 
desestimado; que, en lo que se refiere a la falta de base 
legal, si es cierto que al tenor de los apartados b) y c) del 
artículo 83 de la Ley 1896, serán sancionados con multa de 
RD$50.00 a RD$300.00 ó prisión de dos meses a un año, 
los patronos que no descuenten de los salarios las cotizacio-
nes de los asegurados... y con multa de cien a mil pesos 
o prisión de tres meses a dos años, los patronos que habien-
do descontado de los salarios el valor correspondiente al 
pago de las cotizaciones no hubiesen adquirido los sellos  

emitidos por la Caja Dominicana de Seguros Sociales..., 
y que, ni en la sentencia de primer grado, ni tampoco en 
la ahora impugnada se consigna de manera expresa que el 
patrono descontara esos valores..., no menos cierto 
es también que estando ambos casos sancionados con mul-
ta y prisión, al estar comprendida la que fué aplicada efee, 
tivamente al prevenido, dentro del máximum y el mínimum 
de la pena de dos meses a un año que señala el apartado 
b) del artículo 83 de la Ley 1896, que hubiera sido el texto 
eventualmente más favorable para el prevenido, resulta 
que la sanción que ha sido impuesta se encuentra legalmen-
te justificada, y por tanto el aspecto del medio que se exa-
mina, también debe ser desestimado; 

Considerando que examinada la sentencia en sus de-
más aspectos en lo que concierne al interés del recurrente, 
no contiene ningún vicio que justifique su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael Rodríguez (a) Negrén, con-
tra sentencia pronunciada en atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, en 
fecha seis de abril de mil novecientos cincuenta y seis cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Se-
gu ►do: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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infracciones que le fueron imputadas; que, además, el con-
tenido de dicha acta, según lo consigna la sentencia impug-
nada, quedó robustecida porque el prevenido la firmó sin 
protestas y por último, porque la víspera de la audiencia 
celebrada por la corte a qua el prevenido pagó el impuesto 
dejado de lanar a su debido tiempo; que concurriendo en' 
el caso de la especie todas estas circunstancias, resulta que 
el agravio que se examina carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Considerando en cuanto al vicio de la falta de base le-
gal fundado en que ni el juez de primer grado ni la Corte 
a qua, para aplicar el apartado c) del artículo 83 de la Ley 
1896 "comprobaron" que el patrono había descontado de 
los salarios de los asegurados obligatorios, los pagos de las 
cotizaciones..." y que el hecho no quedó suficientemente 
precisado; que, contrariamente a estas pretensiones, del acta 
de sometimiento resulta evidencia suficiente de que el pre-
venido 'fué sometido a la acción de la justicia por haber 
infringido las disposiciones del artículo 30 de la Ley 1896 
y 14 del Reglamento N^ 5566, sobre seguros sociales; que 
estos textos se refieren a la obligación del patrono de ad-
quirir para adherirlos a las casillas de las libretas corres-
pondientes a sus asegurados obligatorios, los valores que 
dicho patrono tenía la obligación de descontar de los sala-
rios de dichos asegurados semanalmente, sellos éstos que 
no adquirió para tales fines; que estando debida y suficien-
temente expuesto el hecho de la prevención, el aspecto del 
medio que se examina carece de fundamento y debe ser 
desestimado; que, en lo que se refiere a la falta de base 
legal, si es cierto que al tenor de los apartados b) y c) del 
artículo 83 de la Ley 1896, serán sancionados con multa de 
RD$50.00 a RD$300.00 ó prisión de dos meses a un año, 
los patronos que no descuenten de los salarios las cotizacio-
nes de los asegurados... y con multa de cien a mil pesos 
o prisión de tres meses a dos años, los patronos que habien-
do descontado de los salarios el valor correspondiente al 
pago de las cotizaciones no hubiesen adquirido los sellos 

emitidos por la Caja Dominicana de Seguros Sociales..., 
y que, ni en la sentencia de primer grado, ni tampoco en 
la ahora impugnada se consigna de manera expresa que el 
patrono descontara esos valores..., no menos cierto 
es también que estando ambos casos sancionados con mul-
ta y prisión, al estar comprendida la que fué aplicada efee, 
tivamente al prevenido, dentro del máximum y el mínimum 
de la pena de dos meses a un año que señala el apartado 
b) del artículo 83 de la Ley 1896, que hubiera sido el texto 
eventualmente más favorable para el prevenido, resulta 
que la sanción que ha sido impuesta se encuentra legalmen-
te justificada, y por tanto el aspecto del medio que se exa-
mina, también debe ser desestimado; 

Considerando que examinada la sentencia en sus de-
más aspectos en lo que concierne al interés del recurrente, 
no contiene ningún vicio que justifique su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael Rodríguez (a) Negrén, con-
tra sentencia pronunciada en atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, en 
fecha seis de abril de mil novecientos cincuenta y seis cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Se-
gundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Trujillo de fecha 11 de abril de 1956. 

Materia: penal. 

,Recurrente: Kálman Avar. 

Dios, Patria y Libertvi. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día nueve del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Kálman 
Avar, húngaro, mayor de edad, casado, obrero, del domici-
lio y residencia de la ciudad y municipio de San Cristóbal, 
cédula 22675, serie 2, sello 3755, contra sentencia pronun-
ciada en grado de apelación por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Trujillo, en fecha once de 
abril del año en curso, mil novecientos cincuenta y seis, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en fe-

cha veinte de abril de mil novecientos cincuenta y seis en 
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la  Secretaría del Juzgado a quo, a requerimiento del Dr. 
Sócrates Barinas Coiscou, cédula 23506, serie 1ra., sello pa-
ra (1956) N^ 1987, abogado, a nombre del recurrente, en 
la cual se alegan contra la sentencia impugnada los si-
guientes medios: "1ro. Desnaturalización de los hechos y 
,circunstancias de la causa; 2do. Falta de base legal; 3ro. 
Violación del principio de que nadie puede a sí mismo, ha-
cerse la prueba de un derecho; 4to. Violación de las dispo-
siciones del art. 1382 del Código Civil; y 5to. Además, vio-
lación del art. 141 del Código de Procedimiento Civil o sea, 
insuficiencia de motivos en varios aspectos y desnaturali-
zación de un documento del expediente (Certificado mé-
dico) ; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 309 y 311 párrafo 1, del Có-
digo Penal, (reformado por la Ley N° 1425 de 1937); 141 
del Código de Procedimiento Civil; 1382 del Código Civil; 
3 del Código de Procedimiento Criminal, y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
el día 29 de febrero del año en curso, 1956, Luis Alfredo 
Urbáez, compareció ante el ter. Teniente de la Policía Na-
cional, (Destacamento de San Cristóbal) Ramón A. Ro-
dríguez H., para presentar querella contra Kálman Avar, 
por el hecho de "haberle inferido varios arañazos y haberlo 
amenazado con romperle la cara y hacerlo botar del traba-
jo que tiene como empleado de la Armería F. A."; b) que 
apoderado del hecho el Juzgado de Paz del Municipio de 
San Cristóbal, en fecha ocho de marzo del año cursante, 
dictó la sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: 
que debe condenar y condena al nombrado Kálman Avar de 
generales anotadas, al pago de una multa de Diez Pesos, 
por ejercer violencias contra la persona de Luis Alfredo 
Urbáez; Segundo: que debe condenarlo y lo condena además 
al pago de las costas penales; Tercero: que debe declarar 
y declara bueno y válido en cuanto a la forma la constitu- 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia Impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Trujillo de fecha 11 de abril de 1956. 

Materia: Penal. 

,]Recurrente: Kálman Avar. 

Dios, Patria y Libertul. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día nueve del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Kálman 
Avar, húngaro, mayor de edad, casado, obrero, del domici-
lio y residencia de la ciudad y municipio de San Cristóbal, 
cédula 22675, serie 2, sello 3755, contra sentencia pronun-
ciada en grado de apelación por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Trujillo, en fecha once de 
abril del año en curso, mil novecientos cincuenta y seis, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en fe-

cha veinte de abril de mil novecientos cincuenta y seis en 
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la Secretaría del Juzgado a quo, a requerimiento del Dr. 
Sócrates Barinas Coiscou, cédula 23506, serie ira., sello pa-
ra (1956) N° 1987, abogado, a nombre del recurrente, en 
la cual se alegan contra la sentencia impugnada los si-
guientes medios: "1ro. Desnaturalización de los hechos y 
circunstancias de la causa; 2do. Falta de base legal; 3ro. 
Violación del principio de que nadie puede a sí mismo, ha-
cerse la prueba de un derecho; Oto. Violación de las dispo-
siciones del art. 1382 del Código Civil; y Sto. Además, vio-
lación del art. 141 del Código de Procedimiento Civil o sea, 
insuficiencia de motivos en varios aspectos y desnaturali-
zación de un documento del expediente (Certificado mé-
dico)"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 309 y 311 párrafo 1, del Có-
digo Penal, (reformado por la Ley Ny 1425 de 1937); 141 
del Código de Procedimiento Civil; 1382 del Código Civil; 
3 del Código de Procedimiento Criminal, y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
el día 29 de febrero del año en curso, 1956, Luis Alfredo 
Urbáez, compareció ante el ter. Teniente de la Policía Na-
cional, (Destacamento de San Cristóbal) Ramón A. Ro-
dríguez H., para presentar querella contra Kálman Avar, 
por el hecho de "haberle inferido varios arañazos y haberlo 
amenazado con romperle la cara y hacerlo botar del traba-
jo que tiene como empleado de la Armería F. A."; b) que 
apoderado del hecho el Juzgado de Paz del Municipio de 
San Cristóbal, en fecha ocho de marzo del año cursante, 
dictó la sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: 
que debe condenar y condena al nombrado Kálman Avar de 
generales anotadas, al pago de una multa de Diez Pesos, 
por ejercer violencias contra la persona de Luis Alfredo 
Urbáez; Segundo: que debe condenarlo y lo condena además 
al pago de las costas penales; Tercero: que debe declarar 
Y declara bueno y válido en cuanto a la forma la constitu- 
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11 os testimonios producidos' acerca del caso,..tódOs. 	 i- 
bl€,sic,s al prevenido; pero, 

1 Considerando que para dictar su fallo el ,Ju/gade l a,qu9 1  
no  si4e basó exclusivamente en los testimonios: pro:P .10040s, 

emás en las declaraciones del prevenido„y azrar 
en los demás elementos y circunstancias.dq la 

ción en parte civil del señor Luis Alfredo Urbáez y en cuan-
to al fondo rechaza su pedimento por improcedente y mal 
fundado; y Cuarto: que debe condenar y condena al señor 
Luis Alfredo Urbáez, parte civil constituida, al pago de las 

costas civiles"; 
Considerando que, sobre los recursos de apelación in-

terpuestos por el inculpado y la parte civil constituida, el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Tru-
jillo, dictó en sus atribuciones penales, la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: 
Primero: Declara regular y válido los recursos de apela-
ción interpuestos por los señores Luis Alfredo Urbáez y 
Kálman Avar, contra sentencia N' 416 del Juzgado de Paz 
del Municipio de San Cristóbal, dictada en fecha 8 del mes 
de marzo del año 1956 con el siguiente dispositivo: 'Prime-
ro: que debe condenar y condena al nombrado Kálman 
Avar de generales anotadas, al pago de una multa de Diez 
Pesos, por ejercer violencias contra la persona de Luis Al-
fredo Urbáez; Segundo: que debe condenarlo y lo condena 
además al pago de las costas penales; Tercero: que debe de-
clarar y declara bueno y válido en cuanto a la forma la 
constitución en parte civil del señor Luis Alfredo Urbáez y 
en cuanto al fondo rechaza su pedimento por improcedente 
y mal fundado; Cuarto: Condena al señor Luis Alfredo Ur-
báez, parte civil constituida al pago de las costas civiles'; 
Segundo: Confirma la sentencia apelada en el aspecto penal 
y en lo que respecta al aspecto civil, revoca la referida 
sentencia y en consecuencia, condena a Kálman Avar, a pa-
gar una indemnización de cincuenta pesos, a favor del se-
ñor Luis Alfredo Urbáez como justa reparación del daño 
que con su hecho ha causado el prevenido Kálman Avar; 
Tercero: Condena además al prevenido al pago de las cos-
tas civiles y penales; y ordena que las costas civiles sean 
distraídas en provecho del Dr. Manuel A. Díaz Adams, quien 
ha afirmado haberlas avanzado"; 

Considerando que, por el primer medio, el recurrente 
alega, en resumen, que el Juzgado a quo ha desnaturalizado  

sino 
viado 
sa;  qu el examen de los testimonios muestra ;  que, Si ;  no 
fueron categóricamente acusatorios, contra el. prevenido 
respetdo a la comisión de actos de violencia, lo f0Pron:en 
té inos que pudieron justamente ser tomados por Ql Juz-

a quo como elementos de prueba de la comisión del 
o puesto a cargo del prevenido: que, en materia penal, 
ueces, a falta de pruebas directas, pueden presumir 
istencia de un hecho delictivo sobre la base.de Indicios 
orno ocurre en el presente caso, les parezca probato-
e la culpabilidad; que, por tanto, este medio carece 
, damento y debe ser desestimado; 

Co\psiderando que, por el segundo medio, el. ,recurrente 
alega qde el Juzgado a quo ha violado el art. 311 -del eó,dij. 
go Penal, al aplicarlo al prevenido, puesto que dicho tiexto 
supone intención delictuosa en el agente, intención que .no 
existió en la especie; pero, 

Considerando que la cuestión de saber si los hechos 
han sido cometidos con intención o sin ella, es cuestión de 
hecho que entre en la exclusiva soberanía de los. jueces del 
fondo y sobre la cual no pueden decidir nada los jueces de 
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ce de pertinencia y debe. ser desestimado; 

Considerando que, por el tercer medio, el recurrente 
alega que, al tomar en cuenta .el Juzgado a quo, el certifi-
cado médico que obra en el expediente, para condenarlo, 
certificado éste que fué expedido a requerimiento del propio 
Urbáez, ha violado el principio según el cual "nadie puede 
a sí mismo hacerse la prueba de un derecho"; pero, 

Considerando que en la especie, no se trata de un simple 
certificado médico privado, sino de uno expedido por el 
Médico-Legista, al cual hay que atribuir, en principio, una 
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ción en parte civil del señor Luis Alfredo Urbáez y en cuan-
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costas civiles"; 
Considerando que, sobre los recursos de apelación in-

terpuestos por el inculpado y la parte civil constituida, el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Tru-
jillo, dictó en sus atribuciones penales, la sentencia ahora 
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completa imparcialidad; que dicho certificado fué expediff 
sgCo.n su propio texto "a requerimiento del oficial del 

rf'l 
? J'a' 

de la Policía Nacional, Ramón Antonio Rodríguez"; y ue, 

 como antes ha quedado dicho, el Juzgado a quo para fun- 
nente 

damentar su fallo no se basó específica ni exclusivaI nentos 
en el certificado médico-legal, sino en todos los eler 
de ta causa; que, por tanto, el tercer medio del r,decursn ' 

según lo enuncia el recurrente, carece de fundan-u"
nto y 

o 
debe desestimarse; 

Considerando que, por el cuarto y último medio, e
ari

‘ `'1 : _r,e,- 
 currente alega la violación del art. 1382 del Código c' 

por cuanto el Juzgado a quo lo ha condenado a inden Y iza-

ciones civiles en favor de Urbáez: a) sin haber cometidj uina 
 falta; b) sin haber causado un daño; c) sin establecer crela- 

v 
cifin ;le causalidad entre la falta y el daño; pero, 

Considerando que, en la especie, y por la natui
raleza 

del hecho de que se trata, el establecimiento de la r
bspon-

stíbilidad penal constituye por sí solo suficiente fund
Jamento 

para el establecimiento de la responsabilidad civil a cargo 
del prevenido, sin necesidad de especiales dese .

rrollos de 

-motivos como serían de lugar cuando se declara 
( la respon-

sabilidad civil reteniendo hechos que no han podido dar 
lugar a una condenación penal; que, por tant,'°' el cuarto y 
último medio del recurso carece de fundamr'nt° debe ser 
desestimado; 

Considerando que, por tanto, sin dr esnaturalización al-
guna de los hechos, en la sentencia .npugnada ha quedado 
establecido, mediante la ponderar _ión de los elementos de 
prueba aportados en la instrr ción de la causa, que en fe-
cha 29 de febrero de 1956, ' álman Avar cometió actos de 
viotencia contra Luis Alr.€edo Urbáez de los cuales éste re-

sultó con rasguños cuyrables antes de cinco días; que en 
esos hechos está caracterizado uno de los delitos previstos 
y sancionados por los arts. 309 y 311 del Código Penal; 
que la pena aplicada en el caso está dentro de los límites 
represivos fijados en esos textos y que las indemnizaciones 
iviles pronunciadas conforme al art. 1382 del Código Civil, 

lo han sido en la cuantía soberanamente estimada como 
justa por el Juzgado a quo, que, examinada la sentencia im-
pugnada en los demás aspectos que pudieran ser de interés 
para el prevenido recurrente, no presenta vicio alguno que 
justifique su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Kálman Avar contra sentencia co-
rreccional de fecha once de abril de mil novecientos cin-
cuenta y seis, dictada en grado de apelación por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, cuyo 
dispositivo figura copiado en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 13 

de marzo de 1953. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Juan Bautista Estrella. 

Abogado: Dr. Antonio Martínez Ramírez. 

Recurridos: Manuel de Js. Pimentel y compartes. 

Abogados: Licdos. Francisco José Alvarez y J. Alcibíades Roca. 

Dios, Patria y Libertnd. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día diecisiete del mes de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Bau-
tista Estrella, dominicano, mayor de edad, casado, agricul-
tor, domiciliado y residente en la sección de Barranca, co-
mún y provincia de La Vega, cédula 4784, serie 47, exone-
rada, contra sentencia pronunciada por la Corte de Apela-
ción de La Vega, en fecha trece de marzo de mil novecien-
tos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Mario C Suárez, cédula 3150, serie 65, sello 

41192, en representación del Dr. Antonio Martínez Ramírez, 
cédula 22494, serie 31, sello 13030, abogado del recurrente, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Francisco José Alvarez, cédula 160, serie 
47; sello 3415, por sí y por el Lic. J. Alcibíades Roca, cédu-
la 67, serie 47, cuyo sello de renovación no figura en 
el expediente, abogados de los intimados Manuel de Jesús 
Pimentel, dominicano, mayor de edad, hacendado, del do-
micilio y residencia de Jamo, sección del municipio de La 
Vega, con cédula 143, serie 51, sello 59; Lucas Pimentel 
hijo, dominicano, mayor de edad, agricultor, del domici-
lio y residencia de Barranca, sección del municipio de 
La Vega, con cédula 529, serie 47, y Ana Rita Pimentel 
Vda. Flores, dominicana, mayor de edad, de oficios domés-
ticos, del domicilio y residencia de Licey, sección del muni-
cipio de La Vega, con cédula 7492, serie 47, cuyo sello de 
renovación no figura en el expediente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en secreta-
ría en fecha dieciocho de mayo de mil novecientos cincuenta 
y tres, y suscrito por el Dr. Antonio Martínez Ramírez, 
abogado del recurrente; 

411P ' Visto el memorial de defensa suscrito en fecha veinti-
trés de abril de mil novecientos cincuenta y seis, por los 
abogados de los intimados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 130 y 551 del Código de Pro-
cedimiento Civil y 19 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo que a continua-
ción se expone: "a) que, en fecha cinco del mes de diciem-
bre del año mil novecientos cuarenta y cuatro el Juez de los 
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Referimientos del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de La Vega, ordenó el secuestro de la parcela 
No 524 del Distrito Catastral N^ 7 de la Común de La Vega y 
designó al señor Juan Bautista Estrella (a) Tita, secues-
trario de dicho inmueble; b) que, apelada dicha ordenanza, 
la Corte de Apelación de La Vega, por su sentencia de fe-
cha veinte y dos de diciembre del año mil novecientos 
cuarenta y cuatro, anuló dicha ordenanza y declaró sin 
ningún efecto la misma condenando a la parte intimada al 
pago de las costas; c) que, recurrida en casación esta sen-
tencia la Suprema Corte de Justicia, por sentencia de fecha 
veinte y tres de agosto del año mil novecientos cuarenta y 
cinco rechazó dicho recurso; d) que, el señor Juan Bta. Es-
trella (a) Tita, se hizo aprobar un estado de costas y hono-
rarios por el Juez de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega por la suma de doscientos sesenta y ocho pesos 
oro, mientras la Corte de Casación conocía de su recurso; 
e) que, en fecha veinte y seis de febrero del año mil nove-
cientos cincuenta y dos, el señor Juan Bautista Estrella, pre-
vio mandamiento de pago a los señores Manuel de Js. Pi-
mentel, Ana Rita Pimentel Vda. Flores y Lucas Pimentel, 
hijo, procedió a embargar contra ellos o en su perjuicio 
varios objetos mobiliarios descritos en el proceso verbal 
de embargo; f) que en fecha veinte y nueve de febrero del 
año mil novecientos cincuenta y dos, Manuel de Jesús Pi-
mentel, Ana Rita Pimentel Vda. Flores y Lucas Pimentel 
hijo, emplazaron a Juan Bautista Estrella a los fines de oir 
sentencia, la nulidad de los embargos mencionados"; g) que, 
en fecha nueve de mayo de mil novecientos cincuenta y dos 
la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Vega dictó sentencia con 
el siguiente dispositivo: "PRIMERO: Que debe declarar y 
declara nulo el embargo ejecutivo practicado por el señor 
Juan Bautista Estrella contra los señores Manuel de Jesús 
Pimentel, Lucas Pimentel y Ana Rita Pimentel Vda. Flores, 
por no tener existencia el crédito en virtud del cual se pro-
cedió al embargo de referencia; SEGUNDO: que debe or- 

denar y ordena los guardianes establecidos señores Rafael= 
Fernández Paulino y Juan José Núñez, hacer la. entrega, a 
sus respectivos propietarios de los muebles embargados;-
TERCERO: que debe declarar y declara que procede 44 
dictar medida alguna respecto de los, señores María Pimen-
tel Restituyo (a) Mariquita, Ana Rita Pimentel. Restituyo; 
Isidro Pimentel Restituyo, Eduardo Pimentel Restituyo ,y 
María de los Angeles Pimentel Restituyo (a) Chencha, por-
que ellos no son partes en el presente proceso; CUARTO: 
Que debe rechazar y rechaza el pedimento de que se decla-
re a los señores Manuel de Jesús Pimentel, Lucas Pimentel 
y Ana Rita Pimentel Vda. Flores deudores del señor Juan 
Bautista Estrella, por improcedente e infundada; QUINTO:' 
Que debe condenar y condena al señor Juan Bautista Estre-
lla a pagar una indemnización a justificar por estado, a 
título de daños y perjuicios en favor de los señores Manuel 
de Jesús Pimentel, Lucas Pimentel y Ana Rita Pimentel, 
Vda. Flores; SEXTO: Que debe condenar y condena al 
señor Juan Bautista Estrella, parte demandada que sucum 
be, al pago de las costas, las cuales se declaran distraídas en 
provecho de los Licdos. J. Alcibíades Roca y Francisco 
José Alvarez, quienes han afirmado haberlas avanzado en 
su mayor parte"; h) que contra esa sentencia interpuso 
recurso de apelación Juan Bautista Estrella, y sobre dicho 
recurso la Corte de Apelación de La Vega, dictó en Techa 
trece de marzo de mil novecientos cincuenta y tres, la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a conti-
nuación: "FALLA: PRIMERO: Admitir como regular en 
cuanto a la forma el presente recurso de apelación;— SE-
GUNDO: Rechazar, por improcedente y mal fundada, la 
apelación incoada por el señor Juan Bautista Estrella (a) 
Tita, contra la sentencia de la Cámara Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
La Vega (Cámara Civil y Comercial), de fecha trece de 
mayo de mil novecientos cincuenta y dos, que declaró nulo 
el embargo ejecutivo trabado por el mismo señor Juan Bau-
tista Estrella en perjuicio de los señores Manuel de Jesús 
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Referimientos del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de La Vega, ordenó el secuestro de la parcela 
N°  524 del Distrito Catastral N" 7 de la Común de La Vega y 
designó al señor Juan Bautista Estrella (a) Tita, secues-
trarlo de dicho inmueble; b) que, apelada dicha ordenanza, 
la Corte de Apelación de La Vega, por su sentencia de fe-
cha veinte y dos de diciembre del año mil novecientos 
cuarenta y cuatro, anuló dicha ordenanza y declaró sin 
ningún efecto la misma condenando a la parte intimada al 
pago de las costas; c) que, recurrida en casación esta sen-
tencia la Suprema Corte de Justicia, por sentencia de fecha 
veinte y tres de agosto del año mil novecientos cuarenta y 
cinco rechazó dicho recurso; d) que, el señor Juan Bta. Es-
trella (a) Tita, se hizo aprobar un estado de costas y hono-
rarios por el Juez de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega por la suma de doscientos sesenta y ocho pesos 
oro, mientras la Corte de Casación conocía de su recurso; 
e) que, en fecha veinte y seis de febrero del año mil nove-
cientos cincuenta y dos, el señor Juan Bautista Estrella, pre-
vio mandamiento de pago a los señores Manuel de Js. Pi-
mentel, Ana Rita Pimentel Vda. Flores y Lucas Pimentel, 
hijo, procedió a embargar contra ellos o en su perjuicio 
varios objetos mobiliarios descritos en el proceso verbal 
de embargo; f) que en fecha veinte y nueve de febrero del 
año mil novecientos cincuenta y dos, Manuel de Jesús Pi-
mentel, Ana Rita Pimentel Vda. Flores y Lucas Pimentel 
hijo, emplazaron a Juan Bautista Estrella a los fines de oir 
sentencia, la nulidad de los embargos mencionados"; g) que, 
en fecha nueve de mayo de mil novecientos cincuenta y dos 
la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Vega dictó sentencia con 
el siguiente dispositivo: "PRIMERO: Que debe declarar y 
declara nulo el embargo ejecutivo practicado por el señor 
Juan Bautista Estrella contra los señores Manuel de Jesús 
Pimentel, Lucas Pimentel y Ana Rita Pimentel Vda. Flores, 
por no tener existencia el crédito en virtud del cual se pro-
cedió al embargo de referencia; SEGUNDO: que debe or- 

denar y ordena los guardianes establecidos señores Rafael' 
Fernández Paulino y Juan José Núñez, hacer la entrega a 
sus respectivos propietarios de los muebles embargados;-
TERCERO: que debe declarar y declara que procede no 
dictar medida alguna respecto de los, señores María Pimen-
tel Restituyo (a) Mariquita, Ana Rita Pimentel. Restituyo:, 
Isidro Pimentel Restituyo, Eduardo Pimentel Restituyo ,y 
María de los Angeles Pimentel Restituyo (a) Chencha, poe-
que ellos no son partes en el presente proceso; CUARTO: 
Que debe rechazar y rechaza el pedimento de que se decla-
re a los señores Manuel de Jesús Pimentel, Lucas Pimentel 
y Ana Rita Pimentel Vda. Flores deudores del señor Juan 
Bautista Estrella, por improcedente e infundada; QUINTO: 
Que debe condenar y condena al señor Juan Bautista Estre-
lla a pagar una indemnización a justificar por estado, a 
título de daños y perjuicios en favor de los señores Manuel 
de Jesús Pimentel, Lucas Pimentel y Ana Rita Pimentel, 
Vda. Flores; SEXTO: Que debe condenar y condena al 
señor Juan Bautista Estrella, parte demandada que sucum 
be, al pago de las costas, las cuales se declaran distraídas en 
provecho de los Licdos. J. Alcibíades Roca y Francisco 
José Alvarez, quienes han afirmado haberlas avanzado en 
su mayor parte"; h) que contra esa sentencia interpuso 
recurso de apelación Juan Bautista Estrella, y sobre dicho 
recurso la Corte de Apelación de La Vega, dictó en fecha. 
trece de marzo de mil novecientos cincuenta y tres, la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a conti-
nuación: "FALLA: PRIMERO: Admitir como regular en 
cuanto a la forma el presente recurso de apelación;.— SE-
GUNDO: Rechazar, por improcedente y mal fundada, la 
apelación incoada por el señor Juan Bautista Estrella (a) 
Tita, contra la sentencia de la Cámara Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
La Vega (Cámara Civil y Comercial), de fecha trece de 
mayo de mil novecientos cincuenta y dos, que declaró nulo 
el embargo ejecutivo trabado por el mismo señor Juan Bau-
tista Estrella en perjuicio de los señores Manuel de Jesús 
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iLtittas Pimentel hijo y Ana Rita Pimentel Vda. 
Flores, per nú'tener existencia el crédito que sirvió de base 

.
11tictio- embargo; TERCERO: Rechazar por la misma 

'razón et pedimento de que se declare a los señores Manuel 
de..tesús Pimentel y Compartes deudores del señor Juan 
Vtatrtista Estrella;— CUARTO: Que debe condenar al señor 
:Juan Bautista Estrella en favor de los señores Manuel de 
°Jesús .Pimentel y Compartes a una indemnización que se 
It.istificará por estado; QUINTO: Que debe condenar al se-
ñor Juan Bautista Estrella parte apelante que sucumbió 

•al. pago de las costas, las cuales declara distraídas en prove- 
•cho de los Licenciados J. Alcibíades Roca y Francisco José 
Alvarez. 'quienes afirmaron haberlas avanzado"; 

.Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios de casación: "Primer Medio: Errada aplicación de 
los artículos 551 del Código de Procedimiento Civil y 1948, 
1955, 1956, 1960 y 1963 del Código Civil; Segundo Medio: 
Errada aplicación del artículo 130 del Código de Procedi-
miento Civil; Tercer Medio: Desnaturalización de los he-
chos; y Cuarto Medio: Falta de base legal e insuficiencia y 

t:oscuridad de motivos"; 
Considerando en cuanto al primero y el segundo me-

dios, reunidos, que la Corte a qua declaró la nulidad del 
embargo ejecutivo practicado por el actual recurrente en 
perjuicio de los recurridos Manuel Js. Pimentel, Lucas Pi-
mentel y Arta Rita Pimentel Vda. Flores, sobre el fundamen-
to de que el titulo que le sirvió de base a dicho embargo 
"connistente en un estado de costas y honorarios aprobados 
en su favor, por haber ejercido las funciones de secuestrario 
de la Parcela N' 524 del D.C. N9  7, no tiene existencia", por-
que la ordenanza que ordenó el secuestro fué finalmente 
revocada y no pudo por tanto producir ningún efecto ju-
rídico; pero, 

Considerando que por criticables que sean los motivos 
en que se fundó la Corte a qua para declarar la nulidad del 
embargo de que se trata, el dispositivo de la sentencia im-
pugnada está legalmente justificado; que, en efecto, la de- 
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manda dé secuestro de la Parcela N° 524, del D. C. N°  7, 
intentada por María F. Pimentel Restituyo de Cáceres y 
compartes, contra los actuales intimados fué rechazada y 
las costas del procedimiento fueron puestas a cargo de los 
demandantes, quienes sucumbieron finalmente en la ins-
tancia; que si el actual recurrente, designado secuestrario 
por ordenanza del juez de los referimientos de fecha cinco 
de diciembre de mil novecientos cuarenta y cuatro, poste-
riormente revocada por la sentencia de la Corte de Apela-
ción de La Vega del veintidós de diciembre de ese año, 
desempeñó temporalmente sus funciones, las costas a que 
tenga derecho sólo pueden ser reclamadas a la parte que por 
haber sucumbido en dicha instancia, fué condenada al pago 
de las costas; que, como en la especie, los recurridos obtu-
vieron ganancia de causa en la instancia relativa al secues-
tro, las costas del procedimiento, entre las cuales figuran, 
en el presente caso, las que ha causado el secuestrario, no 
pueden ser ejecutadas en perjuicio de ellos; que, por tanto, 
el estado de costas que se hizo aprobar el actual recurrente 
por su actuación como secuestrario temporal del terreno 
litigioso, no constituye, frente a los actuales recurridos, un 
título ejecutorio que pueda servir de base al embargo prac-
ticado; que, en tales condiciones, al declarar nulo el em-
bargo de que se trata, la Corte a qua, lejos de violar los ar-
ticulos 1948, 1955, 1956, 1960 y 1963 del Código Civil, hizo 
una correcta aplicación de los artículos 130 y 551 del Có-
digo de Procedimiento Civil; 

Considerando, en cuanto a la desnaturalización de los 
hechos, falta de base legal e insuficiencia y oscuridad ,de 
motivos, alegadas en los medios tercero y cuarto del recur-
so, que el error en los motivos, lo mismo que la insuficien-
cia de éstos o su oscuridad, no dan lugar a la anulación del 
fallo, cuando su dispositivo está legalmente justificado por 
otros motivos de puro derecho que pueden ser suplidos, co-
mo lo han sido, por la Suprema Corte de Justicia, en fun-
ciones de Corte de Casación; que, además, en la sentencia 
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Pitireiltel,"Lucas Pimentel hijo y Ana Rita Pimentel Vda. 
loltntis,Ipor no 'tener existenciá el crédito que sirvió de base 

..díciaó-'bmbargo;— TERCERO: Rechazar por la misma 
razón et pedimento de que se declare a los señores Manuel 

fde .:Sesús .  Pimentel y Compartes deudores del señor Juan 
Ilatrtista Eitrella;— CUARTO: Que debe condenar al señor 
...Juan Bautista Estrella en favor de los señores Manuel de 
-jésits 'Pimentel y Compartes a una indemnización que se 
J'tistificará por estado; QUINTO: Que debe condenar al se-
ñor Juan Bautista Estrella parte apelante que sucumbió 
al-pagó de las costas, las cuales declara distraídas en prove-
cho de los Licenciados J. Alcibíades Roca y Francisco José 
Alvarez. quienes afirmaron haberlas avanzado"; 

'Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios de casación: "Primer Medio: Errada aplicación de 
los'articnlos 551 del Código de Procedimiento Civil y 1948, 
1955, 1956, 1960 y 1963 del Código Civil; Segundo Medio: 
Errada aplicación del artículo 130 del Código de Procedi-
miento Civil; Tercer Medio: Desnaturalización de los he-
chos; y Cuarto Medio: Falta de base legal e insuficiencia y 

boscuridad de motivos"; 
• Considerando en cuanto al primero y el segundo me-

tlioS; reunidos, que la Corte a qua declaró la nulidad del 
embargo ejecutivo practicado por el actual recurrente en 
perjuicio de los recurridos Manuel Js. Pimentel, Lucas Pi-
mentel y Ana Rita Pimentel Vda. Flores, sobre el fundamen-
to de que el título que le sirvió de base a dicho embargo 
"consistente en un estado de costas y honorarios aprobados 
en su favor, por haber ejercido las funciones de secuestrario 
de la Parcela N',  524 del D.C. N9  7, no tiene existencia", por-
que la ordenanza que ordenó el secuestro fué finalmente 
revocada y no pudo por tanto producir ningún efecto ju-
rídico; pero, 

Considerando que por criticables que sean los motivos 
en que se fundó la Corte a qua para declarar la nulidad del 
embargo de que se trata, el dispositivo de la sentencia im-
pugnada está legalmente justificado; que, en efecto, la de- 

manda dé sebueStro de la Parcela N9 524, del D. C. N° 7, 
intentada por María F. Pimentel Restituyo de Cáceres y 
compartes, contra los actuales intimados fué rechazada y 
las costas del procedimiento fueron puestas a cargo de los 
demandantes, quienes sucumbieron finalmente en la ins-
tancia; que si el actual recurrente, designado secuestrario 
por ordenanza del juez de los referimientos de fecha cinco 
de diciembre de mil novecientos cuarenta y cuatro, poste-
riormente revocada por la sentencia de la Corte de Apela-
ción de La Vega del veintidós de diciembre de ese año, 
desempeñó temporalmente sus funciones, las costas a que 
tenga derecho sólo pueden ser reclamadas a la parte que por 
haber sucumbido en dicha instancia, fué condenada al pago 
de las costas; que, como en la especie, los recurridos obtu-
vieron ganancia de causa en la instancia relativa al secues-
tro, las costas del procedimiento, entre las cuales figuran, 
en el presente caso, las que ha causado el secuestrario, no 
pueden ser ejecutadas en perjuicio de ellos; que, por tanto, 
e] estado de costas que se hizo aprobar el actual recurrente 
por su actuación como secuestrario temporal del terreno 
litigioso, no constituye, frente a los actuales recurridos, un 
título ejecutorio que pueda servir de base al embargo prac-
ticado; que, en tales condiciones, al declarar nulo el em-
bargo de que se trata, la Corte a qua, lejos de violar los ar-
tículos 1948, 1955, 1956, 1960 y 1963 del Código Civil, hizo 
una correcta aplicación de los artículos 130 y 551 del Có-
digo de Procedimiento Civil; 

Considerando, en cuanto a la desnaturalización de los 
hechos, falta de base legal e insuficiencia y oscuridad . de 
motivos, alegadas en los medios tercero y cuarto del recur-
so, que el error en los motivos, lo mismo que la insuficien-
cia de éstos o su oscuridad, no dan lugar a la anulación del 
fallo, cuando su dispositivo está legalmente justificado por 
otros motivos de puro derecho que pueden ser suplidos, co-
mo lo han sido, por la Suprema Corte de Justicia, en fun-
ciones de Corte de Casación; que, además, en la sentencia 
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impugnada no se han desnaturalizado los hechos de la cau-
sa, los cuales han sido expuestos en forma tal, que han per-
mitido verificar que lo decidido por los jueces del fondo , 

 está legalmente justificado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan Bautista Estrella, contra sen-
tencia de fecha trece de marzo de mil novecientos cincuen-
ta y tres, dictada por la Corte de Apelación de La Vega, cu-
yo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas, dis 
trayéndolas en provecho de los licenciados Francisco José 
Alvarez y J. Alcibíades Roca, quienes afirman haberlas 
avanzado. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.-
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.—  

sF,NT'ENCIA DE FECHA 17 DE OCTUBRE DE 1956 

sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de-
fecha 27 de abril de 1956. 

materia: Penal. 

Recurrente: David Antonio Bobea Pérez. 
Abogado: Dr. Sócrates Barinas Coiscou. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre le la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día diecisiete del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por David An-
tonio Bobea Pérez, dominicano, casado, militar, mayor de 
edad, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, cédula 
48428, serie 11, cuyo sello de renovación no consta en el 
expediente, contra sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de Ciudad Trujillo, en sus atribuciones correccionales, 
en fecha veintisiete de abril de mil novecientos cincuenta y 
seis, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. José María Acosta Torres, cédula 32511, 

serie 31, sello 40872, en representación del Dr. Sócrates Ba-- 
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impugnada no se han desnaturalizado los hechos de la cau-

sa, los cuales han sido expuestos en forma tal, que han per-
mitido verificar que lo decidido por los jueces del fondo 
está legalmente justificado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan Bautista Estrella, contra sen-
tencia de fecha trece de marzo de mil novecientos cincuen-
ta y tres, dictada por la Corte de Apelación de La Vega, cu 
yo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas, dis-
trayéndolas en provecho de los licenciados Francisco José 
Alvarez y J. Alcibíades Roca, quienes afirman haberlas 
avanzado. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.-
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que ID 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel  
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sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 27 de abril de 1956. 

Materia: Penal. 

Recurrente: David Antonio Bobea Pérez. 
abogado: Dr. Sócrates Barinas Coiscou. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre le la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer -
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto-
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día diecisiete del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por David An-
tonio Bobea Pérez, dominicano, casado, militar, mayor de 
edad, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, cédula 
48428, serie 1 1, cuyo sello de renovación no consta en el 
expediente, contra sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de Ciudad Trujillo, en sus atribuciones correccionales, 
en fecha veintisiete de abril de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. José María Acosta Torres, cédula 32511, 

serie 31, sello 40872, en representación del Dr. Sócrates Ba- 
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rinas Coiscou, cédula 23506, serie 1, sello 1987, abogado 
constituido por el recurrente, en la lectura de sus conclu- 

siones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua el mismo día del pronuncia-
miento del fallo mencionado, a requerimiento del recurren-
te, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación, pero se anuncia que los medios del recurso serán 
expuestos en un memorial que será depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
del recurrente, de fecha diez de mayo de mil novecientos 
cincuenta y seis; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 309, primera parte, y 463 es-
cala 6ta., del Código Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: a) que por oficio N" 0047, del Oficial de Leyes 
de la Marina de Guerra, capitán de Corbeta, Dr. José Ben-
jamín Uribe ',lacias, de fecha quince de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y seis, dirigido al Magistrado Procurador 
Fiscal de este Distrito Judicial, fué enviado a la justicia 
ordinaria el Alférez de Navío David Antonio Bobea Pérez; i 

 b) que regularmente apoderada del caso, la Primera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, dictó en fecha veinte de febrero de mil novecien-
tos cincuenta y seis, una sentencia cuyo dispositivo se en-
cuentra inserto en el de la sentencia ahora impugnada en 
casación, que se copia más adelante; c) que contra este 
fallo interpuso el prevenido recurso de apelación, en la for-
ma y en el plazo señalados por la ley; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada contie-
ne el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regular y válido en la forma, el presente recurso de apela- 

ción ;— SEGUNDO: Confirma, en todas sus partes la sen-
tencia apelada, dictada en atribuciones correccionales por 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, en fecha (20) de febrero de mil no-
vecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo dice así: 'FA-
LLA: Primero: Que debe declarar, como en efecto declara, 
al nombrado David Antonio Bobea Pérez, de generales ano-
tadas, culpable del delito de golpes que curarán después de 
veinte días en perjuicio de Manuel Octavio Sigarán, y en 
consecuencia se le condena, acogiendo a su favor circuns-
tancias atenuantes, a sufrir la pena de tres meses de pri-
sión correccional y al pago de una multa de cincuenta 
pesos oro (RD$50.00) compensables con prisión en caso de 
insolvencia a razón de un día por cada peso dejado de pa-
gar; Segundo: Que debe condenar, como en efecto condena, 
al mencionado prevenido al pago de las costas';— TERCE-
RO: Condena al prevenido David Antonio Bobea Pérez a] 
pago de las costas"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial de casación, "Primero: Desnaturalización de los hechos 
y circunstancias de la causa. Violación del artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil, por insuficiencia de motivos 
en varios aspectos. Segundo: Desnaturalización de los inte-
rrogatorios realizados en la audiencia"; 

Considerando que lo alegado por el recurrente en el 
desarrollo de su primer medio de casación va dirigido con-
tra el fallo de primer grado y no contra la sentencia de la 
Corte a qua, la cual contiene sus propios motivos y una 
exposición también propia de los hechos; que esta última 
sentencia era pues, la que hubiera podido ser atacada en 
este aspecto, de adolecer de estos vicios y no el fallo de 
Primer grado; 

Considerando que al formular los agravios contra el 
fallo impugnado el recurrente alega que "de los interroga-
torios hechos a testigos que depusieron en las distintas au-
diencias por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, no 
aparecieron nuevos elementos que pudieran llevar a los jue- 
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rinas Coiscou, cédula 23506, serie 1, sello 1987, abogado 
constituido por el recurrente, en la lectura de sus conclu- 

siones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua el mismo día del pronuncia-
miento del fallo mencionado, a requerimiento del recurren-
te, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación, pero se anuncia que los medios del recurso serán 
expuestos en un memorial que será depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
del recurrente, de fecha diez de mayo de mil novecientos 
cincuenta y seis; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 309, primera parte, y 463 es-
cala 6ta., del Código Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: a) que por oficio N" 0047, del Oficial de Leyes 
de la Marina de Guerra, capitán de Corbeta, Dr. José Ben-
jamín Uribe Macías, de fecha quince de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y seis, dirigido al Magistrado Procurador 
Fiscal de este Distrito Judicial, fué enviado a la justicia 
ordinaria el Alférez de Navío David Antonio Bobea Pérez; 
b) que regularmente apoderada del caso, la Primera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, dictó en fecha veinte de febrero de mil novecien-
tos cincuenta y seis, una sentencia cuyo dispositivo se en-
cuentra inserto en el de la sentencia ahora impugnada en 
casación, que se copia más adelante; c) que contra este 
fallo interpuso el prevenido recurso de apelación, en la for-
ma y en el plazo señalados por la ley; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada contie-
ne el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regular y válido en la forma, el presente recurso de apela- 

ei(50 ;— SEGUNDO: Confirma, en todas sus partes la sen-
tenc ia  apelada, dictada en atribuciones correccionales por 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, en fecha (20) de febrero de mil no-
vecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo dice así: 'FA-
LLA: Primero: Que debe declarar, como en efecto declara, 
al nombrado David Antonio Bobea Pérez, de generales ano-
tadas, culpable del delito de golpes que curarán después de 
veinte días en perjuicio de Manuel Octavio Sigarán, y en 
consecuencia se le condena, acogiendo a su favor circuns-
tancias atenuantes, a sufrir la pena de tres meses de pri-
sión correccional y al pago de una multa de cincuenta 
pesos oro (RD$50.00) compensables con prisión en caso de 
insolvencia a razón de un día por cada peso dejado de pa-
gar; Segundo: Que debe condenar, como en efecto condena, 
al mencionado prevenido al pago de las costas';— TERCE-
RO: Condena al prevenido David Antonio Bobea Pérez al 
pago de las costas"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo -- 
rial de casación, "Primero: Desnaturalización de los hechos 
y circunstancias de la causa. Violación del artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil, por insuficiencia de motivos 
en varios aspectos. Segundo: Desnaturalización de los inte-
rrogatorios realizados en la audiencia"; 

Considerando que lo alegado por el recurrente en el 
desarrollo de su primer medio de casación va dirigido con-
tra el fallo de primer grado y no contra la sentencia de ]a 
Corte a qua, la cual contiene sus propios motivos y una 
exposición también propia de los hechos; que esta última 
sentencia era pues, la que hubiera podido ser atacada en 
este aspecto, de adolecer de estos vicios y no el fallo de 
Primer grado; 

Considerando que al formular los agravios contra el 
fallo impugnado el recurrente alega que "de los interroga-
torios hechos a testigos que depusieron en las distintas au-
diencias por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, no 
aparecieron nuevos elementos que pudieran llevar a los jue- 
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ces al convencimiento de que fuera el acusado Bobea Pérez 
la persona que en la noche del 8 de diciembre de 1955, ira_ 
riera los golpes que presenta Manuel Octavio Sigarán, 1.- 

-zón por la cual el Magistrado Procurador General ante la 
misma solicitó el descargo del prevenido"; 

Considerando que los jueces del fondo comprobaron y 
dieron por admitidos los siguientes hechos: "a) que en fe-
cha ocho de diciembre de mil novecientos cincuenticinco, 
entre las once y las doce de la noche, el señor Manuel Oc-
tavio Sigarán, mientras transitaba por la calle lra. de la 
barriada de 'Villa Duarte', de esta ciudad, en compañía del 
señor Eleuterio Toribio, fué golpeado por un Oficial de la 
Marina, que no pudo reconocer, quien, previamente, le soli-
citó le mostrara su cédula personal de identidad, a lo que 
aquél accedió; b) que el Oficial de Marina estaba ostensi-
blemente ebrio e iba acompañado de un raso del mismo 
cuerpo armado, quien, a su vez le requirió la cédula a Eleu-
terio Toribio y lo amenazó, yéndole encima; c) que mo-
mento después de ocurridos estos hechos Hipólito Castro, 
residente en Villa Duarte, y el cual regresaba de su trabajo 
en el Teatro de Agua y Luz, de la Feria de la Paz, se en-
contró con Manuel Octavio Sigarán, que iba sangrando de 
la cara, en compañía de Eleuterio Toribio, y, en dirección 
de la Estación de Policía del mencionado barrio; d) que, 
a seguidas de su encuentro con Sigarán y Toribio, Hipólito 
Castro se tropezó con un Oficial de la Marina de Guerra, 
que iba acompañado de un marinero, que llevaba un litro 
de ron en la mano, y el cual le requirió la cédula personal 
de identidad, diciéndole 'que tenía ganas de hacerle lo que 
le hizo al otro'; e) que Castro identificó al Alférez de Na-
vío David Antonio Bobea Pérez, Marina de Guerra, como 
el Oficial con quien se encontró la noche del ocho de di-
ciembre y que le pidió la cédula personal de identidad y lo 
amenazó; f) que mientras se investigaban los hechos el Al-
férez de Navío David Antonio Bobea Pérez ofreció espontá-
neamente ayuda no determinada a la señora Agueda Rodrí-
guez de Sigarán, esposa del agraviado Manuel Octavio Si- 

 

fiarán; g) que el Alférez de Navío David Antonio Bobea 
Pérez estaba en libertad, esto es, fuera de servicio, la noche 
de los hechos y h) que los golpes recibidos por Manuel Oc-
tavio Sigarán curaron después de veinte días"; 

Considerando que para individualizar al prevenido co-
mo la persona autora del hecho punible la Corte a qua se 
fundó en diversos indicios y presunciones de la causa, cuyo 
valor probatorio apreció soberanamente; que, cuando se 
establecen los hechos circunstanciales y éstos tienen una re-
lación directa con el hecho principal, como en la especie, 
los jueces del fondo pueden atribuirle a aquellos hechos o 
indicios una importancia preponderante y decisiva en el pro-
ceso; que por otra parte, dicha Corte no ha incurrido tam-
poco en desnaturalización alguna, puesto que la compro-
bación que ella hizo de los hechos y circunstancias de la 
causa fué el resultado de la ponderación de las pruebas so-
metidas a la discusión de las partes en los debates y al exa-
men del juez en la decisión; que, por consiguiente, los ale-
gatos expuestos por el recurrente deben ser desestimados; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, se ha podido verificar, además, que 
en ella se les dió a los hechos comprobados su verdadera 
calificación legal, y que al prevenido David Antonio Bobea 
Pérez se le impuso una pena ajustada a la ley, al condenarlo 
a las penas de tres meses de prisión correccional y a una 
multa de cincuenta pesos oro, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes, por el delito de golpes voluntarios 
que curaron después de veinte días, en perjuicio de Manuel 
Octavio Sigarán, previsto y sancionado por el artículo 309 
del Código Penal; que, finalmente, el mencionado fallo no 
contiene vicio alguno que lo haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por David Antonio Bobea Pérez, contra 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo, en sus atribuciones correccionales, en fecha veinti- 
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ces al convencimiento de que fuera el acusado Bobea Pérez 
la persona que en la noche del 8 de diciembre de 1955, inri. 
riera los golpes que presenta Manuel Octavio Sigarán, ra-
zón por la cual el Magistrado Procurador General ante la 
misma solicitó el descargo del prevenido"; 

Considerando que los jueces del fondo comprobaron y 
dieron por admitidos los siguientes hechos: "a) que en fe-
cha ocho de diciembre de mil novecientos cincuenticinco, 
entre las once y las doce de la noche, el señor Manuel Oc-
tavio Sigarán, mientras transitaba por la calle lra. de la 
barriada de 'Villa Duarte', de esta ciudad, en compañía del 
señor Eleuterio Toribio, fué golpeado por un Oficial de la 
Marina, que no pudo reconocer, quien, previamente, le soli-
citó le mostrara su cédula personal de identidad, a lo que 
aquél accedió; b) que el Oficial de Marina estaba ostensi-
blemente ebrio e iba acompañado de un raso del mismo 
cuerpo armado, quien, a su vez le requirió la cédula a Eleu-
terio Toribio y lo amenazó, yéndole encima; c) que mo-
mento después de ocurridos estos hechos Hipólito Castro, 
residente en Villa Duarte, y el cual regresaba de su trabajo 
en el Teatro de Agua y Luz, de la Feria de la Paz, se en-
contró con Manuel Octavio Sigarán, que iba sangrando de 
la cara, en compañía de Eleuterio Toribio, y, en dirección 
de la Estación de Policía del mencionado barrio; d) que, 
a seguidas de su encuentro con Sigarán y Toribio, Hipólito 
Castro se tropezó con un Oficial de la Marina de Guerra, 
que iba acompañado de un marinero, que llevaba un litro 
de ron en la mano, y el cual le requirió la cédula personal 
de identidad, diciéndole 'que tenía ganas de hacerle lo que 
le hizo al otro'; e) que Castro identificó al Alférez de Na-
vío David Antonio Bobea Pérez, Marina de Guerra, como 
el Oficial con quien se encontró la noche del ocho de di-
ciembre y que le pidió la cédula personal de identidad y lo 
amenazó; f) que mientras se investigaban los hechos el Al-
férez de Navío David Antonio Bobea Pérez ofreció espontá-
neamente ayuda no determinada a la señora Agueda Rodrí-
guez de Sigarán, esposa del agraviado Manuel Octavio Si- 

garán; g) que el Alférez de Navío David Antonio Bobea 
Pérez estaba en libertad, esto es, fuera de servicio, la noche 
de los hechos y h) que los golpes recibidos por Manuel Oc-
tavio Sigarán curaron después de veinte días"; 

Considerando que para individualizar al prevenido co-
mo la persona autora del hecho punible la Corte a qua se 
fundó en diversos indicios y presunciones de la causa, cuyo 
valor probatorio apreció soberanamente; que, cuando se 
establecen los hechos circunstanciales y éstos tienen una re-
lación directa con el hecho principal, como en la especie, 
los jueces del fondo pueden atribuirle a aquellos hechos o 
indicios una importancia preponderante y decisiva en el pro-
ceso; que por otra parte, dicha Corte no ha incurrido tam-
poco en desnaturalización alguna, puesto que la compro-
bación que ella hizo de los hechos y circunstancias de la 
causa fué el resultado de la ponderación de las pruebas so-
metidas a la discusión de las partes en los debates y al exa-
men del juez en la decisión; que, por consiguiente, los ale-
gatos expuestos por el recurrente deben ser desestimados; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, se ha podido verificar, además, que 
en ella se les dió a los hechos comprobados su verdadera 
calificación legal, y que al prevenido David Antonio Bobea 
Pérez se le impuso una pena ajustada a la ley, al condenarlo 
a las penas de tres meses de prisión correccional y a una 
multa de cincuenta pesos oro, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes, por el delito de golpes voluntarios 
que curaron después de veinte días, en perjuicio de Manuel 
Octavio Sigarán, previsto y sancionado por el artículo 309 
del Código Penal; que, finalmente, el mencionado fallo no 
contiene vicio alguno que lo haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por David Antonio Bobea Pérez, contra 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo, en sus atribuciones correccionales, en fecha veinti- 
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siete de abril de mil novecientos ,  cincuenta y seis, , cuyo dis- 
positivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.-- Pedro R. Batista C:— 
Juan.A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.--
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General, 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la ,atE-
diencia pública del día, mes y . año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qué 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 17 DE OCTUBRE DE 1956 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pr2dro de Maco , 
 rís de fecha 11 de junio de 1956. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Florencio Martínez. 

Dios, Patria. y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto' 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día diecisiete del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Florencio 
Martínez, dominicano, mayor de edad, casado, jornalero; 
domiciliado y residente en el Ingenio Quisqueya, jurisdic-
ción de San Pedro de Macorís, cédula 16240, serie 23, cuyo-
sello de renovación no figura en el expediente, contra sen-
tencia pronunciada en sus atribuciones criminales por la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís en fecha 'once. 
de junio del año en curso mil novecientos cincuenta y seis, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador .General: 

de la República; 
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siete de abril de mil novecientos, cincuenta y seis,'cuyo dis-
positivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y 15. 

SENTENCIA DE FECHA 17 DE OCTUBRE DE 1956 
Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.-- Pedro R. Batista C.— 

Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General, 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por las 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qué 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto. 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día diecisiete del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Florencio 
Martínez, dominicano, mayor de edad, casado, jornalero; 
domiciliado y residente en el Ingenio Quisqueya, jurisdic-
ción de San Pedro de Macorís, cédula 16240, serie 23, cuyo-
sello de renovación no figura en el expediente, contrae Seil-
tencia pronunciada en sus atribuciones criminales por la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís en fecha once• 
de junio del año en curso mil novecientos cincuenta y seis, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General( 

de la República; 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís de fecha 11 de junio de 1956. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Florencio Martínez. 

Dios, Patria. y Libertad. 
República Dominicana. 
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, Vipta el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha diez y ocho del indl... 
cado, nes de junio del presente año, a requerimiento del re..., 
currente, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 332 del Código Penal, refor-
mado por la Ley NQ 1220 del 20 de junio de 1946; 463, apar-
tado 39  del mismo Código; y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha nueve de agosto de mil novecientos cincuenta y 
cinco, Rafael Rosario presentó querella ante el Jefe de Pues-
ío.de la Policía Nacional, Ingenio Quisqueya, contra Flo-
rencio Martínez, por el hecho de haberle estuprado a su 
hija iainenor Margarita Arias; b) que cumplidas las forma-
lidadeá de rigor, el Juzgado de Instrucción del Distrito Ju-
dicial ,de San Pedro de Macorís, mediante providencia cali-
ficativa de fecha dos de septiembre de mil novecientos 
.cincuenta y cinco, envió al procesado Florencio Martínez, 
a ser " juzgado ante el tribunal criminal, por el crimen de 
ésinpro cometido en la menor Margarita Arias, de diez años 
y diez meses de edad en el momento del hecho; c) que el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Pedró' de Macorís, apoderado del caso, dictó en fecha 28 
de septiembre de 1955 la sentencia cuyo dispositivo dice 
asl:'"Falla: Primero: Que debe declarar y declara, al nom-
bradt, Fibrencio Martínez (a) Carlitos, culpable del crimen 
de 'estupro," en perjuicio de la menor de 11 años de edad, 
Margarita' Arias (a) Lucía; Segundo: Que debe condenar 
y 'condena, al- nombrado Florencio Martínez (a) Carlitos, 
a sufrir la pena de seis años de Trabajos Públicos, por el 
'crimen de estupro, en perjuicio de la menor Margarita Arias 
(a) Lucía; Tercero: Que debe condenar y condena, al incul-
pado.al, pago de las costas"; 

Considerando que, sobre el recurso de apelación inter- ,411 

441 

tW 

puesto por el procesado, intervino la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: 
Primero: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación interpuesto por el acusado Florencio 
Martínez, contra sentencia dictada, en atribuciones crimi-
nales, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Pedro de Macorís, en fecha 28 de septiembre 
de 1955, cuya parte dispositiva figura copiada en otro lugar 
de la presente decisión; Segundo: Modifica la sentencia ape-
lada en cuanto a la pena impuesta, y, en tal virtud, condena 
al referido acusado Florencio Martínez a sufrir la pena de 
cuatro años de trabajos públicos, por el crimen de estupro, 
en perjuicio de la menor Margarita Arias (a) Lucía, de 
11 años de edad; Tercero: Condena a dicho acusado Flo-
rencio Martínez, al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regu-
larmente administradas en la instrucción de la causa, que 
Florencio Martínez "un día (no determinado) del mes de 
agosto de 1955, en la sección Monte Cristy, paraje Pajarito, 
Municipio de Los Llanos, a mediodía, en momento en que 
la niña Margarita Arias, de diez años y diez meses de edad 
en la época en que ocurriera el caso, le salió al encuentro 
en el camino en paños menores cuando dicha menor volvía 
de buscar agua en un arroyo cercano"; la arrastró hasta 
un naranjo vecino y allí, ejerciendo actos de violencia, reali-
zó con ella el acto sexual; 

Considerando que en los hechos asi comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua se encuentra caracterizado el 
crimen de estupro cometido en una menor de menos de 
once años de edad, según lo preve el artículo 332 del Có-
digo Penal, reformado por la Ley N.' 1220 de 1946, puesto 
a cargo del acusado Florencio Martínez, y lo condenó a la 
pena de cuatro años de trabajos públicos, apreciando en su 
favor circunstancias atenuantes; pero, 
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, Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en fecha diez y ocho del indi-
cadojnes de junio del presente año, a requerimiento del re- 

. currente, en la cual no se invoca ningún medio determinado " 

de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 332 del Código Penal, refor-
mado por la Ley N^ 1220 del 20 de junio de 1946; 463, apar-
tado 3Q del mismo Código; y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha nueve de agosto de mil novecientos cincuenta y 
cinco, Rafael Rosario presentó querella ante el Jefe de Pues-
tq 	la Policía Nacional, Ingenio Quisqueya, contra Flo- 
r:enojo Martínez, por el hecho de haberle estuprado a su 01 
hija la Menor Margarita Arias; b) que cumplidas las forma- • 
lidadeá de rigor, el Juzgado de Instrucción del Distrito Ju-
dicial ,de San Pedro de Macorís, mediante providencia cali-
ficativa de fecha dos de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y cinco, envió al procesado Florencio Martínez, 
a ser juzgado ante el tribunal criminal, por el crimen de 
estupro cometido en la menor Margarita Arias, de diez años 
-
y diez meses de edad en el momento del hecho; c) que el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Pedrév de Macorís, apoderado del caso, dictó en fecha 28 
de septiembre de 1955 la sentencia cuyo dispositivo dice 
asi:'"Falla: Primero: Que debe declarar y declara, al nom- 111 
Mido Florencio Martínez (a) Carlitos, culpable del crimen 
de 'estupro,. en perjuicio de la menor de 11 años de edad, 
Margarita Arias (a) Lucía; Segundo: Que debe condenar 
y :condena, al. nombrado Florencio Martínez (a) Carlitos, 
a sufrir la pena de seis años de Trabajos Públicos, por el 
•crimen de estupro, en perjuicio de la menor Margarita Arias 
(a) Lucía; Tercero: Que debe condenar y condena, al incul-
pado.al :pago de las costas"; 

Considerando que, sobre el recurso de apelación inter- 

puesto por el procesado, intervino la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: 
Primero: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación interpuesto por el acusado Florencio 
Martínez, contra sentencia dictada, en atribuciones crimi-
nales, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Pedro de Macorís, en fecha 28 de septiembre 
de 1955, cuya parte dispositiva figura copiada en otro lugar 
de la presente decisión; Segundo: Modifica la sentencia ape-
lada en cuanto a la pena impuesta, y, en tal virtud, condena 
al referido acusado Florencio Martínez a sufrir la pena de 
cuatro años de trabajos públicos, por el crimen de estupro, 
en perjuicio de la menor Margarita Arias (a) Lucía, de 
11 años de edad; Tercero: Condena a dicho acusado Flo-
rencio Martínez, al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regu-
larmente administradas en la instrucción de la causa, que 
Florencio Martínez "un día (no determinado) del mes de 
agosto de 1955, en la sección Monte Cristy, paraje Pajarito, 
Municipio de Los Llanos, a mediodía, en momento en que 
la niña Margarita Arias, de diez años y diez meses de edad 
en la época en que ocurriera el caso, le salió al encuentro 
en el camino en paños menores cuando dicha menor volvía 
de buscar agua en un arroyo cercano"; la arrastró hasta 
un naranjo vecino y allí, ejerciendo actos de violencia, reali-
zó con ella el acto sexual; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua se encuentra caracterizado el 
crimen de estupro cometido en una menor de menos de 
once años de edad, según lo preve el artículo 332 del Có-
digo Penal, reformado por la Ley N" 1220 de 1946, puesto 
a cargo del acusado Florencio Martínez, y lo condenó a la 
pena de cuatro años de trabajos públicos, apreciando en su 
favor circunstancias atenuantes; pero, 
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Considerando que estando sancionado el crimen de es-
tupro de una menor de menos de once años con la pena de 
seis a diez años de trabajos públicos, según lo determina 
el mencionado texto legal y disponiendo el apartado 3 0  del 
art. 463, que "cuando la ley imponga al delito la (pena) 
de trabajos públicos que no sea el máximum, los tribunales 
podrán rebajar la pena a la de reclusión o de prisión correc-
cional, cuya duración no podrá sor menos de un año" cuan-
do en favor del acusado existen circunstancias atenuantes; 
que siendo imperativa para los jueces la aplicación de esta 
disposición de la ley, cuando se admitan las atenuantes, 
resulta que, al ser condenado el acusado a la pena de cua-
tro años de trabajos públicos, que es una pena de una natu-
raleza más grave, y no, la pena de reclusión o la de prisión 
correccional, el fallo impugnado ha violado el citado apar-
tado 39 del art. 463 del Código Penal; 

Por tales motivos, Primero: Casa, en cuanto a la pena 
impuesta solamente, la sentencia pronunciada en sus atri-
buciones criminales por la Corte de Apelación de San Pe-
dro de Macorís, en fecha once de junio del año en curso, 
mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo figura 
copiado en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto 
ante la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo; y Segundo: 
Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.-
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

Meterla: Penal. 

Recurrente: Magistrado Procurador General de la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís en la causa seguida a Ma-
teo Guerrero. 

Dios, Patria y Libertstd. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día dieciocho del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Magis-
trado Procurador General de la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, contra sentencia dictada por la misma 
Corte de Apelación, en sus atribuciones correccionales, en 
fecha once de junio de mil novecientos cincuenta y seis, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Considerando que estando sancionado el crimen de es-
tupro de una menor de menos de once años con la pena de 
seis a diez años de trabajos públicos, según lo determina 
el mencionado texto legal y disponiendo el apartado 3° del 
art. 463, que "cuando la ley imponga al delito la (pena) 
de trabajos públicos que no sea el máximum, los tribunales 
podrán rebajar la pena a la de reclusión o de prisión correc-
cional, cuya duración no podrá sor menos de un año" cuan-
do en favor del acusado existen circunstancias atenuantes; 
que siendo imperativa para los jueces la aplicación de esta 
disposición de la ley, cuando se admitan las atenuantes, 
resulta que, al ser condenado el acusado a la pena de cua-
tro años de trabajos públicos, que es una pena de una natu-
raleza más grave, y no , la pena de reclusión o la de prisión 
correccional, el fallo impugnado ha violado el citado apar-
tado 39 del art. 463 del Código Penal; 

Por tales motivos, Primero: Casa, en cuanto a la pena 
impuesta solamente, la sentencia pronunciada en sus atri-
buciones criminales por la Corte de Apelación de San Pe-
dro de Macorís, en fecha once de junio del año en curso, 
mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo figura 
copiado en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto 
ante la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo; y Segundo: 
Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.-
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

seeteacia ignpagnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís de fecha 11 de junio de 1956. 

~tris: Penal. 

Recurrente: Magistrado Procurador General de la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís en la causa seguida a Ma-
teo Guerrero. 

Dios, Patria y Liberbtd. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día dieciocho del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Magis-
trado Procurador General de la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, contra sentencia dictada por la misma 
Corte de Apelación, en sus atribuciones correccionales, en 
fecha once de junio de mil novecientos cincuenta y seis, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del Magis-
trado recurrente, en fecha veinte de junio de mil nove-
cientos cincuenta y seis; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 191 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha veintitrés de enero de mil novecientos cin-
cuenta y seis, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Pedro de Macorís, en sus atribuciones co-
rreccionales, apoderado regularmente del caso, dictó una 
sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Que debe descargar, como en efecto descarga, al nombrado 
Mateo Guerrero, del delito de golpes involuntarios, en vio-
ladón a la Ley N° 2022, en perjuicio de la nombrada Atriz 
Sánchez, por no haber cometido ninguna de las faltas que 
puedan comprometer su responsabilidad penal y por. tra-
tarse en el caso de la especie de falta exclusiva de la vícti-
ma.— SEGUNDO: Que debe declarar, como en efecto de-
clara, las costas de oficio"; b) que contra este fallo inter-
puso recurso de apelación el Magistrado Procurador Gene-
ral de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en 
la forma y en el plazo indicados por la ley; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada con- 
tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Decla- 
ra, en cuanto a la forma, regular y válido el recurso de 
apelación interpuesto por el Magistrado Procurador Gene- 
ral de esta Corte, contra sentencia dictada, en atribuciones 
correccionales y en fecha 23 de enero de 1956, por el Juzga- 
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro 
de Macorís, cuya parte dispositiva figura copiada en otro lu- 
gar de la presente decisión;—SEGUNDO: Confirma la sen- 
tencia recurrida; TERCERO: Declara de oficio las costas"; 

Considerando que al interponer su recurso de casación 
el Magistrado Procurador General de la Corte de Apelación 
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.• 
de San Pedro de Macorís expuso, según consta én el 'atta 

correspondiente, que lo hacía "por considerar qtté; átnYque 
hubo imprudencia de parte de la víctima, también InétiMó 
en falta el prevenido, chófer, señor Mateo Guerrero, al no 
parar su vehículo al darse cuenta que estaba fallandoll; 

Considerando que la Corte a qua, para .confirrnar. la 
sentencia apelada y, consecuentemente, para descargar :al 
prevenido del delito de violación de la Ley N" 2022ieque.se 
le imputó, dió por establecido, mediante la ponderación:«de -
los elementos de prueba que fueron sometidos al debate, los 
hechos que a continuación se expresan: "a). que en manen 
tos en que la guagua (ómnibus) placa pública 1\10 . 6508,. com., 
ducida por el chófer Mateo Guerrero, prevenido; se•dirigía 
al ingenio 'Consuelo', al llegar al kilómetro 9, fué mandada 
a parar por un hombre en clase de pasajero, , y Cuando: 'el 
chófer iba parando se le zafó la unión, produciéndose un 
ruído que alarmó a la joven Atriz Sánchez, quien era-pasa-

. jera en uno de los asientos delanteros; b) que no obstante 
las advertencias del cobrador del vehículo señor . Apatía 
Heredia de que se tranquilizara y permaneciera en su : asien-
to igual que como lo hicieron los demás pasajeros, a ,c13,1.1.e-
nes nada les ocurrió, ella se levantó, se lanzó fueia, y ,al 
caer se produjo las lesiones que dan lugar a este ,proce-
dimiento; c) que la única persona lesionada de todos los 
pasajeros de la guagua, fué la agraviada como resultádo 
de haberse tirado del vehículo; d) que todas las pérsonas 
presenciales del accidente, e incluso la madre de la agra .Via-
da, reconocieron desde el primer momento, y ante el jiu-
gado a quo, que todo lo ocurrido en el caso de- la agraviada 
se debió a imprudencia de ella al lanzarse de la guagua" "en 
la forma en que lo hizo; e) que en relación a la avería stifii-
da por la guagua no se puede imputar al conductor falta'de-
cuidado o previsión, ya que estos accidentes son casos Im- 
previsibles a simple vista"; 

Considerando que en el dominio de los accidentes auto-
movilísticos, la rotura o daño de una pieza del vehículo no 
constituye, en principio, un caso fortuito, salvo que se pro,. 



2146 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN 3UDICiÁL 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del Magis-
trado recurrente, en fecha veinte de junio de mil nove-
cientos cincuenta y seis; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 191 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha veintitrés de enero de mil novecientos cin-
cuenta y seis, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Pedro de Macorís, en sus atribuciones co-
rreccionales, apoderado regularmente del caso, dictó una 
sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Que debe descargar, como en efecto descarga, al nombrado 
Mateo Guerrero, del delito de golpes involuntarios, en vio-
lación a la Ley NQ 2022, en perjuicio de la nombrada Atriz 
Sánchez, por no haber cometido ninguna de las faltas que 
puedan comprometer su responsabilidad penal y por. tra-
tarse en el caso de la especie de falta exclusiva de la vícti-
ma.— SEGUNDO: Que debe declarar, como en efecto de-
clara, las costas de oficio"; b) que contra este fallo inter-
puso recurso de apelación el Magistrado Procurador Gene-
ral de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en 
la forma y en el plazo indicados por la ley; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada con- 
tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Decla- 
ra, en cuanto a la forma, regular y válido el recurso de 
apelación interpuesto por el Magistrado Procurador Gene- 
ral de esta Corte, contra sentencia dictada, en atribuciones 
correccionales y en fecha 23 de enero de 1956, por el Juzga- 
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro 
de Macorís, cuya parte dispositiva figura copiada en otro lu- 
gar de la presente decisión;—SEGUNDO: Confirma la sen- 
tencia recurrida; TERCERO: Declara de oficio las costas"; 

Considerando que al interponer su recurso de casación 
el Magistrado Procurador General de la Corte de Apelación 

de San Pedro de Macorís expuso, según consta én el' ábia 

correspondiente, que lo hacía "por considerar .  qué; lunlue 
hubo imprudencia de parte de la víctima, también - indit2fió 
en falta el prevenido, chófer, señor Mateo Guerrero, al no 
parar su vehículo al darse cuenta. que estaba fallandoll; 

Considerando que la Corte a -qua, para..confirmar, 
 sentencia apelada y, consecuentemente, para descargar !al 

prevenido del delito de violación de la Ley N" 2022;:que.se . 
 le imputó, dió por establecido, mediante la .ponderaciórt.de-

los elementos de prueba que fueron sometidos al debate,. los. 
hechos que a continuación se expresan: "a)• que en momen-
tos en que la guagua (ómnibus) placa pública N9 . 6508,! cona 
ducida por el chófer Mateo Guerrero, prevenido; sedirigía 
al ingenio 'Consuelo', al llegar al kilómetro 9, fué mandada 
a parar por un hombre en clase de pasajero,ly cuando:?er 
chófer iba parando se le zafó la unión, produciéndose un 
ruido que alarmó a la joven Atriz Sánchez, quien era-pasa-
jera en uno de los asientos delanteros; b) que no obstante 
las advertencias del cobrador del vehículo señor . A.ma.do 
Heredia de que se tranquilizara y permaneciera en su, asiep-
to igual que como lo hicieron los demás pasajeros, a mie-
nes nada les ocurrió, ella se levantó, se lanzó fuera, y,al 
caer se produjo las lesiones que dan lugar, a este 
dimiento; c) que la única persona lesionada de iodos . los. 

 pasajeros de la guagua, fué la agraviada como resultado. 
 de haberse tirado del vehículo; d) que todas las 1:Irsonls 

presenciales del accidente, e incluso la madre de la agrWiá-
da, reconocieron desde el primer momento, y ante el jiu-
gado a quo, que todo lo ocurrido en el caso de" la agraviada 
se debió a imprudencia de ella al lanzarse de la . gua:gUa."'en 
la forma en que lo hizo; e) que en relación a la avería stifil-
da por la guagua no se puede imputar al conductor falta`de• 
cuidado o previsión, ya que estos accidentes son casos  ini- 
previsibles a simple vista"; 

Considerando que en el dominio de los accidentes auto-
movilísticos, la rotura o daño de una pieza del vehículo no 
constituye, en principio, un caso fortuito, salvo que se pro, 
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duzca en condiciones excepcionales, esto es, cuando pr e, 

sente todos los caracteres de un hecho imprevisible e inevi-
table; pero, 

Considerando que si bien es cierto que la Corte a qua 

limita, en su fallo a afirmar que el desperfecto sufrido 
rigor la guagua "son accidentes" "imprevisibles a simple 
-vista", desconociendo así el principio antes enunciado, no 
.es menos cierto que los hechos comprobados en dicho fallo 
,4iprion de manifiesto que los golpes y heridas de que se trata 
tuvieron corno causa generadora y determinante la propia 
falta de la víctima, desde el momento en que ésta se lan-
'715 del vehículo no obstante las instrucciones que le diera 

cobrador, al respecto, instrucciones que eran las pertinen- 
Ctittn0 queda demostrado por la circunstancia de que 

ella fué la única que resultó lesionada de todos los pasajeros 
que iban en la guagua; que, en tales condiciones, el descar-
go del prevenido se encuentra legalmente justificado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Magistrado Procurador General de 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, contra sen-
tencia de la misma Corte, de fecha once de junio de mil 
novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo, y Segundo: Declara de oficio 
las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.-
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. — (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de 
fecha 24 de mayo de 1956. 

Materia Penal. 

Recurrente: Juan Leonel Tejeda. 

Abogado: Dr. Jovino Herrera Arnó. 

Dios, Patria y Libert.d. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día dieciocho del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Leo-
nel Tejeda, dominicano, mayor de edad, soltero, jornalero, 
domiciliado y residente en Baní, Provincia Trujillo Valdez, 
cédula 16464, serie 3ra., cuyo sello de renovación no figura 
en el expediente, contra sentencia pronunciada por la Corte 
de Apelación de San Cristóbal, en fecha veinticuatro de 
mayo de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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duzca en condiciones excepcionales, esto es, cuando pre. 
.tente todos los caracteres de un hecho imprevisible e inevj, 
Cable; pero, 

Considerando que si bien es cierto que la Corte a qua. 

-w limita, en su fallo a afirmar que el desperfecto strfrido 

loor la guagua "son accidentes" "imprevisibles a simple 
'vista", desconociendo así el principio antes enunciado, no 
es menos cierto que los hechos comprobados en dicho fallo 

Apnen de manifiesto que los golpes y heridas de que se trata 
tuvieron como causa generadora y determinante la propia 
salta de la víctima, desde el momento en que ésta se 

del vehículo no obstante las instrucciones que le diera 
cobrador, al respecto, instrucciones que eran las pertinen-

les, como queda demostrado por la circunstancia de que 
-ella fué la ,única que resultó lesionada de todos los pasajeros 
que iban en la guagua; que, en tales condiciones, el descar-
go del prevenido se encuentra legalmente justificado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Magistrado Procurador General de I" 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, contra sen-
tencia de la misma Corte, de fecha once de junio de mil 
novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo, y Segundo: Declara de oficio • 
las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.-
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. — (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE OCTUBRE DE 1956 

sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de 
fecha 24 de mayo de 1956. 

Materia Penal. 

Recurrente: Juan Leonel Tejeda. 
Abogado: Dr. Jovino Herrera Arnó. 

Dios, Patria y Libert-id. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día dieciocho del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Leo-
nel Tejeda, dominicano, mayor de edad, soltero, jornalero, 
domiciliado y residente en Baní, Provincia Trujillo Valdez, 
cédula 16464, serie 3ra., cuyo sello de renovación no figura 
en el expediente, contra sentencia pronunciada por la Corte 
de Apelación de San Cristóbal, en fecha veinticuatro de 
mayo de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte de Apelación de San Cristóbal, en 
fecha treinta de mayo de mil novecientos cincuenta y seis, 
a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha veintiuno de 
agosto de este año (1956), suscrito por el Dr. Jovino He- 
rrera Arnó, abogado del recurrente, en el cual se invocan 
los medios que más adelante serán expuestos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 209, 212, 220, 379, 380, 401 y 

463 apartado 3 9  del Código Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre 

Procedimientoie Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) 
que en fecha diez de febrero del año mil novecientos cin- 
cuenta y seis fueron sometidos a la acción de la justicia 
los nombrados Juan Leonel Tejeda por rebelión, violencias 
y vías de hecho, y Rafael Emilio Tejeda por complicidad en 
el mismo hecho, en perjuicio del raso P.N. David Antonio 
Mejía; que también el primero fué sometido por el delito 
de robo en perjuicio de su tío Armando Tejeda Peña; 2) 
que regularmente apoderado el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez dictó sen- 
tencia en fecha siete de marzo de mil novecientos cincuenta 
y seis, con el siguiente dispositivo: Falla: Primero: Decla- 
rar, como al efecto Declaramos, al nombrado Juan Leonel 
Tejeda, de generales anotadas, culpable del delito de robo 
de efectos cuyo valor excede de veinte pesos sin pasar de 
mil, en perjuicio de Armando Tejeda Peña, y en conse- 
cuencia se condena a sufrir la pena de seis (6) meses de 
prisión correccional que deberá cumplir en la Cárcel Pú- 
blica de esta ciudad, acogiendo circunstancias atenuantes 
en su favor; Segundo: Declarar, como al efecto Declara-
mos, al mencionado prevenido Juan Leonel Tejeda, culpa-
ble del delito de rebelión en perjuicio del Raso P. N., David 
Antonio Mejía F., en el ejercicio de sus funciones, y se 

condena por tal hecho a sufrir la pena de seis (6) meses 
de prisión correccional que deberá cumplir en la Cárcel 
pública de esta ciudad; Tercero: Declarar, como al efecto 
Declaramos al nombrado Rafael Emilio Tejeda, de genera-
les anotadas, culpable de violencias en perjuicio del Raso 
p.  N., David Antonio Mejía F., en el desempeño de su 

i°complicidad en el delito de rebelión a cargo de 
Juan y  nLeonel Tejeda, y en consecuencia se condena por tales 
hechos a sufrir la pena de un mes y quince días de prisión 
correccional que deberá cumplir en la Cárcel Pública de 
esta ciudad; Cuarto: Ordenar como al efecto Ordenamos, la 
restitución del bidón de aceite que figura como cuerpo del 
delito, a su dueño Armando Tejeda Peña; Quinto: Condenar, 
como al efecto los Condenamos, al pago de las costas"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito 
Judicial de Trujillo Valdez, así como por el prevenido Juan 
Leonel Tejeda, la Corte de Apelación de San Cristóbal, dic-
tó la sentencia que es motivo de este recurso de casación, 
la cual contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 
Declara regulares y válidos en la forma, los recursos de ape-
lación interpuestos por el prevenido Juan Leonel Tejeda y 
por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial 
de Trujillo Valdez, contra sentencia de fecha 7 de marzo 
de 1956, dictada por el Juzgado de Primera Instancia de 
aquel Distrito Judicial, cuyo dispositivo aparece transcrito 
en otra parte del presente fallo; Segundo: Modifica la sen-
tencia contra la cual se apela y, en consecuencia, condena 
al prevenido Juan Leonel Tejeda, apreciando en su favor 
circunstancias atenuantes, a un (1) mes y 3 (tres) meses 
de prisión correccional, respectivamente, por los delitos de 
robo de efectos cuyo valor excede de veinte pesos sin pasar 

e 

en Perjuicio del Raso de la P. N., David Antonio Mejía; y 

dTeerniceil,n 

roeCondena

perjuicio de Armando Tejeda Peña, y de rebelión, 

sta instaanl cmiaencionado prevenido al pago de la s: costas de  
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte de Apelación de San Cristóbal, en 
fecha treinta de mayo de mil novecientos cincuenta y seis, 
a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha veintiuno de 
agosto de este año (1956), suscrito por el Dr. Jovino He- 
rrera Arnó, abogado del recurrente, en el cual se invocan 
los medios que más adelante serán expuestos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 209, 212, 220, 379, 380, 401 y 
463 apartado 3" del Código Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimientole Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) 
que en fecha diez de febrero del año mil novecientos cin- 
cuenta y seis fueron sometidos a la acción de la justicia 
los nombrados Juan Leonel Tejeda por rebelión, violencias 
y vías de hecho, y Rafael Emilio Tejeda por complicidad en 
el mismo hecho, en perjuicio del raso P.N. David Antonio 
Mejía; que también el primero fué sometido por el delito 
de robo en perjuicio de su tío Armando Tejeda Peña; 2) 
que regularmente apoderado el Juzgado de Primera Ins- 
tancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez dictó sen- 
tencia en fecha siete de marzo de mil novecientos cincuenta 
y seis, con el siguiente dispositivo: Falla: Primero: Decla-
rar, como al efecto Declaramos, al nombrado Juan Leonel 
Tejeda, de generales anotadas, culpable del delito de robo 
de efectos cuyo valor excede de veinte pesos sin pasar de 
mil, en perjuicio de Armando Tejeda Peña, y en conse-
cuencia se condena a sufrir la pena de seis (6) meses de 
prisión correccional que deberá cumplir en la Cárcel Pú- 
blica de esta ciudad, acogiendo circunstancias atenuantes 
en su favor; Segundo: Declarar, como al efecto Declara- 
mos, al mencionado prevenido Juan Leonel Tejeda, culpa- 
ble del delito de rebelión en perjuicio del Raso P. N., David 
Antonio Mejía F., en el ejercicio de sus funciones, y se 

c
ondena por tal hecho a sufrir la pena de seis (6) meses 

de prisión correccional que deberá cumplir en la Cárcel 
pública de esta ciudad; Tercero: Declarar, como al efecto 
Declaramos al nombrado Rafael Emilio Tejeda, de genera- 
les anotadas, culpable de violencias en perjuicio del Raso 
p.  N., David Antonio Mejía F., en el desempeño de su 

io
complicidad en el delito de rebelión a cargo de 

Juan y  nLeonel Tejeda, y en consecuencia se condena por tales 
hechos a sufrir la pena de un mes y quince días de prisión 
correccional que deberá cumplir en la Cárcel Pública de 
esta ciudad; Cuarto: Ordenar como al efecto Ordenamos, la 
restitución del bidón de aceite que figura como cuerpo del 
delito, a su dueño Armando Tejeda Peña; Quinto: Condenar, 
como al efecto los Condenamos, al pago de las costas"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito 
Judicial de Trujillo Valdez, así como por el prevenido Juan 
Leonel Tejeda, la Corte de Apelación de San Cristóbal, dic-
tó la sentencia que es motivo de este recurso de casación, 
la cual contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 
Declara regulares y válidos en la forma, los recursos de ape-
lación interpuestos por el prevenido Juan Leonel Tejeda y 
por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial 
de Trujillo Valdez, contra sentencia de fecha 7 de marzo 
de 1956, dictada por el Juzgado de Primera Instancia de 
aquel Distrito Judicial, cuyo dispositivo aparece transcrito 
en otra parte del presente fallo; Segundo: Modifica la sen-
tencia contra la cual se apela y, en consecuencia, condena 
al prevenido Juan Leonel Tejeda, apreciando en su favor 
circunstancias atenuantes, a un (1) mes y 3 (tres) meses 
de prisión correccional, respectivamente, por los delitos de 
robo de efectos cuyo valor excede de veinte pesos sin pasar 

esta 

dernil, Condenanperjuicio de Armando Tejeda Peña, y de rebelión, 
en perjuicio del Raso de la P. N., David Antonio Mejía; y 
Tercero: 
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Considerando que el recurrente invoca contra la se a, 
tencia impugnada los siguientes medios: "19 Violación d el 
sistema de pruebas, artículos 379 y 401 del Código Penal., 
Falta de base legal; y 29 Violación del artículo 380 del 
Código Penal"; 

Considerando que en el desarrollo del primer y en el 
del segundo medios de casación, los cuales se reunen par a  

su examen, el recurrente sostiene "que para que haya delito 
de robo es necesario que concurran el elemento material y el 
intencional, los cuales no han sido determinados en el pre-
sente caso, porque en el momento en que el acusado Juan 
Leonel Tejeda, actual recurrente, tomó los efectos de la ca-
sa de su tío Armando Tejeda Peña éste se encontraba en su 
residencia, además de los sirvientes que en ese momento 
estaban en la casa del mencionado Tejeda Peña'; que en 
el presente caso "el fraude y la intención delictuosa deben 
ser descartadas, en razón de que de las declaraciones del 
agraviado resulta que el prevenido es su sobrino e hijo de 
crianza, y que en esa calidad puede tomar cualquier objeto 
o efecto en la casa de su tío y padre de crianza"; . .. y que 
"habiéndose establecido que el prevenido es sobrino de Ar-
mando Tejeda Peña ha debido considerársele como un afín 
de éste, y en consecuencia, su caso ha debido ser resuelto 
de conformidad con las disposiciones del referido artículo 
380 del Código Penal"; pero, 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regular- , 
mente aportadas en la instrucción de la causa los hechos 
siguientes: "a) que el prevenido Juan Leonel Tejeda, en 
Baní, en las primeras horas de la mañana del día siete de 
febrero de este año (1956) sustrajo, con fraude, de la casa 
de Armando Tejeda Peña, los siguientes efectos: 17 saqui-
tos de azúcar de cinco libras cada uno y una lata de aceite 
de maní; b) que el prevenido después de sustraer los efectos 
se dispuso a vender, como al efecto lo hizo, la lata de aceite 
de maní mientras dejó oculto el azúcar en una letrina de 
la casa número 8, sita en la calle "Las Carreras", propiedad 
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de  José María Paredes, la cual estaba desocupada en el 
momento del delito; c) que el prevenido actuó con intención 
delictuosa, y aprovechando la ausencia del dueño de la casa 
donde cometió el robo, para trasladar y ocultar los efectos; 
d) que descubierto su hecho al ser detenido por el agente de 
la P. N., Antonio David Mejía, emprendió la fuga; que so-
metido nuevamente al orden por dicho agente, el prevenido, 
en vez de obedecer a la autoridad, resistió, de modo tan 
violento, que en su afán de desarmar al Policía, agarrándo-
le el revólver de ordenanza, se escapó un tiro, que afortu-
nadamente no hizo blanco en persona alguna; que en estos 
hechos contra el agente del orden público, quien actuaba 
en el ejercicio de sus funciones, el prevenido fué ayudado 
por su hermano Rafael Emilio Tejeda en la forma conocida 
y sancionada por el Juez a quo; que aunque el prevenido 
finge que ignoraba las funciones del policía por no vestir 
uniforme, este medio de defensa es en vano, porque se ha 
establecido en la causa que sí conocía a David Antonio Me-
jía, natural de Baní, como Policía Nacional adscrito a ser-
vicios que él presta vestido de civil en cumplimiento de 
orden superior; que el prevenido anteriormente haba obede-
cido a este P. N. en ocasiones de requerirle la cédula perso-
nal de identidad; e) que el prevenido también actuó en la 
comisión de este delito con intención delictuosa"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua están caracterizados los delitos 
de robo de efectos cuyo valor excede de veinte pesos sin 
pasar de mil, y de rebelión, puestos a cargo del recurrente; 
que, en tal virtud, la Corte a qua no violó como lo preten-
de el recurrente, los artículos 379 y 401 del Código Penal, 
ni tampoco el artículo 380 del mismo Código, ya que la in-
munidad consagrada en este último texto debe ser restrin-
gida a las personas a que él se refiere; que, por tanto, los 
dos medios aquí examinados carecen de fundamento y deben 
ser desestimados; 

Considerando en cuanto al medio fundado en la falta 
de base legal, que la sentencia impugnada contiene una ex- 
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Considerando que el recurrente invoca contra la sen-
tencia impugnada los siguientes medios: "19 Violación do 
sistema de pruebas, artículos 379 y 401 del Código Penal., 
Falta de base legal; y 29 Violación del artículo 380 d ei 

Código Penal"; 
Considerando que en el desarrollo del primer y en el 

del segundo medios de casación, los cuales se reunen par a  

su examen, el recurrente sostiene "que para que haya delito 
de robo es necesario que concurran el elemento material y el 
intencional, los cuales no han sido determinados en el pre-
sente caso, porque en el momento en que el acusado Juan 
Leonel Tejeda, actual recurrente, tomó los efectos de la ca-
sa de su tío Armando Tejeda Peña éste se encontraba en su 
residencia, además de los sirvientes que en ese momento 
estaban en la casa del mencionado Tejeda Peña'; que en 
el presente caso "el fraude y la intención delictuosa deben 
ser descartadas, en razón de que de las declaraciones del 
agraviado resulta que el prevenido es su sobrino e hijo de 
crianza, y que en esa calidad puede tomar cualquier objeto 
o efecto en la casa de su tío y padre de crianza"; . .. y que 
"habiéndose establecido que el prevenido es sobrino de Ar-
mando Tejeda Peña ha debido considerársele como un afín 
de éste, y en consecuencia, su caso ha debido ser resuelto 
de conformidad con las disposiciones del referido artículo 
380 del Código Penal"; pero, 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regular- , 
mente aportadas en la instrucción de la causa los hechos / 
siguientes: "a) que el prevenido Juan Leonel Tejeda, en 
Baní, en las primeras horas de la mañana del día siete de 
febrero de este año (1956) sustrajo, con fraude, de la casa 
de Armando Tejeda Peña, los siguientes efectos: 17 saqui-
tos de azúcar de cinco libras cada uno y una lata de aceite 
de maní; b) que el prevenido después de sustraer los efectos 
se dispuso a vender, como al efecto lo hizo, la lata de aceite 
de maní mientras dejó oculto el azúcar en una letrina de 
la casa número 8, sita en la calle "Las Carreras", propiedad 
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de  José María Paredes, la cual estaba desocupada en el 
momento del delito; c) que el prevenido actuó con intención 
delictuosa, y aprovechando la ausencia del dueño de la casa 
donde cometió el robo, para trasladar y ocultar los efectos; 
d) que descubierto su hecho al ser detenido por el agente de 
la P. N., Antonio David Mejía, emprendió la fuga; que so-
metido nuevamente al orden por dicho agente, el prevenido, 
en vez de obedecer a la autoridad, resistió, de modo tan 
violento, que en su afán de desarmar al Policía, agarrándo-
le el revólver de ordenanza, se escapó un tiro, que afortu-
nadamente no hizo blanco en persona alguna; que en estos 
hechos contra el agente del orden público, quien actuaba 
en el ejercicio de sus funciones, el prevenido fué ayudada 
por su hermano Rafael Emilio Tejeda en la forma conocida 
y sancionada por el Juez a quo; que aunque el prevenido 
finge que ignoraba las funciones del policía por no vestir 
uniforme, este medio de defensa es en vano, porque se ha 
establecido en la causa que sí conocía a David Antonio Me-
jía, natural de Baní, como Policía Nacional adscrito a ser-
vicios que él presta vestido de civil en cumplimiento de 
orden superior; que el prevenido anteriormente haba obede-
cido a este P. N. en ocasiones de requerirle la cédula perso-
nal de identidad; e) que el prevenido también actuó en la 
comisión de este delito con intención delictuosa"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua están caracterizados los delitos 
de robo de efectos cuyo valor excede de veinte pesos sin 
pasar de mil, y de rebelión, puestos a cargo del recurrente; 
que, en tal virtud, la Corte a qua no violó como lo preten-
de el recurrente, los artículos 379 y 401 del Código Penal, 
ni tampoco el artículo 380 del mismo Código, ya que la in-
munidad consagrada en este último texto debe ser restrin-
gida a las personas a que él se refiere; que, por tanto, los 
dos medios aquí examinados carecen de fundamento y deben 
ser desestimados; 

Considerando en cuanto al medio fundado en la falta 
de base legal, que la sentencia impugnada contiene una ex- 
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posición completa de los hechos y una descripción de l as 

 circunstancias de la causa que han permitido verificar que  

dicho fallo es el resultado de una exacta aplicación de la  
Ley de los hechos que fueron soberanamente comprobados 
por los jueces del fondo, los cuales han justificado, por tan- 

to, su decisión; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justi- 

fique su casación; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación inter-
puesto por Juan Leonel Tejeda, contra sentencia de la Corte 
de Apelación de San Cristóbal de fecha veinticuatro de ma-
yo de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en otro lugar del presente fallo, y condena al 

recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.-
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fijé 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1956 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintitrés del mes de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Epifanio 
Veras, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, domici-
liado y residente en la sección de Ojo de Agua, municipio 
de Salcedo, cédula N" 1065, serie 41, (el número del sello de 
rentas internas correspondiente, no se menciona en el expe-
diente), contra sentencia pronunciada en grado de apelación 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Salcedo, de fecha diez y seis y marzo del corriente año, 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: Primero: 
Que debe Declarar y Declara, bueno y válido el recurso de 
apelación interpuesto por el prevenido Epifanio Veras, con-
tra sentencia del Juzgado de Paz de Salcedo, que lo condenó 
a sufrir la pena de 20 días de prisión correccional por el 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Salcedo de fecha 16 de marzo de 1956. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Epifanio Veras. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana, 
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posición completa de los hechos y una descripción de la s  
1  

circunstancias de la causa que han permitido verificar q
ue   

dicho fallo es el resultado de una exacta aplicación de la 

Ley os 
 hechos que fueron soberanamente comprobados 

por los jueces del fondo, los cuales han justificado, por ta
n. 

lo, su decisión; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos, 

la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justi• 

fique su casación; 
Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación inter-

puesto por Juan Leonel Tejeda, contra sentencia de la Corte 
de Apelación de San Cristóbal de fecha veinticuatro de ma. 
yo de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en otro lugar del presente fallo, y condena al 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.–
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.-
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y NI 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Salcedo de fecha 16 de marzo de 1956. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Epifanio Veras. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

liado y residente en la sección de Ojo de Agua, municipio 
de Salcedo, cédula N° 1065, serie 41, (el número del sello de 
rentas internas correspondiente, no se menciona en el expe-
diente), contra sentencia pronunciada en grado de apelación 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Salcedo, de fecha diez y seis y marzo del corriente año, 
Cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: Primero: 
Que debe Declarar y Declara, bueno y válido el recurso de 

, apelación interpuesto por el prevenido Epifanio Veras, con-
tra sentencia del Juzgado de Paz de Salcedo, que lo condenó 
a sufrir la pena de 20 días de prisión correccional por el 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintitrés del mes de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Epifanio 
Veras, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, domici- 
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delito de Violación a los artículos 46 y 50 de la Ley 4017; 
Segundo: Que debe Confirmar y Confirma en todas sus 
partes la sentencia recurrida; Tercero: Que debe Condenar 
y Condena al prevenido Epifanio Veras al pago de los costos 
de su recurso"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recu-
rrente, el mismo día del fallo, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 40, inciso 15, y 46 de la Ley 
990, de 1945, sobre Cédula Personal de Identidad; 150, pá-
rrafo único, y 171, parte capital, de la Ley N^ 4017, de 1954, 
sobre Tránsito de Vehículos, y 1, 20 y 43 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido 
de conformidad con las actas redactadas por los agentes de 
la Policía Nacional Adolfo Antonio Bello y Antonio Balde-
mar Jiménez Correa, lo siguiente: 1) Que el día 19 de sep-
tiembre de 1955 el prevenido Epifanio Veras aceptó en la 
guagua placa N9  6963 que conducía, como pasajera a Mar-
garita Castillo, sin estar ésta provista de su cédula personal 
de identidad; y 2) Que el día 23 del mismo mes de septiem-
bre, transportó en la referida guagua una carga consisten-
te en seis sacos de arroz en cáscara y varios bultos de 
cartón; 

Considerando que en tales hechos están caracterizados, 
respectivamente, el delito previsto por el artículo 40, inciso 
15, de la Ley 990, sobre Cédula Personal de Identidad, y 
sancionado con la pena de cinco pesos de multa por el ar-
ticulo 46 de dicha ley (la sentencia impugnada admite erró-
neamente que dichos textos legales corresponden a la Ley 
N9  4017), y el delito previsto por el párrafo único del ar-
tículo 150 de la Ley N 9  4017, sobre Tránsito de Vehículos, 

, 	.. 	___, 
(la sentencia impugnada indica por error el articuló 5V9 'Y 
sancionado por la parte capital del artículo 171 con las pe-
nas de cinco a diez días de prisión o de cinco, a veintialco• 
pesos de multa, o con ambas penas a la vez en los casos 
más serios, puestos a cargo del prevenido; 

Considerando que como en la especie se trata 0E' un 
concurso real de infracciones, de acuerdo con el principio 
del no cúmulo de las penas la sanción aplicable es la erta-
blecida  para el hecho más grave, o sea la del artículo 171 
de la Ley sobre Tránsito de Vehículos; 

Considerando que habiendo el Tribunal a quo condena-
do al actual recurrente a la pena de veinte días de prisión 
correccional, le impuso una sanción que excede del máximo 
de diez días fijados por este último texto legal; 

Por tales motivos, Casa en cuanto a la aplicación de la 
pena, la sentencia pronunciada en grado de apelación .por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Salcedo, en fecha diez y seis de marzo del corriente afín, cu-
yo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo, y 

lí envía el asunto ante la Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Duarte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan  A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama,— 

-- L  Luls Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario. General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y lué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General; que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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(la sentencia impugnada indica por error el artículo 50) 'y 
sancionado por la parte capital del artículo 171 con las pe-
nas de cinco a diez días de prisión o de cinco a veintianco 
pesos de multa, o con ambas penas a la vez en los casos 
más serios, puestos a cargo del prevenido; 

Considerando que como en la especie se trata de un 
concurso real de infracciones, de acuerdo con el principio 
del no cúmulo de las penas la sanción aplicable es la esta-
blecida para el hecho más grave, o sea la del artículo. 171 
de la Ley sobre Tránsito de Vehículos; 

Considerando que habiendo el Tribunal a quo condena-
do al actual recurrente a la pena de veinte días de prisión 
correccional, le impuso una sanción que excede del máximo 
de diez días fijados por este último texto legal; 

Por tales motivos, Casa en cuanto a la aplicación de la 
pena, la sentencia pronunciada en grado de apelación por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Salcedo, en fecha diez y seis de marzo del corriente año, cu-
yo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo, y 
envía el asunto ante la Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Duarte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiarna. 

 Luis. Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 'fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General; que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

 

delito de Violación a los artículos 46 y 50 de la Ley 4017; 
Segundo: Que debe Confirmar y Confirma en todas sus 
partes la sentencia recurrida; Tercero: Que debe Condenar 
y Condena al prevenido Epifanio Veras al pago de los costo s 
de su recurso"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recu-
rrente, el mismo día del fallo, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 40, inciso 15, y 46 de la Ley 
990, de 1945, sobre Cédula Personal de Identidad; 150, pá-
rrafo único, y 171, parte capital, de la Ley N0 4017, de 1954, 
sobre Tránsito de Vehículos, y 1, 20 y 43 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido 
de conformidad con las actas redactadas por los agentes de 
la Policía Nacional Adolfo Antonio Bello y Antonio Balde-
mar Jiménez Correa, lo siguiente: 1) Que el día 19 de sep-
tiembre de 1955 el prevenido Epifanio Veras aceptó en la 
guagua placa N" 6963 que conducía, como pasajera a Mar-
garita Castillo, sin estar ésta provista de su cédula personal 
de identidad; y 2) Que el día 23 del mismo mes de septiem-
bre, transportó en la referida guagua una carga consisten-
te en seis sacos de arroz en cáscara y varios bultos de 
cartón; 

Considerando que en tales hechos están caracterizados, 
respectivamente, el delito previsto por el artículo 40, inciso 
15, de la Ley 990, sobre Cédula Personal de Identidad, y 
sancionado con la pena de cinco pesos de multa por el ar-
tículo 46 de dicha ley (la sentencia impugnada admite erró-
neamente que dichos textos legales corresponden a la Ley 
N' 4017), y el delito previsto por el párrafo único del ar-
tículo 150 de la Ley N" 4017, sobre Tránsito de Vehículos, 
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
.Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 

-donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
-Nacional, hoy día veintitrés del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Re-
galado, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, domi-
ciliado y residente en la ciudad de Salcedo, cédula 5999, serie 
55, .ello 394522, contra sentencia pronunciada en grado de 
apelación por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Salcedo, en fecha quince de febrero del corrien-
te año, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar y declara bueno y válido el 
recurso de apelación interpuesto por el prevenido Juan Re-
galado, contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz de 
Salcedo que lo condenó por el delito de violación al artículo 
163 de la Ley 4017 a sufrir la pena de 10 días de prisión 
•correccional.— SEGUNDO: Que debe confirmar y confirma 

en todas sus partes la sentencia recurrida.— TERCERO: 
que debe condenar y condena al prevenido además al pago 
de los costos"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recu-
rrente, el mismo día del fallo, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 101 y 171, parte capital, de la 
Ley N9  4017, de 1954, sobre Tránsito de Vehículos; 40, 
inciso 15, y 46 de la Ley 990, de 1945, sobre Cédula Perso-
nal de Identidad, y 1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido 
de conformidad con las actas redactadas por los agentes de 
la Policía Nacional Blas Camilo Rosa y Víctor de la Cruz 
Gómez, lo siguiente: 1) que el día veintidós de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y cinco, a las once horas de 
la mañana, el prevenido Juan Regalado, mientras conducía 
por la carretera Duarte la guagua placa N 9  6946, no tocó 
bocina al doblar la curva que existe en el kilómetro 68 de 
dicha carretera; y 2) que el día 29 del mismo mes de sep-
tiembre, conduciendo el mismo vehículo, aceptó como pasa-
jera a Ana Francisca Vargas, sin tener ésta su cédula perso-
nal de identidad al día en el pago del impuesto; 

Considerando que en tales hechos están caracterizados, 
respectivamente, el delito previsto por el artículo 101 de 
la Ley N° 4017, sobre Tránsito de Vehículos, y sancionado 
por la parte capital del artículo 171 con las penas de cinco 
a diez días de prisión o de cinco a veinticinco pesos de mul- 
ta, o con ambas penas a la vez en los casos más serios; y el 
delito previsto por el artículo 40, inciso 15, de la Ley 990 

II
sobre Cédula Personal de Identidad, y sancionado por el 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1956 

SenteUcia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Salcedo de fecha 15 de febrero de 1956. 

Hateria: Penal. 

Beutairrente: Juan Regalado. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1956 

Fleateño.a ufficomphada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Salcedo de fecha 15 de febrero de 1956. 

Illateria: Penal. 

Refflarre  ale:  Juan Regalado. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
.Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
•Nacional, hoy día veintitrés del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de le Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Re-
galado, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, domi-
ciliado y residente en la ciudad de Salcedo, cédula 5999, serie 
55, 394522, contra sentencia pronunciada en grado de 
apelación por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Salcedo, en fecha quince de febrero del corrien-
te año, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar y declara bueno y válido el 
recurso de apelación interpuesto por el prevenido Juan Re-
galado, contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz de 
Salcedo que lo condenó por el delito de violación al artículo 
163 de la Ley 4017 a sufrir la pena de 10 días de prisión 
correccional.— SEGUNDO: Que debe confirmar y confirma  

todas sus partes la sentencia recurrida.— TERCERO: 
ue debe condenar y condena al prevenido además al pago 
e los Costos"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

e la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recu-
rrente, el mismo día del fallo, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 101 y 171, parte capital, de la 
Ley N° 4017, de 1954, sobre Tránsito de Vehículos; 40, 

ciso 15, y 46 de la Ley 990, de 1945, sobre Cédula Perso-
nal de Identidad, y 1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido 
de conformidad con las actas redactadas por los agentes de 
la Policía Nacional Blas Camilo Rosa y Víctor de la Cruz 
Gómez, lo siguiente: 1) que el día veintidós de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y cinco, a las once horas de 
la mañana, el prevenido Juan Regalado, mientras conducía 

r la carretera Duarte la guagua placa N 9  6946, no tocó 
4ocina al doblar la curva que existe en el kilómetro 68 de 
dicha carretera; y 2) que el día 29 del mismo mes de sep-
tiembre, conduciendo el mismo vehículo, aceptó como pasa-
jera a Ana Francisca Vargas, sin tener ésta su cédula perso-
nal de identidad al día en el pago del impuesto; 

Considerando que en tales hechos están caracterizados, 
r, respectivamente, el delito previsto por el artículo 101 de 

la Ley N° 4017, sobre Tránsito de Vehículos, y sancionado 
por la parte capital del artículo 171 con las penas de cinco 

•It  a diez días de prisión o de cinco a veinticinco pesos de mul-
ta, o con ambas penas a la vez en los casos más serios; y el 
delito previsto por el artículo 40, inciso 15, de la Ley 990 
sobre Cédula Personal de Identidad, y sancionado por el 
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artículo 46 de dicha ley con la pena de cinco pesos de multa, 
puestos a cargo del prevenido; 

Considerando que como en la especie se trata de un 
concurso real de infracciones, de acuerdo con el principio 
del no cúmulo de las penas la sanción aplicable es la esta-
blecida para el hecho más grave, o sea la del artículo 171 
de la Ley sobre Tránsito de Vehículos; 

Considerando que habiendo el Tribunal a quo conde-
nado al actual recurrente a la pena de veinte días de pri-
sión correccional, le impuso una sanción que excede del 
máximo de diez días fijado por este último texto legal; 

Por tales motivos, Casa en cuanto a la aplicación de la 
pena, la sentencia pronunciada en grado de apelación por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Salcedo, en fecha quince de febrero del corriente año, cuyo 
dispositivo se copia en otra parte del presente fallo, y envía 
el asunto ante la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Duarte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.-
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1956 

tolda impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Salcedo de fecha 15 de febrero de 1956. 

materia: Penal. 

Recurrente: Juan Regalado. 

41*- 
Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintitrés del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Re-
galado, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, domi-
ciliado y residente en la ciudad de Salcedo, cédula N' 5999, 
serie 55, sello N°  394522, contra sentencia pronunciada en 
grado de apelación por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Salcedo, en fecha quince de febrero del 
corriente año, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Fa-
lla: Primero: Que debe Declarar y Declara bueno y válido 
el recurso de apelación interpuesto por el prevenido Juan 
Regalado contra sentencia del Juzgado de Paz de Salcedo, 
que lo condenó a sufrir la pena de 20 días de prisión correc-
cional por violación a los artículos 101 de la Ley 4017 y 43 
de la Ley 990; Segundo: Que debe Confirmar y Confirma 
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artículo 46 de dicha ley con la pena de cinco pesos de multa, 
puestos a cargo del prevenido; 

Considerando que como en la especie se trata de un 
concurso real de infracciones, de acuerdo con el principio 
del no cúmulo de las penas la sanción aplicable es la esta-
blecida para el hecho más grave, o sea la del artículo 171 
de la Ley sobre Tránsito de Vehículos; 

Considerando que habiendo el Tribunal a quo conde-
nado al actual recurrente a la pena de veinte días de pri-
sión correccional, le impuso una sanción que excede de 
máximo de diez días fijado por este último texto legal; 

Por tales motivos, Casa en cuanto a la aplicación de la 
pena, la sentencia pronunciada en grado de apelación por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Salcedo, en fecha quince de febrero del corriente año, cuyo 
dispositivo se copia en otra parte del presente fallo, y envía 
el asunto ante la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Duarte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.-
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- 

certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Salcedo de fecha 15 de febrero de 1956. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Juan Regalado. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintitrés del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Re-
galado, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, domi-
ciliado y residente en la ciudad de Salcedo, cédula N^ 5999, 
serie 55, sello N" 394522, contra sentencia pronunciada en 
grado de apelación por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Salcedo, en fecha quince de febrero del 
corriente año, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Fas 
lla: Primero: Que debe Declarar y Declara bueno y válido 
el recurso de apelación interpuesto por el prevenido Juan 
Regalado contra sentencia del Juzgado de Paz de Salcedo, 
que lo condenó a sufrir la pena de 20 días de prisión correc-
cional por violación a los artículos 101 de la Ley 4017 y 43 
de la Ley 990; Segundo: Que debe Confirmar y Confirma 



111 

2162 	 BOLETÍN JUDICIAL 
BOLETÍN JUDICIAL 21453 

   

en todas sus partes la sentencia recurrida; Tercero: Que 
debe Condenar y Condena al prevenido además al pago de 
los costos de su recurso"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, el mismo día del fallo, a re-
querimiento del recurrente, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 163 y 171, parte capital, de 
la Ley N" 4017, de 1954, sobre Tránsito de Vehículos, y 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido 
de conformidad con el acta redactada por el agente de la 
Policía Nacional Adolfo Antonio Bello H., que el día 19 
de septiembre de 1955, a las 9 horas de la mañana, el pre-
venido Juan Regalado fué sorprendido conduciendo la gua-
gua placa N" 6946, sin llevar, para casos de emergencia, 
el botiquín requerido por el artículo 163 de la Ley sobre 
Tránsito de Vehículos, hecho sancionado por la parte capital 
del artículo 171 de dicha ley con las penas de cinco a diez 
días de prisión o de cinco a veinticinco pesos de multa, o 
con ambas penas a la vez en los casos más serios; que, en 
consecuencia, al declarar el Tribunal a quo al prevenido 
Juan Regalado culpable del delito previsto por el citado 
artículo 163 de la Ley sobre Tránsito de Vehículos, le atri-
buyó al hecho la calificación legal que le corresponde según 
su propia naturaleza, y al condenarlo a la pena de diez días 
de prisión correccional, le impuso una sanción que está 
ajustada al artículo 171 de la referida ley; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan Regalado contra sentencia dic-
tada en grado de apelación por el Juzgado de Primera Ins- 

tancia del Distrito Judicial de Salcedo, de fecha quini4 de 

febrero de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo 

se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Coride-
na al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. BatistaC.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amlama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario. General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmáda p¿oi los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que. 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

: 	• 	I 
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en todas sus partes la sentencia recurrida; Tercero: Que 
debe Condenar y Condena al prevenido además al pago de 
los costos de su recurso"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, el mismo día del fallo, a re-
querimiento del recurrente, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 163 y 171, parte capital, de 
la Ley N° 4017, de 1954, sobre Tránsito de Vehículos, y 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido 
de conformidad con el acta redactada por el agente de la 
Policía Nacional Adolfo Antonio Bello H., que el día 19 
de septiembre de 1955, a las 9 horas de la mañana, el pre-
venido Juan Regalado fué sorprendido conduciendo la gua-
gua placa N" 6946, sin llevar, para casos de emergencia, 
el botiquín requerido por el artículo 163 de la Ley sobre 
Tránsito de Vehículos, hecho sancionado por la parte capital 
del artículo 171 de dicha ley con las penas de cinco a diez 
días de prisión o de cinco a veinticinco pesos de multa, o 
con ambas penas a la vez en los casos más serios; que, en 
consecuencia, al declarar el Tribunal a quo al prevenido 
Juan Regalado culpable del delito previsto por el citado 
artículo 163 de la Ley sobre Tránsito de Vehículos, le atri-
buyó al hecho la calificación legal que le corresponde según 
su propia naturaleza, y al condenarlo a la pena de diez días 
de prisión correccional, le impuso una sanción que está 
ajustada al artículo 171 de la referida ley; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan Regalado contra sentencia dic-
tada en grado de apelación por el Juzgado de Primera Ins- 
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tancia del Distrito Judicial de Salcedo, de fecha quin& de 
febrero de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Coide-
na al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R..Bat 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario. General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados,. y fué• 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que- 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— : 	• 

• 
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SPTTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1956 

3eigeleis impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito ,,.. 
Judicial de Salcedo de fecha 15 de junio de 1956. 

histeria: Penal. 

Recurrente: José Manuel Acevedo. 
Abogado: Dr. R. Bienvenido Amaro.' 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
- ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Iferrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
Sustituto de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amia-
rna y Luis Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintitrés del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y seis, años 113' de la Indepen-
dencia, 94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ma-
nuel Acevedo, dominicano, mayor de edad, casado, agricul-
tor, domiciliado y residente en el municipio de Salcedo, cé-
dula 9266, serie 31, sello 2934722, contra sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, 
en grado de apelación, de fecha quince de junio de mil nove-
cientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recurren-
te, en fecha veinte de junio de mil novecientos cincuenta y 
seis; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. R. 
Bienvenido Amaro, cédula 21463, serie 47, sello 6318, abo-
gado del recurrente de fecha seis de septiembre del mismo 
año, en el cual se alegan los medios que luego se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 410, párrafo II, del Código 
Penal, según la reforma introducida por la Ley 3664 del 
año 1953, y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha catorce de mayo de mil novecientos cin-
cuenta y seis, el Juzgado de Paz del municipio de Salcedo, 
regularmente apoderado del caso, dictó una sentencia por 
medio de la cual condenó al prevenido José Manuel Acevedo 
a las penas de un año de prisión correccional y un mil pesos 
oro de multa, y al pago de las costas, por el delito de cele-
brar rifa de aguante; b) que contra este fallo interpuso el 
prevenido recurso de apelación en la forma y en el plazo 
indicados por la ley; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en 
casación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Que debe declarar y declara bueno y válido el re-
curso de apelación interpuesto por el nombrado José Ma-
nuel Acevedo, contra sentencia dictada por el Juzgado de 
Paz del Municipio de Salcedo, de fecha 14 de mayo del año 
1956, que lo condenó a sufrir la pena de un año de prisión 
correccional y al pago de una multa de un mil pesos oro 
(RD$1,000.00), y al pago de las costas, por el delito de cele-
brar rifa de aguante, violando así las disposiciones del 
artículo 410 párrafos I y II del Código Penal, reformado por 
la Ley N° 3664; SEGUNDO: Que debe modificar y modifica 
la sentencia recurrida en cuanto a la pena impuesta, y en 
consecuencia condena al nombrado José Manuel Acevedo, 
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IlIPITENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1956 
. 	I 	• 	. 
Ientencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

■ ,.. 
Judicial de Salcedo de fecha 15 de junio de 1956. 

•Maferia: Penal. 

Recurrente: José Manuel Acevedo. 
Abogado: Dr. R. Bienvenido amaro.' 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
- ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
Sustituto de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amia-
ma y Luis Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, 
en la Sala ~de celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintitrés del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y seis, años 113' de la Indepen-
dencia, 94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ma-
nuel Acevedo, dominicano, mayor de edad, casado, agricul-
tor, domiciliado y residente en el municipio de Salcedo, cé-
dula 9266, serie 31, sello 2934722, contra sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, 
en grado de apelación, de fecha quince de junio de mil nove-
cientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recurren-
te, en fecha veinte de junio de mil novecientos cincuenta y 
seis; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. R. 
Bienvenido Amaro, cédula 21463, serie 47, sello 6318, abo-
gado del recurrente de fecha seis de septiembre del mismo 
año, en el cual se alegan los medios que luego se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 410, párrafo II, del Código 
Penal, según la reforma introducida por la Ley 3664 del 
año 1953, y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha catorce de mayo de mil novecientos cin-
cuenta y seis, el Juzgado de Paz del municipio de Salcedo, 
regularmente apoderado del caso, dictó una sentencia por 
medio de la cual condenó al prevenido José Manuel Acevedo 
a las penas de un año de prisión correccional y un mil pesos 
oro de multa, y al pago de las costas, por el delito de cele-
brar rifa de aguante; b) que contra este fallo interpuso el 
prevenido recurso de apelación en la forma y en el plazo 
indicados por la ley; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en 
casación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Que debe declarar y declara bueno y válido el re-
curso de apelación interpuesto por el nombrado José Ma-
nuel Acevedo, contra sentencia dictada por el Juzgado de 
Paz del Municipio de Salcedo, de fecha 14 de mayo del año 
1956, que lo condenó a sufrir la pena de un año de prisión 
correccional y al pago de una multa de un mil pesos oro 
(RD$1,000.00), y al pago de las costas, por el delito de cele-
brar rifa de aguante, violando así las disposiciones del 
artículo 410 párrafos I y II del Código Penal, reformado por 
la Ley I\P 3664; SEGUNDO: Que debe modificar y modifica 
la sentencia recurrida en cuanto a la pena impuesta, y en 
consecuencia condena al nombrado José Manuel Acevedo, 
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de generales anotadas, al pago de una multa de quinientos 
pesos oro (RD$500.00), acogiendo en su favor circunstan-

cias atenuantes; —  TERCERO: Que debe confiscar, y con-
fisca la suma de un peso oro con seis centavos (RD$1.06), 
que figuran como cuerpo de delito; CUARTO: Que debe 
condenar y condena al mencionado prevenido al pago de 
las costas del procedimiento"; 

Considerando que el recurrente alega en su memorial 
de casación lo siguiente: "Primer medio: Falta de base legal. 
—Falta de motivos.— Violación del artículo 23, inciso 5°, de 
la Ley 372, sobre Procedimiento de Casación;— Segundo 
medio: Desnaturalización de las declaraciones y documentos 
de la causa;— Tercer medio: Violación de las reglas de la 
prueba en materia penal;— Cuarto medio: Insuficiencia de 
motivos. Motivos erróneos y contradictorios"; 

Considerando que son hechos comprobados y admiti-
dos por el juez del fondo no obstante la negativa del pre-
venido: "a) que el señor Manuel María Gómez, sorprendió 
en su calidad de Alcalde Pedáneo de la Sección de Monte 
Adentro, al prevenido José Manuel Acevedo, y por lo sos-
pechosa de su actitud y por su visible sorpresa, ya que el 
Alcalde le había aconsejado dejar la práctica de las rifas 
de aguante, lo condujo al Destacamento de la Policía Nacio-
nal, interrogándolo el Sargento de Guardia, señor Angel 
Sánchez Núñez;— b) que una vez allí, el Sargento, procedió 
al registro de rigor, encontrándole al prevenido una lista 
sospechosa que contenía anotaciones numéricas, similar a 
las que acostumbran llevar las personas dedicadas a las 
Rifas denominadas de Aguante"; pero, 

Considerando que para que exista el delito a que se 
refiere el artículo 410, reformado, del Código Penal, es 
preciso que el prevenido haya sido sorprendido "celebran-
do" una rifa, esto es, vendiendo o distribuyendo los núme-
ros, o, cuando menos, en condiciones tales que pueda hacer 
presumir que ya los números habían sido ofrecidos o ven-
didos; 
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Considerando que, en la especie, según resulta del mis-
mo fallo y de la instrucción de la causa, ninguno de los 
testigos declaró que el prevenido estuviera vendiendo o• 
proponiendo a alguna persona la venta de números de esa 
rifa; que lo único que se pone a su cargo es la posesión de 
un papel numerado del uno al ciento que figura como pieza 
de convicción en el expediente, y ello, por sí solo, no puede 
constituir la ejecución del referido delito; 

Considerando, en consecuencia, que el Tribunal a quo, 
al condenar a dicho prevenido como autor del delito de 
rifa de aguante que se le imputó, violó el citado artículo 
410, reformado del Código Penal, razón por la cual la 
sentencia debe ser casada, sin que sea necesario responder 
a los medios del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Salcedo, en grado de apelación, en fecha quince 
de junio de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, y 
envía el asunto por ante la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte; y Segun-
do: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini—Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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de generales anotadas, al pago de una multa de quinientos 
pesos oro (RD$500.00), acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes;— TERCERO: Que debe confiscar, y con-
fisca la suma de un peso oro con seis centavos (RD$1.06), 
que figuran como cuerpo de delito; CUARTO: Que debe 
condenar y condena al mencionado prevenido al pago de 
las costas del procedimiento"; 

Considerando que el recurrente alega en su memorial 
de casación lo siguiente: "Primer medio: Falta de base legal. 
—Falta de motivos.— Violación del artículo 23, inciso 5 9 , de 
la Ley 372, sobre Procedimiento de Casación;— Segundo 
medio: Desnaturalización de las declaraciones y documentos 
de la causa;— Tercer medio: Violación de las reglas de la 
prueba en materia penal;— Cuarto medio: Insuficiencia de 
motivos. Motivos erróneos y contradictorios"; 

Considerando que son hechos comprobados y admiti-
dos por el juez del 'fondo no obstante la negativa del pre-
venido: "a) que el señor Manuel María Gómez, sorprendió 
en su calidad de Alcalde Pedáneo de la Sección de Monte 
Adentro, al prevenido José Manuel Acevedo, y por lo sos-
pechosa de su actitud y por su visible sorpresa, ya que el 
Alcalde le había aconsejado dejar la práctica de las rifas 
de aguante, lo condujo al Destacamento de la Policía Nacio-
nal, interrogándolo el Sargento de Guardia, señor Angel 
Sánchez Núñez;— b) que una vez allí, el Sargento, procedió 
al registro de rigor, encontrándole al prevenido una lista 
sospechosa que contenía anotaciones numéricas, similar a 
las que acostumbran llevar las personas dedicadas a las 
Rifas denominadas de Aguante"; pero, 

Considerando que para que exista el delito a que se 
refiere el artículo 410, reformado, del Código Penal, es 
preciso que el prevenido haya sido sorprendido "celebran-
do" una rifa, esto es, vendiendo o distribuyendo los núme-
ros, o, cuando menos, en condiciones tales que pueda hacer 
presumir que ya los números habían sido ofrecidos o ven-
didos; 

Considerando que, en la especie, según resulta del mis-
mo fallo y de la instrucción de la causa, ninguno de los 
testigos declaró que el prevenido estuviera vendiendo o 
proponiendo a alguna persona la venta de números de esa 
rifa; que lo único que se pone a su cargo es la posesión de 
un papel numerado del uno al ciento que figura como pieza 
de convicción en el expediente, y ello, por sí solo, no puede 
constituir la ejecución del referido delito; 

Considerando, en consecuencia, que el Tribunal a quo, 
al condenar a dicho prevenido como autor del delito de 
rifa de aguante que se le imputó, violó el citado artículo 
410, reformado del Código Penal, razón por la cual la 
sentencia debe ser casada, sin que sea necesario responder 
a los medios del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Salcedo, en grado de apelación, en fecha quince 
de junio de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, y 
envía el asunto por ante la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte; y Segun-
do: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini—Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que

. 

certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado 

Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Alberto Estévez. 
Abogado: Dr. Joaquín G. Santaella B. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de J 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciad 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Prim 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintitrés del mes de octubre de mil n 
vecientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente se 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alberto 
Estévez, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, del 
domicilio y residencia de la sección de Inoa, del municipio 
de San José de las Matas, cédula 4450, serie 36, cuyo sello 
de renovación no se menciona en el expediente, contra la 
sentencia de la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de fecha 
doce de marzo de mil novecientos cincuenta y seis, dictada 
en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia en 

otro lugar del presente fallo; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría del Juzgado a quo, en fecha cinco de julio de mil 
novecientos cincuenta y seis, a requerimiento del recurren-
te, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

Visto el memorial de casación suscrito en fecha trein-
uno de julio de mil novecientos cincuenta y seis por el 
cenciado Joaquín G. Santaella B., en nombre y represen-
ción del recurrente, por el cual se invocan los medios de 

ción que más adelante se expondrán; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
do, y vistos los artículos 20 y Párrafo I del mismo, de 

Ley N9 1841 de 1948, modificada, y 1 y 65 de la Ley so-
Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha 22 de noviembre de 1955 y ante el Magistrado 
Juez de Paz de la Primera Circunscripción del municipio 
de Santiago, Alberto Estévez le suscribió a la Compañía 
General de Tabacos, constituida de acuerdo con las leyes 
de la República Dominicana, Sucursal de la ciudad de San-
tiago de los Caballeros, representada por Aurelio Prieto, 
de nacionalidad española, mayor de edad, empleado de co-
mercio, domiciliado y residente en aquella ciudad, con cédu-
la N9  77450, serie 1, sello N9  22000, un contrato de présta-
mo con prenda sin desapoderamiento por la suma de dos 
mil cuatro cientos pesos (RD$2,400.00) oro, poniendo en 
garantía doscientas fanegas de café de su próxima cosecha 
por obtener, en buenas condiciones, debidamente envasado 
y listo para la venta, valorados en la suma de RD$4,800.00 
oro, las cuales garantías se encontraban en la sección de 
boa, de San José de las Matas, por cuyo motivo el contrato 
debía ser inscrito, como lo fué oportunamente en fecha 24 
del mismo mes de noviembre de 1955, bajo el N9 46979 en 
el Juzgado de Paz de esta última jurisdicción, con venci-
miento al día 22 de diciembre del mismo indicado año 1955; 
b) que Alberto Estévez no efectuó el pago de la suma 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha 22 de noviembre de 1955 y ante el Magistrado 
Juez de Paz de la Primera Circunscripción del municipio 
de Santiago, Alberto Estévez le suscribió a la Compañía 
General de Tabacos, constituida de acuerdo con las leyes 
de la República Dominicana, Sucursal de la ciudad de San-
tiago de los Caballeros, representada por Aurelio Prieto, 
de nacionalidad española, mayor de edad, empleado de co-
mercio, domiciliado y residente en aquella ciudad, con cédu-
la N9  77450, serie 1, sello N9  22000, un contrato de présta-
mo con prenda sin desapoderamiento por la suma de dos 
mil cuatro cientos pesos (RD$2,400.00) oro, poniendo en 
garantía doscientas fanegas de café de su próxima cosecha 
por obtener, en buenas condiciones, debidamente envasado 
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Inoa, de San José de las Matas, por cuyo motivo el contrato 
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del mismo mes de noviembre de 1955, bajo el N9  46979 en 
el Juzgado de Paz de esta última jurisdicción, con venci-
miento al día 22 de diciembre del mismo indicado año 1955; 
b) que Alberto Estévez no efectuó el pago de la suma 
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adeudada al vencimiento del contrato, por lo cual el tenedor 
del Certificado lo remitió al Juez de Paz del Municipio de 
San José de las Matas dentro del plazo estipulado por la ley 

para - fines de ejecución; e) que en fecha 12 de enero de 
1956 dicho Juez de Paz dictó un auto ordenando que dentro 
del plazo de cinco días a partir de la notificación del mismo, 
Alberto Estévez depositara en el Juzgado de Paz de aquel 
municipio los efectos puestos en garantía, con advertencia 
de que de no hacer entrega en el indicado plazo sería juz-
gado de conformidad con el artículo 20 de la Ley N 9  1841; 
d) que al serle notificado en fecha 16 de enero de 1955 por 
acto del ministerial Apolinar Peralta, Alguacil de Estrados 
del Juzgado de Paz de San José de las Matas el referido 
Auto a Alberto Estévez, éste compareció ante dicho Juzgado 
de Paz el mismo día en que se vencía el plazo dádole y se-
gún acta levantada al efecto, declaró: "que no pudiendo dis-
poner en ese momento de la cantidad de 200 fanegas de 
café. .. porque ya le ha hecho cuatro entregas a la mencio-
nada Compañía General de Tabacos, C. por A., en su alma-
cén de la ciudad de Santiago, por la cantidad de 45 fanegas 
:de café, en abono a la cantidad que se obligó a entregar, de 
cuyas entregas no percibió los recibos correspondientes... 
solicita... concederle oportunidad... para procurar los re- y 
cibos de las fanegas de café entregadas y solicitar un nuevo f n 

 plazo para la entrega total de... las restantes y convenir 
la forma de entrega del mismo"; e) que "en dicha acta el 
Juez de Paz da constancia de la negativa de entrega de la 
cantidad de doscientas fanegas de café... por el compare-
ciente, y de haberle concedido un plazo de cuatro días para. 
informar del resultado de sus diligencias con la Compañía 
acreedora"; f) que por acto del ministerial Apolinar Peralta 
E., Alguacil de Estrados del mismo Juzgado de Paz, de fe-
cha 23 de enero de 1956 el prevenido fué citado "hablando 
con su propia persona" para que compareciera el día 27 del 
mismo año, a las 9 de la mañana ante el dicho Juzgado de 
Paz, en sus atribuciones correccionales, para ser juzgado 
y oirse condenar por violación a la Ley N^ 1841; y g) que 

conocida en dicha fecha la causa ante el Juzgado de Paz 
de San José de las Matas, fué dictada en el mismo día vein-
tisiete de enero de 1956 una sentencia cuyo dispositivo se 
copia íntegramente en el de la sentencia ahora impugnada; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, la Segunda Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, dictó en fecha doce de marzo de mil novecientos 
cincuenta y seis, la sentencia ahora impugnada cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "Falla: Primero: Que debe pronunciar, 
como al efecto pronuncia el defecto contra Alberto Estévez, 
de generales ignoradas, por no haber comparecido a la au-
diencia habiendo sido legalmente citado; Segundo: Que debe 
declarar como al efecto declara regular y válido el recurso 
de apelación de fecha 30 de enero de 1956, interpuesto por 
Alberto Estévez contra sentencia del Juzgado de Paz de 
San José de las Matas de fecha 27 de enero de 1956, cuyo 
dispositivo dice así: 'Primero: Que debe pronunciar y pro-
nuncia el defecto contra Alberto Estévez, porque habiendo 
sido legalmente citado para comparecer a la audiencia de 
este día, no compareció a la fecha y hora indicada en la 
citación; Segundo: Que debe declarar, y declara a Alberto 
Estévez, culpable de haber violado el artículo 14 de la Ley 
N" 1841 y el 20 de la misma Ley modificada por la Ley N^ 
6857 (léase N" 3407) de fecha 17 de noviembre de 1948; 
Tercero: Que debe condenar y condena a Alberto Estévez 
a sufrir cuatro meses de prisión correccional y al pago de 
una multa de RD$1,200.00 oro; Cuarto: Que debe ordenar 
y ordena que la suma de dos mil cuatrocientos pesos oro 
(RD$2,400.00) adeudada por el prevenido Alberto Estévez, 
en favor de la Compañía General de Tabacos, C. por A., Su-
cursal de Santiago, sea inmediatamente cubierta por dicho 
deudor; Quinto: Que debe condenar y condena al mencio-
nado .prevenido Alberto Estévez, al pago de las costas'; y 
Tercero: Que debe confirmar y confirma en todas sus partes 
la antes expresada sentencia; y Cuarto: Condena al preve-
nido Alberto Estévez al pago de las costas"; 
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Considerando que por su memorial el recurrente invoca 
los siguientes medios de casación: "Primer medio: Viola-
ción de la Ley N° 1841 del 9 de noviembre de 1948 en va_ 
ríos aspectos; y Segundo medio: Falta de base legal. Defi.. 
ciencia de motivos. Violación del artículo 27 inciso 5° (léase 
23, inciso 5°) de la Ley sobre Procedimiento de Casación"; 

Considerando en cuanto al primer medio de casación, 
por el cual se invoca la "Violación de la Ley N° 1841, del 
9 de noviembre de 1948 en varios aspectos", que lo alegado 
por el recurrente, en resumen, es lo siguiente: que en el 
procedimiento seguido desde primera instancia hubo noto-
rias deficiencias que le impidieron ejercer su derecho de 
defensa; y sostiene en apoyo de esta afirmación, que "por 
citaciones que no llegaron a sus manos con oportunidad, 
no pudo en ningún momento y como era su interés, proveer 
a su defensa ... y explicar por qué serie de circunstancias 
fortuitas y de causa mayor (sic) no pudo cumplir con las 
obligaciones a su vencimiento"; pero, 

Considerando que aún cuando el prevenido Alberto 
Estévez actual recurrente en casación fué condenado en 
defecto tanto en el primero como en el segundo grado de 
jurisdicción, consta en la sentencia impugnada y existen 
evidencias en el expediente de la causa, de que en virtud 
de la citación que regularmente se le hizo por ministerio de 
alguacil en fecha 1 de febrero de 1956, él compareció a la 
audiencia que en atribuciones correccionales y en grado de 
apelación celebró la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago en que 
se conoció de su causa; que ese día, después de habérsele 
interrogado y de haber expresado dicho prevenido que que-
ría que se le diera un plazo, a pedimento del Ministerio Pú-
blico que solicitó que se le diera la oportunidad que deseaba 
para que saldara la deuda contraída con la Compañía 
tenedora del certificado, el Juez reenvió la causa para el 
día 12 de marzo de 1956, "quedando citado el prevenido"; 
que al conocerse nuevamente en la indicada fecha 12 de 
marzo, la referida causa, el prevenido no compareció no 
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obstante haber sido legalmente citado, pronunciándose en 
esa fecha la sentencia en defecto ahora recurrida en casa-
ción, la cual se le notificó el día cinco de julio de mil nove-
cientos cincuenta y seis; que en tales condiciones, los .  ale-
gatos del recurrente relativamente a que "por citaciones 
que no llegaron a sus manos con oportunidad no pudo ejer-• 
cer su derecho de defensa", carecen de fundamento y deben 
ser desestimados; 

Considerando que en relación con este mismo primer 
medio de casación el recurrente no ha formulado ni implí-
cita ni expresamente ningún otro agravio, ni ha expuesto 
claramente en qué consiste la pretendida violación de la 
Ley N° 1841 del 9 de noviembre de 1948, ni indica ningún 
texto de dicha ley que a su juicio haya sido violado; que, 
por tanto, dicho primer medio de casación debe ser des-
estimado; 

Considerando en cuanto al segundo medio de casación, 
por el cual el recurrente invoca "Falta de base De-
ficiencia de motivos.— Violación del artículo 23 inciso 5° de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación"; que lo alegado 
por el recurrente, en resumen, es que, la sentencia impug-
nada no contiene una motivación completa "que permita 
considerar y apreciar que todo el procedimiento ha sido 
cumplido"; pero, 

Considerando que la sentencia impugnada contiene Mo-
tivos suficientes que justifican plenamente su dispositivo; 
así como una exposición completa de los hechos y una 
descripción de las circunstancias de la causa, que han per. 
metido verificar que dicho fallo es el resultado de una exac-
ta aplicación de la ley a los hechos que fueron soberana-
mente comprobados por los jueces del fondo; que, en con-
secuencia, el segundo como el primer medio de casación 
debe ser desestimado; • 

Considerando que además, el Juzgado a quo dio' por 
establecido en la sentencia impugnada, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularnien 
te aportados al debate, que el prevenido no cumplió con su 
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Considerando que por su memorial el recurrente invoca 
los siguientes medios de casación: "Primer medio: Viola.. 
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citaciones que no llegaron a sus manos con oportunidad, 
no pudo en ningún momento y como era su interés, proveer 
a su defensa... y explicar por qué serie de circunstancias 
fortuitas y de causa mayor (sic) no pudo cumplir con las 
obligaciones a su vencimiento"; pero, 

Considerando que aún cuando el prevenido Alberto 
Estévez actual recurrente en casación fué condenado en 
defecto tanto en el primero como en el segundo grado de 
jurisdicción, consta en la sentencia impugnada y existen 
evidencias en el expediente de la causa, de que en virtud 
de la citación que regularmente se le hizo por ministerio de 
alguacil en fecha 1 de febrero de 1956, él compareció a la 
audiencia que en atribuciones correccionales y en grado de 
apelación celebró la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago en que 
se conoció de su causa; que ese día, después de habérsele 
interrogado y de haber expresado dicho prevenido que que-
ría que se le diera un plazo, a pedimento del Ministerio Pú-
blico que solicitó que se le diera la oportunidad que deseaba 
para que saldara la deuda contraída con la Compañía 
tenedora del certificado, el Juez reenvió la causa para el 
día 12 de marzo de 1956, "quedando citado el prevenido"; 
que al conocerse nuevamente en la indicada fecha 12 de 
marzo, la referida causa, el prevenido no compareció no 

obstante haber sido legalmente citado, pronunciándose en 
esa fecha la sentencia en defecto ahora recurrida en casa-
ción, la cual se le notificó el día cinco de julio de mil nove-
cientos cincuenta y seis; que en tales condiciones, los ale-
gatos del recurrente relativamente a que "por citaciones 
que no llegaron a sus manos con oportunidad no pudo ejer-
cer su derecho de defensa", carecen de fundamento y deben 
ser desestimados; 

Considerando que en relación con este mismo primer 
medio de casación el recurrente no ha formulado ni implí-
cita ni expresamente ningún otro agravio, ni ha expuesto 
claramente en qué consiste la pretendida violación de la 
Ley N9  1841 del 9 de noviembre de 1948, ni indica ningún 
texto de dicha ley que a su juicio haya sido violado; que, 
por tanto, dicho primer medio de casación debe ser des 7 

 estimado; 
Considerando en cuanto al segundo medio de casación r 

 por el cual el recurrente invoca "Falta de base De-
ficiencia de motivos.-- Violación del artículo 23 inciso 5^ de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación"; que lo alegado 
por el recurrente, en resumen, es que, la sentencia impug-
nada no contiene una motivación completa "que permita 
considerar y apreciar que todo el procedimiento ha sido 
cumplido"; pero, 

Considerando que la sentencia impugnada contiene Mo-
tivos suficientes que justifican plenamente su dispositivo; 
así como una exposición completa de los hechos y una 
descripción de las circunstancias de la causa, que han •er-
mitido verificar que dicho fallo es el resultado de una exac-
ta aplicación de la ley a los hechos que fueron soberana-
mente comprobados por los jueces del fondo; que, en con-
secuencia, el segundo como el primer medio de casación 
debe ser desestimado; • 

Considerando que además, el Juzgado a quo di6 por 
establecido en la sentencia impugnada, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmen-
te aportados al debate, que el prevenido no cumplió con su 
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obligación, ni puso a disposición del Juez de Paz los efectos 
puestos en garantía, según le fué requerido; 

COnsiderando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por dicho Juzgado a quo, está caracterizado el deli-
td dreVisto y sancionado por el artículo 20 de la Ley N 9 

 1841, 'de 1948 sobre Préstamos con Prenda sin Desapo-
deramiento modificada por la Ley N9 3407, de 1952, que 
castiga con las penas de prisión no menor de un mes ni 
mayor de dos años y multa de RD$50.00 a RD$2,000.00 
oro, ál deudor que, salvo en el caso de fuerza mayor, deje 
de entregar los bienes dados en prenda cuando se lo requie-
ra el Juez de Paz de acuerdo con el artículo 14 de esta ley; 
que, en consecuencia, dicho Juzgado al confirmar la sen-
tencia apelada que condenó al prevenido a cuatro meses 
de prisión correccional y al pago de una multa de RD$1,- 
200.00 oro, hizo una correcta aplicación del mencionado 
articulo 20 de la referida ley; que así mismo, al condenar 
a dicho prevenido al pago de la suma de RD$2,400.00 a la 
Compañía General de Tabacos, C. por A., tenedora del cer-
tificado, se hizo una correcta aplicación del Párrafo I del 
mencionado artículo 20 de la referida ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada en lo que concierne al interés del 
recurrente, no contiene ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Alberto Estévez, de generales cono-
cidas, contra sentencia de la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, de fecha doce de marzo de mil novecientos cincuenta 
y seis, dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.—. Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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obligación, ni puso a disposición del Juez de Paz los efectos 
puestos en garantía, según le fué requerido; 

COnsidera.ndo que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por dicho Juzgado a quo, está caracterizado el dell-
td p'revisto y sancionado por el artículo 20 de la Ley N9 
184L, 'dé 1948 sobre Préstamos con Prenda sin Desapo-
deramiento modificada por la Ley N° 3407, de 1952, que 
castiga con las penas de prisión no menor de un mes ni 
mayor de dos años y multa de RD$50.00 a RD$2,000.00 
oro, ál deudor que, salvo en el caso de fuerza mayor, deje 
de entregar los bienes dados en prenda cuando se lo requie-
ra el Jiiez de Paz de acuerdo con el artículo 14 de esta ley; 
que, en consecuencia, dicho Juzgado al confirmar la sen-
tencia apelada que condenó al prevenido a cuatro meses 
de prisión correccional y al pago de una multa de RD$1,- 
200.00 oro, hizo una correcta aplicación del mencionado 
artículo 20 de la referida ley; que así mismo, al condenar 
a dicho prevenido al pago de la suma de RD$2,400.00 a la & 
Compañía General de Tabacos, C. por A., tenedora del cer-
tificado, se hizo una correcta aplicación del Párrafo I del 
mencionado artículo 20 de la referida ley; 

;Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada en lo que concierne al interés del 
recurrente, no contiene ningún vicio que justifique su ca-
sación; 21101 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Alberto Estévez, de generales cono-
cidas, contra sentencia de la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, de fecha doce de marzo de mil novecientos cincuenta 
y seis, dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

. (Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrite 
Judicial de Trujillo Valdez de fecha 11 de julio de 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Juan Paulino y Ramón Antonio Pérez Tolentino. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintitrés del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Pau-
lino, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, domi-
ciliado y residente en Don Gregorio, Distrito Municipal de 
Nizao, con cédula Ny 6998, serie 2, sello N° 75631, y Ramón 
Antonio Pérez Tolentino, dominicano, mayor de edad, casa-
do, empleado público, domiciliado y residente en Sabana 
Grande de Palenque, con cédula N° 11804, serie 2, sello N?  
7787, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, de fecha once de 
julio de mil novecientos cincuenta y seis, dictada en atri-
buciones correccionales, y cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

retaría del Juzgado a quo, en fecha once de julio de 
novecientos cincuenta y seis, a requerimiento de los 
rrentes, en la cual no se expone ningún medio determi-

do de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

rado, y vistos los artículos 1, 2, 9 bis y 14, Párrafo I 
de la Ley Ng 1688 de 1948, sobre Conservación Forestal y 
Arboles Frutales, modificada pon la Ley N° 1746 del 21 de 
junio del mismo año 1948, y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha once de abril de mil novecientos cincuenta y seis, 
y con motivo de la causa correccional ante el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez 
seguida ese día contra Ramón Germán por el delito de vio-
lación a la Ley N° 1688 sobre Conservación Forestal y Ar-
boles Frutales, al ser oídas las declaraciones de los testigos 
Ramón Antonio Pérez Tolentino, Purificado Alvino y Juan 
Paulino, el Magistrado Procurador Fiscal pidió "que se le 
diera acta para perseguir a las personas que fueren de lu-
gar" y el Magistrado Presidente le extendió dicha acta; b) 
que en fecha 16 de abril de 1956 por oficio número 924, 
dicho Procurador Fiscal remitió al Fiscalizador del Juzgado 
de Paz del Distrito Municipal de Nizao un sometimiento 
contra Ramón Antonio Pérez Tolentino, Juan Paulino y 
Purificado Alvino, por violación a la referida Ley N° 1688 
y le envió copia debidamente certificada del acta de audien-
cia del 11 de abril de 1956 en que constan las declaraciones 
Y acusaciones que se suscitaron en dicha audiencia y que 
motivaron que se le diera acta al Ministerio Público para 
ejercer las persecusiones de lugar; c) que apoderado el men-
cionado Juzgado de Paz del referido sometimiento, después 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Dist 
Judicial de Trujillo Valdez de fecha 11 de julio de 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Juan Paulino y Ramón Antonio Pérez Tolentino. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintitrés del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Pau-
lino, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, domi-
ciliado y residente en Don Gregorio, Distrito Municipal de 
Nizao, con cédula N' 6998, serie 2, sello N° 75631, y Ramón 
Antonio Pérez Tolentino, dominicano, mayor de edad, casa-
do, empleado público, domiciliado y residente en Sabana 
Grande de Palenque, con cédula N° 11804, serie 2, sello N9  
7787, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, de fecha once de 
julio de mil novecientos cincuenta y seis, dictada en atri-
buciones correccionales, y cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
taría del Juzgado a quo, en fecha once de julio de 

novecientos cincuenta y seis, a requerimiento de los 
rrentes, en la cual no se expone ningún medio determi-

do de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

rado, y vistos los artículos 1, 2, 9 bis y 14, Párrafo I 
e la Ley N9  1688 de 1948, sobre Conservación Forestal y 

Arboles Frutales, modificada por la Ley N9  1746 del 21 de 
junio del mismo año 1948, y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha once de abril de mil novecientos cincuenta y seis, 
y con motivo de la causa correccional ante el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez 
seguida ese día contra Ramón Germán por el delito de vio- 
ladón a la Ley N" 1688 sobre Conservación Forestal y Ar- 
boles Frutales, al ser oídas las declaraciones de los testigos 
Ramón Antonio Pérez Tolentino, Purificado Alvino y Juan 
Paulino, el Magistrado Procurador Fiscal pidió "que se le 
diera acta para perseguir a las personas que fueren de lu- 
gar" y el Magistrado Presidente le extendió dicha acta; b) 
que en fecha 16 de abril de 1956 por oficio número 924, 

cia del 11 de abril de 1956 en que constan las declaraciones 

men- 
cionado Juzgado de Paz del referido sometimiento, después 

Y acusaciones que se suscitaron en dicha audiencia y que 
motivaron que se le diera acta al Ministerio Público para 
ejercer las persecusiones de lugar; c) que apoderado el men- 

dicho Procurador Fiscal remitió al Fiscalizador del Juzgado 

contra Ramón Antonio Pérez Tolentino, Juan Paulino y 
de Paz del Distrito Municipal de Nizao un sometimiento 

Purificado Alvino, por violación a la referida Ley N9  1688 
Y le envió copia debidamente certificada del acta de audien- 
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de conocer de la causa contra los prevenidos, dictó en fecha 
ocho de julio de mil novecientos cincuenta y seis una sen-
tencia cuyo dispositivo copiado textualmente dice así: "Fa, 
Ila: Primero: Que debe descargar y descarga a Purificado 
Alvino, de generales conocidas, por no haber cometido el 
hecho que se le imputa; Segundo: Que debe condenar y con-
a Juan Tolentino y Ramón Antonio Pérez Tolentino, de 
generales conocidas, cada uno, al pago de veinticinco pesos 
(RD$25.00) oro de multa y a cumplir un mes de prisión 
correccional; y Tercero: Que debe condenar y condena a 
Juan Tolentino y Ramón Antonio Pérez Tolentino, de gene-
rales conocidas, al pago de las costas"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación in-
terpuestos por los prevenidos Juan Tolentino y Ramón An-
tonio Pérez Tolentino el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo Valdez dictó en fecha once de 
julio de mil novecientos cincuenta y seis la sentencia ahora 
impugnada en casación cuyo dispositivo es el siguiente: 
"Falla: Primero: Declarar, como al efecto declara, regula-
res y válidos en cuanto a la forma, los recursos de apela-
ción interpuestos por Juan Paulino y Ramón Antonio Pé-
rez Tolentino, de generales anotadas, en fecha 8 de junio 
de 1956 contra sentencia dictada el mismo día por el Juz-
gado de Paz del Distrito Municipal de Nizao, Provincia 
Trujillo, que los condenó a cada uno, a sufrir un mes de 
prisión correccional, al pago de una multa de veinticinco 
pesos (RD$25.00) oro y al pago de las costas, por el delito 
de violación a la Ley N9  1688 sobre Conservación Forestal 
y Arboles Frutales, por haberlos interpuesto en tiempo 
hábil; Segundo: Confirmar, como al efecto confirma, en 
todas sus partes, la indicada sentencia; y Tercero: Conde-
nar, como al efecto condena, a dichos inculpados al pago 
de las costas"; 

Considerando que el Juzgado a quo dió por establecido 
en la sentencia impugnada, mediante la ponderación de los 
elementos de prueba que fueron regularmente aportados 
al debate: a) Que los prevenidos Juan Paulino y Ramón An- 

tonio Pérez Tolentino ordenaron un corte de caoba sin ob-

tener el permiso correspondiente de la Secretaría de Estado 
de Agricultura; y b) que el permiso que poseía el últlino, 
no lo autorizaba sino a cortar madera en otro' !llar, y 
dentro de la propiedad de José Alvino Falcón, peto 'no en 
la jurisdicción de Nizao donde ellos autorizaron éste cOrte; 

Considerando que en los hechos así comprobados y 
admitidos por el Juzgado a quo, está caracterizado el delito 
previsto y sancionado por el artículo 9 bis y el ,párralo 
del artículo 14 de la Ley N9  1688 de 1948, modificada por 
la Ley N9 1746 del 21 de junio del mismo .año 1948, que-
dispone que "para poder cortar árboles maderables de cual-
quier clase, es necesario obtener un permiso de la Secre-
taría de Estado de Agricultura, que deberá ser solicitado 
previamente"; que las infracciones a estas disposiciones 
"serán castigadas con multa de veinticinco á doscientas pe-
sos oro y prisión de uno a seis meses"; y que dichas conde-
naciones "serán aplicadas, en las mismas proporciones y en 
forma igual, simultáneamente, contra los autores materiales 
y directos de la infracción; contra los autores intelectuales 
de ella, por ruego o por constreñimiento; contra los inter-
mediarios; y contra la autoridad que consienta la infrac-
ción, por negligencia o por autorización"; que por otra par- , 

 te, al confirmar la sentencia apelada que declaró a dichos 
prevenidos culpables como autores intelectuales, por haber 
autorizado el corte de árboles maderables (caoba) sin ha-
berse provisto antes de los permisos correspondientes de 
la Secretaría de Estado de Agricultura, y condenarles a 
cada uno, a las penas de un mes de prisión correccional y 
a RD$25.00 pesos de multa por el referido delito, el Juz-
gado a quo hizo una correcta aplicación de la Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene, en lo que respecta al 
interés de los recurrentes, ningún vicio que justifique su 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 
sación 

 
 interpuesto por Juan Paulino y Ramón Antonio Pé- 
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de conocer de la causa contra los prevenidos, dictó en fecha 
ocho de julio de mil novecientos cincuenta y seis una sen-
tencia cuyo dispositivo copiado textualmente dice así: "Fa. 
lla: Primero: Que debe descargar y descarga a Purificado 
Alvino, de generales conocidas, por no haber cometido el 
hecho que se le imputa; Segundo: Que debe condenar y con-
a Juan Tolentino y Ramón Antonio Pérez Tolentino, de 
generales conocidas, cada uno, al pago de veinticinco pesos 
(RD$25.00) oro de multa y a cumplir un mes de prisión 
correccional; y Tercero: Que debe condenar y condena a 
Juan Tolentino y Ramón Antonio Pérez Tolentino, de gene-
rales conocidas, al pago de las costas"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación in-
terpuestos por los prevenidos Juan Tolentino y Ramón An-
tonio Pérez Tolentino el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo Valdez dictó en fecha once de 
julio de mil novecientos cincuenta y seis la sentencia ahora 
impugnada en casación cuyo dispositivo es el siguiente: 
"Falla: Primero: Declarar, como al efecto declara, regula-
res y válidos en cuanto a la forma, los recursos de apela-
ción interpuestos por Juan Paulino y Ramón Antonio Pé-
rez Tolentino, de generales anotadas, en fecha 8 de junio 
de 1956 contra sentencia dictada el mismo día por el Juz-
gado de Paz del Distrito Municipal de Nizao, Provincia 
Trujillo, que los condenó a cada uno, a sufrir un mes de 
prisión correccional, al pago de una multa de veinticinco 
pesos (RD$25.00) oro y al pago de las costas, por el delito 
de violación a la Ley NQ 1688 sobre Conservación Forestal 
y Arboles Frutales, por haberlos interpuesto en tiempo 
hábil; Segundo: Confirmar, como al efecto confirma, en 
todas sus partes, la indicada sentencia; y Tercero: Conde-
nar, como al efecto condena, a dichos inculpados al pago 
de las costas"; 

Considerando que el Juzgado a quo dió por establecido 
en la sentencia impugnada, mediante la ponderación de los 
elementos de prueba que fueron regularmente aportados 
al debate: a) Que los prevenidos Juan Paulino y Ramón An- 

tonio Pérez Tolentino ordenaron un corte de caoba sin ob-
tener el permiso correspondiente de la Secretaría de alado 
de Agricultura; y b) que el permiso que poseía el' últIrno, 
no lo autorizaba sino a cortar madera en otro' Illgar, y 
dentro de la propiedad de José Alvino Falcón, pero 'no en 
la jurisdicción de Nizao donde ellos autorizaron éste eIrte; 

Considerando que en los hechos así comprobados y . 
 admitidos por el Juzgado a quo, está caracterizado el. delito 

previsto y sancionado por el artículo 9. bis y el ,párrafo r 
del artículo 14 de la Ley l\P 1688 de 1948, modificada por 
la Ley N°  1746 del 21 de junio del mismo ,año 1948, que-
dispone que "para poder cortar árboles maderables de cual-
quier clase, es necesario obtener un permiso de la Secre-
taría de Estado de Agricultura, que deberá ser solicitado 
previamente"; que las infracciones a estas disposiciones 
"serán castigadas con multa de veinticinco á doscientos pe-
sos oro y prisión de uno a seis meses"; y que dichas conde-
naciones "serán aplicadas, en las mismas proporciones y en 
forma igual, simultáneamente, contra los autores materiales 
y directos de la infracción; contra los autores intelectuales 
de ella, por ruego o por constreñimiento; contra los inter-
mediarios; y contra la autoridad que consienta la infrac-
ción, por negligencia o por autorización"; que por otra par-- - 

 te, al confirmar la sentencia apelada que declaró a dichos 
prevenidos culpables como autores intelectuales, por haber 
autorizado el corte de árboles maderables (caoba) sin ha-
berse provisto antes de los permisos correspondientes de 
la Secretaría de Estado de Agricultura, y condenarles a 
cada uno, a las penas de un mes de prisión correccional y 
a RD$25.00 pesos de multa por el referido delito, el Juz-
gado a quo hizo una correcta aplicación de la Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene, en lo que respecta al 
interés de los recurrentes, ningún vicio que justifique Bit 

casación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Juan Paulino y Ramón Antonio Pé- 



SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1956 

tutela impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 4 de julio de 1956. 

materia: Penal. 

2180 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 2181 

    

rez Tolentino, de generales que constan, contra sentenci a 
 del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 

Trujillo Valdez, de fecha once de julio de mil novecientos 
cincuenta y seis, dictada en atribuciones correccionales, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo; y Segundo: Condena a dichos recurrentes al pago de 
las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.-
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
,firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que  
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

R.ecurrente: Mario Rincón. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintitrés del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mario 
Rincón, dominicano, mayor de edad, soltero, empleado pú-
blico, domiciliado y residente en esta ciudad, en el Barrio 
de María Auxiliadora, cédula 6484, serie 4, sello 96125, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Truji-
llo de fecha cuatro de julio de mil novecientos cincuenta 
Y seis, dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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rez Tolentino, de generales que constan, contra sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Trujillo Valdez, de fecha once de julio de mil novecientos 
cincuenta y seis, dictada en atribuciones correccionales, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo; y Sí gundo: Condena a dichos recurrentes al pago de 
las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Moret.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.-
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1956 

semencia Impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 4 de julio de 1956. 

itaterla: Penal. 

Recurrente: Mario Rincón. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana.. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintitrés del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mario 
Rincón, dominicano, mayor de edad, soltero, empleado pú-
blico, domiciliado y residente en esta ciudad, en el Barrio 
de María Auxiliadora, cédula 6484, serie 4, sello 96125, 

, contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Truji-
llo de fecha cuatro de julio de mil novecientos cincuenta 
Y seis, dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

r 	Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

. de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua el mismo día en que fué dicta-
da la sentencia recurrida, a requerimiento del recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 2 y 4 párrafo IV de la Ley 
N^ 2402, de 1950, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha 1 de mayo de 1956, compareció ante la Policía 
Nacional en Ciudad Trujillo, la señora Ana Francisca Her-
nández, dominicana, mayor de edad, soltera, domiciliada y 
residente en el Camino de Santa Cruz, y presentó una que-
rella contra Mario Rincón, por el hecho de éste no atender 
a sus obligaciones de padre del menor Mario Rafael, pro-
creado entre ambos, y pidió que se le asignara la suma de 
RD$15.00 oro como pensión mensual para la manutención 
del referido menor; b) que previa e infructuosa tentativa de 
conciliación promovida ante el Juez de Paz de la Quinta 
Circunscripción del Distrito Nacional, fué apoderada la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, el cual después de conocer de la causa 
dictó en fecha seis de junio de mil novecientos cincuenta y 
seis, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: 
Primero: Que debe declarar, como al efecto declara, a Ma-
rio Rincón, de generales anotadas, culpable del delito d, 
violación a la Ley 1\19 2402 en perjuicio de su hijo menor 
Mario Rafael, de cuatro meses de edad, procreado con 1= 
querellante Ana Francisca Hernández, y en consecuencia 
lo condena a dos años de prisión correccional; Segundo: Qta 
debe fijar, como al efecto fija, en seis pesos (RD$6.00) oro 
la pensión mensual que deberá pasarle al menor a partir 
de la querella, ejecutoria la sentencia no obstante cualquier 
recurso, condenándole además al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por la madre querellante la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo dictó en fecha cuatro de julio de mil nove 
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cientos cincuenta y seis, la sentencia ahora impugnada cuyo 
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y 
válido en la forma, el presente recurso de apelación; Segun-
do: Modifica, en cuanto al monto de la pensión mensual se 
refiere, la sentencia apelada, dictada en atribuciones co-
rreccionales, por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha seis de 
junio de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo 
aparece copiado en otro lugar del presente fallo; y obrando 
por propia autoridad, fija en la suma de ocho pesos oro 
(RD$8.00), la pensión que el prevenido Mario Rincón debe 
pasar a la madre querellante señora Ana Francisca Her-
nández, para subvenir a las necesidades del menor Mario 
Rafael, procreado por ambos; Tercero: Condena al preve-
nido Mario Rincón al pago de las costas"; 

«bu Considerando en cuanto a lo penal, que el examen del 
fallo impugnado demuestra que la Corte a qua dió por 
establecido, mediante la ponderación de las pruebas que 
fueron regularmente aportadas al debate, "que el preveni-
do Mario Rincón. .. tiene procreado con la querellante un 
hijo de nombre Mario Rafael, de cinco meses de edad, a 
quien no atendía en sus necesidades, como era su obliga-
ción"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua se encuentra caracterizado el 
delito previsto y sancionado por el artículo 2 de la Ley N" 
2402, de 1950, puesto a cargo del recurrente, en perjuicio 
del menor Mario Rafael de cuatro meses de edad, procrea-
do con la señora Ana Francisca Hernández; que al confir-
mar en el aspecto penal la sentencia del primer grado que 
declaró a dicho prevenido culpable de esa infracción y lo 
condenó a la pena de dos años de prisión correccional, la 
Corte a qua hizo en la sentencia impugnada una correcta 
correcta aplicación de los artículos 1 y 2 de la mencionada 
ey ;  

Considerando en cuanto a la pensión alimenticia, que. 
Os jueces del fondo para fijar el monto de la misma deben 

2182 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en l a 
 Secretaría de la Corte a qua el mismo día en que fué dicta-

da la sentencia recurrida, a requerimiento del recurrente; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 1, 2 y 4 párrafo IV de la Ley 
N^ 2402, de 1950, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que-
en fecha 1 de mayo de 1956, compareció ante la Policía 
Nacional en Ciudad Trujillo, la señora Ana Francisca Her-. 
nández, dominicana, mayor de edad, soltera, domiciliada y 
residente en el Camino de Santa Cruz, y presentó una que-
rella contra Mario Rincón, por el hecho de éste no atender 
a sus obligaciones de padre del menor Mario Rafael, pro-
creado entre ambos, y pidió que se le asignara la suma de 
RD$15.00 oro como pensión mensual para la manutención • 
del referido menor; b) que previa e infructuosa tentativa de 
conciliación promovida ante el Juez de Paz de la Quinta 
Circunscripción del Distrito Nacional, fué apoderada la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, el cual después de conocer de la causa 
dictó en fecha seis de junio de mil novecientos cincuenta y 
seis, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: 
Primero: Que debe declarar, como al efecto declara, a Ma- 

1 ii 	rio Rincón, de generales anotadas, culpable del delito de 
1 	violación a la Ley N9  2402 en perjuicio de su hijo menor 

Mario Rafael, de cuatro meses de edad, procreado con la 
querellante Ana Francisca Hernández, y en consecuencia, 
lo condena a dos años de prisión correccional; Segundo: Quc 
debe fijar, como al efecto fija, en seis pesos (RD$6.00) oro 
la pensión mensual que deberá pasarle al menor a partir ' 
de la querella, ejecutoria la sentencia no obstante cualquie 1 
recurso, condenándole además al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por la madre querellante la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo dictó en fecha cuatro de julio de mil nove- 

cientos cincuenta y seis, la sentencia ahora impugnada cuyo 
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y 
válido en la forma, el presente recurso de apelación; Segun-
do: Modifica, en cuanto al monto de la pensión mensual se 
refiere, la sentencia apelada, dictada en atribuciones co-
rreccionales, por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha seis de 
junio de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo 
aparece copiado en otro lugar del presente fallo; y obrando 
por propia autoridad, fija en la suma de ocho pesos oro 
(RD$8.00), la pensión que el prevenido Mario Rincón debe 
pasar a la madre querellante señora Ana Francisca Her-
nández, para subvenir a las necesidades del menor Mario 
Rafael, procreado por ambos; Tercero: Condena al preve-

*do Mario Rincón al pago de las costas"; 
Considerando en cuanto a lo penal, que el examen del 

alto impugnado demuestra que la Corte a qua dió por 
establecido, mediante la ponderación de las pruebas que 
fueron regularmente aportadas al debate, "que el preveni-
'do Mario Rincón. .. tiene procreado con la querellante un 
hijo de nombre Mario Rafael, de cinco meses de edad, a 
quien no atendía en sus necesidades, corno era su obliga-
ción"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua se encuentra caracterizado el 
delito previsto y sancionado por el artículo 2 de la Ley .  NY  
2402, de 1950, puesto a cargo del recurrente, en perjuicio 
del menor Mario Rafael de cuatro meses de edad, procrea-
do con la señora Ana Francisca Hernández; que al confir-
mar en el aspecto penal la sentencia del primer grado que 
declaró a dicho prevenido culpable de esa infracción y lo 
condenó a la pena de dos años de prisión correccional, la 
Corte a qua hizo en la sentencia impugnada una correcta 
correcta aplicación de los artículos 1 y 2 de la mencionada 

Considerando en cuanto a la pensión alimenticia, que 
Os jueces del fondo para fijar el monto de la misma deben 
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tener en cuenta, tanto las necesidades del o los menores de 
que se trate, como los medios de que puedan disponer am-

bos padres; que, en la especie, para aumentar el monto de 
la pensión a la cantidad de ocho pesos mensuales, la Corte 
a qua, ha ponderado debidamente las posibilidades econó-
micas del prevenido y las necesidades del menor de que se 
trata; 

Considerando que al estatuir así, la Corte a qua hizo 
en la sentencia impugnada, y en el aspecto examinado, una 
correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada, en lo que concierne al interés del 
recurrente, no contiene ningún vicio que justifique su ca- 

sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Mario Rincón, contra sentencia de la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha cuatro de 
julio de mil novecientos cincuenta y seis, dictada en atribu-
ciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena a dicho 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.-
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1956 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia nei Distrito 

Judicial de Salcedo de fecha 12 de junio de 1936. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Domingo de Jesús Peralta. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintitrés del mes de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Domingo 
de Jesús Peralta, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado y residente en Jamao Afuera, con cédu-
la 8217, serie 55, renovada; y Teodoro Tavárez, dominica-
no, mayor de edad, casado, agricultor, domiciliado y resi-
dente en el mismo lugar, con cédula 6996, serie 55, renova-
da, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Salcedo, de fecha doce de junio de mil 
novecientos cincuenta y seis, dictada como tribunal de se-
gundo grado y en atribuciones correccionales, cuyo dispo-
sitivo se copia a continuación: FALLA: PRIMERO: Que 
debe declarar y declara bueno y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por los prevenidos Domingo de Jesús 
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tener en cuenta, tanto las necesidades del o los menores de 
que se trate, como los medios de que puedan disponer am-
bos padres; que, en la especie, para aumentar el monto de 

la pensión a la cantidad de ocho pesos mensuales, la Corte 

a qua, ha ponderado debidamente las posibilidades econó-
micas del prevenido y las necesidades del menor de que se 

trata; 

Considerando que al estatuir así, la Corte a qua hizo 

en la sentencia impugnada, y en el aspecto examinado, una 
correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada, en lo que concierne al interés del 
recurrente, no contiene ningún vicio que justifique su ca- 

sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Mario Rincón, contra sentencia de la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha cuatro de 
julio de mil novecientos cincuenta y seis, dictada en atribu-
ciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena a dicho 

recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.-
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

tencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia uei Distrito 
Judicial de Salcedo de fecha 12 de junio de 1956. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Domingo de Jesús Peralta. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
II. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintitrés del mes de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Domingo 
de Jesús Peralta, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado y residente en Jamao Afuera, con cédu-
la 8217, serie 55, renovada; y Teodoro Tavárez, dominica-
no, mayor de edad, casado, agricultor, domiciliado y resi-
dente en el mismo lugar, con cédula 6996, serie 55, renova-
da, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Salcedo, de fecha doce de junio de mil 

III_

novecientos cincuenta y seis, dictada como tribunal de se-
gundo grado y en atribuciones correccionales, cuyo dispo-
sitivo se copia a continuación: FALLA: PRIMERO: Que 
debe declarar y declara bueno y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por los prevenidos Domingo de Jesús 
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Peralta y Teodoro Tavárez, contra sentencia dictada po 
el Juzgado de Paz del Municipio de Salcedo, que los cond 
nó por el delito de violación a la Ley N9  1841, sobre p 
tamos, al pago de RD$600.00 pesos de multa y a sufrir un 
año de prisión correccional cada uno, y al pago inmediato 
de la suma de trescientos setenticuatro pesos oro con ochen . 

 titrés centavos (RD$374.83) al Banco de Crédito Agrie 
la e Industrial de la República Dominicana, y al pago 
los costos; SEGUNDO: Que debe confirmar y confi 
en todas sus partes la sentencia recurrida; TERCERO: Que 
debe condenar y condena a los prevenidos además al pago 
de las costas del recurso"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en fecha veintiséis de junio 
de mil novecientos cincuenta y seis, a requerimiento de los 
recurrentes, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 29 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que el artículo 29 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación establece que el plazo para inter-
poner el recurso de casación es de diez días, contados desde 
el pronunciamiento de la sentencia, si el acusado estuvo 
presente en la audiencia en que ésta fué pronunciada; 

Considerando que en el presente caso la sentencia im-
pugnada fué dictada contra los prevenidos en fecha doce 
de junio de mil novecientos cincuenta y seis, en la misma 
audiencia en que se conoció de la causa, y estando dichos 
prevenidos Domingo de Jesús Peralta y Teodoro Tavárez 
presentes en dicha audiencia; que, por tanto, el presente 
recurso de casación interpuesto el veintiséis del mes de ju-
nio de mil novecientos cincuenta y seis, o sea, catorce días 
después del pronunciamiento de la referida sentencia, es 
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o, pues es evidente que para esa fecha estaba vencido 
plazo de 10 días señalado por el referido texto legal, más 
aumento a que hay lugar en razón de la distancia; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re- 
o de casación interpuesto por Domingo de Jesús Peral-

y Teodoro Tavárez, contra sentencia del Juzgado de Pri-
ra Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, como tri-
al de segundo grado, de fecha doce de junio de mil no-
entos cincuenta y seis, dictada en atribuciones correc-

nales, cuyo dispositivo se encuentra copiado en otro lu-
gar del presente fallo; Segundo: Condena a dichos recu-
rrentes al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.-- (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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Peralta y Teodoro Tavárez, contra sentencia dictada po r 
 el Juzgado de Paz del Municipio de Salcedo, que los conde-. 

 nó por el delito de violación a la Ley N9 1841, sobre prés. 
tamos, al pago de RD$600.00 pesos de multa y a sufrir un 
año de prisión correccional cada uno, y al pago inmediato 
de la suma de trescientos setenticuatro pesos oro con ochen-
titrés centavos (RD$374.83) al Banco de Crédito Agríco-
la e Industrial de la República Dominicana, y al pago de 
los costos; SEGUNDO: Que debe confirmar y confirma 
en todas sus partes la sentencia recurrida; TERCERO: Que 
debe condenar y condena a los prevenidos además al pago 
de las costas del recurso"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en 'fecha veintiséis de junio 
de mil novecientos cincuenta y seis, a requerimiento de los 
recurrentes, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 29 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que el artículo 29 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación establece que el plazo para inter-
poner el recurso de casación es de diez días, contados desde 
el pronunciamiento de la sentencia, si el acusado estuvo 
presente en la audiencia en que ésta fué pronunciada; 

Considerando que en el presente caso la sentencia im-
pugnada fué dictada contra los prevenidos en fecha doce 
de junio de mil novecientos cincuenta y seis, en la misma 
audiencia en que se conoció de la causa, y estando dichos 
prevenidos Domingo de Jesús Peralta y Teodoro Tavárez 
presentes en dicha audiencia; que, por tanto, el presente 
recurso de casación interpuesto el veintiséis del mes de ju-
nio de mil novecientos cincuenta y seis, o sea, catorce días 
después del pronunciamiento de la referida sentencia, es 

lo, pues es evidente que para esa fecha estaba vencido 
plazo de 10 días señalado por el referido texto legal, más 
aumento a que hay lugar en razón de la distancia; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Domingo de Jesús Peral-
ta y Teodoro  Tavárez, contra sentencia del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, como tri-
bunal de segundo grado, de fecha doce de junio de mil no-
vecientos cincuenta y seis, dictada en atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo se encuentra copiado en otro lu-
gar del presente fallo; Segundo: Condena a dichos recu-
rrentes al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Azua de fecha 25 de mayo, 1956. 

Materia: Renal. 

Recurrente: Enércida Ramírez de Ramírez (a) Nena. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de ,residente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintitrés del mes de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Enércida 
Ramírez de Ramírez (a) Nena, dominicana, mayor de edad, 
casada, de oficios domésticos, del domicilio y residencia de 
la ciudad y municipio de Azua, cédula 1136, serie 10, sello 
exonerado, contra sentencia pronunciada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, en fecha 
veinte y cinco de mayo de mil novecientos cincuenta y seis, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en 

Secretaría del Juzgado a quo, en fecha veinte y cinco 

mayo del año en curso, a requerimiento de la re.currente, 
en  la cual no se invoca ningún medio determinado 'dé Ca- •  • 
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 26, apartado 11, de la Ley de 
Policía; 192 del Código de Procedimiento Criminal; y .1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que: . 

 en fecha veintiocho de marzo de mil novecientos cincuenta 
y seis, compareció ante el oficial comandante de la Policía 
Nacional del destacamento del municipio de Azua, el raso. 
Manuel Pérez Jiménez, P.N., conduciendo a las nombradas 
Ana Josefa Pérez, Enércida Ramírez de Ramírez (á) Nena, 
Josefa Ramírez y Margarita Ramírez, por haber .sostenido 
una riña y escandalizado en la vía pública, riña en la cual 
estuvieron envueltos los menores Luis Elpidio Pérez, de 16 
años de edad, hijo de Ana Josefa Pérez y Julio Ramírez, de 
13 años de edad, hijo de José Ramírez (a) José el Cojito 
y sobrino de Enércida Ramírez de Ramírez (a) Nena, pre-
sentando ésta un fuerte golpe en un brazo, resultado de una 
pedrada que le infiriera el menor Luis Elpidio Pérez; b) que 
sometido el caso al fiscalizador del Juzgado de Paz de Azua, 
éste devolvió el expediente al Procurador Fiscal del Distri-
to Judicial de Azua, para los fines de lugar, ya que el caso 
no era de la competencia del Juzgado de Paz, en vista de 
que el certificado médico expedido en relación con el golpe 
recibido por Enércida Ramírez de Ramírez (a) Nena, indí-
caba que dicho golpe curaban después de diez y antes de los 
veinte días y la víctima no podría dedicarse a sus ocupa-
ciones habituales durante siete días; e) que apoderado del 
hecho el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Azua, lo resolvió por la sentencia ahora impugnada cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe decla-
rar como al efecto declara a las nombradas Ana Josefa 
Pérez y Enércida Ramírez de Ramírez (a) Nena, de gene-
rales anotadas, culpables de escándalo en la vía pública y 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Azua de fecha 25 de mayo, 1956. 

Materia: Penal. 
• 

Recurrente: Enércida Ramírez de Ramírez (a) Nena. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de eyesidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintitrés del mes de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Enércida 
Ramírez de Ramírez (a) Nena, dominicana, mayor de edad, 
casada, de oficios domésticos, del domicilio y residencia de 
la ciudad y municipio de Azua, cédula 1136, serie 10, sello 
exonerado, contra sentencia pronunciada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, en fecha 
veinte y cinco de mayo de mil novecientos cincuenta y seis, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Juzgado a quo, en fecha veinte y cinco de  

mayo del año en curso, a requerimiento de la recurrente,. 
en  la cual no se invoca ningún medio determinado • de .  Ca- ..  • • 
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 26, apartado 11, de la Ley de 
policía; 192 del Código de Procedimientó Criminal; y ,1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintiocho de marzo de mil novecientos cincuenta 
y seis, compareció ante el oficial comandante de. la Policía 
Nacional del destacamento del municipio de Azua, el raso. 
Manuel Pérez Jiménez, P.N., conduciendo a las nombradas 
Ana Josefa Pérez, Enércida Ramírez de Ramírez (á) Nena, 
Josefa Ramírez y Margarita Ramírez, por haber sostenido 
una riña y escandalizado en la vía pública, riña en la cuál 
estuvieron envueltos los menores Luis Elpidio Pérez, de 16 
años de edad, hijo de Ana Josefa Pérez y Julio Ramírez, de 
13 años de edad, hijo de José Ramírez (a) José el Cojito 
y sobrino de Enércida Ramírez de Ramírez (a) Nena, pre-
sentando ésta un fuerte golpe en un brazo, resultado de una 
pedrada que le infiriera el menor Luis Elpidio Pérez; b) que 
sometido el caso al fiscalizador del Juzgado de Paz de Azua, 
éste devolvió el expediente al Procurador Fiscal del Distri-
to Judicial de Azua, para los fines de lugar, ya que el caso 
no era de la competencia del Juzgado de Paz, en vista de 
que el certificado médico expedido en relación con el golpe 
recibido por Enércida Ramírez de Ramírez (a) Nena, indi-
caba que dicho golpe curaban después de diez y antes de los 
veinte días y la víctima no podría dedicarse a sus ocupa-
ciones habituales durante siete días; c) que apoderado del 
hecho el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Azua, lo resolvió por la sentencia ahora impugnada cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe decla-
rar como al efecto declara a las nombradas Ana Josefa 
Pérez y Enércida Ramírez de Ramírez (a) Nena, de gene-
rales anotadas, culpables de escándalo en la vía pública y 
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en consecuencia se condenan en última instancia a pagar un 
peso oro de multa cada una;— SEGUNDO: Que debe de-
clarar y declara a Ana Josefa Ramírez, culpable de viola-
ción al artículo 26 inciso 7mo. de la Ley de Policía, y en 
consecuencia se condena en última instancia a pagar un 
peso oro de multa;— TERCERO: Que debe pronunciar y 
pronuncia el defecto contra Margarita Ramírez por no ha-
ber comparecido no obstante haber sido legalmente citada, 
y se descarga del hecho que se le imputa por insuficiencia 
de pruebas;— CUARTO: Que debe dar como al efecto dá 
acta al Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito Judi-
cial, para que persiga a Elpidio Pérez por golpes al menor 
Julia Fteonirez y a Enércida Ramírez de Ramírez (a) Ne-
na, así como por violación al artículo 26 inciso 7mo. de la 
Ley de Policía y apodere la jurisdicción de lugar;— QUIN-
TO: Que debe condenar y condena a Ana Josefa Pérez, 
Enércida Ramírez de Ramírez (a) Nena y Ana Josefa 
Ramírez, al pago de las costas y se declaran de oficio con 
respecto a Margarita Ramírez"; 

 Considerando que el Juzgado a quo, mediante la pon-
deración de las pruebas que fueron regularmente adminis-
tradas en la instrucción de la causa, dió por establecido: 
a) que los menores Elpidio Pérez y Julio Ramírez sostuvie-
ron una riña, interviniendo Enércida Ramírez de Ramírez 
(a> Nena, tía del menor Julio Ramírez, para que el pri-
mero no golpeara al segundo: b) que Elpidio Pérez fué aga-
rrado por un señor que también intervino; luego se le safó 
de fa mano y le arrojó una piedra a la Ramírez, alcanzán-
dOta en un brazo; c) que ésta, en unión de Ana Josefa Ra-
mírez, se dirigió a la casa de Ana Josefa Pérez, madre del 
menor Elpidio Pérez, provocándose un escándalo en el que 
tomaron partes esas personas, lanzando Ana Josefa Ramí-
rez, piedras a la casa de la Pérez... ; 

Considerando que en los hechos así comprobados y 
admitidos por el Juez a quo, se encuentra caracterizado, en 
lo que atañe a la recurrente Enércida Ramírez de Ramírez 
(a) Nena, el hecho de escándalo en la vía pública, previsto  

y sancionado por el artículo 26, apartado once, de la Ley de 
Policía; que, al ser condenada dicha recurrente en primera 
y última instancia a la pena de un peso de multa por la 
mencionada contravención, en el caso, además de ser apli-
cado correctamente el artículo 192 del Código de Proce-
dimiento Criminal, ha sido impuesta a la recurrente una 
sanción que se encuentra ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne al 
interés de la recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos,. Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Enércida Ramírez de Ramírez (a) Ne-
na, contra sentencia pronunciada por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Azua en primera y úl-
tima instancia, en fecha veinte y cinco de mayo del año en 
curso, mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo 
figura copiado en otro lugar del presente 'fallo; y Segundo: 
Condena a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 



2190 
	

BOLETÍN JUDICIAL 	
BOLETÍN JUDICIAL 

	 2191 

en zOnsecuencia se condenan en última instancia a pagar un 
peáo oro de multa cada una;— SEGUNDO: Que debe de-
clavar y declara a Ana Josefa Ramírez, culpable de viola.. 
ción al artículo 26 inciso 7mo. de la Ley de Policía, y en 
consecuencia se condena en última instancia a pagar un 
pesó oro de multa;— TERCERO: Que debe pronunciar y 
pronuncia el defecto contra Margarita Ramírez por no ha-
ber comparecido no obstante haber sido legalmente citada, 
y se descarga del hecho que se le imputa por insuficiencia 
dé pruebas;— CUARTO: Que debe dar como al efecto dá 
acta al Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito Judi-
cial, para que persiga a Elpidio Pérez por golpes al menor 
Julio. Ramírez y a Enércida Ramírez de Ramírez (a) Ne-
na, así como por violación al artículo 26 inciso 7mo. de la 
Ley de Policía y apodere la jurisdicción de lugar;— QUIN-
TO: Que debe condenar y condena a Ana Josefa Pérez, 
Enércida Ramírez de Ramírez (a) Nena y Ana Josefa 
Ramírez, al pago de las costas y se declaran de oficio con 
rIgpecto a Margarita Ramírez"; 

Considerando que el Juzgado a quo, mediante la pon-
deración de las pruebas que fueron regularmente adminis-
tradas en la instrucción de la causa, dió por establecido: 
a) que los menores Elpidio Pérez y Julio Ramírez sostuvie-
ron una riña, interviniendo Enércida Ramírez de Ramírez 
(a) Nena, tía del menor Julio Ramírez, para que el pri-
mero no golpeara al segundo: b) que Elpidio Pérez fué aga-
rrado por un señor que también intervino; luego se le safó 
de fa mano y le arrojó una piedra a la Ramírez, alcanzán-
dOta én un brazo; c) que ésta, en unión de Ana Josefa Ra-
mírez, se dirigió a la casa de Ana Josefa Pérez, madre del 
menor Elpidio Pérez, provocándose un escándalo en el que 
tomaron partes esas personas, lanzando Ana Josefa Ramí-
rez, piedras a la casa de la Pérez... ; 

Considerando que en los hechos así comprobados y 
admitidos por el Juez a quo, se encuentra caracterizado, en 
lo que atañe a la recurrente Enércida Ramírez de Ramírez 
(a) Nena, el hecho de escándalo en la vía pública, previsto  

y sancionado por el artículo 26, apartado once, de la Ley de 
Policía; que, al ser condenada dicha recurrente en primera 
y última instancia a la pena de un peso de multa por la 
mencionada contravención, en el caso, además de ser apli-
cado correctamente el artículo 192 del Código de Proce-
dimiento Criminal, ha sido impuesta a la recurrente una 
sanción que se encuentra ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne al 
interés de la recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos,. Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Enércida Ramírez de Ramírez (a) Ne-
na, contra sentencia pronunciada por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Azua en primera y úl-
tima instancia, en fecha veinte y cinco de mayo del año en 
curso, mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo 
figura copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís de fecha 5 de junio de 1956. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Francisco de Paula Naranjo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintitrés del mes de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y seis, arios 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
de Paula Naranjo, dominicano, mayor de edad, soltero, 
agricultor, cédula 14444, serie 25, cuyo sello de renovación 
no figura en el expediente, domiciliado y residente en el 
paraje de Guasumilla, sección de Isabelita, municipio del 
Seibo, contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, en fecha cinco de junio del 
ario mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera/ 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís, a requerimiento del recurrente, en fecha catorce de 
junio de este año (1956), en la cual se expresa "que los 
motivos en que funda el presente recurso lo expondrá por 
ante la Suprema Corte de Justicia en su oportunidad", mo-
tivos éstos que no 'fueron expuestos en ningún memorial; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 295, 304, in fine, del Código 
Penal; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: "que 
en fecha nueve de marzo de mil novecientos cincuentiséis, 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial del 
Seibo dictó en atribuciones criminales, una sentencia cuya 
parte dispositiva dice así: "Falla: Primero: Que debe decla-
rar como en efecto declara a Francisco de Paula Naranjo 
(a) Chicho de generales anotadas, culpable del crimen de 
homicidio voluntario en la persona del que en vida se llamó 
Policarpio Paula García, hecho ocurrido en el paraje "Gua-
sumilla", sección Isabelita de este municipio del Seibo, en 
fecha 28 del mes de agosto del año 1955, y en consecuen-
cia se condena a sufrir Diez (10) arios de trabajos públicos; 
Segundo: Que debe confiscar como en efecto confisca ar-
mas y demás objetos cuerpo del delito; Tercero: Que debe 
condenar al ya expresado acusado Francisco de Paula Na-
ranjo (Chicho) al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el acusado, la Corte de Apelación de San Pedro 
de Macorís, dictó la sentencia que es motivo de este recurso 
de casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Pri-
mero: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación interpuesto por el acusado Francisco 
de Paula Naranjo (a) Chicho, contra sentencia dictada, en 
atribuciones criminales, por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial del Seibo, en fecha 9 de marzo de 
1956, cuya parte dispositiva figura copiada en otro lugar 
de la presente decisión; Segundo: Confirma la sentencia 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís de fecha 5 de junio de 1956. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Francisco de Paula Naranjo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintitrés del mes de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
de Paula Naranjo, dominicano, mayor de edad, soltero, 
agricultor, cédula 14444, serie 25, cuyo sello de renovación 
no figura en el expediente, domiciliado y residente en el 
paraje de Guasumilla, sección de Isabelita, municipio del 
Seibo, contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, en fecha cinco de junio del 
año mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera/ 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la.  

Secretaría de la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís, a requerimiento del recurrente, en fecha catorce de 
junio de este año (1956), en la cual se expresa "que los 
motivos en que funda el presente recurso lo expondrá por 
ante la Suprema Corte de Justicia en su oportunidad", mo-
tivos éstos que no fueron expuestos en ningún memorial; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 295, 304, in fine, del Código 
Penal; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: "que 
en fecha nueve de marzo de mil novecientos cincuentiséis, 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial del 
Seibo dictó en atribuciones criminales, una sentencia cuya 
parte dispositiva dice así: "Falla: Primero: Que debe decla-
rar como en efecto declara a Francisco de Paula Naranjo 
(a) Chicho de generales anotadas, culpable del crimen de 
homicidio voluntario en la persona del que en vida se llamó 
Policarpio Paula García, hecho ocurrido en el paraje "Gua-
sumilla", sección Isabelita de este municipio del Seibo, en 
fecha 28 del mes de agosto del año 1955, y en consecuen-
cia se condena a sufrir Diez (10) años de trabajos públicos; 
Segundo: Que debe confiscar como en efecto confisca ar-
mas y demás objetos cuerpo del delito; Tercero: Que debe 
condenar al ya expresado acusado Francisco de Paula Na-
ranjo (Chicho) al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el acusado, la Corte de Apelación de San Pedro 
de Macorís, dictó la sentencia que es motivo de este recurso 
de casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Pri-
mero: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación interpuesto por el acusado Francisco 
de Paula Naranjo (a) Chicho, contra sentencia dictada, en 
atribuciones criminales, por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial del Seibo, en fecha 9 de marzo de 
1956, cuya parte dispositiva figura copiada en otro lugar 
de la presente decisión; Segundo: Confirma la sentencia 
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apelada; Tercero: Condena al mismo acusado Francisco de 
Paula Naranjo (a) Chicho, al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la ponde-
ración de las pruebas que fueron regularmente aportadas 
en la instrucción de la causa dió por establecido que "el 
acusado Francisco de Paula Naranjo (a) Chicho, dió muer-
te voluntariamente a Policarpio Paula García, en acto de 
venganza, por viejas rencillas que guardaba contra la vícti-
ma por la circunstancia de que ésta, cuando ejerció el cargo 
de auxiliar del Alcalde Pedáneo de la sección, había someti-
do a la justicia en distintas ocasiones a varios familiares del 
acusado, y últimamente había sometido al mismo acusado 
por el hecho de vagancia de una burra"; 

Considerando que en el hecho así comprobado y admi-
tido por los jueces del fondo, están reunidos los elementos 
constitutivos del crimen de homicidio voluntario; que en 
tales condiciones el fallo impugnado le ha dado al hecho su 
verdadera calificación legal; y, en consecuencia, al con& 
nar al acusado a la pena de diez años de trabajos públicos, 
confirmando así la sentencia del Juez de primer grado, la 
Corte a qua hizo una correcta aplicación de los artículos 
295 y 304 in fine del Código Penal; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
sentencia impugnada en lo que concierne al interés del re-
currente, no contiene ningún vicio que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-: 
sación interpuesto por Francisco de Paula Naranjo contra 
sentencia de la Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, de fecha cinco de junio de mil novecientos cincuenta y 
seis, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.-
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General 

La presente sentencia ha sido dada y firmada,por los 

Señores Jueces que figuran en su encabezamiento;én la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 'que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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ración de las pruebas que fueron regularmente aportadas 
en la instrucción de la causa dió por establecido que "el 
acusado Francisco de Paula Naranjo (a) Chicho, dió muer-
te voluntariamente a Policarpio Paula García, en acto de 
venganza, por viejas rencillas que guardaba contra la vícti-
ma por la circunstancia de que ésta, cuando ejerció el cargo 
de auxiliar del Alcalde Pedáneo de la sección, había someti-
do a la justicia en distintas ocasiones a varios familiares del 
acusado, y últimamente había sometido al mismo acusado 
por el hecho de vagancia de una burra"; 

Considerando que en el hecho así comprobado y admi-
tido por los jueces del fondo, están reunidos los elementos 
constitutivos del crimen de homicidio voluntario; que en 
tales condiciones el fallo impugnado le ha dado al hecho su 
verdadera calificación legal; y, en consecuencia, al conde 
nar al acusado a la pena de diez arios de trabajos públicos, 
confirmando así la sentencia del Juez de primer grado, la 
Corte a qua hizo una correcta aplicación de los artículos 
295 y 304 in fine del Código Penal; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
sentencia impugnada en lo que concierne al interés del re-
currente, no contiene ningún vicio que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Francisco de Paula Naranjo contra 
sentencia de la Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, de fecha cinco de junio de mil novecientos cincuenta y 
seis, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
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(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 



Recurrente: Consuelo Alba Espaillat de López. 

Dios, Patria, y Libertad. 
República Dominicana,. 
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.}.NTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1956 

.Senteiteia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
, JUdicial de Salcedo de fecha 18 de julio de 1956. 

afateria: Penal. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito *I 
Nacional, hoy día veintitrés del mes de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y seis, arios 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Consuelo 
Alba Espaillat de López, dominicana, mayor de edad, ca-
sada, de oficios domésticos, del domicilio y residencia del 
municipio de Salcedo, cédula 522, serie 54, sello 19627, con-
tra sentencia pronunciada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Salcedo, en fecha diez y ocho 
de julio de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Juzgado a quo, en fecha veintitrés de julio  

del cursante año, (1956), a requerimiento de la recurrente 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 23, 32 y 39 de la Ley N° 3433, 
de 1952, apartado 5, acápite p, capítulo VIII de la misma 
Ley relativo a la Tarifa de Patentes; 1 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha 28 de mayo del ario en curso 1956, mediante actas 
de sometimiento Nos. 14, 15 y 16, suscritas por el Colector 
de Rentas Internas del municipio de Salcedo, fué some-
tida a la justicia Consuelo Alba de López, por ejercer la 
profesión de prestamista, sin estar provista de las paten-
tes correspondientes, con un impuesto cada uno de RD$75.- 
00 y sus recargos, durante los períodos del 1ro. de ene-

ro a junio de 1955; del 1ro. de julio a diciembre de 1955 y 
del lro. de enero a mayo del cursante ario 1956, según noti-
ficaciones Nos. 157, 158 y 159 de fecha 7 de mayo de 1956, 
héchales por el Inspector de Rentas Internas Sigfrido Pérez 
C.; b) que sometido el caso al Juzgado de Paz de Salcedo, 
éste dictó en fecha 29 de mayo del presente ario, una sen-
tencia cuyo dispositivo figura transcrito en el de la senten-
cia ahora impugnada; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por la prevenida, intervino la sentencia ahora recu-
rrida, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: 
Primero: Que debe Declarar y Declara bueno y válido el re-
curso de apelación interpuesto por la señora Consuelo Alba 
de López, contra sentencia del Juzgado de Paz del Munici-
pio de Salcedo, de fecha 29 de mayo del año en curso (1956), 
cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: Declara 
el defecto contra la procesada Consuelo Alba de López, por 
no haber comparecido no obstante haber sido legalmente ci-
tada; Segundo: La declara culpable del delito de violación a 
la Ley de Patentes, préstamos de acuerdo con declaracio- 
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IIIINTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distri 
, Judicial de Salcedo de fecha 18 de julio de 1956. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Consuelo Alba Espaillat de López. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana,. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
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donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veintitrés del mes de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y seis, arios 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-

tencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Consuelo 

Alba Espaillat de López, dominicana, mayor de edad, ca-
sada, de oficios domésticos, del domicilio y residencia del 
municipio de Salcedo, cédula 522, serie 54, sello 19627, con-
tra sentencia pronunciada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Salcedo, en fecha diez y ocho 
de julio de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Juzgado a quo, en fecha veintitrés de julio ,  

del cursante ario, (1956), a requerimiento de la recurrente 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 23, 32 y 39 de la Ley N^ 3433, 
de 1952, apartado 5, acápite p, capítulo VIII de la misma 
Ley relativo a la Tarifa de Patentes; 1 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha 28 de mayo del ario en curso 1956, mediante actas 
de sometimiento Nos. 14, 15 y 16, suscritas por el Colector 
de Rentas Internas del municipio de Salcedo, fué some-
tida a la justicia Consuelo Alba de López, por ejercer la 
profesión de prestamista, sin estar provista de las paten-
tes correspondientes, con un impuesto cada uno de RD$75.- 
00 y sus recargos, durante los períodos del lro. de ene-

ro a junio de 1955; del 1ro. de julio a diciembre de 1955 y 
del lro. de enero a mayo del cursante ario 1956, según noti-
ficaciones Nos. 157, 158 y 159 de fecha 7 de mayo de 1956, 
héchales por el Inspector de Rentas Internas Sigfrido Pérez 
C.; b) que sometido el caso al Juzgado de Paz de Salcedo, 
éste dictó en fecha 29 de mayo del presente ario, una sen-
tencia cuyo dispositivo figura transcrito en el de la senten-
cia ahora impugnada; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por la prevenida, intervino la sentencia ahora recu-
rrida, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: 
Primero: Que debe Declarar y Declara bueno y válido el re-
curso de apelación interpuesto por la señora Consuelo Alba 
de López, contra sentencia del Juzgado de Paz del Munici-
pio de Salcedo, de fecha 29 de mayo del ario en curso (1956), 
cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: Declara 
el defecto contra la procesada Consuelo Alba de López, por 
no haber comparecido no obstante haber sido legalmente ci-
tada; Segundo: La declara culpable del delito de violación a 
la Ley de Patentes, préstamos de acuerdo con declaracio- 
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nes juradas que obran en el expediente y consecuencial-
mente la condena al pago de RD$420.00 (Cuatrocientos 
Veinte Pesos) de multa; Tercero: la condena además al 
pago de los costos; Cuarto: La condena además a proveer-
se de la patente correspondiente"; Segundo: Que debe Re-
chazar y Rechaza en cuanto al fondo dicho recurso por- fi 
improcedente y mal fundado; Tercero: Que debe Confir-
mar y Confirma en todas sus partes la sentencia recurrida; 
Cuarto: Que debe Condenar y Condena a la prevenida Con-
suelo Alba de López, al pago de las costas del recurso"; 

Considerando que al tenor del apartado 5, del acápite 
"p" de la Tarifa de Patentes (Capítulo VIII, de la Ley N° 
3433 de 1952) los "prestamistas o personas que presten 
dinero, excluyendo los Bancos y las que hagan préstamos 
con garantía hipotecaria" pagarán por derechos de paten-
tes... "En las cabeceras de provincia: RD$75.00"; que de 
acuerdo con las previsiones del art. 23 de la misma ley, 
"las patentes serán válidas exclusivamente durante el se-
mestre para el cual hayan sido expedidas, o sea del 1ro 
de enero al 30 de junio y del 1ro. de julio al 31 de diciem- 3 

bre"; que el artículo 32 de la indicada ley, preceptúa que 
"toda persona que... dejare de pagar el impuesto y los 
recargos a que está sujeta, vencido el plazo de diez días 
después de haber sido notificada por un Inspector de Ren-
tas Internas, será castigada por cada infracción, con multa 
no menor del impuesto y los recargos adeudados, ni mayor 
del duplo, sin perjuicio de la obligación de proveerse de la 
patente correspondiente"; 

Considerando que, en la especie, el Juzgado a quo, me- 1 
diante la ponderación de los elementos de la prueba apor- , 
tados al debate, dió por establecido que la prevenida Con-
suelo Alba de López se dedicaba al negocio de préstamo de 
dinero sin haberse provisto de la correspondiente patente 
y que dicha prevenida dejó de pagar el impuesto y lo, 
recargos correspondientes, no obstante haber sido requerida 
a ello de conformidad con el artículo 32 de la mencionada 
ley; , 

Considerando que en los hechos así comprobados y 
admitidos por el Juzgado a quo, se encuentra caracterizada 
la jnfracción prevista y sancionada por el artículo 32 de la 
Ley de Patentes, puesta a cargo de la recurrente; que, por 
consiguiente al ser confirmada la sentencia apelada, que 
ia condena a la pena de cuatrocientos veinte pesos de multa 
por el mencionado delito, en el caso, además de darse a los 
hechos de la prevención la calificación legal que le corres-
ponde, ha sido impuesta a la actual recurrente una sanción 
que se encuentra ajustada a la ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
( en sus demás aspectos en lo que se refiere al interés de la 

recurrente, no contiene ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Consuelo Alba Espaillat de López, 
contra sentencia pronunciada en grado de apelación por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sal-
cedo, en fecha diez y ocho de julio de mil novecientos cin-
cuenta y seis, cuyo dispositivo figura copiado en otro lugar 
del presente fallo; y Segundo: Condena a dicha recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 

( Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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Considerando que en los hechos así comprobados y 
admitidos por el Juzgado a quo, se encuentra caracterizada 
la infracción prevista y sancionada por el artículo 32 de la 
Ley de Patentes, puesta a cargo de la recurrente; que, por 

sjguiente al ser confirmada la sentencia apelada, que con 
la condena a la pena de cuatrocientos veinte pesos de multa 
por el mencionado delito, en el caso, además de darse a los 
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ponde, ha sido impuesta a la actual recurrente una sanción 
que se encuentra ajustada a la ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos en lo que se refiere al interés de la 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 22 de junio de 1956. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Erasmo Carrasco Ruiz. 
Abogado: Dr. Diógenes del Castillo Medina. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veinticinco del mes de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y seis, arios 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Erasmo 
Carrasco Ruiz, dominicano, mayor de edad, soltero, músico, 
domiciliado en Ciudad Trujillo, cédula 23722, serie 18, al 
día, contra sentencia de fecha veintidós de junio de mil no-
vecientos cincuenta y seis, dictada por la Corte de Apela-
ción de Ciudad Trujillo en sus atribuciones correccionales. 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación de fecha veintiséis 

de junio de mil novecientos cincuenta y seis levantada en 

in secretaría de la Corte a qua a requerimiento del Dr.. 
Di—.(5genes Medina Castillo, abogado del recurrente, cédula 
2026, serie 18, sello 40955, en la cual se invocan contra la 
sentencia impugnada como motivos de casación "los mismos 
tnotivos aducidos ante la Corte de Apelación"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 6 de la Ley N° 1052, de 
1945; 1 y 2 de la Ley N9 1587, de 1947; 194 del Código de 
procedimiento Criminal, y 1° y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha dos de mayo de mil novecientos cincuenta y seis 
el Jefe del Servicio de Seguridad sometió a la acción de 
la justicia a Erasmo Carrasco Ruiz por haber salido del 
país clandestinamente y sin pasaporte (hacia Haití); b) 
que en fecha diecisiete de mayo de mil novecientos cin-
cuenta y seis, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional dictó, en sus atri-
buciones correccionales, una sentencia acerca del hecho, 
cuyo dispositivo aparece más adelante en el de la sentencia 
impugnada; c) que, sobre apelación regular de Erasmo Ca-
rrasco Ruiz, la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo dictó 
en fecha veintidós de junio de mil novecientos cincuenta y 
seis, en sus atribuciones correccionales, una sentencia, que. 
es  la ahora impugnada en casación, con el siguiente dispo-
sitivo: "Falla: Primero: Declara regular y válido en la for-
ma, el presente recurso de apelación; Segundo: Confirma 
la sentencia contra la cual se apela, dictada por la Tercera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Nacional en sus atribuciones correccionales, en fecha ca-
torce de mayo de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo 
dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: Que debe decla-
rar y declara al nombrado Erasmo Carrasco Ruiz, de gene-
rales que constan, culpable de los delitos de salir del país 
clandestinamente hacia el extranjero y sin proveerse de 
ningún documento especial de identificación para este fin, 
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expedido por la oficina correspondiente, o sea, de violación 
a las Leyes Nos. 1587, que sanciona las salidas clandestinas 
hacia el extranjero, y 1052, sobre pasaportes; y, en const,. 
cuencia, en virtud del principio del no cúmulo de penas, lo 
condena a tres meses de prisión correccional, y a pagar una 
multa de cincuenta pesos oro moneda de curso legal (Ro 
$50.00), compensables, en caso de insolvencia, con prisión 
a razón de un día por cada peso dejado de pagar; y Segun. 
do: Que debe condenar y condena al mismo prevenido Eras. 
mo Carrasco Ruiz, al pago de las costas procésales';— Ter. 
cero: Condena al prevenido Erasmo Carrasco Ruiz, al pago 
de las costas"; 

Considerando que el medio alegado en casación por el 
recurrente es el siguiente: que él estaba provisto, en el 
momento del hecho por el cual ha sido condenado, de su 
cédula personal de identidad; que ésta cédula constituye un 
documento de identificación para todos los fines legales; y 
que, así las cosas, él no ha violado la Ley 1\1<.' 1052, sobre 
Pasaportes, puesto que esa Ley acepta como sustitutivo del 
pasaporte un documento de identificación cuando se trate 
de viajar a ciertos países, entre los cuales se encuentra 
Haití; pero, 

Considerando que la circunstancia de encontrarse una 
persona cualquiera provista de su correspondiente Cédula 
Personal de Identidad no puede, cuando desee viajar fuera 
del país, eximirla de proveerse adicionalmente, si es de 
nacionalidad dominicana, del pasaporte o del documento 
especial de identificación previstos en la Ley N9 1052, de 
1945; que si, ciertamente, estos documentos son, como la 
cédula, documentos de identificación, ellos difieren de la 
Cédula en el sentido de que ésta tiene como finalidad faci-
litar la identificación de las personas, tanto nacionales co-
mo extranjeras, dentro del país, en tanto que los documen-
tos prescritos por la Ley No 1052, aplicable sólo a los domi-
nicanos, tiene por especial finalidad dar fé de la nacionalidad 
de la persona a que correspondan en cada 'caso, no solamen• 
te ante los Cónsules dominicanos, sino también ante las 
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representaciones diplomáticas y consulares acreditadas en 
ei país por los países extranjeros y aún ante las autoridades 
de esos países; que, por otra parte, desde el punto de vista 
fiscal, la Cédula Personal de Identidad y los documentos 
prescritos por la Ley N9 1052 tienen una diferencia tal que 
nunca sería admisible la sustitución de éstos por aquella, 
ni viceversa, en forma que obligatoriamente deba ser acep-
tada ppr las autoridades; que, por tanto, el medio de casa-
ción especialmente alegado por el recurrente, carece de 
fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en la sentencia impugnada se dan por 
establecidos, mediante la ponderación de los elementos de 
prueba que fueron regularmente aportados en la instruc-
ción de la causa, los siguientes hechos: 19: que en el mes 
de abril de mil novecientos cincuenta y seis Erasmo Ca-
rrasco Ruiz, mayor de 16 arios, introducido clandestina-
mente en un camión se fué por la frontera para Haití; 2^: 
que el mismo Erasmo Carrasco Ruiz es dominicano, y se 
ausentó en viaje para Haití en el mes de abril de mil nove-
cientos cincuenta y seis sin estar provisto ni de pasaporte 
ni de documento especial de identificación expedido por la 
División de Pasaportes; que, en los hechos así establecidos 
y puestos a cargo de Erasmo Carrasco Ruiz están caracte-
rizados el delito de violación a la Ley N° 1052, de 1945, que 
sanciona con multa de RD$50.00 a RD$300.00 a los domi-
nicanos que viajen al exterior sin proveerse de alguno de 
los documentos ya dichos, según corresponda; y el delito 
de violación a la Ley N9 1587, de 1947, que castiga con 
prisión de 3 meses a un ario y multa de RD$50.00 a RD 
$200.00 a toda persona mayor de 16 arios que se introduzca 
clandestinamente en embarcaciones u otros medios de trans-
Porte para salir al extranjero; que, al decidirlo así, en el 
Presente caso, la Corte a qua ha dado a los hechos la cali-
ficación que legalmente le corresponden; y que, al aplicar 
al prevenido ahora recurrente la pena de tres meses de 
prisión correccional y RD$50.00 de multa, compensable con 
prisión, teniendo en cuenta el principio del no cúmulo de 
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do: Que debe condenar y condena al mismo prevenido Eras-

mo Carrasco Ruiz, al pago de las costas procésales';— Ter-
cero: Condena al prevenido Erasmo Carrasco Ruiz, al pago 
de las costas"; 

Considerando que el medio alegado en casación por el 
recurrente es el siguiente: que él estaba provisto, en el 
momento del hecho por el cual ha sido condenado, de su 
cédula personal de identidad; que ésta cédula constituye un 
documento de identificación para todos los fines legales; y 
que, así las cosas, él no ha violado la Ley N? 1052, sobre 
Pasaportes, puesto que esa Ley acepta como sustitutivo del 
pasaporte un documento de identificación cuando se trate 
de viajar a ciertos países, entre los cuales se encuentra 
Haití; pero, 

Considerando que la circunstancia de encontrarse una 
persona cualquiera provista de su correspondiente Cédula 
Personal de Identidad no puede, cuando desee viajar fuera 

del país, eximirla de proveerse adicionalmente, si es de 
nacionalidad dominicana, del pasaporte o del documento 
especial de identificación previstos en la Ley N? 1052, de 

1945; que si, ciertamente, estos documentos son, como la 

cédula, documentos de identificación, ellos difieren de la 

Cédula en el sentido de que ésta tiene como finalidad faci-

litar la identificación de las personas, tanto nacionales co-
mo extranjeras, dentro del país, en tanto que los documen-
tos prescritos por la Ley N^ 1052, aplicable sólo a los domi-

nicanos, tiene por especial finalidad dar fé de la nacionalidad 
de la persona a que correspondan en cada caso, no solamen-
te ante los Cónsules dominicanos, sino también ante 1 
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penas, ha hecho también una correcta aplicación de los 
artículos 1 y 2 de la Ley N° 1587, ya citada; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne 
al interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca- 

sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Erasmo Carrasco Ruiz contra sen-
tencia correccional dictada en fecha veintidós de junio de 
mil novecientos cincuenta y seis, por la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, cuyo dispositivo se ha transcrito en 
parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al 

recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo dé' 
fecha 18 de junio de 1956. 

Materia: Penal. 
. 	 : 

Recurrente: Mercedes Altagracia Pou Cordero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dc:ninicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte dé 
ticia, regularmente constituida por los Jueces liCenciádás. 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista' C.,' Pi4rnér 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Stistituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Arniarna LuiS 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General; éri la 'Salá. 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veinticinco del mes de octubre' de Mil, nd- 
vecientos cincuenta y seis, arios 113' de la Independencia; 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dictá en. 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mercedes. 
Altagracia Pou Cordero, dominicana, mayor dé édád, SolteL 
ra, ocupada en los quehaceres del hogar, domiciliada en • 
esta ciudad, cédula 21825, serie 1, sello 1270479, .contra 
sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha dieciocho del mes de junio de mil novecientos cin-
cuenta y seis, dictada en atribuciones correccionales,'CuYó - 
dispositivo se copia en otro lugar del presente falló; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procuradbr Générül 

cle la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada eh lá' 

retaría de la Corte a, qua, en fecha veintiUno de Miles, 
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penas, ha hecho también una correcta aplicación de los 
artículos 1 y 2 de la Ley No 1587, ya citada; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne 

al interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca- 

sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 1 
sación interpuesto por Erasmo Carrasco Ruiz contra sen-
tencia correccional dictada en fecha veintidós de junio de 
mil novecientos cincuenta y seis, por la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, cuyo dispositivo se ha transcrito en 
parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al 

recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fue, 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad TrujillO dé' 
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Materia: Penal. 
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Recurrente: Mercedes Altagracia Pou Cordero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

.:„ 	. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte dé Jusi-' 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciádás. 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Prirner 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Stistituto. 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Arniarria Luil 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General; en la Salá. 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trújilio; Distrito 
Nacional, hoy día veinticinco del mes de octubre de: MI nci-
vecientos cincuenta y seis, arios 113' de la Indéperidériciá; 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dictá 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por:Méréedes. 
Altagracia Pou Cordero, dominicana, mayor dé éclád, SOlteL 
ra, ocupada en los quehaceres del hogar, domiciliada en 
esta ciudad, cédula 21825, serie 1, sello 1270479, 'contrá. 
sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujilló 
fecha dieciocho del mes de junio de mil noveciéntós cin-
cuenta y seis, dictada en atribuciones correccionales,' CuYci. 
dispositivo se copia en otro lugar del presente falló; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Générid 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada ed lá' 

retaría de la Corte ,a qua, en fecha veintiuno de 
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de mil novecientos cincuenta y seis, a requerimiento de la 
recOrrente, en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y párrafo IV del artículo 
4 de la Ley N° 2402, de 1950; 191 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintiocho de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y cinco, Mercedes Altagracia Pou Cordero compa-
reció ante el Oficial Comandante de la Segunda Compañía 
de la Policía Nacional en Ciudad Trujillo y presentó una 
querella contra Dagoberto Enrique Mella, dominicano, ma-
yor de edad, casado, domiciliado y residente en esta ciudad, 
con cédula 294, serie 24, sello 688, tendiente a hacerle cum-
plir sus obligaciones de padre de las menores de nombres 
EV‘I Berta y Enriqueta Estela Mella procreadas entre am-
bos, y pidió que se le asignara una pensión de RD$35.00 oro 
mer.suales para atender a las necesidades de dichas meno-
res; b) que previo e infructuoso preliminar de conciliación 
ante el Juez de Paz de la Segunda Circunscripción del 

-Distrito Nacional, fué apoderada la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
la cual después de conocer de la causa, dictó una sentencia 
en fecha diecinueve de diciembre de mil novecientos cin-
cuenta y cinco, cuyo dispositivo se copia íntegramente en el 
rde ta sentencia ahora impugnada en casación; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por la madre querellante, la Corte de Apelación de 
-Ciudad Trujillo dictó en fecha dieciocho de junio de mil 
novecientos cincuenta y seis, la sentencia ahora impugnada 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: De-
,clara regular y Olido en la forma el presente recurso de 
.apelación; SEGUNDO: Confirma, la sentencia apelada, dic-
tada en atribuciones correccionales por la Primera Cámara 

BOLETÍN JUDICIAL 	 2207 

Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, de fecha diecinueve de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y cinco, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: 
Que debe declarar, como en efecto declara, al nombrado Da-
goberto Enrique Mella, de generales anotadas, no culpable 
del delito de violación a la Ley N° 2402 en perjuicio de dos 
menores de nombres Eva Berta y Enriqueta Estela, y en 
.consecuencia, se le descarga de toda responsabilidad penal, 
por no estar en falta en cuanto a la manutención de dichas 
menores; Segundo: que debe debe fijar, como en efecto 
fija, en la suma de treinticinco pesos oro la pensión men-
sual que el prevenido deberá pasarle a la madre querellan-
te, para las atenciones y necesidades de las menores de re-
ferencia; Tercero: que debe declarar, como al efecto decla-
ra, las costas causadas de oficio"; TERCERO: Declara las 
costas de oficio"; 

Considerando en cuanto a lo penal, que la Corte a qua 
dió por establecido en la sentencia impugnada mediante la 
ponderación de los elementos de prueba que fueron regu-
larmente aportados al debate, lo siguiente: a) "que Dago-
berto Enrique Mella presentó como lo hizo también ante 
el Juez que dictó la sentencia apelada, una serie de recibos 
de la Dirección General de Comunicaciones, o cartas con 
valores declarados, que justifican que estaba cumpliendo 
-con sus obligaciones de padre de las menores Eva Berta y 
Enriqueta Estela Mella, cuando fué sometido a la acción 
de la justicia"; y b) "que contrariamente a lo afirmado por 
la querellante, al decir que el procesado Dagoberto Enrique 
Mella le adeuda ciento veinte pesos oro de pensiones alimen-
ticias que ha dejado de pagarle, en relación con la manu-
tención de las referidas menores, los documentos arriba 
indicados hacen fé de que dicho prevenido no debe nada a 
la querellante por tal concepto"; 

Considerando que, en consecuencia, la referida Corte 
al confirmar la sentencia apelada, que descargó al proce-
sado Dagoberto Enrique Mella del delito de violación de la 
Ley /\P 2402, de 1950, en perjuicio de sus menores hijas Eva 



 

2206 
	

BOLETÍN JUDICIAL 
	

BOLETÍN JUDICIAL 	 2207 

de mil novecientos cincuenta y seis, a requerimiento de la 
recúrrente, en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación; 
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miento Criminal y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
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clara regular y válido en la forma el presente recurso de 
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por no estar en falta en cuanto a la manutención de dichas 
menores; Segundo: que debe debe fijar, como en efecto 
fija, en la suma de treinticinco pesos oro la pensión men-
sual que el prevenido deberá pasarle a la madre querellan-
te, para las atenciones y necesidades de las menores de re-
Terencia; Tercero: que debe declarar, como al efecto decla-
ra, las costas causadas de oficio"; TERCERO: Declara las 
costas de oficio"; 

Considerando en cuanto a lo penal, que la Corte a qua, 
dió por establecido en la sentencia impugnada mediante la 
ponderación de los elementos de prueba que fueron regu-
larmente aportados al debate, lo siguiente: a) "que Dago-
berto Enrique Mella presentó corno lo hizo también ante 
el Juez que dictó la sentencia apelada, una serie de recibos 
de la Dirección General de Comunicaciones, o cartas con 
valores declarados, que justifican que estaba cumpliendo 
con sus obligaciones de padre de las menores Eva Berta y 
Enriqueta Estela Mella, cuando fué sometido a la acción 
de la justicia"; y b) "que contrariamente a lo afirmado por 
la querellante, al decir que el procesado Dagoberto Enrique 
Mella le adeuda ciento veinte pesos oro de pensiones alimen-
ticias que ha dejado de pagarle, en relación con la manu-
tención de las referidas menores, los documentos arriba 
indicados hacen fé de que dicho prevenido no debe nada a 
la querellante por tal concepto"; 

Considerando que, en consecuencia, la referida Corte 
al confirmar la sentencia apelada, que descargó al proce-
sado Dagoberto Enrique Mella del delito de violación de la 
Ley N° 2402, de 1950, en perjuicio de sus menores hijas Eva 

      

      



2208 	 BOLETÍN JUDICIAL mutis. JUDICTAT 	 2209 

Berta y Enriqueta Estela Mella, hizo una correcta aplica- 
ción del artículo 191 del Código de Procedimiento Criminal; 

Considerando en cuanto a la pensión alimenticia, que 
los jueces del fondo para fijar el monto de la misma deben 
tener en cuenta tanto las necesidades del o los menores de 
que se trate como los medios de que puedan disponer ambos 
padres; 

Considerando que para justificar su decisión en virtud 
de la cual fué confirmada la pensión de RD$35.00 fijada 
al procesado por la sentencia del primer grado, la Corte 
a qua se ha fundado en que "aunque Dagoberto Enrique 
Mella tiene una posición económica bastante holgada, pues-
to que tiene una finca de seiscientas tareas de yerba, alre-
dor de doscientas cabezas de ganado y vende unas tres-
cientas botellas de leche diariamente, a razón de siete cen-
tavos, poseyendo además una camioneta, es preciso admi-
tir que debe suministrar alimentos a varios hijos más, 
menores de dieciocho arios"; y en que la pensión mensual 
de treinticinco pesos oro es justa, porque está de acuerdo 
con las pretensiones de la madre querellante, y porque, ade-
más, es suficiente para subvenir a las necesidades de las dos 
menores de que se trata; 

Considerando que al estatuir de este modo, la Corte 
a quq, hizo en la sentencia impugnada y en el aspecto exa-
minado, una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne 
al interés de la recurrente, ningún vicio que justifique su 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Mercedes Altagracia Pou Cordero, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Truji-
llo, de fecha dieciocho de junio de mil novecientos cincuen-
ta y seis, dictada en atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 23 de 
septiembre, 1955. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Basilia Curato de Monegro y Compartes. 
Abogado: Dr. Bienvenido Mejía y Mejía. 

Recurrido: Audelino o Laudelino Cueto Peguero. 
Abogado: Lic. Freddy Prestol Castillo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohen, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día veinticinco del mes de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y seis, arios 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Basilia 
Cueto de Monegro, dominicana, mayor de edad, casada, de 
quehaceres domésticos, domiciliada y residente en el muni-
cipio de Sabana de la Mar, cédula 4217, serie 27, sello 47245; 
María Cueto Ramírez, doMinicana, mayor de edad, soltera, 
de quehaceres domésticos, cédula 1211, serie 27 sello 722- 
441; Juana Cueto Ramírez, dominicana, mayor de edad, sol-
tera, de quehaceres domésticos, cédula 3973, serie 27, sello 
562436; Pedro Cueto Ramírez, dominicano, mayor de edad,  

casado, agricultor, cédula 8480, serie 27, sello 2504872; Eze-
quiel Cueto Ramírez, dominicano, mayor de edad, soltero, 
agricultor, cédula 10576, serie 27, sello 2507525 y Gustavo 
o Sabino Cueto Ramírez, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, agricultor, cédula 11570, serie 27, sello 2075412, éstos 
últimos domiciliados y residentes en el municipio de Hato 
Mayor, contra sentencia pronunciada por el Tribunal Supe-
rior de Tierras en fecha veinte y tres de septiembre de. mil 
novecientos cincuenta y cinco, cuyo dispositivo se copia_ 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el doctor Bienvenido Mejía y Mejía, cédula 46688, 

serie 1, sello 11699, abogado de los recurrentes .en la lectu-
ra de sus conclusiones; 

Odo el Lic. R. Eneas Saviñón, cédula 110, serie 26, se-
llo 23315, abogado, en representación del Licdo. Freddy M. 
Prestoi Castillo, cédula 8401, serie 1ra., sello 4483, abogado 
del intimado Audelino o Laudelino Cueto Peguero, domini-
cano, agricultor, casado, cédula 2262, serie 27, sello 90501, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la P.epública; 

Visto el memorial de casación de fecha veinte y dos de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y cinco, suscrito 
por el abogado de los recurrentes en el cual se invocan los 
medios que más adelante serán indicados; 

Visto el memorial de defensa presentado por el ahoga-
do de la parte intimada de fecha veinte y ocho de febrero. 
del año en curso, mil novecientos cincuenta y seis; 

Visto el escrito de ampliación de los recurrentes fecha-
do el deciocho de agosto de mil novecientos cincuenta y 
seis y depositado el día de la audiencia o sea el veintidós 
del indindo mes; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 555, 1347, 2228, 2229 y 2262 
del Códgo Civil; 4 y 271 de la Ley de Registro de Tierras, 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
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. amsiderando que en la sentencia impugnada y en los 
dooutnentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
la 'Parcela N9 144 del Distrito Catastral N9 56/2da. parte, 
de. la, común (hoy municipio) de Hato Mayor, lugar de 
"Gua mira", provincia del Seibo, fué fallada por Decisión 

Q, dictada en jurisdicción original en fecha 9 de mayo de 
1947; b) que dicha decisión fué objeto de un recurso de ape-
lación el cual fué resuelto por Decisión N9 17 del Tribunal 
Stiperior de Tierras en fecha catorce de septiembre de 1950; 

-e) que Pedro García Mota, en representación de Rasilla, 
María Juana, Pedro, Ezequiel y Sabino o Gustavo Cueto 
Ranlirez, sometió en fecha 12 de diciembre de 1952 una 
instancia en revisión por fraude contra la decisión arriba 
indicada; d) que en fecha 18 de diciembre de 1953, inter-
vino ta Decisión N9 18 del Tribunal Supervisor de Tierras, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: 19 — Se acoge, 
por .ser justa y bien fundada, la instancia en revisión por 
fraude dirigida a este Tribunal Superior en fecha 12 de 
diclexnbre de 1952 por el señor Pedro García Mota, a nom-
bre de los señores Basilia, María, Juana, Pedro, Ezequiel 
y Sabino o Gustavo Cueto Ramírez, en relación con la Par-
cela N° 14 del Distrito Catastral N9 56/2 de la común de 
Hato Mayor; 2°—Se deja sin efecto, en lo que concierne a 
la Parcela de dicha Parcela que fué adjudicada al hoy 
finado Ignacio Cueto y a los Sucesores de Roselia Peguero, 
la Decisión N" 17 del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
14 de septiembre del año 1950, y Se ordena, en relación 

. con esa porción de terreno, la celebración de un nuevo 
saneamiento, designándose para ello al Juez del Tribunal 
de Tierras de jurisdicción original Licenciado Alfredo Con-
de Pausas, a quien deberá ser comunicada la presente de-
cisión; 3"— Se declara que la mencionada sentencia del 
Tribunal Superior queda en toda su fuerza y vigor en lo 
que concierne a los terceros adquirientes, señores Martín 
Santos Paniagua, Leoncio Ruiz y Andrés María Berroa"; 
e) que el nuevo juicio fué resuelto por Decisión N° 1 de 
jurisdicción original, en fecha primero de octubre de mil  

novecientos cincuenta y cuatro, con el siguiente dispositivo: 
"Ordena el registro del derecho de propiedad de la porción 
de terreno y mejoras comprendidas en este nuevo juicio 
(o sea el resto de la parcela deducidas las tres porciones 
anteriormente adjudicadas a Martín Santos Paniagua, Leon-
cio Ruiz y Andrés María Berroa) en la forma siguiente: Un 
Cincuenta por ciento para los sucesores de Ignacio Cueto y 
Efigenia Ramírez y el otro Cincuenta por ciento para el 
señor Audelino Cueto, dominicano, mayor de edad, casado 
con Cristina Reyes, domiciliado y residente en la sección 
"Manchado", Hato Mayor, cédula 2262, serie 27 sello 90501", 

Considerando que, sobre el recurso de apelación inter-
puesto por los actuales recurrentes, intervino la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: Que debe rechazar y rechaza, por infundado, el re-
curso de apelación interpuesto por el señor Pedro García 
Mota, a nombre y representación de los sucesores de Igna-
cio Cueto y Efigenia Ramírez; Segundo: Que debe modifi-
car y modifica la Decisión N9 1 dictada por el Tribunal de 
Tierras de Jurisdicción Original en fecha 1ro. de octubre 
de 1954, relativamente a una parte de la parcela N° 14, 
Distrito Catastral N° 56/2da. parte de la común de Hato 
Mayor, lugar de "Guamira", Provincia del Seybo, para que 
su dispositivo rija de esta forma: Ordenar el registro clel de-
recho de propiedad de la porción de terreno objeto del nue-
vo juicio, esto es, el resto de la parcela deducidas las tres 
porciones anteriormente adjudicadas a Martín Santos Pa-
niagua, Leoncio Ruiz y Andrés María Berroa, en la propor-
ción siguiente: un cincuenta por ciento, igual a 35 Has., 
27 As., 11.5 Cs., para los sucesores de Ignacio Cueto y Efi-
genia Ramírez, y el otro cincuenta por ciento equivalente 
a 35 Hs., 97 As., 11.5 Cs., para el señor Audelino Cueto: 
Haciéndose constar que las mejoras fomentadas por este 
señor en la porción adjudicada a los sucesores de Ignacio 
Cueto y Efigenia Ramírez se declaren de buena fé y regi-
das por la última parte del artículo 555 del Código Civil"; 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
la Parcela N" 144 del Distrito Catastral N9 56/2da. parte, 
de. la pornún (hoy municipio) de Hato Mayor, lugar cle 
"Guamira", provincia del Seibo, fué fallada por Decisión 
Nv 6, dictada en jurisdicción original en fecha 9 de mayo de 
1947; b) que dicha decisión fué objeto de un recurso de ape-
Wión el cual fué resuelto por Decisión N9 17 del Tribunal 
:Superior de Tierras en fecha catorce de septiembre de 1950; 
.c) que Pedro García Mota, en representación de Basilia, 
María Juana, Pedro, Ezequiel y Sabino o Gustavo Cueto 
Ranlirez, sometió en fecha 12 de diciembre de 1952 una 
instaocia en revisión por fraude contra la decisión arriba 
indicada; d) que en fecha 18 de diciembre de 1953, inter-
vino Ia Decisión N9 18 del Tribunal Supervisor de Tierras, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: 19 — Se acoge, 
por. ser justa y bien fundada, la instancia en revisión por 
frautle dirigida a este Tribunal Superior en fecha 12 de 
diciembre de 1952 por el señor Pedro García Mota, a nom-
bre de los señores Basilia, María, Juana, Pedro, Ezequiel 
y Sahino o Gustavo Cueto Ramírez, en relación con la Par-
cela N° 14 del Distrito Catastral N9 56/2 de la común de 
Hato Mayor; 2"—Se deja sin efecto, en lo que concierne a 
la Parcela de dicha Parcela que fué adjudicada al hoy 
finado Ignacio Cueto y a los Sucesores de Roselia Peguero, 
la Decisión N" 17 del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
14 de septiembre del año 1950, y Se ordena, en relación 

. con esa porción de terreno, la celebración de un nuevo 
saneamiento, designándose para ello al Juez del Tribunal 
de Tierras de jurisdicción original Licenciado Alfredo Con-
de Pausas, a quien deberá ser comunicada la presente de-
cisión; 3"— Se declara que la mencionada sentencia del 
Tribunal Superior queda en toda su fuerza y vigor en lo 
que concierne a los terceros adquirientes, señores Martín 
Santos Paniagua, Leoncio Ruiz y Andrés María Berroa"; 
e) que el nuevo juicio fué resuelto por Decisión N9 1 de 
jurisdicción original, en 'fecha primero de octubre de mil  

novecientos cincuenta y cuatro, con el siguiente dispositivo: 
"Ordena el registro del derecho de propiedad de la porción 

de terreno y mejoras comprendidas en este nuevo juicio 
(o sea el resto de la parcela deducidas las tres porciones 
anteriormente adjudicadas a Martín Santos Paniagua, Leon-
cio Ruiz y Andrés María Berroa) en la forma siguiente: Un 
Cincuenta por ciento para los sucesores de Ignacio Cueto y 
Efigenia Ramírez y el otro Cincuenta por ciento para ei 
señor Audelino Cueto, dominicano, mayor de edad, casado 
con Cristina Reyes, domiciliado y residente en la sección 
"Manchado", Hato Mayor, cédula 2262, serie 27 sello 90501", 

Considerando que, sobre el recurso de apelación inter-
puesto por los actuales recurrentes, intervino la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: Que debe rechazar y rechaza, por infundado, el re-
curso de apelación interpuesto por el señor Pedro García 
Mota, a nombre y representación de los sucesores de Igna-
cio Cueto y Efigenia Ramírez; Segundo: Que debe modifi-
car y modifica la Decisión N" 1 dictada por el Tribunal de 
Tierras de Jurisdicción Original en fecha 1ro. de octubre 
de 1954, relativamente a una parte de la parcela N° 14, 
Distrito Catastral N" 56/2da. parte de la común de Hato 
Mayor, lugar de "Guamira", Provincia del Seybo, para que 
su dispositivo rija de esta forma: Ordenar el registro del de-
recho de propiedad de la porción de terreno objeto del nue-
vo juicio, esto es, el resto de la parcela deducidas las tres 
porciones anteriormente adjudicadas a Martín Santos Pa-
niagua, Leoncio Ruiz y Andrés María Berroa, en la propor-
ción siguiente: un cincuenta por ciento, igual a 35 Has., 
27 As., 11.5 Cs., para los sucesores de Ignacio Cueto y Efi-
genia Ramírez, y el otro cincuenta por ciento equivalente 
a 35 Hs., 97 As., 11.5 Cs., para el señor Audelino Cueto: 
Haciéndose constar que las mejoras fomentadas por este 
señor en la porción adjudicada a los sucesores de Ignacio 
Cueto y Efigenia Ramírez se declaren de buena fé y regi-
das por la última parte del artículo 555 del Código Civil"; 
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Considerando que los recurrentes invocan los siguien_ 
tes medios de casación: "Primero: Desnaturalización de 
los hechos; Segundo: Violación a la ley y mala aplicación 
de la misma y Falta de base legal"; 

Considerando que en apoyo del primer medio, los recu-
rrentes alegan, en esencia: "que la calidad de propietario 
de Ignacio Cueto sobre el predio que le fué adjudicado a, 
Audelino Cueto Peguero, se encuentra establecido a través 
de todas las pruebas vertidas en el juicio del Tribunal a quo" 
... que, "si el testigo Pedro Pacheco. .. afirmó que "desde 
muchacho" Audelino Cueto ocupaba en un cincuenta por 
ciento los terrenos en discusión . .. al lado de esta afirma-
ción el tribunal estatuyó que "poseía a título de hijo y here-
dero de Rosalía Peguero". .. ; que "resulta inexplicable que 
si Audelino Cueto poseía dicho cincuenta por ciento. . . sin 
embargo, en la mensura ordinaria del 26 (léase 2) de fe-
brero de 1926 —aunque considerada nula por el tribunal 
a quo-- se hiciera reservar solamente una porción de 4 
hectáreas y fracción . .."; que "el tribunal no debió desco-
nocer que si Audelino Cueto ocupaba esos terrenos lo hacía 
ejerciendo derechos de su padre Ignacio Cueto". .. y que 
por ello "no era posible pensar que si actuaba allí como 
heredero". .. lo "hacía sobre la porción de su madre Rosa-
lía Peguero, siendo ese un terreno indiviso, lo cual dejaba 
ausente el ánimo de propietario con que debe ejercerse 
toda posesión"... ; pero, 

Considerando que, en la especie, contrariamente a lo 
alegado por los recurrentes, de ninguna parte de la senten-
cia impugnada resulta, ni tampoco de los documentos a que 
ella se re'fiere, que la calidad de propietario de Ignacio Cue-
to sobre la porción de la parcela adjudicada a Audelino 
Cueto quedó establecida "a través de todas las pruebas . 
aportadas al debate"; que, en efecto, el tribunal a quo, pon-
derando las declaraciones del testigo Pedro Pacheco, citado 
por los recurrentes, y también la de los testigos José Pe-
guero, Wenceslao Pacheco y Leopoldo Ubiera, así como 
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los demás elementos de prueba que fueron aportados a la 
causa, dió por establecido: a) que Audelino Cueto venía 
ocupando y trabajando los terrenos que se discuten, esto 
es, el cincuenta por ciento de la porción sobre la cual se 
ordenó el nuevo juicio, dentro de la parcela N9 14, desde 
que era un muchacho de pantalones cortos; b) que Ignacio 
Cueto nunca trabajó en el sitio de "Guamira", sino en otro 
sitio denominado "Manchado"; c) que "esos montes" antes 
de ocuparlos Audelino Cueto, pertenecían a su abuelo, Ce-
lestino Peguero, quien utilizaba ese lugar como "montería" 
para criar vacas y puercos"; d) que la yerba que existe en 
esos terrenos la sembró Audelino Cueto y las cercas las 
puso éste; e) que Ignacio Cueto y Rosalía Peguero (su pri-
mera esposa, madre de Audelino) vivían en el "Manchado"; 
0 que la última tenía más de cuarenta arios de fallecida; 
g) que Ignacio Cueto con su segunda esposa Efigenia Ra-
mírez, vivió también en la sección "Manchado"; y h) que 
el intimado ha mantenido la posesión material de la mitad 
del terreno objeto del nuevo juicio, por sí y por sus cau-
santes, en forma contínua y no interrumpida, pacífica, pú-
blica, inequívoca y a título de propietario, como hijo y 
heredero de Rosalía Peguero y no en calidad de hijo de 
Ignacio Cueto. . ; 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
pone de manifiesto que los hechos arriba transcritos fueron 
el resultado de la ponderación de los elementos de prueba 
sometido,s a la discusión de las partes; que, por tanto, al 
admitir el Tribunal a quo, dentro del poder soberano de que 
está investido que Audelino Cueto por sí y como hijo y 
heredero de Rosalía Peguero había mantenido la posesión 
material de la mitad del terreno objeto del nuevo juicio, en 
forma contínua y no interrumpida, pacífica, pública, inequí-
voca y a título de propietario y adjudicarle por prescrip-
ción útil dicha porción de terreno, el vicio de la desnatura-
lización de los hechos invocado por los recurrentes carece-
de fundamento y por consiguiente el medio que se examina-
debe ser desestimado;" 
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Considerando que los recurrentes invocan los siguien_ 
tes medios de casación: "Primero: Desnaturalización de 
los hechos; Segundo: Violación a la ley y mala aplicación 
de la misma y Falta de base legal"; 

Considerando que en apoyo del primer medio, los recu-
rrentes alegan, en esencia: "que la calidad de propietario 
de Igmacio Cueto sobre el predio que le fué adjudicado a 
Audelino Cueto Peguero, se encuentra establecido a través 
de todas las pruebas vertidas en el juicio del Tribunal a quo" 
... que, "si el testigo Pedro Pacheco... afirmó que "desde 
muchacho" Audelino Cueto ocupaba en un cincuenta por 
ciento los terrenos en discusión... al lado de esta afirma-
ción el tribunal estatuyó que "poseía a título de hijo y here-
dero de Rosalía Peguero". .. ; que "resulta inexplicable que 
si Audelino Cueto poseía dicho cincuenta por ciento... sin 
embargo, en la mensura ordinaria del 26 (léase 2) de fe-
brero de 1926 —aunque considerada nula por el tribunal 
a quo-- se hiciera reservar solamente una porción de 4 
hectáreas y fracción. .."; que "el tribunal no debió desco-
nocer que si Audelino Cueto ocupaba esos terrenos lo hacía 
ejerciendo derechos de su padre Ignacio Cueto"... y que 
por ello "no era posible pensar que si actuaba allí como, 
heredero"... lo "hacía sobre la porción de su madre Rosa-
na Peguero, siendo ese un terreno indiviso, lo cual dejaba 
ausente el ánimo de propietario con que debe ejercerse 
toda posesión"... ; pero, 

Considerando que, en la especie, contrariamente a lo 
alegado por los recurrentes, de ninguna parte de la senten-
cia impugnada resulta, ni tampoco de los documentos a que 
ella se refiere, que la calidad de propietario de Ignacio Cue-
to sobre la porción de la parcela adjudicada a Audelino 
Cueto quedó establecida "a través de todas las pruebas. .. 
aportadas al debate"; que, en efecto, el tribunal a quo, pon-
derando las declaraciones del testigo Pedro Pacheco, citado 
por los recurrentes, y también la de los testigos José Pe-
guero, Wenceslao Pacheco y Leopoldo Ubiera, así como 

Jos demás elementos de prueba que fueron aportados a la 
causa, dió por establecido: a) que Audelino Cueto venía 
ocupando y trabajando los terrenos que se discuten, esto 

es, el cincuenta por ciento de la porción sobre la cual se 
ordenó el nuevo juicio, dentro de la parcela 1\19 14, desde 
que era un muchacho de pantalones cortos; b) que Ignacio 
Cueto nunca trabajó en el sitio de "Guamira", sino en otro 
sitio denominado "Manchado"; c) que "esos montes" antes 
de ocuparlos Audelino Cueto, pertenecían a su abuelo, Ce-
lestino Peguero, quien utilizaba ese lugar como "montería" 
para criar vacas y puercos"; d) que la yerba que existe en 
esos terrenos la sembró Audelino Cueto y las cercas las 
puso éste; e) que Ignacio Cueto y Rosalía Peguero (su pri-
mera esposa, madre de Audelino) vivían en el "Manchado"; 
f) que la última tenía más de cuarenta arios de fallecida; 
g) que Ignacio Cueto con su segunda esposa Efigenia Ra-
mírez, vivió también en la sección "Manchado"; y h) que 
el intimado ha mantenido la posesión material de la mitad 
del terreno objeto del nuevo juicio, por sí y por sus cau-
santes, en forma contínua y no interrumpida, pacífica, pú-
blica, inequívoca y a título de propietario, como hijo y 
heredero de Rosalía Peguero y no en calidad de hijo de 
Ignacio Cueto. . . ; 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
pone de manifiesto que los hechos arriba transcritos fueron 
el resultado de la ponderación de los elementos de prueba 
sometidos a la discusión de las partes; que, por tanto, al 
admitir el Tribunal a quo, dentro del poder soberano de que 
está investido que Audelino Cueto por sí y como hijo y 
heredero de Rosalia Peguero había mantenido la posesión 
material de la mitad del terreno objeto del nuevo juicio, en 
forma contínua y no interrumpida, pacífica, pública, inequí-
voca y a título de propietario y adjudicarle por prescrip-
ción útil dicha porción de terreno, el vicio de la desnatura-
lización de los hechos invocado por los recurrentes carece 
de fundamento y por consiguiente el medio que se examina-
debe ser desestimado; 
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Considerando en cuanto al segundo medio del recurso, 
que los recurrentes invocan "la violación y mala aplicación', 
de los arts. 555, 2221, 2228, 2229 y 2262 del Código Civil, 
y 4 y 271 de la Ley de Registro de Tierras, fundándose, en 
esencia, en que "Audelino Cueto solo podía ocupar el predio 
en discusión... en su calidad de hijo de Ignacio Cueto y 
valiéndose de esa calidad. .. pero no en propio nombre"; 
que "de la men.sura del 1926 se infiere que Ignacio Cueto 
siempre poseyó esos terrenos; que la renuncia a la prescrip-
ción, sea en una forma tácita o expresa... no podía ser 
aplicada al caso... porque Ignacio Cueto y sus sucesores 
han ejercido el derecho de posesión sobre esos terrenos. . 
y no han renunciado a dicha posesión . .."; que "la de Aude-
lino Cueto no revestía los caracteres de ser inequívoca y a 
título de propietario. .. pues en su calidad de hijo de Igna-
cio Cueto y por el hecho de que el resultado de la comunidad 
legal Ignacio Cueto-Rosana Peguero, fuera un predio indi-
visible hacía incierta la intención del ocupante"; que "la 
prescripción de veinte años, ha sido mal aplicada porque 
Ignacio Cueto y sus sucesores fueron ocupantes activos del 
predio y sin equívoco, con fines lucrativos, por medio de su 
hijo Audelino". .., y que "las mejoras del predio (comprén-
dase, las existencias en la porción adjudicada a los suce-
sores de Ignacio Cueto) no podían ser adjudicadas a Aude-
lino Cueto, por haber sido levantadas con materiales pro-
pios, por Ignacio Cueto y sus sucesores. .."; 

Considerando que la exégesis de este medio conduce a 
examinar el valor jurídico que el tribunal a quo, así como 
los actuales recurrentes han dado al acta de mensura y 
plano levantados por el agrimensor Carlos A. Reyes Her-
nández, el 2 de febrero de 1926, ya que en esos documentos 
es que se fundan los reclamantes para demostrar que Igna-
cio Cueto —su causante— siempre poseyó la porción del 
terreno adjudicado a Audelino Cueto y que si éste tuvo al-
guna posesión útil en esa porción de terreno lo hacía "a 
nombre de su padre. .."; pero, 
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Considerando que, contrariamente a estas alegaciones,en 
la sentencia impugnada consta que dichas actas de mensu-
ra y plano fueron declarados nulos y sin valor ni efecto 
para ser tomados como elementos de prueba de la propie-
dad, porque ellos no fueron el resultado de un mandato 
judicial, según las prescripciones de la Ley sobre División 
de Terrenos Comuneros del 21 de abril de 1911; que no 
obstante, el Tribunal a QUO retuvo sin embargo lo concer-
niente a la posesión teórica derivada de esos actos, en los 
cuales los recurrentes han apoyado su reclamación; que, 
encontrándose en pugna esa "posesión teórica" con la pose-
sión material invocada por Audelino Cueto, la cual resultó 
probada a satisfacción del tribunal por encontrarse mani-
festada por "cercas, cultivos, un rancho y otros fines lucrati-
vos", dicho tribunal decidió correctamente al adjudicar por 
prescripción a Audelino Cueto, la porción que se describe 
en el dispositivo de la sentencia recurrida, por haberla po-
seído animo domine, con los caracteres útiles que para pres-
cribir, señalan los artículos 4 de la Ley de Registro de Tie-
rras y 2229 y 2262 del Código Civil, que siendo ésta una 
decisión sustancial, ya que se refiere al fondo mismo de las 
circunstancias legales que mediaron en el caso para hacer 
tal adjudicación al intimado, resulta por vía de consecuen-
cia, que los artículos 2221 y 2228 del Código Civil y el art. 
271 de la Ley de Registro de Tierras, no han sido violados 
o mal aplicados; que en mérito a lo antes expuesto, la parte 
del medio que se examina carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Considerando en lo que concierne a la violación del art. 
555 del Código Civil, que los recurrentes se fundan en que 
las mejoras atribuídas a Audelino Cueto en el predio a 
ellos adjudicado fueron levantadas con materiales propios 
por Ignacio Cueto y sus sucesores... ; pero, 

Considerando  que, contrariamente  a estas pretensio-
n.es,7e1  examen de la sentencia impugnada  resulta que el 
tribunal a quo, mediante la_ponderación de-los elementos 
de prirWe a correspondientes, dió por estab~e dichas 
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Considerando en cuanto al segundo medio del recurso, 
que los recurrentes invocan "la violación y mala aplicación', 
de los arts. 555, 2221, 2228, 2229 y 2262 del Código Civil, 
y 4 y 271 de la Ley de Registro de Tierras, fundándose, en 
esencia, en que "Audelino Cueto solo podía ocupar el predio 
en discusión... en su calidad de hijo de Ignacio Cueto y 
valiéndose de esa calidad. .. pero no en propio nombre"; 
que "de la men.sura del 1926 se infiere que Ignacio Cueto 
siempre poseyó esos terrenos; que la renuncia a la prescrip-
ción, sea en una forma tácita o expresa ... no podía ser 
aplicada al caso... porque Ignacio Cueto y sus sucesores 
han ejercido el derecho de posesión sobre esos terrenos. . 
y no han renunciado a dicha posesión . .."; que "la de Aude-
lino Cueto no revestía los caracteres de ser inequívoca y a 
título de propietario... pues en su calidad de hijo de Igna-
cio Cueto y por el hecho de que el resultado de la comunidad 
legal Ignacio Cueto-Rosalía Peguero, fuera un predio indi-
visible hacía incierta la intención del ocupante"; que "la 
prescripción de veinte años, ha sido mal aplicada porque 
Ignacio Cueto y sus sucesores fueron ocupantes activos del 
predio y sin equívoco, con fines lucrativos, por medio de su 
hijo Audelino"..., y que "las mejoras del predio (comprén-
dase, las existencias en la porción adjudicada a los suce-
sores de Ignacio Cueto) no podían ser adjudicadas a Aude-
lino Cueto, por haber sido levantadas con materiales pro-
pios, por Ignacio Cueto y sus sucesores. .."; 

Considerando que la exégesis de este medio conduce a 
examinar el valor jurídico que el tribunal a quo, así como 
los actuales recurrentes han dado al acta de mensura y 
plano levantados por el agrimensor Carlos A. Reyes Her-
nández, el 2 de febrero de 1926, ya que en esos documentos 
es que se fundan los reclamantes para demostrar que Igna-
cio Cueto —su causante-- siempre poseyó la porción del 
terreno adjudicado a Audelino Cueto y que si éste tuvo al-
guna posesión útil en esa porción de terreno lo hacía "a 
nombre de su padre. .."; pero, 

Considerando que, contrariamente a estas alegaciones,en 
la sentencia impugnada consta que dichas actas de mensu-
ra y plano fueron declarados nulos y sin valor ni efecto 
para ser tomados como elementos de prueba de la propie-
dad, porque ellos no fueron el resultado de un mandato 
judicial, según las prescripciones de la Ley sobre División 
de Terrenos Comuneros del 21 de abril de 1911; que no 
obstante, el Tribunal a quo retuvo sin embargo lo concer-
niente a la posesión teórica derivada de esos actos, en los 
cuales los recurrentes han apoyado su reclamación; que, 
encontrándose en pugna esa "posesión teórica" con la pose-
sión material invocada por Audelino Cueto, la cual resultó 
probada a satisfacción del tribunal por encontrarse mani-
festada por "cercas, cultivos, un rancho y otros fines lucrati-
vos", dicho tribunal decidió correctamente al adjudicar por 
prescripción a Audelino Cueto, la porción que se describe 
en el dispositivo de la sentencia recurrida, por haberla po-
seído animo domine, con los caracteres útiles que para pres-
cribir, señalan los artículos 4 de la Ley de Registro de Tie-
rras y 2229 y 2262 del Código Civil, que siendo ésta una 
decisión sustancial, ya que se refiere al fondo mismo de las 
circunstancias legales que mediaron en el caso para hacer 
tal adjudicación al intimado, resulta por vía de consecuen-
cia, que los artículos 2221 y 2228 del Código Civil y el art. 
271 de la Ley de Registro de Tierras, no han sido violados 
o mal aplicados; que en mérito a lo antes expuesto, la parte 
del medio que se examina carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Considerando en lo que concierne a la violación del art. 
555 del Código Civil, que los recurrentes se fundan en que 
las mejoras atribuídas a Audelino Cueto en el predio a 
ellos adjudicado fueron levantadas con materiales propios 
por Ignacio Cueto y sus sucesores. .. ; pero, 

Considerando que, contrariamente a estas pretensio-
nes,--ael examen de la sentencia impugnada resulta que el 
tribunal a  quo, mediante la nderación de–los elementos 
de prueba correspon entes, dió por estab eci o que dichas 
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mejoras 	fueron levantadas (yerba y cercas) 	Audelino 
irt9, de buenaTéTirtioposición alguna; que' siendo 7'•-as 
las condiciones que exige el art.  555 del.C611   
áfri oras  a terceros, sobre predios pertenecientes  a 
otras personas, resulta que al ser atribuidas a Alierettn 
Cueto, por haberlo así reclamado, las mejoras existentes en 
la porción del terreno adjudicado a los sucesores U-Int.' do 
Cueto, por haberlas levaniado, según lo praara,  de buena 
f_la sin oposición alguna, el agravio que se examina carece 
igualmente de fundamento y el medio en general, por tanto 
debe ser desestimado; 

Considerando por último, en lo que respecta a la falta 
de base legal, medio que los recurrentes solamente enuncian, 
que el agravio que se menciona carece también de funda-
mento ya que el examen de la sentencia impugnada revela 
que ésta contiene una exposición completa de los hechos y 
una descripción de las circunstancias de la causa, así como 
motivos suficientes y pertinentes, que han permitido veri-
ficar que su dispositivo se encuentra legalmente justificado 
y que dicho fallo es el resultado de una exacta aplicación 
de la ley a los hechos que fueron soberanamente compro-
bados por los jueces del fondo; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Basilia Cueto de Monegro y com-
partes, contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras 
de fecha veinte y tres de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y cinco, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo; y Segundo: Condena a dichos recurrentes 
al pago de las costas, distrayéndolas en provecho del Lic. 
Freddy M. Presto] Castillo, por afirmar haberlas avanzado. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y 'firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- 

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 



'diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
ada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
ico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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mejoras fueron levantadas (yerba y cercas) por Audelino 
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las condiciones que exige el art.  555 dérCa_íg__1—•:--)Zrn-T---)ai---a 
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otras personal, resülta que al ser atribuidas a Aticlesnao 
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la porción del terreno adjudicado a' los sucesores de Igsfiheio 
Cueto, por haberlas levantado, según lo próbara,  de buena 
fé y sin oposición alguna, el agravio que se examina carece 
igualmente de fundamento y el medio en general, por tanto 
debe ser desestimado; 

Considerando por último, en lo que respecta a la falta 
de base legal, medio que los recurrentes solamente enuncian, 
que el agravio que se menciona carece también de funda-
mento ya que el examen de la sentencia impugnada revela 
que ésta contiene una exposición completa de los hechos y 
una descripción de las circunstancias de la causa, así como 
motivos suficientes y pertinentes, que han permitido veri-
ficar que su dispositivo se encuentra legalmente justificado 
y que dicho fallo es el resultado de una exacta aplicación 
de la ley a los hechos que fueron soberanamente compro-
bados por los jueces del fondo; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Basilia Cueto de Monegro y com-
partes, contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras 
de fecha veinte y tres de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y cinco, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo; y Segundo: Condena a dichos recurrentes 
al pago de las costas, distrayéndolas en provecho del Lic. 
Freddy M. Prestol Castillo, por afirmar haberlas avanzado. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impug-nada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 2 
de diciembre de 1955. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Nicolás Dáger. 
Abogado: Dr. Cesare.° A. Contreras. 

Recurridos: Juan Carlos Arán y Jeanetta Reiss de Aran. 
Abogado: Dr. Pedro Fanduiz. 

Dios, Patria y Liberbd. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día treintiuno del mes de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y seis, arios 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nicolás 
Dáger, dominicano, mayor de edad, casado, propietario, 
domiciliado y residente en la ciudad de San Francisco de 
Macorís, Cédula N' 10788, serie 56, sello 3335, contra sen-
tencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha dos de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y cinco, cuyo dis-
positivo se copia a continuación: "FALLA: 1^ Se acoge la 
instancia en revisión por error dirigida al Tribunal Supe- 

rior de Tierras en fecha 30 de marzo del 1955 por el señor 
Juan Carlos Arán; 2^ Se mantiene en todo vigor y electo 
el Certificado de Título expedido en relación con la parcela 
NQ 1 del Distrito Catastral N^ 23 de la común de San Fran-
cisco de Macorís; 3^ Se ordena la modificación del plano 
de la Parcela N" 15-0 del Distrito Catastral N" 2 de la co-: 
rnún de Cabrera, para segregar de él la porción de terreno 
situada en su lindero Oeste que comprende una porción de 
la parcela N^ 1 mencionada; 4" Se ordena al Registrador 
de Títulos de San Francisco de Macorís, la cancelación del 
Certificado de Título expedido en relaci6n con la parcela 
N^ 15-0 del Distrito Catastral N 2 de la común de Cabrera; 
5" Se ordena al Registrador de Títulos de San Francisco de 
Macorís, la expedición de un nuevo Certificado de Título so-
bre la referida Parcela N^ 15, después de modificarse el pla-
no en la forma indicada"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Cesáreo A. Contreras A., Cédula 4729, se-

rie 8, sello 21159, abogado del recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones ; 

Oído el Dr. Pedro Fanduiz, Cédula 19672, serie 56, sello 
40759, abogado de los recurridos, Juan Carlos Arán, norte-
americano, mayor de edad, casado, oficinista, domiciliado' 
y residente en la sección de El Guineal, Municipio de San 
Francisco de Macorís, Provincia Duarte, Cédula N" 43650, 
serie 1, sello 1\19 2296, y Jeanetta, Reiss de Arán, checo-
eslovaca, mayor de edad, casada, ocupada en los quehaceres 
domésticos, del mismo domicilio y residencia, cédula N° 
121, serie 47, sello N° 45032, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el seis de 
febrero del corriente ario y álscrito por el Dr. Cesáreo A. 
Contreras A., abogado del recurrente, en el cual se invoca 
el siguiente medio: "FALTA DE BASE LEGAL.— INSU-
FICIENCIA DE MOTIVOS Y MOTIVOS CONTRADICTO- 
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Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 2 
de diciembre de 1955. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Nicolás Dáger. 

Abogado: Dr. Cesáreo A. Contreras. 

Recurridos: Juan Carlos Arán y Jeanetta Reiss de Aran. 
Abogado: Dr. Pedro Fanduiz. 

Dios, Patria y Libertful. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día treintiuno del mes de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y seis, arios 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 

rior de Tierras en fecha 30 de marzo del 1955 por el señor 
Juan Carlos Arán; 2° Se mantiene en todo vigor y eteeto 
el Certificado de Título expedido en relación con la parcela 
N. 1 del Distrito Catastral N9 23 de la común de San Fran-
cisco de Macorís; 3^ Se ordena la modificación del plano 
de la Parcela N° 15-0 del Distrito Catastral N° 2 de la 
rnún de Cabrera, para segregar de él la porción de terreno 
situada en su lindero Oeste que comprende una porción de 
la parcela N^ 1 mencionada; 4" Se ordena al Registrador 
de Títulos de San Francisco de Macorís, la cancelación del 
Certificado de Título expedido en relaci6n con la parcela 

15-0 del Distrito Catastral N? 2 de la común de Cabrera; 
5 Se ordena al Registrador de Títulos de San Francisco de 
7,Iacorís, la expedición de un nuevo Certificado de Título so-
bre la referida Parcela N^ 15, después de malificarse el pla-
no en la forma indicada"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Cesáreo A. Contreras A., Cédula 4729, se-

rie 8, sello 21159, abogado del recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el Dr. Pedro Fanduiz, Cédula 19672, serie 56, sello 
40759, abogado de los recurridos, Juan Carlos Arán, norte-
americano, mayor de edad, casado, oficinista, domiciliado 
y residente en la sección de El Guinea], Municipio de San 
Francisco de Macorís, Provincia Duarte, Cédula N" 43650, 
serie 1, sello N° 2296, y Jeanetta, Reiss de Arán, checo-
eslovaca, mayor de edad, casada, ocupada en los quehaceres 
domésticos, del mismo domicilio y residencia, cédula N° 
121, serie 47, sello N° 45032, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el seis de 
febrero del corriente ario y ,átscrito por el Dr. Cesáreo A. 
Contreras A., abogado del recurrente, en el cual se invoca 
el siguiente medio: "FALTA DE BASE LEGAL.— INSU-
FICIENCIA DE MOTIVOS Y MOTIVOS CONTRADICTO- 

tencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Nicolás 

Dáger, dominicano, mayor de edad, casado, propietario, 
domiciliado y residente en la ciudad de San Francisco de 
Macorís, Cédula N° 10788, serie 56, sello 3335, contra sen-
tencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha dos de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y cinco, cuyo dis- 
positivo se copia a continuación: "FALLA: 1^ Se acoge la 
instancia en revisión por error dirigida al Tribunal Supe- 

11 
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RIOS: VIOLACION DE LOS ARTS. 141 DEL CODIGO 
VIL, 143 Y SIGS. Y 205 DE LA LEY DE REGISTRO DE 
TIERRAS"; 

Visto el memorial de defensa de fecha nueve de marzo 
del corriente ario, suscrito por el Dr. Pedro Fanduiz, abo-
gado de los recurridos; 

Vistos los memoriales de ampliación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 7, modificado por la Ley 1\19 
3719 de 1954, 121, 136, 143 y 205 de la Ley de Registro de 
Tierras; 1033 del Código de Procedimiento Civil; y 1, 5, 20, 
65, 66 y 67 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que los recurridos oponen la inadmisibi-
lidad del presente recurso sobre el fundamento de Oue la 
sentencia impugnada "fué publicada en fecha cinco de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y cinco y que habien-
do sido interpuesto el recurso el día seis de febrero de mil 
novecientos, cincuenta y seis. .. habían transcurrido los se-
senta días útiles para poder recurrir en casación"; pero, 

Considerando que de conformidad con el artículo 5 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, el plazo de la 
casación es de dos meses y no de sesenta días como lo pre-
tenden los recurridos; que, además, al tenor del artículo 66 
de la misma ley todos los plazos establecidos en ella en favor 
de las partes, son francos, y los meses se contarán según 
el calendario gregoriano; que, finalmente, dichos plazos se 
aumentan en razón de la distancia, a razón de un día por 
cada treinta kilómetros, según lo disponen los artículos 67 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación y 1033 del Có-
digo de Procedimiento Civil; que, en tales condiciones, co-
mo la sentencia impugnada fué publicada el día 5 de di-
ciembre de 1955, es obvio que el 6 de febrero de 1956 era 
una fecha útil para interponer el presente recurso, especial-
mente si se tiene en cuenta el aumento del plazo a que ha 
lugar en razón de que el recurrente Nicolás Dáger está 
'domiciliado en la ciudad de San Francisco de Macorís; 

Considerando en cuanto a la violación de los artículos 
143 y siguientes y 205 de la Ley de Registro de Tierras, 
aiegada por el recurrente, que el citado artículo 143 de la 
Ley de Registro de Tierras, que instituye el recurso de revi-
sión por causa de error material, permite la revisión de la 
sentencia que ordena el registro, cuando se demuestre que 
en ella se ha cometido un error "puramente material"; que, 
por consiguiente, el Tribunal Superior de Tierras no puede 
modificar sustancialmente los derechos registrados, pues 
ello implicaría un atentado al principio de la autoridad de 
la cosa juzgada; que, por otra parte, no constituye un 
"motivo razonable" que justifique la enmienda del Certifi-
cado de Título al tenor del artículo 205 de dicha ley, nin-
guna circunstancia que implique un cambio sustancial de 
lo que ha sido juzgado por la sentencia que ordenó el re-
gistro; 

Considerando que no obstante haberle reconocido vi-
gencia al principio consagrado en dichos textos legales y 
haber proclamado en el fallo impugnado que "en esta litis 
no se ha comprobado la existencia" de un error material, 
"sino que se está en presencia de un error de juicio", el 
Tribunal Superior de Tierras acogió el recurso de revisión 
por causa de error material intentado por Juan Carlos 
Arán, y ordenó, —por tratarse de dos Certificados de Tí-
tulos que incluyen una misma porción de terreno— que se 
mantuviera el Certificado de Título relativo a la Parcela 
N° 1 del D. C. N" 23, del municipio de San Francisco de 
Macorís, expedido en favor de Juan Carlos Arán, y que se 
modificara el Certificado de Título relativo a lajarcela 
N° 15-0 del D. C. N° 2 del municipio de Cabrera, expedido 
en favor de Nicolás Dáger, para "segregar de él la porción 
de terreno situada en su lindero Oeste que comprende una 
porción de la parcela N° 1 mencionada"; 

Considerando que al estatuir de este modo, modifican-
do sustancialmente derechos ya registrados, con motivo de 
una instancia en revisión por causa de error material, el 
Tribunal a quo violó los artículos 143 y 205 de la Ley de 
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RIOS: VIOLACION DE LOS ARTS. 141 DEL CODIGO 
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Visto el memorial de defensa de fecha nueve de marzo' 
del corriente ario, suscrito por el Dr. Pedro Fanduiz, abo-
gado de los recurridos; 

Vistos los memoriales de ampliación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
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3719 de 1954, 121, 136, 143 y 205 de la Ley de Registro de 
Tierras; 1033 del Código de Procedimiento Civil; y 1, 5, 20,' 
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novecientos. cincuenta y seis... habían transcurrido los se-
senta días útiles para poder recurrir en casación"; pero, 

Considerando que de conformidad con el artículo 5 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, el plazo de la 
casación es de dos meses y no de sesenta días como lo pre-
tenden los recurridos; que, además, al tenor del artículo 66 
de la misma ley todos los plazos establecidos en ella en favor 
-de las partes, son francos, y los meses se contarán según 
el calendario gregoriano; que, finalmente, dichos plazos se 
aumentan en razón de la distancia, a razón de un día por 
cada treinta kilómetros, según lo disponen los artículos 67 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación y 1033 del Có-
digo de Procedimiento Civil; que, en tales condiciones, co-
mo la sentencia impugnada fué publicada el día 5 de di-
ciembre de 1955, es obvio que el 6 de febrero de 1956 era 
una fecha útil para interponer el presente recurso, especial-
mente si se tiene en cuenta el aumento del plazo a que ha 
lugar. en razón de que el recurrente Nicolás Dáger está 
-domiciliado en la ciudad de San Francisco de Macorís; 

Considerando en cuanto a la violación de los artículos 
143 y siguientes y 205 de la Ley de Registro de Tierras, 
alegada por el recurrente, que el citado artículo 143 de la 
Ley de Registro de Tierras, que instituye el recurso de revi-
sión por causa de error material, permite la revisión de la 
sentencia que ordena el registro, cuando se demuestre que 
en ella se ha cometido un error "puramente material"; que, 
por consiguiente, el Tribunal Superior de Tierras no puede 
modificar sustancialmente los derechos registrados, pues 
ello implicaría un atentado al principio de la autoridad de 
la cosa juzgada; que, por otra parte, no constituye un 
"motivo razonable" que justifique la enmienda del Certifi-
cado de Título al tenor del artículo 205 de dicha ley, nin-
guna circunstancia que implique un cambio sustancial de 
lo que ha sido juzgado por la sentencia que ordenó el re-
gistro; 

Considerando que no obstante haberle reconocido vi-
gencia al principio consagrado en dichos textos legales y 
haber proclamado en el fallo impugnado que "en esta litis 
no se ha comprobado la existencia" de un error material, 
"sino que se está en presencia de un error de juicio", el 
Tribunal Superior de Tierras acogió el recurso de revisión 
por causa de error material intentado por Juan Carlos 
Arán, y ordenó, —por tratarse de dos 'Certificados de Tí-
tulos que incluyen una misma porción de terreno— que se 
mantuviera el C,ertificado de Título relativo a la Parcela 
N" 1 del D. C. N9 23, del municipio de San Francisco de 
Macorís, expedido en favor de Juan Carlos Arán, y que se 
modificara el Certificado de Título relativo a la,Parcela 
N° 15-0 del D. C. N9 2 del municipio de Cabrera, expedido 
en favor de Nicolás Dáger, para "segregar de él la porción 
de terreno situada en su lindero Oeste que comprende una 
porción de la parcela N° 1 mencionada"; 

Considerando que al estatuir de este modo, modifican-
do sustancialmente derechos ya registrados, con motivo de 
una instancia en revisión por causa de error material, el 
Tribunal a quo violó los artículos 143 y 205 de la Ley de 
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Registro de Tierras, modificado por la Ley N9 3719, del 
1954, que atribuye competencia exclusiva al Tribunal de 
Tierras para conocer, además de los casos indicados en sus 
Incisos 1, 2, 3, 4 y 5, de "todas las cuestiones" que surjan 
en relación con dichos casos o que sea necesario ventilar 
para la correcta aplicación de dicha ley, así como el artículo 
12 de la misma, según el cual el Tribunal de Tierras está 
form-ado por un Tribunal Superior y por jueces de jurisdic-
ción original, privando a las partes del beneficio que para 
ellas implica el doble grado de jurisdicción; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por el Tribunal Superior de Tierras en 'fecha dos de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y cinco, cuyo ,dis-
positivo se copia en otra parte del presente fallo, y envía 
el asunto ante el mismo Tribunal; y Segundo: Condena a 
los recurridos al pago de las costas, cuya distracción se 
ordena en provecho del Dr. Cesáreo A. Contreras A., abo-
gado del recurrente, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DE 1956 

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 2 de 
agosto de 1955. 

materia: Tierras. 

Wellrreflte: Wenceslao Vásquez Mena. 
Abogado: Dr. Mario A. de Moya Díaz. 

Recurridos: Ana Julia Torres Vásquez y compartes. 
Abogados: Dres. Francisco Augusto Mendoza Castillo; Julio César 

Castaños Espaillat y León de Jesús Castaños Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día treintiuno del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y seis, arios 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Wences-
lao Vásquez Mena, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en Estancia Nueva, Munici-
pio de Moca, Provincia Espaillat, cédula 100015, serie 54, 
sello 20602, contra sentencia del Tribut,a1 Superior de Tie-
rras (Decisión Número 2), en relación con la parcela nú-
mero 4, del Distrito Catastral número 12, del Municipio de 
IVIoca, secciones y ..3itios de "Monte de la Jagua", "Santa 



2224 	 BOLETÍN JUDICIAL 

Registro de Tierras, modificado por la Ley N9 3719, del 
1954, que atribuye competencia exclusiva al Tribunal de 
Tierras para conocer, además de los casos indicados en sus 
Incisos 1, 2, 3, 4 y 5, de "todas las cuestiones" que surjan 
en relación con dichos casos o que sea necesario ventilar 
para la correcta aplicación de dicha ley, así como el artículo 
12 de la misma, según el cual el Tribunal de Tierras está 
formado por un Tribunal Superior y por jueces de jurisdic-
ción original, privando a las partes del beneficio que para 
ellas implica el doble grado de jurisdicción; 

Por tales motivos, Pritnero: Casa la sentencia pronun-
ciada por el Tribunal Superior de Tierras en fecha dos de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y cinco, cuyo flis-
positivo se copia en otra parte del presente fallo, y envía 
el asunto ante el mismo Tribunal; y Seg-undo: Condena a 
los recurridos al pago de las costas, cuya distracción se 
ordena en provecho del Dr. Cesáreo A. Contreras A., abo-
gado del recurrente, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.—  

sENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DE 1956 

sentencia Impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 2 de 

agosto de 1955. 

Inateria: Tierras. 

Recurrente: Wenceslao Vásquez Mena. 
Abogado: Dr. Mario A. de Moya Díaz. 

Recurridos: Ana Julia Torres Vásquez y compartes. . 

Abogados: Dres. Francisco Augusto Mendoza Castillo; Julio César 
Castaños Espaillat y León de Jesús Castaños Pérez. 

Dios, Patria, y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohen, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día treintiuno del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y seis, arios 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Wences-
lao Vásquez Mena, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en Estancia Nueva, Munici-
pio de Moca, Provincia Espaillat, cédula 100015, serie 54, 
ello 20602, contra sentencia del Tribuhal Superior de Tie-

rras (Decisión Número 2), en relación con la parcela nú-
mero 4, del Distrito Catastral número 12, del Municipio de 
Moca, secciones y nitios de "Monte de la Jagua", "Santa 
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Rosa" y "El Corozo", provincia de Espaillat, de fecha dos 
de agosto de mil novecientos cincuenticinco, cuyo dispositi-
vo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Mario A. de Moya Díaz, cédula 2541, serie 

1, sello 22405, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el Dr. R. Antonio Jiménez, en representación de 
los Dres. Francisco Augusto Mendoza Castillo, cédula 10078, 
serie 37, sello 20283, Julio César Castaños Espaillat, cédula 
34196, serie 31, sello 15231 y León de Jesús Castaños Pérez, 
cédula 34, serie 54, sello 29774, abogados de los recurridos 
en casación, señores Ana Tulia Torres Vásquez, dominicana, 
mayor de edad, soltera, de quehaceres domésticos, domici-
liada y residente en esta ciudad, cédula 2284, serie 54, sello 
977557; Luis Berardo López Vásquez, dominicano, mayor 
de edad, soltero, empleado público, domiciliado y residente 
en la ciudad y municipio de Moca, provincia Espaillat, cé-
dula 19284, serie 54, sello 15502; Agripina Vásquez Mena, 
dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres domés-
ticos, domiciliada y residente en la ciudad, municipio y pro-
vincia de Santiago, cédula 9044, serie 54, sello 78341; Ma-
ría Inés Vásquez Mena, dominicana, mayor de edad, casada, 
de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en la sec-
ción de Monte de la Jagua, municipio de Moca, provincia 
de Espaillat, cédula 9046, serie 54, sello 857973 y Venecia 
López Vásquez, dominicana, mayor de edad, casada, de que-
haceres domésticos, domiciliada y residente en la sección 
de Estancia Nueva Abajo, del municipio de Moca, provincia 
Espaillat, cédula 14950, serie 54, sello 2352162, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha tres de octubre 
de mil novecientos cincuenticinco, suscrito por el Dr. Ma-
rio A. de Moya Díaz, abogado del recurrente, en el cual se  

'invocan los medios de casación que más adelante se. ex-- 

P°11dVráinst;os los memoriales de defensa de fecha veintiocho' 
de noviembre de mil novecientos cincuenticinco, suscritos 
por los Doctores Francisco Augusto Mendoza 'Castillo, Julio. 
César Castaños Espaillat y León de Jesús Castaños Pérez,. 
abogados de los recurridos ya mencionados antes; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia 
de fecha cuatro de junio de mil novecientos cincuentíséis, 
por la cual se declara el defecto de los recurridos Fernando' 
Badía Vásquez, Edita Torres Vásquez, Juan P. Badía Vás-- 
quez, Juan Ubaldo Vásquez Mena, Bienvenido Torres Vás-
quez, Domingo Torres Vásquez, Luis Badía Vásquez, Elsa. 
Badía Vásquez de Villanueva y Francisco Badía Vásquez 
intimados en el presente recurso de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 84 de la Ley de Registro de 

,5; Tierras; 133 del Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de. 

‘k la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
"que por su decisión de fecha 20 de diciembre de 1949, el 
Juez de Jurisdicción Original apoderado del saneamiento de 
la Parcela N9 4 del Distrito Catastral N^ 12 de la Común 
(hoy municipio) de Moca ordenó el registro del derecho de 
propiedad sobre esta parcela en favor de la señora María 
Inés Vásquez de García, la cantidad de 66 As., 03 Cas., equi-
valentes a diez y media tareas, y en favor del señor Wences-
lao A. Vásquez el resto de la parcela y sus mejoras"; b) 
"que en grado de apelación dicha sentencia 'fué revocada en 
cuanto a la mencionada Parcela N9 4 por la decisión del 
Tribunal Superior de Tierras de fecha 27 de abril de 1954, 
por la cual se ordenó la celebración de un nuevo juicio en: 
el saneamiento de dicha parcela"; c) "que el Juez de ju-
risdicción original apoderado para la celebración del nuevo 
juicio dictó su Decisión N^ 1 de fecha 22 de octubre de 
1954, la cual ordenó el registro del derecho de propiedad de 
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Rosa" y "El Corozo", provincia de Espaillat, de fecha dos 
de agosto de mil novecientos cincuenticinco, cuyo dispositi-
vo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Mario A. de Moya Díaz, cédula 2541, serie 

1, sello 22405, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el Dr. R. Antonio Jiménez, en representación de 
los Dres. Francisco Augusto Mendoza Castillo, cédula 10078, 
serie 37, sello 20283, Julio César Castaños Espaillat, cédula 
34196, serie 31, sello 15231 y León de Jesús Castaños Pérez, 
cédula 34, serie 54, sello 29774, abogados de los recurridos 
en casación, señores Ana Tulia Torres Vásquez, dominicana, 
mayor de edad, soltera, de quehaceres domésticos, domici- 
liada y residente en esta ciudad, cédula 2284, serie 54, sello 
977557; Luis Berardo López Vásquez, dominicano, mayor 
de edad, soltero, empleado público, domiciliado y residente 
en la ciudad y municipio de Moca, provincia Espaillat, cé- 
dula 19284, serie 54, sello 15502; Agripina Vásquez Mena, 
dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres domés- 
ticos, domiciliada y residente en la ciudad, municipio y pro- 
vincia de Santiago, cédula 9044, serie 54, sello 78341; Ma- 
ría Inés Vásquez Mena, dominicana, mayor de edad, casada, 
de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en la sec- 
ción de Monte de la Jagua, municipio de Moca, provincia 
de Espaillat, cédula 9046, serie 54, sello 857973 y Venecia 
López Vásquez, dominicana, mayor de edad, casada, de que- 
haceres domésticos, domiciliada y residente en la sección 
de Estancia Nueva Abajo, del municipio de Moca, provincia 
Espaillat, cédula 14950, serie 54, sello 2352162, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha tres de octubre 
de mil novecientos cincuenticinco, suscrito por el Dr. Ma- 
rio A. de Moya Díaz, abogado del recurrente, en el cual se 
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invocan los medios de casación que más adelante se. ex- 

P°11dVráinst;os los memoriales de defensa de fecha veintiocho' 
de noviembre de mil novecientos cincuenticinco, suscritos 
por los Doctores Francisco Augusto Mendoza 'Castillo, Julio. 
César Castaños Espaillat y León de Jesús Castaños Pérez,. 
abogados de los recurridos ya mencionados antes; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia 
de fecha cuatro de junio de mil novecientos cincuentiséis, 
por la cuat se declara el defecto de los recurridos Fernando' 
Badía Vásquez, Edita Torres Vásquez, Juan P. Badía Vás-- 
quez, Juan Ubaldo Vásquez Mena, Bienvenido Torres Vás-
quez, Domingo Torres Vásquez, Luis Badía Vásquez, Elsa. 
Badía Vásquez de Villanueva y Francisco Badía Vásquez 
intimados en el presente recurso de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 84 de la Ley de Registro de 
Tierras; 133 del Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
"que por su decisión de fecha 20 de diciembre de 1949, el 
Juez de Jurisdicción Original apoderado del saneamiento de 
la Parcela N° 4 del Distrito Catastral N° 12 de la Común 
(hoy municipio) de Moca ordenó el registro del derecho de 
propiedad sobre esta parcela en favor de la señora María 
Inés Vásquez de García, la cantidad de 66 As., 03 Cas., equi-
valentes a diez y media tareas, y en favor del señor Wences-
lao A. Vásquez el resto de la parcela y sus mejoras"; b) 
"que en grado de apelación dicha sentencia fué revocada en 
cuanto a la mencionada Parcela N° 4 por la decisión del 
Tribunal Superior de Tierras de fecha 27 de abril de 1954, 
por la cual se ordenó la celebración de un nuevo juicio en 
el saneamiento de dicha parcela"; c) "que el Juez de ju-
risdicción original apoderado para la celebración del nuevo 
juicio dictó su Decisión N° 1 de fecha 22 de octubre de 
1954, la cual ordenó el registro del derecho de propiedad de 
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la misma parcela en la siguiente forma: 1 tarea en favor 
de Rafaela Almánzar; 9 tareas en favor de Gregoria Mena; 
1(51/2 tareas para cada una de las siguientes personas: María 
Inés Vásquez Mena, Sucesores de Aurora Vásquez Mena, 
Sucesores de Julia Vásquez Mena y Agripina Vásquez Mena; 
y el resto en favor de Wenceslao A. Vásquez Mena"; d) que 
:contra dicha decisión interpusieron recursos de apelación 
los señores Wenceslao A. Vásquez, Juan Ubaldo Vásquez 
Mena y María Antonia Torres Vásquez, los cuales fueron 
conocidos en la audiencia celebrada por el Tribunal Supe-
rior de Tierras el día 2 de mayo de 1955"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación a 
que se ha hecho referencia, el Tribunal Superior de Tierras 
dictó en fecha dos de agosto de mil novecientos cincuenti-
cinco, la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dis-
positivo, en la parte que se relaciona con el presente recur-
so, dice así: ". .. Segundo: se acoge en parte y se Rechaza 
en parte la apelación interpuesta en fecha 16 de noviembre 
de 1954 por el señor Wenceslao A. Vásquez Mena"; ... 

-"Cuarto: Se Confirma, con las modificaciones resultantes 
,de los motivos de la presente sentencia la Decisión N" 1 
dictada por el Tribunal de Tierras de jurisdicción original 
en fecha 22 de octubre de 1954, en el saneamiento de la 
Parcela N9 4 del Distrito Catastral N9 12 de la Común de 
Moca, para que su dispositivo en lo adelante rija del siguien, 
te modo: "En la Parcela Número 4 (Cuatro). "Se Ordena 
el registro del derecho de propiedad de esta parcela y sus 
mejoras en la forma siguiente:— "a) Una porción de Diez 
tareas y Medía (66 As. 03 Cas.), con sus mejoras, en favor 
de la señora María Inés Vásquez Mena, dominicana, mayor 
de edad, casada con Manuel García, domiciliada y residente 
en Monte de la Jagua, Moca, Cédula N9 9046, Serie 4"; "b) 
Una porción de Diez Tareas y Media (66 As. 03 Cas.),. con 
sus mejoras, en favor de los Sucesores de Aurora Vásquez 
Mena, que son: María Antonia Torres Vásquez (Edita), 
residente en Monte de la Jagua, Moca; Ana Julia Torres 
Vásquez, residente en la calle N9 2, casa N9 63, Ciudad 

Trujillo; Bienvenido Torres Vásquez, residente en Yaque 
Arriba, Jánico; y Domingo Torres Vásquez, cuyas genera-
les no constan"; "c) Una porción de Diez y Media Tareas 
(66 As. 03 Cas.), con sus mejoras, en favor de los Sucesores 
de Julia Vsquez Mena, que son: Venecia López Vásquez, 
residente en Estancia Nueva, Moca, y Luis V. López Vás-
quez, cuyas generales se ignoran"; "d) Una porción de Diez 
Tareas y Media (66 As. 03 Cas.), con sus mejoras, en favor 
del señor Juan Ubaldo Vásquez Mena, dominicano, mayor 
de edad, soltero, domiciliado y residente en Monte de la 
Jagua, Moca, Cédula N° 10434, serie 54"; "e) Una porción 
de Diez Tareas y Media (66 As., 03 Cas.), en favor de los 
Sucesores de Victoriana Vásquez Mena, con sus mejoras"; 
"f) Una Porción de Diez Tareas y Media, con sus mejoras 
(66 As., 03 Cas.), en favor de la señora Agripina Vásquez 
Mena, cuyas generales se ignoran"; "g) El Resto de esta 
parcela con sus mejoras, en favor del señor Wenceslao An-
tonio Vásquez Mena, dominicano, mayor de edad, hacenda-
do, casado, domiciliado en Estancia Nueva, Moca, Cédula 
N9 10015, serie 54"; 

Considerando que por su memorial el recurrente Wen-
ceslao Vásquez Mena, invoca los siguientes medios de ca-
sación: "desnaturalización de los hechos y falta de base 
legal" y en el desarrollo de éstos, expone, en síntesis: que 
al afirmar el Tribunal Superior de Tierras, en el Tercer 
Considerando de la decisión impugnada que el recurrente 
"mantuvo la posesión de una porción de terreno dentro 
de la parcela de que se trata, propiedad de su madre Inés 
Mena Vda. Vásquez, por cuenta de ésta, hasta su falleci-
miento acaecido hace 7 ú 8 arios, según su propia declara-
ción, y que su extensión es de más o menos 100 tareas"; 

Y "que por motivos que este Tribunal considera fundados 
el juez de jurisdicción original estimó dicha porción de 
terreno en 84 tareas, estimación que quedó por debajo del 
área de la porción que el señor Wenceslao A. Vásquez 
tácitamente reconoce en el acto de referencia que era a la 
que tenía derecho su madre antes de morir"; que "esta 
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la misma parcela en la siguiente forma: 1 tarea en favor 
de Rafaela Almánzar; 9 tareas en favor de Gregoria Mena; 
1Ó1/2 tareas para cada una de las siguientes personas: María 
Inés Vásquez Mena, Sucesores de Aurora Vásquez Mena, 
Sucesores de Julia Vásquez Mena y Agripina Vásquez Mena; 
y el resto en favor de Wenceslao A. Vásquez Mena"; d) que 
:contra dicha decisión interpusieron recursos de apelación 
los señores Wenceslao A. Vásquez, Juan Ubaldo Vásquez 
Mena y María Antonia Torres Vásquez, los cuales fueron 
conocidos en la audiencia celebrada por el Tribunal Supe-
rior de Tierras el día 2 de mayo de 1955"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación a 
,rque se ha hecho referencia, el Tribunal Superior de Tierras 
dictó en fecha dos de agosto de mil novecientos cincuenti-
cinco, la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dis-
positivo, en la parte que se relaciona con el presente recur-
so, dice así: " .. Segundo: se acoge en parte y se Rechaza 
en parte la apelación interpuesta en fecha 16 de noviembre 
de 1954 por el señor Wenceslao A. Vásquez Mena"; . 

-"Cuarto: Se Confirma, con las modificaciones resultantes 
,de los motivos de la presente sentencia la Decisión N° 1 
dictada por el Tribunal de Tierras de jurisdicción original 
en fecha 22 de octubre de 1954, en el saneamiento de la 
Parcela N9 4 del Distrito Catastral N° 12 de la Común de 
Moca, para que su dispositivo en lo adelante rija del siguien. 
te modo: "En la Parcela Número 4 (Cuatro). "Se Ordena 
el registro del derecho de propiedad de esta parcela y sus 
mejoras en la forma siguiente:— "a) Una porción de Diez 
tareas y Medía (66 As. 03 Cas.), con sus mejoras, en favor 
de la señora María Inés Vásquez Mena, dominicana, mayor 
de celad, casada con Manuel García, domiciliada y residente 
en Monte de la Jagua, Moca, Cédula N9 9046, Serie 4"; "b) 
Una porción de Diez Tareas y Media (66 As. 03 Cas.),' con 
sus mejoras, en favor de los Sucesores de Aurora Vásquez 
Mena, que son: María Antonia Torres Vásquez (Edita), 
residente en Monte de la Jagua, Moca; Ana Julia Torres 
Vásquez, residente en la calle N9 2, casa N9 63, Ciudad 

Trujillo; Bienvenido Torres Vásquez, residente en Yaque 
Arriba, Jánico; y Domingo Torres Vásquez, cuyas genera-
les no constan"; "c) Una porción de Diez y Media Tareas 
(66 As. 03 Cas.), con sus mejoras, en favor de los Sucesores 
de Julia Vsquez Mena, que son: Venecia López Vásquez, 
residente en Estancia Nueva, Moca, y Luis V. López Vás-
quez, cuyas generales se ignoran"; "d) Una porción de Diez 
Tareas y Media (66 As. 03 Cas.), con sus mejoras, en favor 
del señor Juan Ubaldo Vásquez Mena, dominicano, mayor 
de edad, soltero, domiciliado y residente en Monte de la 
Jagua, Moca, Cédula 1\19 10434, serie 54"; "e) Una porción 
de Diez Tareas y Media (66 As., 03 Cas.), en favor de los 
Sucesores de Victoriana Vásquez Mena, con sus mejoras"; 
"f) Una Porción de Diez Tareas y Media, con sus mejoras 
(66 As., 03 Cas.), en favor de la señora Agripina Vásquez 
Mena, cuyas generales se ignoran"; "g) El Resto de esta 
parcela con sus mejoras, en favor del señor Wenceslao An-
tonio Vásquez Mena, dominicano, mayor de edad, hacenda-
do, casado, domiciliado en Estancia Nueva, Moca, Cédula 
N° 10015, serie 54"; 

Considerando que por su memorial el recurrente Wen-
ceslao Vásquez Mena, invoca los siguientes medios de ca-
sación: "desnaturalización de los hechos y falta de base 
legal" y en el desarrollo de éstos, expone, en síntesis: que 
al afirmar el Tribunal Superior de Tierras, en el Tercer 
Considerando de la decisión impugnada que el recurrente 
"mantuvo la posesión de una porción de terreno dentro 
de la parcela de que se trata, propiedad de su madre Inés 
Mena Vda. Vásquez, por cuenta de ésta, hasta su falleci-
miento acaecido hace 7 ú 8 arios, según su propia declara-
ción, y que su extensión es de más o menos 100 tareas"; 
Y "que por motivos que este Tribunal considera fundados 
el juez de jurisdicción original estimó dicha porción de 
terreno en 84 tareas, estimación que quedó por debajo del 
área de la porción que el señor Wenceslao A. Vásquez 
tácitamente reconoce en el acto de referencia que era a la 
que tenía derecho su madre antes de morir"; que "esta. 
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consideración fué basada en un acto privado sometido por 
el recurrente al Tribunal Superior, en el cual consta: "que 
la Señora Inés Mena Vda. Vásquez conviene en vender a 
Wenceslao Vásquez una porción de terreno dividida en dos 
cuadros de 50 tareas, poco más o menos etc. etc.," y que el 
Tribunal Superior de Tierras hizo una errada interpretación 
del acto privado referido, por cuanto ambos cuadros no son 
ni eran de 50 tareas cada uno, sino que la extensión de am-
bos, sumados, ascendían a una superficie total de 50 tareas 
poco más o menos"; que tal aseveración "se confirma 
confrontando las declaraciones tanto del recurrente Wen-
ceslao Vásquez Mena como de sus oponentes y testigos" y, 
por último, que "es evidente el error incurrido por el Tri-
bunal Superior de Tierras al desnaturalizar y olvidar esas 
declaraciones y hechos, por lo que, consecuentemente, tam-
bién incurrió la decisión impugnada en falta de base legal"; 
pero, 

Considerando que pertenece a los jueces del 'fondo in-
terpretar el sentido y la letra de las convenciones, quedando, 
no obstante, a esta Suprema Corte de Justicia el poder y el 
derecho de apreciar los elementos del acto y la determi-
nación de las consecuencias legales que resultan de los he-
chos del proceso; que, en la especie, el Tribunal Superior • 
de Tierras, después de descartar el acto del cual se trata, 
como traslativo del derecho de propiedad que reclamaba su 
beneficiario, "porque su firma no fué reconocida en vida 
por su otorgante ni después de su muerte por sus herede-
ros, y, además, por no haber sido sometido a la formalidad 
de la transcripción", lo aceptó como prueba contra el ahora 
recurrente, por haber sido él quien lo produjo al debate 
como verdadero, "para confirmar el hecho ya establecido 
por los demás elementos probatorios del expediente y por 
la misma confesión del apelante Wenceslao A. Vásquez de 
que éste mantuvo la posesión de una porción de terreno 
dentro de la parcela de que se trata, propiedad de su madre 
Inés Mena Vda. Vásquez, por cuenta de ésta, hasta su falle-
cimiento acaecido hace 7 u 8 arios según su propia decla- 
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ración, y que su extensión es de más o menos 100 tareas"; 
que al interpretar la indicada convención, basándose en 
otros "elementos probatorios del expediente" y en la propia 
confesión del ahora recurrente, el Tribunal Superior de 
Tierras no incurrió en desnaturalización alguna; que, por 
él contrario, las comprobaciones realizadas por los jueces 
del fondo, fueron el resultado de la ponderación de las prue-
bas sometidas a la discusión de las partes en los debates y 
al examen del juez en la decisión; que, además la sentencia 
impugnada contiene una exposición completa de los hechos 

y una descripción de las circunstancias de la causa, que 
han permitido verificar que dicho fallo es el resultado de 
una exacta aplicación de la ley a los hechos que fueron so-
beranamente comprobados por los jueces del fondo; que, 
por todo cuanto ha sido expuesto, los medios del presente 
recurso deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Wenceslao Vásquez Mena, contra 
sentencia del Tribunal Superior de Tierras (Decisión Nú-
mero 2), en relación con la parcela número 4, del Distrito 
Catastral número 12, del Municipio de Moca, Provincia Es-
paillat, de fecha dos de agosto de mil novecientos cincuen-
ticinco, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del 
presente fallo; y Segundo: Condena a dicho recurrente al 
pago de las costas, con distracción de las mismas en prove-
cho de los Doctores Francisco Augusto Mendoza Castillo, 
Julio César Castaños Espaillat y León de Jesús Castaños 
Pérez abogados de algunos de los recurridos, quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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consideración fué basada en un acto privado sometido por 
el recurrente al Tribunal Superior, en el cual consta: "que 
la Señora Inés Mena Vda. Vásquez conviene en vender a 
Wenceslao Vásquez una porción de terreno dividida en dos 
cuadros de 50 tareas, poco más o menos etc. etc.," y que el 
Tribunal Superior de Tierras hizo una errada interpretación 
del acto privado referido, por cuanto ambos cuadros no son 
ni eran de 50 tareas cada uno, sino que la extensión de am-
bos, sumados, ascendían a una superficie total de 50 tareas 
poco más o menos"; que tal aseveración "se confirma 
confrontando las declaraciones tanto del recurrente Wen-
ceslao Vásquez Mena como de sus oponentes y testigos" y, 
por último, que "es evidente el error incurrido por el Tri-
bunal Superior de Tierras al desnaturalizar y olvidar esas 
declaraciones y hechos, por lo que, consecuentemente, tam-
bién incurrió la decisión impugnada en falta de base legal"; 
pero, 

Considerando que pertenece a los jueces del 'fondo in-
terpretar el sentido y la letra de las convenciones, quedando, 
no obstante, a esta Suprema Corte de Justicia el poder y el 
derecho de apreciar los elementos del acto y la determi-
nación de las consecuencias legales que resultan de los he-
chos del proceso; que, en la especie, el Tribunal Superior 
de Tierras, después de descartar el acto del cual se trata, 
como traslativo del derecho de propiedad que reclamaba su 
beneficiario, "porque su firma no fué reconocida en vida 
por su otorgante ni después de su muerte por sus herede-
ros, y, además, por no haber sido sometido a la formalidad 
de la transcripción", lo aceptó como prueba contra el ahora 
recurrente, por haber sido él quien lo produjo al debate 
como verdadero, "para confirmar el hecho ya establecido 
por los demás elementos probatorios del expediente y por 
la misma confesión del apelante Wenceslao A. Vásquez de 
que éste mantuvo la posesión de una porción de terreno 
dentro de la parcela de que se trata, propiedad de su madre 
Inés Mena Vda. Vásquez, por cuenta de ésta, hasta su falle-
cimiento acaecido hace 7 u 8 arios según su propia decla- 

ración, y que su extensión es de más o menos 100 tareas"; 
que al interpretar la indicada convención, basándose en 

otros "elementos probatorios del expediente" y en la propia 
confesión del ahora recurrente, el Tribunal Superior de 
Tierras no incurrió en desnaturalización alguna; que, por 
ei contrario, las comprobaciones realizadas por los jueces 
del fondo, fueron el resultado de la ponderación de las prue-
bas sometidas a la discusión de las partes en los debates y 
al examen del juez en la decisión; que, además la sentencia 
jmpugnada contiene una exposición completa de los hechos 
y una descripción de las circunstancias de la causa, que 
han permitido verificar que dicho fallo es el resultado de 
una exacta aplicación de la ley a los hechos que fueron so-
beranamente comprobados por los jueces del fondo; que, 
por todo cuanto ha sido expuesto, los medios del presente 
recurso deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Wenceslao Vásquez Mena, contra 
sentencia del Tribunal Superior de Tierras (Decisión Nú-
mero 2), en relación con la parcela número 4, del Distrito 
Catastral número 12, del Municipio de Moca, Provincia Es-
paillat, de fecha dos de agosto de mil novecientos cincuen-
ticinco, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del 
presente fallo; y Segundo: Condena a dicho recurrente al 
pago de las costas, con distracción de las mismas en prove-
cho de los Doctores Francisco Augusto Mendoza Castillo, 
Julio César Castaños Espaillat y León de Jesús Castaños 
Pérez abogados de algunos de los recurridos, quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia Impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 2 de 
agosto de 1955. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Gregoria Mena. 
Abogado: Dr. Hipólito Peguero Asencio. 

Recurrido: Wenceslao Vásquez Mena. 
Abogado: Dr. Mario A. de Moya Diaz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominie,ana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día treintiuno del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, arios 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gregoria 
Mena, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres 
domésticos, domiciliada y residente en la casa número 143, 
de la calle "Benito González" de esta ciudad, cédula 13524, 
serie 54, sello 889816, contra sentencia del Tribunal Supe-
rior de Tierras (Decisión Número 2), en relación con la Par-
cela número 4 del Distrito Catastral número 12, del Muni-
cipio de Moca, secciones y sitios de "Monte de la Jagua", 
"Santa Rosa" y "El Corozo", Provincia de Espaillat, de  

fecha dos de agosto de mil novecientos cincuentícinco, cuyo 
aspositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el doctor Mario A. De Moya Díaz, cédula 2541, 

serie 1, sello 20602, abogado del recurrido Wenceslao Vás- 
quez Mena, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, 

"K- domiciliado y residente en Estancia Nueva, Municipio de 
. Mota, Provincia Espaillat, cédula 10015, serie 54, sello 

1083, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación de fecha tres de octubre 

de mil novecientos cincuenta y cinco, suscrito por él doctor 
Hipólito Peguero Asencio, cédula 7840, serie 1, sello 33897, 
abogado del recurrente, en el cual se invocan los medios de 

' casación que más adelante se expondrán; 
Visto el memorial de defensa, de fecha doce de noviem- 

bre de mil novecientos cincuenta y cinco, suscrito por el 
doctor Mario A. de Moya D., abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1582, 1583 y siguientes del 
Código Civil; 84 de la Ley de Registro de Tierras; 133 y 
141 del Código de Procedimiento Civil; 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiem consta lo siguiente: "a) 
que por su decisión de fecha veinte de diciembre de mil 
novecientos cuarentinueve, el Juez de Jurisdicción Original 
apoderado del saneamiento de la Parcela N° 4 del Distrito 
Catastral N° 12 de la Común (hoy Municipio) de Moca 
ordenó el registro del derecho de propiedad sobre esta par-
cela en favor de la señora María Inés Vásquez de García, 
la cantidad de 66 As. 03 Cas. equivalente a diez y media ta-
reas, y en favor del señor Wenceslao A. Vásquez el resto 
de la parcela y sus mejoras"; b) "que en grado de apela-
ción dicha sentencia fué revocada en cuanto a la mencio-
nada Parcela N° 4 por la decisión del Tribunal Superior 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 2 
agosto de 1955. 

Materia.: Tierras. 

Recurrente: Gregoria Mena. 
Abogado: Dr. Hipólito Peguero Asencio. 

Recurrido: Wenceslao Vásquez Mena. 
Abogado: Dr. Mario A. de Moya Díaz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día treintiuno del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y seis, arios 113' de la Independencia, 94' 
de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gregoria 
Mena, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres 
domésticos, domiciliada y residente en la casa número 143, 
de la calle "Benito González" de esta ciudad, cédula 13524, 
serie 54, sello 889816, contra sentencia del Tribunal Supe-
rior de Tierras (Decisión Número 2), en relación con la Par-
cela número 4 del Distrito Catastral número 12, del Muni-
cipio de Moca, secciones y sitios de "Monte de la Jagua", 
"Santa Rosa" y "El Corozo", Provincia de Espaillat, de  

fecha dos de agosto de mil novecientos cincuenticinco, cuyo 
• positivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el doctor Mario A. De Moya Díaz, cédula 2541, 

erie 1, sello 20602, abogado del recurrido Wenceslao Vás-
quez Mena, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, 
domiciliado y residente en Estancia Nueva, Municipio de 
Moba, Provincia Espaillat, cédula 10015, serie 54, sello 
1083, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación de fecha tres de octubre 

de mil novecientos cincuenta y cinco, suscrito por él doctor 
Hipólito Peguero Asencio, cédula 7840, serie 1, sello 33897, 
abogado del recurrente, en el cual se invocan los medios de 
casación que más adelante se expondrán; 

/ 	Visto el memorial de defensa, de fecha doce de noviem- 
bre de mil novecientos cincuenta y cinco, suscrito por el 
doctor Mario A. de Moya D., abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1582, 1583 y siguientes del 
Código Civil; 84 de la Ley de Registro de Tierras; 133 y 
141 del Código de Procedimiento Civil; 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: "a) 
que por su decisión de fecha veinte de diciembre de mil 
novecientos cuarentinueve, el Juez de Jurisdicción Original 
apoderado del saneamiento de la Parcela Nn 4 del Distrito 
Catastral N9 12 de la Común (hoy Municipio) de Moca 
ordenó el registro del derecho de propiedad sobre esta par-
cela en favor de la señora María Inés Vásquez de García, 
la cantidad de 66 As. 03 Cas. equivalente a diez y media ta-

. reas, y en favor del señor Wenceslao A. Vásquez el resto 
de la parcela y sus mejoras"; b) "que en grado de apela-
ción dicha sentencia fué revocada en cuanto a la mencio-
nada Parcela N9 4 por la decisión del Tribunal Superior 
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de Tierras de fecha veintisiete de abril de mil novecientos 
cincuenta y cuatro, por la cual se ordenó la celebración 
de un nuevo juicio en el saneamiento de dicha parcela"; 
c) "que el Juez de jurisdicción original apoderado para la 
celebración del nuevo juicio dictó su Decisión N" 1 de fecha 
veintidós de octubre de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
la cual ordenó el registro del derecho de propiedad de la 
misma parcela en la siguiente forma: 1 tarea en favor de 
Rafael Almánzar; 9 tareas en favor de Gregoria Mena; 
101A tareas para cada una de las siguientes personas: Ma-
ría Inés Vásquez Mena, Sucesores de Aurora Vásquez Me-
na, Sucesores de Julia Vásquez Mena y Agripina Vásquez 
Mena; y el resto en favor de Wenceslao A. Vásquez Mena"; 
d) que contra dicha decisión interpusieron recursos de ape-
lación los señores Wenceslao A. Vásquez, Juan Ubaldo Vás-
quez Mena y María Antonia Torres Vásquez, los cuales 
fueron conocidos en la audiencia celebrada por el Tribunal 
Superior de Tierras el día dos de mayo de mil novecientos 
cincuenta y cinco; 

Considerando que sobre los recursos de apelación a 
que se ha hecho referencia, el Tribunal Superior de Tie-
rras dictó en fecha dos de agosto de mil novecientos cin-
cuenticindo, la sentencia ahora impugnada en casación, 
cuyo dispositivo, en la parte que se relaciona con el presen-
te recurso, dice así: " .. Tercero: Se acoge el desistimiento 
de la apelación interpuesta por la señora Gregoria Mena, 
y se rechazan, por infundadas sus conclusiones formuladas 
por ante el Tribunal Superior; Cuarto: Se confirma, con las 
modificaciones resultantes de los motivos de la presente 
sentencia, la Decisión N9 1 dictada por el Tribunal de Tie-
rras de Jurisdicción original en fecha 22 de octubre del 
1954, en el saneamiento de la Parcela 1\19 4 del Distrito Ca-
tastral N^ 12 de la Común de Moca, para que su dispositivo 
en lo adelante rija del siguiente modo: EN LA PARCELA 
NUMERO 4 (CUATRO).— Se ordena el registro del dere-
cho de propiedad de esta parcela y sus mejoras, en la forma 
siguiente: a) Una porción de Diez Tareas y Media (66 As.  

03 Cas), con sus mejoras, en favor de la señora María Inés 
Vásquez Mena, dominicana, mayor de edad, casada, con 
Manuel García, domiciliada y residente en Monte de la 
jagua, Moca, Cédula N^ 9046, serie 54; b) Una porción de 
Diez Tareas y Media (66 As. 03 Cas), con sus mejoras, en 
favor de los Sucesores de Aurora Vásquez Mena, que son: 
María Antonia Torres Vásquez (Edita), residente en Monte 
de la Jagua, Moca; Ana Julia Torres Vásquez, residente en 
la calle N" 2, casa N" 63, Ciudad Trujillo; Bienvenido Torres 
Vásquez, residente en Yaque Arriba, Jánico; y Domingo 
Torres Vásquez, cuyas generales no constan; c) Una por-
ción de Diez y Media Tareas (66 As. 03), con sus mejoras, 
en favor de los Sucesores de Julia Vásquez Mena, que son: 
Venecia López Vásquez, residente en Estancia Nueva, Moca, 
y Luis V. López Vásquez, cuyas generales se ignoran; d) 
Una porción de Diez Tareas y Media (66 As. 03 Cas), con 
sus mejoras, en favor del señor Juan Ubaldo Vásquez Me-
na, dominicano, mayor de edad, soltero, domiciliado y resi-
dente en Monte de la Jagua, Moca, Cédula N9 10434, serie 
54; e) Una porción de Diez Tareas y Media (66 As. 03 Cas), 
en 'favor de los Sucesores de Victoriana Vásquez Mena, 
con sus mejoras; f) Una porción de Diez Tareas y Media, 
con sus mejoras, (66 As. 03 Cas), en favor de la señora 
Agripina Vásquez Mena, cuyas generales se ignoran; g) El 
resto de esta parcela, con su_s mejoras, en favor del señor 
Wenceslao Antonio Vásquez Mena, dominicano, mayor de 
edad, hacendado, casado, domiciliado en Estancia Nueva, 
Moca, Cédula 10015, Serie 54"; 

Considerando que por su memorial la recurrente Gre-
goria Mena, invoca los siguientes medios de casación: "Pri-
mer Medio: Violación de los artículos 1582, 1583 y siguientes 
del Código Civil; Segundo Medio: Desnaturalización, insu-
ficiencia de los hechos de la causa y ausencia de base legal, 
lo que constituye una violación al artículo 141 del Código 
de Procedimiento Civil"; y en el desarrollo de dichos medios 
expone, en síntesis, en relación con el primero, que "se ad-
vierte que el Juez a quo al rechazar la reclamación que la 
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de Tierras de fecha veintisiete de abril de mil novecientos 
cincuenta y cuatro, por la cual se ordenó la celebración 
de un nuevo juicio en el saneamiento de dicha parcela"; 
c) "que el Juez de jurisdicción original apoderado para la 
celebración del nuevo juicio dictó su Decisión N" 1 de fecha 
veintidós de octubre de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
la cual ordenó el registro del derecho de propiedad de la 
misma parcela en la siguiente forma: 1 tarea en favor de 
Rafael Almánzar; 9 tareas en favor de Gregoria Mena; 
101/2 tareas para cada una de las siguientes personas: Ma-
ría Inés Vásquez Mena, Sucesores de Aurora Vásquez Me-
na, Sucesores de Julia Vásquez Mena y Agripina Vásquez 
Mena; y el resto en favor de Wenceslao A. Vásquez Mena"; 
d) que contra dicha decisión interpusieron recursos de ape-
lación los señores Wenceslao A. Vásquez, Juan Ubaldo Vás-
quez Mena y María Antonia Torres Vásquez, los cuales 
fueron conocidos en la audiencia celebrada por el Tribunal 
Superior de Tierras el día dos de mayo de mil novecientos 
cincuenta y cinco; 

Considerando que sobre los recursos de apelación a 
que se ha hecho referencia, el Tribunal Superior de Tie-
rras dictó en fecha dos de agosto de mil novecientos cin-
cuenticindo, la sentencia ahora impugnada en casación, 
cuyo dispositivo, en la parte que se relaciona con el presen-
te recurso, dice así: " .. Tercero: Se acoge el desistimiento 
de la apelación interpuesta por la señora Gregoria Mena, 
y se rechazan, por infundadas sus conclusiones formuladas 
por ante el Tribunal Superior; Cuarto: Se confirma, con las 
modificaciones resultantes de los motivos de la presente 
sentencia, la Decisión N9 1 dictada por el Tribunal de Tie-
rras de Jurisdicción original en fecha 22 de octubre del 
1954, en el saneamiento de la Parcela N° 4 del Distrito Ca-
tastral N^ 12 de la Común de Moca, para que su dispositivo 
en lo adelante rija del siguiente modo: EN LA PARCELA 
NUMERO 4 (CUATRO).— Se ordena el registro del dere-
cho de propiedad de esta parcela y sus mejoras, en la forma 
siguiente: a) Una porción de Diez Tareas y Media (66 As. 
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03 Cas), con sus mejoras, en favor de la señora María Inés 
Vásquez Mena, dominicana, mayor de edad, casada, con 
Manuel García, domiciliada y residente en Monte de la 
Jagua, Moca, Cédula N^ 9046, serie 54; b) Una porción de 
Diez Tareas y Media (66 As. 03 Cas), con sus mejoras, en 
favor de los Sucesores de Aurora Vásquez Mena, que son: 
María Antonia Torres Vásquez (Edita), residente en Monte 
de la Jagua, Moca; Ana Julia Torres Vásquez, residente en 
la calle N- 2, casa N" 63, Ciudad Trujillo; Bienvenido TorTes 
Vásquez, residente en Yaque Arriba, Jánico; y Domingo 
Torres Vásquez, cuyas generales no constan; c) Una por-
ción de Diez y Media Tareas (66 As. 03), con sus mejoras, 
en favor de los Sucesores de Julia Vásquez Mena, que son: 
Venecia López Vásquez, residente en Estancia Nueva, Moca, 
y Luis V. López Vásquez, cuyas generales se ignoran; d) 
Una porción de Diez Tareas y Media (66 As. 03 Cas), con 
sus mejoras, en favor del señor Juan Ubaldo Vásquez Me-
na, dominicano, mayor de edad, soltero, domiciliado y resi-
dente en Monte de la Jagua, Moca, Cédula N" 10434, serie 
54; e) Una porción de Diez Tareas y Media (66 As. 03 Cas), 
en favor de los Sucesores de Victoriana Vásquez Mena, 
con sus mejoras; f) Una porción de Diez Tareas y Media, 
con sus mejoras, (66 As. 03 Cas), en favor de la señora 
Agripina Vásquez Mena, cuyas generales se ignoran; g) El 
resto de esta parcela, con sus mejoras, en favor del señor 
Wenceslao Antonio Vásquez Mena, dominicano, mayor de 
edad, hacendado, casado, domiciliado en Estancia Nueva, 
Moca, Cédula N' 10015, Serie 54"; 

Considerando que por su memorial la recurrente Gre-
goria Mena, invoca los siguientes medios de casación: "Pri-
mer Medio: Violación de los artículos 1582, 1583 y siguientes 
del Código Civil; Segundo Medio: Desnaturalización, insu-
ficiencia de los hechos de la causa y ausencia de base legal, 
lo que constituye una violación al artículo 141 del Código 
de Procedimiento Civil"; y en el desarrollo de dichos medios 
expone, en síntesis, en relación con el primero, que "se ad-
vierte que el Juez a quo al rechazar la reclamación que la 
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recurrente en casación hiciera en el saneamiento de la Par-
cela N9 4 del D. C. N^ 12 de la Común de Moca, descono-
ciendo el acto auténtico instrumentado por el Notario Públi-
co Felipe A. Cartagena hijo, en fecha dieciséis de julio de 
mil novecientos veintitrés, y al admitir la simple declara-
ción de testigos, llevados a última hora por el intimado, el 
Tribunal Superior de Tierras para declarar lo contrario 
al contenido en el acto que presentara en apoyo de su recla-
mación la señora Gregoria Mena, demuestra el poco valor 
que el Juez a quo, le atribuyó al documento que instrumen-
tara el Notario Cartagena hijo, y el cual está debidamente 
transcrito, con el que apoyaba su reclamo en la Parcela 
de referencia"; y en la exposición del segundo medio, en 
resumen, alega la recurrente, que el Juez a quo, al dictar la 
sentencia, que hoy se recurre en casación acogió las con-
clusiones del intimado respecto a la recurrente sin tener 
en cuenta los derechos que asisten a la señora Gregoria 
Mena, como hija del señor Gil Mena, en favor de quien se 
otorgó en el ario mil novecientos veintitrés el documento que 
fué depositado para reclamar la porción de terreno que le 
fuera adjudicada a la recurrente en jurisdicción original, 
apoyado este documento por la declaración idónea y since-
ra del testigo señor Agustín Méndez, que estas declaraciones 
y el documento presentado, no tuvieron ningún valor ante 
el Tribunal Superior de Tierras, que revocó la sentencia 
dictada por el Tribunal de Jurisdicción Original, en lo que 
respecta a la señora Gregoria Mena", razón por la cual 
estima "que el Tribunal Superior de Tierras, para poder jus-
tificar el dispositivo de la sentencia que es objeto del pre-
sente recurso de casación, ha debido como es natural, des-
naturalizar los hechos, para así poder justificar el conteni-
do del dispositivo de la sentencia preindicada"; pero, 

Considerando, en cuanto al primer medio, que el Tri-
bunal Superior de Tierras, en la decisión impugnada, para 
revocar la de jurisdicción original, en cuanto a la porción 
adjudicada a la ahora recurrente, tuvo en cuenta lo siguien-
te: a) que el acto instrumentado por el Notario Público Fe- 
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upe A. Cartagena hijo, en fecha dieciséis de julio de mil 
novecientos veintitrés, mediante el cual el señor Gil Mena 
adquirió de la señora Balbina Mena Viuda Almánzar una 
porción de terreno radicada en "Monte de la Jagua", por 
la suma de RD$20.00 (Veinte Pesos Oro), a que hace refe-
rencia la recurrente, "no expresa cantidad determinada 
de terreno"; b) que ningún testigo ha declarado en el sen-
tido de que sea de 9 tareas la porción de terreno adquirida 
por Gil Mena, ni en forma alg,una se ha establecido es..ta 
cantidad"; c) el testimonio de los señores Fernando Almán-
zar Mena, José Núñez y Francisco Almánzar, cuyas decla-
raciones en forma sintética, figuran en las consideraciones 
de la sentencia impugnada y mediante el cual estima el re-
ferido Tribunal que "ha quedado suficientemente probada 
la venta consentida en vida por el señor Gil Mena en 'favor 
del señor Wenceslao Vásquez de la porción de terreno que 
de acuerdo con la declaración de los testigos era de media 
tarea, con sus mejoras, y que era lo único que poseía el 
señor Gil Mena antes de morir dentro de la parcela de que 
se trata"; d) que "según los mismos testigos el valor de 
este inmueble no podía ser mayor de RD$20.00 a RD$25.- 
00"; y e) que "aún en la hipótesis de que su valor fuese 
mayor, por la circunstancia de que la parte contraria al 
señor Wenceslao Vásquez no se opuso a la administración 
de la prueba testimonial, esta es admisible"; que, en tales 
condiciones, en la decisión impugnada, no han podido ser 
violado los artículos 1582, 1583 y siguientes del Código 
Civil, como pretende la recurrente en su primer medio, por 
lo cual este debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, por el cual 
se alegan "desnaturalización, insuficiencia de los hechos 
de la causa y ausencia de base legal", lo que constituye, a 
juicio de la recurrente, "una violación al artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil; que, por los desarrollos an-
teriores y un examen completo de la decisión impugnada, 
se establece que en ésta no se ha incurrido en desnatura-
lización alguna; que, por el contrario, las comprobaciones 
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recurrente en casación hiciera en el saneamiento de la Par_ 
cela NQ 4 del D. C. NQ 12 de la Común de Moca, descono-
ciendo el acto auténtico instrumentado por el Notario Públi-
co Felipe A. Cartagena hijo, en fecha dieciséis de julio de 
mil novecientos veintitrés, y al admitir la simple declara.. 
ción de testigos, llevados a última hora por el intimado, el 
Tribunal Superior de Tierras para declarar lo contrario 
al contenido en el acto que presentara en apoyo de su recla-
mación la señora Gregoria Mena, demuestra el poco valor 
que el Juez a quo, le atribuyó al documento que instrumen-
tara el Notario Cartagena hijo, y el cual está debidamente 
transcrito, con el que apoyaba su reclamo en la Parcela 
de referencia"; y en la exposición del segundo medio, en 
resumen, alega la recurrente, que el Juez a quo, al dictar la 
sentencia, que hoy se recurre en casación acogió las con-
clusiones del intimado respecto a la recurrente sin tener 
en cuenta los derechos que asisten a la señora Gregoria 
Mena, como hija del señor Gil Mena, en favor de quien se 
otorgó en el año mil novecientos veintitrés el documento que 
fué depositado para reclamar la porción de terreno que le 
fuera adjudicada a la recurrente en jurisdicción original, 
apoyado este documento por la declaración idónea y since-
ra del testigo señor Agustín Méndez, que estas declaraciones 
y el documento presentado, no tuvieron ningún valor ante 
el Tribunal Superior de Tierras, que revocó la sentencia 
dictada por el Tribunal de Jurisdicción Original, en lo que 
respecta a la señora Gregoria Mena", razón por la cual 
estima "que el Tribunal Superior de Tierras, para poder jus-
tificar el dispositivo de la sentencia que es objeto del pre-
sente recurso de casación, ha debido como es natural, des-
naturalizar los hechos, para así poder justificar el conteni-
do del dispositivo de la sentencia preindicada"; pero, 

Considerando, en cuanto al primer medio, que el Tri-
bunal Superior de Tierras, en la decisión impugnada, para 
revocar la de jurisdicción original, en cuanto a la porción 
adjudicada a la ahora recurrente, tuvo en cuenta lo siguien-
te: a) que el acto instrumentado por el Notario Público Fe- 

upe A. Cartagena hijo, en fecha dieciséis de julio de mil 
novecientos veintitrés, mediante el cual el señor Gil Mena. 
adquirió de la señora Balbina Mena Viuda Almánzar una 
porción de terreno radicada en "Monte de la Jagua", por 
la suma de RD$20.00 (Veinte Pesos Oro), a que hace refe-
rencia la recurrente, "no expresa cantidad determinada. 
de terreno"; b) que ningún testigo ha declarado en el sen-
tido de que sea de 9 tareas la porción de terreno adquirida 
por Gil Mena, ni en forma alguna se ha establecido esta 
cantidad"; c) el testimonio de los señores Fernando Almán-
zar Mena, José Núñez y Francisco Almánzar, cuyas decla-
raciones en forma sintética, figuran en las consideraciones 
de la sentencia impugnada y mediante el cual estima el re-
ferido Tribunal que "ha quedado suficientemente probada 
la venta consentida en vida por el señor Gil Mena en 'favor 
del señor Wenceslao Vásquez de la porción de terreno que 
de acuerdo con la declaración de los testigos era de media 
tarea, con sus mejoras, y que era lo único que poseía el 
señor Gil 1VIena antes de morir dentro de la parcela de que 
se trata"; d) que "según los mismos testigos el valor de 
este inmueble no podía ser mayor de RD$20.00 a RD$25.- 
00"; y e) que "aún en la hipótesis de que su valor fuese 
mayor, por la circunstancia de que la parte contraria al 
señor Wenceslao Vásquez no se opuso a la administración 
de la prueba testimonial, esta es admisible"; que, en tales 
condiciones, en la decisión impugnada, no han podido ser 
violado los artículos 1582, 1583 y siguientes del Código 
Civil, como pretende la recurrente en su primer medio, por 
lo cual este debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, por el cual 
se alegan "desnaturalización, insuficiencia de los hechos 
de la causa y ausencia de base legal", lo que constituye, a 
juicio de la recurrente, "una violación al artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil; que, por los desarrollos an-
teriores y un examen completo de la decisión impugnada, 
se establece que en ésta no se ha incurrido en desnatura-
lización alguna; que, por el contrario, las comprobaciones 
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realizadas por los jueces del fondo, fueron el resultado de 
la ponderación de las pruebas sometidas a la discusión de 
las partes en los debates y al examen del Juez en la deci-
sión; que, además, la sentencia impugnada contiene moti-
vos suficientes que justifican plenamente su dispositivo, así 
como una exposición completa de los hechos y una descrip-
ción de las circunstancias de la causa, que han permitido 
verificar que dicho fallo es el resultado de una exacta apli-
cación de la ley a los hechos que fueron soberanamente 
comprobados por los jueces del fondo; que, por tanto, por 
todo lo expuesto anteriormente, este segundo y último me-
dio del recurso, debe ser también desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Gregoria Mena, contra sentencia del 
Tribunal Superior de Tierras (Decisión Número 2), en re- - 
lación con la parcela número 4, del Distrito Catastral nú-
mero 12„ del Municipio de Moca, Provincia Espaillat, de 
fecha dos de agosto de mil novecientos cincuenta y cinco, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo; y Segando: Condena a dicha recurrente al pago de las 
costas, con distracción de las mismas en provecho del Doctor 
Mario A. de Moya D., abogado del recurrido, quien afirma 
haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.- 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 

(Fdo.) Ernesto Curiel hijo.—  

SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DE 1956 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 
3 de julio de 1956. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón Rivera López. 
AbOgado: Dr. César Ramos F. 

Dios, Patria y LibertRAI. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
rionde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día treintiuno del mes de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y seis, arios 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Rivera López, dominicano, mayor de edad, casado, mecá-
nico, cédula 14413, serie 1, cuyo sello de renovación no 
se menciona en el expediente, domiciliado y residente en 
Ciudad Trujiflo, contra sentencia de la Corte de Apelación 
de La Vega del tres de julio del corriente ario, cuyo dispo-
sitivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra regulares y válidos, los presentes recursos de apelación;— 
SEGUNDO: Declara defecto contra la parte civilmente res-
ponsable por no haber comparecido a la audiencia a pesar 
de haber sido legalmente citada, y contra la parte civil, por 
no haber concluido en audiencia;— TERCERO: Declara al 
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realizadas por los jueces del fondo, fueron el resultado de 
la ponderación de las pruebas sometidas a la discusión de 
las partes en los debates y al examen del Juez en la deci-
sión; que, además, la sentencia impugnada contiene moti-
vos suficientes que justifican plenamente su dispositivo, así 
como una exposición completa de los hechos y una descrip-
ción de las circunstancias de la causa, que han permitido 
verificar que dicho fallo es el resultado de una exacta apli-
cación de la ley a los hechos que fueron soberanamente 
comprobados por los jueces del fondo; que, por tanto, por 
todo to expuesto anteriormente, este segundo y último me-
dio del recurso, debe ser también desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Gregoria Mena, contra sentencia del 
Tribunal Superior de Tierras (Decisión Número 2), en re-
lación con la parcela número 4, del Distrito Catastral nú-
mero 124 del Municipio de Moca, Provincia Espaillat, de 
fecha dos de agosto de mil novecientos cincuenta y cinco, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo; y Segundo: Condena a dicha recurrente al pago de las 
costas, con distracción de las mismas en provecho del Doctor 
Mario A. de Moya D., abogado del recurrido, quien afirma 
haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 

(Fdo.) Ernesto Curiel hijo.—  

41119x, SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 
3 de julio de 1956. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón Rivera López. 
Abogado: Dr. César Ramos F. 

Dios, Patria y LibertRd. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 1 

H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 

, de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 1 , > Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 

' Nacional, hoy día treintiuno del mes de octubre de mil no- 
vecientos cincuenta y seis, arios 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ra.món 
Rivera López, dominicano, mayor de edad, casado, mecá-
nico, cédula 14413, serie 1, cuyo sello de renovación no 
se menciona en el expediente, domiciliado y residente en 
Ciudad Trujiilo, contra sentencia de la Corte de Apelación 
de La Vega del tres de julio del corriente ario, cuyo dispo-

1 sitivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Deda-
1 ra reg,ulares y válidos, los presentes recursos de apelación;— 

SEGUNDO: Declara defecto contra la parte civilmente res-
ponsable por no haber comparecido a la audiencia a pesar 
de haber sido legalmente citada, y contra la parte civil, por 
no haber concluido en audiencia;— TERCERO: Declara al 
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nombrado Ramón Rivera López, de generales anotadas, cul-
pable de los delitos de golpes y heridas involuntarios cau-
sados con el manejo de un vehículo de motor, que curaron 
después de veinte días, y de abandono de la víctima, en 
perjuicio de Máximo Calderón y en consecuencia, se le 
condena a seis meses de prisión correccional y al Pago de 
una multa de cincuenta pesos oro, apreciándose de parte de 
la víctima la comisión de una falta;— CUARTO: Se ordena 
la cancelación de la licencia que ampara al prevenido para 
manejar vehículos de motor, por el tiempo de tres meses, 
a partir de la fecha de extinción de la pena prirxcipal:— 
QUINTO: Condena, además, al preindicado Ramón Rivera 
López, al pago de las costas penales de esta instancia"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. César A. Ramos F., cédula 22842, serie 47 

sello 4821, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurren-
te, en fecha seis de julio del corriente ario; 

Visto el memorial de casación de fecha catorce de sep-
tiembre del corriente ario, suscrito por el Dr. César A. Ra-
mos F., abogado del recurrente, en el cual se invocan los 
siguientes medios: "PRIMER MEDIO: Falta de base legal y 
desnaturalización de los hechos";— "SEGUNDO MEDIO: 
Motivos erróneos e insuficientes. Art. 23, párrafo 5° Ley 
sobre Procedimiento de Casación"; "TERCER MEDIO: 
Violación del art. 141 del Código de Procedimiento Civil", y 
"CUARTO MEDIO: Violación del art. 3 de la Ley N° 2022 
Reformada"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 185, 186 y 208 del Código de, 
Procedimiento Criminal, y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 
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Considerando que las sentencias en defecto dictadas 
en última instancia no pueden ser impugnadas en casación, 
mientras esté abierto el plazo de la oposición, ni aún por 
aquellas partes respecto de quienes la sentencia es contra-
dictoria que por tanto cuando la parte civil o la persona 
civilmente responsable hace defecto, el prevenido compare-
ciente no puede recurrir en casación sino después de ven-
cido el plazo de la oposición, y si este recurso es intentado, 
el recurso de casación no es posible sino después que se 
estatuya sobre la oposición; que, en tales casos, es obvio 
que por aplicación del artículo 30 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación el plazo de la casación comenzará a 
correr, respecto de todas las partes, a partir del vencimien-
to del plazo de la oposición, y cuando este recurso sea inten-
tado dicho plazo tendrá por punto de partida el día en que 
intervenga la sentencia sobre la oposición; 

Considerando que en la especie la sentencia impugnada 
fué dictada en defecto contra la parte civil Máximo Cal-
derón y la persona civilmente responsable apelante, la So-
ciedad Industrial Dominicana, C. por A., en tres de julio 
del corriente ario; que el presente recurso de casación fué 
interpuesto por el prevenido Ramón Rivera López en fecha 
seis del mismo mes de julio, antes de haber sido notificada la 
sentencia en defecto a las partes que hicieron defecto; que 
en tales condiciones, el presente recurso de casación es pre-
maturo por haber sido interpuesto en una fecha en que el 
fallo impugnado no había adquirido carácter contradictorio 
respecto de todas las partes en causa, por estar aún abierto, 
en provecho de la parte civil y de la persona civilmente res-
ponsable, la vía de la oposición; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Ramón Rivera López 
contra sentencia de la Corte de Apelación de La Vega de fe-
cha tres de julio -11 corriente a.rio (1956), cuyo dispositivo 
se copia en otra parte del presente fallo; y Segundo: Conde-
na al recurrente al pago de las costas. 
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nombrado Ramón Rivera López, de generales anotadas, cul-
pable de los delitos de golpes y heridas involuntarios cau-
sados con el manejo de un vehículo de motor, que curaron 
después de veinte días, y de abandono de la víctima, en 
perjuicio de Máximo Calderón y en consecuencia, se le 
condena a seis meses de prisión correccional y al pago de 
una multa de cincuenta pesos oro, apreciándose de parte de 
la víctima la comisión de una falta;— CUARTO: Se ordena 
la cancelación de la licencia que ampara al prevenido para 
manejar vehículos de motor, por el tiempo de tres meses, 
a partir de la fecha de extinción de la pena principal;_. 
QUINTO: Condena, además, al preindicado Ramón Rivera 
López, al pago de las costas penales de esta instancia"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. César A. Ramos F., cédula 22842, serie 47 

sello 4821, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de cas,ación levantada en la 
Secretaria de la Corte a qua, a requerimiento del recurren-
te, en fecha seis de julio del corriente ario; 

Visto el memorial de casación de fecha catorce de sep-
tiembre del corriente ario, suscrito por el Dr. César A. Ra-
mos F., abogado del recurrente, en el cual se invocan los 
siguientes medios: "PRIMER MEDIO: Falta de base legal y 
desnaturalización de los hechos";— "SEGUNDO MEDIO: 
Motivos erróneos e insuficientes. Art. 23, párrafo 5° Ley 
sobre Procedimiento de Casación"; "TERCER MEDIO: 
Violación del art. 141 del Código de Procedimiento Civil", y 
"CUARTO MEDIO: Violación del art. 3 de la Ley N° 2022 
Reformada"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 185, 186 y 208 del Código de 
Procedimiento Criminal, y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 
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Considerando que las sentencias en defecto dictadas 
en última instancia no pueden ser impugnadas en casación, 
mientras esté abierto el plazo de la oposición, ni aún por 
aquellas partes respecto de quienes la sentencia es contra-
dictoria que por tanto cuando la parte civil o la persona 
civilmente responsable hace defecto, el prevenido compare-
ciente no puede recurrir en casación sino después de ven-
cido el plazo de la oposición, y si este recurso es intentado, 
el recurso de casación no es posible sino después que se 
estatuya sobre la oposición; que, en tales casos, es obvio 
que por aplicación del artículo 30 de la Ley sobre Procedi- 
miento de Casación el plazo de la casación comenzará a 
correr, respecto de todas las partes, a partir del vencimien- 
to del plazo de la oposición, y cuando este recurso sea inten- 
tado dicho plazo tendrá por punto de partida el día en que 
intervenga la sentencia sobre la oposición; 

Considerando que en la especie la sentencia impugnada 
fué dictada en defecto contra la parte civil Máximo Cal- 

' clerón y la persona civilmente responsable apelante, la So- 
, ciedad Industrial Dominicana, C. por A., en tres de julio 

del corriente ario; que el presente recurso de casación fué 
interpuesto por el prevenido Ramón Rivera López en fecha 
seis del mismo mes de julio, antes de haber sido notificada la 
sentencia en defecto a las partes que hicieron defecto; que 
en tales condiciones, el presente recurso de casación es pre-
maturo por haber sido interpuesto en una fecha en que el 
fallo impugnado no había adquirido carácter contradictorio 
respecto de todas las partes en causa, por estar aún abierto, 
en provecho de la parte civil y de la persona civilmente res-
ponsable, la vía de la oposición; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re- 
, 

curso de casación interpuesto por Ramón Rivera López 
contra sentencia de la Corte de Apelación de La Vega de fe-
cha tres de julio .1c1 corriente ario (1956), cuyo dispositivo 
se copia en otra parte del presente fallo; y Segundo: Conde-
na al recurrente al pago de las costas. 
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(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián B.— Manuel A. Amiama.— Luis 
Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Sánchez Ramírez de fecha 30 de abril de 1956- 

Materia: Penal. 

k 
Recurrente: José Arzeno Santos. 

Abogado: Dr. Ramón María Pérez Maracallo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema. Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día treintiuno del mes de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ar-
zeno Santos, dominicano, mayor de edad, soltero, empleado 
público, domiciliado y residente en el municipio de Cotuí, 
cédula 6037, serie 1, cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente, contra sentencia pronunciada por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ra-
mírez, en fecha treinta de abril del corriente año, cuya 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a quo, a requerimiento del recu-
rrente:, en fecha ocho de mayo del corriente ario; 

Visto. el memorial de casación depositado' en fecha ca-
torce de septiembre del corriente ario, y suscrito por el Dr. 
Maman M. Pérez Maracallo, cédula 1332, serie 47, sello 
.`5669, abogado del recurrente, en el cual se invoca "la vio-
lación cte las reglas de la apelación, cometiéndose un exce-
. so  de poder y un irregular apoderamiento del recurso de 
apelación"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 180 del Código de Procedi-
miento Criminal; 7 de la Ley 1014, de 1935; y 1, 20 y 43 ,de 
la .Ley sobre Procedimiento de CasaCión; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
áláuiefite: 1) que. en fecha veinticinco de abril del co-

rriente año, el Juzgado de Paz del municipio de Cotuí, dictó 
una sentencia con el siguiente dispositivo: "PRIMERO: Que 

- debe condenar como al efecto condena a los nombrados Jo-
: Sá Manuel Santana Cordero, José Eurípides Arzeno Santos 
y Armando Jerez y Acosta, de generales anotadas, al pago 
,dé Una niulta de cinco pesos oro y las costas, por el hecho 
d'e-haberles propinado golpes a la señora Milady Altagracia 
Fondebr, ocasionánddle traumatismio y heridas curables 
anteS de 10 días"; y 2) que sobre los recursos de apelación 
interpuestos por el Magistrado Procurador Fiscal del Distri-
to judicial de Sánchez Ramírez y por el prevenido José 
Manuel Santos Cordero, el Juzgado a quo dictó la sentencia 
.ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
'FALLA: Declara bueno y válido el recurso de apelación 
intentado por el Magistrado Procurador Fiscal de este Dis-
trito- judicial y por el nombrado José Manuel Santana, por 
baberlb, hecho en tiempo oportuno;— SEGUNDO: Declara 
nula la sentencia del Juzgado de Paz de este Municipio de 
fecha 25 del mes de abril del ario 1956, que condenó a los 
nonibrados José E. Arzeno Santos, José Manu'el Santana y 
&mando Jerez, al pago de una multa de cinco pesos oro y  

costas cada uno, por el delito de golpes y heridas en per-
juicio de la nombrada Milady Altagracia Fondeur, por es-
capar a su competencia el presente caso;— TERCERO: Des-
carga al prevenido José Manuel Santana del hecho que se 
le imputa por no haberlo cometido;— CUARTO: Condena 
al prevenido José E. Arzeno Santos a sufrir la pena de dos 
meses de prisión correccional, y a Armando Jerez al pago 
de una multa de cinco pesos oro, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; QUINTO: Condenar a los preveni-
dos José E. Arzeno Santos y Armando Jeréz, al pago de 
las costas"; 

Considerando que en el presente caso el Juzgado de 
Paz del municipio de Cotuí por su sentencia de fecha vein-
ticinco de abril del corriente ario condenó, entre otros in-
culpados, a José E. Arzeno Santos a la pena de cinco pesos 
de multa por el delito de golpes en perjuicio de Milady Al-
tagracia Fondeur, que curaban antes de diez días; que, por 
otra parte, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Sánchez Ramírez, apoderado como tribunal de 
apelación, después de declarar que el referido delito no era 
de la competencia del Juzgado de Paz, en razón de que el 
hecho no estaba incriminado por el artículo 311, párrafo 
primero, del Código Penal, sino por el artículo 309 del mis-
mo Código, por tratarse de lesiones que curaban después 
de veinte días, juzgó y condenó al prevenido, por el mencio-
nado delito, a la pena de dos meses de prisión correccional; 

Considerando que los juzgados de primera instancia, 
constituidos en materia correccional, conocen como juris-
dicción de segundo grado, de las apelaciones de las senten-
cias de los juzgados de 'paz, pronunciadas tanto en materia 
de simple policía, como en materia correccional, cuando, 
en virtud de una atribución especial de competencia, estos 
últimos tribunales han conocida en primera instancia de 
un delito; que, por otra parte, cuando los juzgados de pri-
mera instancia declaran la incompetencia ratione materiae 
del juzgado de paz, apoderado como tribunal de primer gra-
do. deben limitarse a declarar su propia incompetencia pa:- 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a quo, a requerimiento del recu-
rrente, en fecha ocho de mayo del corriente año; 

Visto el memorial de casación depositado -  en fecha ca-
torce de septiembre del corriente año, y suscrito por el Dr. 
iFtamón M. Pérez Maracallo, cédula 1332, serie 47, sello 
'5'669, abogado del recurrente, en el cual se invoca "la vio-
lación de las reglas de la apelación, cometiéndose un exce-
so de poder y un irregular apoderamiento del recurso de 
apelación"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 180 del Código de Procedi-
miento Criminal; 7 de la Ley 1014, de 1935; y 1, 20 y 43 de 
la Ley sobre Procedimiento de CasaCión; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: 1) que en fecha veinticinco de abril del co-
rilei► té año, el Juzgado de Paz del municipio de Cotuí, dictó 
Una sentencia con el siguiente dispositivo: "PRIMERO: Que 
'debe condenar como al efecto condena a los nombrados Jo-
sé Manuel Santana Cordero, José Eurípides Arzeno Santos 
y Armando Jerez y Acosta, de generales anotadas, al pago 
de 

 
una multa de cinco pesos oro y las costas, por el hecho 

kie haberles propinado golpes a la señora Milady Altagracia 
Fortde'ur, ócasionánddle traumatisrnio y heridas curables 
antes de 10 días"; y 2) que sobre los recursos de apelación 
interpuestos por el Magistrado Procurador Fiscal del Distri-
to Judicial de Sánchez Ramírez y por el prevenido José 
Maniael Santos Cordero, el Juzgado a quo dictó la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"FALLA: Declara bueno y válido el recurso de apelación 
Intentado por el Magistrado Procurador Fiscal de este Dis-
trito judicial y por el nombrado José Manuel Santana, por 
baberló hecho en tiempo oportuno;— SEGUNDO: Declara 
nula la sentencia del Juzgado de Paz de este Municipio de 
fecha 25 del mes de abril del año 1956, que condenó a los 
nombrados José E. Arzeno Santos, José Manuel Santana y 
Armando Jerez, al pago de una multa de cinco pesos oro y  

costas cada uno, por el delito de golpes y heridas en per-
juicio de la nombrada Milady Altagracia Fondeur, por es-
capar a su competencia el presente caso;— TERCERO: Des-
carga al prevenido José Manuel Santana del hecho que se 
le imputa por no haberlo cometido;— CUARTO: Condena 
al prevenido José E. Arzeno Santos a sufrir la pena de dos 
meses de prisión correccional, y a Armando Jerez al pago 
de una multa de cinco pesos oro, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; QUINTO: Condenar a los preveni-
dos José E. Arzeno Santos y Armando Jeréz, al pago de 
las costas"; 

Considerando que en el presente caso el Juzgado de 
Paz del municipio de Cotuí por su sentencia de fecha vein-
ticinco de abril del corriente año condenó, entre otros in-
culpados, a José E. Arzeno Santos a la pena de cinco pesos 
de multa por el delito de golpes en perjuicio de Milady Al-
tagracia Fondeur, que curaban antes de diez días; que, por 
otra parte, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Sánchez Ramírez, apoderado como tribunal de 
apelación, después de declarar que el referido delito no era 
de la competencia del Juzgado de Paz, en razón de que el 
hecho no estaba incriminado por el artículo 311, párrafo 
primero, del Código Penal, sino por el artículo 309 del mis-
mo Código, por tratarse de lesiones que curaban después 
de veinte días, juzgó y condenó al prevenido, por el mencio-
nado delito, a la pena de dos meses de prisión correccional; 

Considerando que los juzgados de primera instancia, 
constituidos en materia correccional, conocen como juris-
dicción de segundo grado, de las apelaciones de las senten-
cias de los juzgados de paz, pronunciadas tanto en materia 
de simple policía, como en materia correccional, cuando, 
en virtud de una atribución especial de competencia, estos 
últimos tribunales han conocido en primera instancia de 
un delito; que, por otra parte, cuando los juzgados de pri-
mera instancia declaran la incompetencia ratione materiae 
del juzgado de paz, apoderado como tribunal de primer gra-
do. deben limitarse a declarar su propia incompetencia pa- 
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ra estatuir, como tribunal de segundo grado, del fondo de 
la prevención puesto que de lo contrario se privaría al 
prevenido del beneficio que para él implica, y para la 
sociedad misma, el doble grado de jurisdicción; 

Considerando que, en este orden de ideas, el Juzgado. 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ra-
mírez, al conocer como tribunal de apelación de la causa 
fallada por el Juzgado de Paz del Municipio de Cotuí, debió 
limitarse, al comprobar la incompetencia del primer juez 
para estatuir sobre la prevención puesta a cargo del incul-
pado José E. Arzeno Santos, a declarar, consecuentemente, 
su propia incompetencia como tribunal de apelación, y no 
proceder al examen del fondo de la prevención, bajo pretex-
to de hacerlo como jurisdicción competente en primer grado; 
que, en efecto, dicho juzgado, apoderado como tribunal de 
apelación, no podía trasmutarse en jurisdicción de primera 
Instancia para conocer, en tal calidad, de un hecho del cual 
no estaba regularmente apoderado; 

Considerando que, en tales condiciones, el Tribunal` 
a quo al juzgar y condenar al recurrente a la pena de dos-
meses de prisión correccional, desconoció los principios que 
rigen el apoderamiento y la competencia de los tribunales, 
en materia correccional; 

Por tales motivos, Primero: Casa, por causa de incom-
petencia, la sentencia del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Sánchez Ramírez del treinta de abril 
del corriente ario, cuyo dispositivo se copia en otra parte. 
del presente fallo; y Segundo: Designa la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega para que conozca del asunto como tribunal de primer 
grado. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Seeretario Generall- 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

(Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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ra estatuir, como tribunal de segundo grado, del fondo de 
la prevención puesto que de lo contrario se privaría al 
prevenido del beneficio que para él implica, y para la 
sociedad misma, el doble grado de jurisdicción; 

Considerando que, en este orden de ideas, el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ra-
mírez, al conocer como tribunal de apelación de la causa 
fallada por el Juzgado de Paz del Municipio de Cotul, debió 
limitarse, al comprobar la incompetencia del primer juez 
para estatuir sobre la prevención puesta a cargo del Incul-
pado José E. Arzeno Santos, a declarar, consecuentemente, 
su propia incompetencia como tribunal de apelación, y no 
proceder al examen del fondo de la prevención, bajo pretex-
to de hacerlo como jurisdicción competente en primer grado; 
que, en efecto, dicho juzgado, apoderado como tribunal de 
apelación, no podía trasmutarse en jurisdicción de primera 
Instancia para conocer, en tal calidad, de un hecho del cual 
no estaba regularmente apoderado; 

Considerando que, en tales condiciones, el Tribunal! 
a quo al juzgar y condenar al recurrente a la pena de dos: 
meses de prisión correccional, desconoció los principios que 
rigen el apoderamiento y la competencia de los tribunales 
en materia correccional; 

Por tales motivos, Primero: Casa, por causa de incom-
petencia, la sentencia del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Sánchez Ramírez del treinta de abril 
del corriente ario, cuyo dispositivo se copia en otra parte 
del presente fallo; y Segundo: Designa la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La? 
Vega para que conozca del asunto como tribunal de primer 
grado. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
:Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario, Generan- 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Fefiores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

(Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 1.1 
de abril de 1956. 

Materia: Penal 

Recurrente: Casimiro Jiménez. 
Abogado: Dr. Manuel Díaz Adams. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día treintiuno del mes de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Casimiro 
Jiménez, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, 
domiciliado en Angelina, municipio de Cotuí, cédula 4082, 
serie 49, sello 544548, contra sentencia de la Corte de Ape-
lación de La Vega de fecha diez y ocho de abril del co-
rriente año, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gener 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en 1 

Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurren 
te, en fecha dos de julio del corriente año; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha die-
ciocho de septiembre del corriente año, suscrito por el Dr. 
Manuel A. Díaz Adams, cédula 6213, serie 31, sello 34545, 
abogado del recurrente, en el cual invoca los siguientes me-
dios: Primer Medio: Violación del artículo 1 de la Ley N9  
43, de 1930; Segundo Medio: Desnaturalización de los hechos 
y falta de base legal; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 de la Ley N° 43, de 1930; 
463, inciso 6, del Código Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: "a) que en fecha 26 de abril de 1954, presentó 
querella contra el nombrado Casimiro Jiménez, la señora 
Felicita de Jesús, por violación de propiedad, siendo some-
tido a la acción de la justicia por el citado delito en perjui-
cio de la querellante; b) que apoderado del caso el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ra-
mírez, conoció y falló en fecha veintidós de julio de mil 
novecientos cincuenta y cuatro, con el dispositivo siguiente: 
`PRIMERO: Declarar, como en efecto declara, al nombrado 
Casimiro Jiménez, de generales anotadas, culpable del deli-
to de violación a la Ley N° 43, en perjuicio de la señora 
Felicita de Jesús, y en consecuencia lo condena al pago de 
una multa de cinco pesos oro y además al pago de las cos-
tas, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; SE-
GUNDO: Ordenar, como en efecto ordena, que la propiedad 
le sea restituida a la señora Felicita de Jesús, violada por el 
señor Casimiro Jiménez; al pago de una indemnización de 
treinta pesos oro en favor de la querellante señora Felicita 
de Jesús; TERCERO: Condenar, como en efecto condena, 
al nombrado Casimiro Jiménez, al pago de las costas con 
distracción en favor del Dr. Ramón María Pérez Maracallo, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; e) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto por el prevenido, 
la Corte a qua, después de varios reenvíos, dictó en fecha 
treinta y uno de marzo de mil novecientos cincuenta y cin- 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha ig 
de abril de 1956. 

Materia: Penal 

Recurrente: Casimiro Jiménez. 
Abogado: Dr. Manuel Díaz Adams. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día treintiuno del mes de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Casimiro 
Jiménez, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, 
domiciliado en Angelina, municipio de Cotuí, cédula 4082, 
serie 49, sello 544548, contra sentencia de la Corte de Ape-
lación de La Vega de fecha diez y ocho de abril del co-
rriente año, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gener 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en 1 

Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recu 
te, en fecha dos de julio del corriente año; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha die-
ciocho de septiembre del corriente año, suscrito por el Dr. 
Manuel A. Díaz Adams, cédula 6213, serie 31, sello 34545, 
abogado del recurrente, en el cual invoca los siguientes me-
dios: Primer Medio: Violación del artículo 1 de la Ley NQ  
43, de 1930; Segundo Medio: Desnaturalización de los hechos 
y falta de base legal; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 de la Ley 1\1 9  43, de 1930; 
463, inciso 6, del Código Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: "a) que en fecha 26 de abril de 1954, presentó 
querella contra el nombrado Casimiro Jiménez, la señora 
Felicita de Jesús, por violación de propiedad, siendo some-
tido a la acción de la justicia por el citado delito en perjui-
cio de la querellante; b) que apoderado del caso el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ra-
mírez, conoció y falló en fecha veintidós de julio de mil 
novecientos cincuenta y cuatro, con el dispositivo siguiente: 
`PRIMERO: Declarar, como en efecto declara, al nombrado 
Casimiro Jiménez, de generales anotadas, culpable del deli-
to de violación a la Ley 1\1 9  43, en perjuicio de la señora 
Felicita de Jesús, y en consecuencia lo condena al pago de 
una multa de cinco pesos oro y además al pago de las cos-
tas, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; SE-
GUNDO: Ordenar, como en efecto ordena, que la propiedad 
le sea restituida a la señora Felicita de Jesús, violada por el 
señor Casimiro Jiménez; al pago de una indemnización de 
treinta pesos oro en favor de la querellante señora Felicita 
de Jesús; TERCERO: Condenar, como en efecto condena, 
al nombrado Casimiro Jiménez, al pago de las costas con 
distracción en 'favor del Dr. Ramón María Pérez Maracallo, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; e) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto por el prevenido, 
la Corte a qua, después de varios reenvíos, dictó en fecha 
treinta y uno de marzo de mil novecientos cincuenta y cin- 
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co, sentencia acogiendo la excepción prejudicial de propie-
dad propuesta por el prevenido, y concediéndole un plazo 
de dos meses para que apoderara la jurisdicción competen-
te para estatuir sobre la cuestión de propiedad; d) que el 
prevenido no cumplió con la obligación qué le fué impuest a 

 por la anterior sentencia, y en fecha dieciséis de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y cinco, la Corte a qua, confir-
mó en defecto la sentencia dictada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Sanchez Ramírez, 
en fecha veintidós de julio de mil novecientos cincuenta y 
cuatro, cuyo dispositivo se ha copiado en otra parte del pre-
sente fallo; y e) que sobre el recurso de oposición inter-
puesto en fecha tres de enero del corriente año por el pre-
venido, la Corte a qua dictó la sentencia ahora impugnada 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME-
RO: Declarar regular y válido, en cuanto a la forma, el 
presente recurso de oposición;— SEGUNDO: Pronuncia el 
defecto contra la parte civil constituida, Felicita de Jesús, 
por no haber comparecido a esta audiencia a pesar de haber 
sido legalmente citada; TERCERO: Declara al nombrado 
Casimiro Jiménez, de generales conocidas, culpable del de-
lito de violación a la Ley 1\19 43, en perjuicio de Felicita de 
Jesús, y, en consecuencia, lo condena, acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes, al pago de una multa de cinco 
pesos; CUARTO: Suprime el ordinal segundo de la sentencia 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Sánchez Ramírez, el veintidós de julio de mil 
novecientos cincuenta y cuatro; QUINTO: Confirma en lo 
demás, el aspecto civil de la sentencia recurrida; y SEXTO: 
Condena, además, al referido prevenido Casimiro Jiménez, 
al pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando que el presente recurso de casación ha 
sido interpuesto en tiempo útil, después de haber adquiri-
do la sentencia impugnada carácter contradictorio respecto 
de todas las partes en causa, al vencerse el plazo de la opo-
sición abierto en favor de la parte civil constituída que hizo 
defecto en grado de apelación; 
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Considerando, en cuanto al primer medio, en el cual 
se alega la violación del artículo 1 de la Ley No 43, sobre 
el fundamento de que el recurrente "no se ha introducido 
en ninguna finca... de Felicita de Jesús, porque los ele-
mentos de hecho del proceso que sirvieron de base para la 
condenación ... no caracterizan la infracción"; pero 

Considerando que los jueces del fondo dieron por esta-
blecido mediante la ponderación de los elementos de prueba 
aportados en la instrucción de la causa, lo siguiente: 1) "que 
Felicita de Jesús hace más de treinta años posee una faja 
de terreno de más o menos veinte tareas, situada en la 
sección de Angelina, del municipio de Cotuí, provincia de 
Sánchez Ramírez, dentro de los siguientes límites: por los 
lados Sur y Oeste: caminos vecinales; por el Norte: Joaquín 
Santos y Emilia Caraballo y por el Este Casimiro Jiménez"; 
2) "que Casimiro Jiménez, compró a la Sucesión Rodríguez 
en el año 1950, una extensión de terreno colindando con lo 
de Felicita de Jesús, más o menos doscientas tareas, en la 
misma sección de Angelina, y pretende que lo de Felicita 
está incluido en lo comprado por él, porque ella fué arrima-
da allí por José Rodríguez, causante de la sucesión Rodrí-
guez"; 3) "que en fecha primero de abril de mil novecien-
tos cincuenta y cuatro Casimiro Jiménez arrendó a razón 
de dos pesos oro por tarea, a Pedro Juan García, los terre-
nos que hubo de la sucesión Rodríguez"; y 4) "que en el 
mismo mes de abril de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
el prevenido Jiménez, para darle ejecución a su contrato de 
arrendamiento en favor de García, penetró acompañando a 
su arrendatario que realizaba trabajos de tala, tumba y 
arado, en el terreno de Felicita de Jesús"; que además, la 
Corte a qua. ha reconocido en el fallo impugnado que por 
sentencia del treinta y uno de marzo de mil novecientos 
cincuenta y cinco de esta Corte, se acogió la excepción 
prejudicial de propiedad propuesto por el prevenido y se le 
dió un plazo de dos meses para que apoderara al tribunal 
civil competente a fin de que se determinara quién era el 
vei dadero dueño de la faja de terreno que Felicita de Jesús 
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co, sentencia acogiendo la excepción prejudicial de propie-
dad propuesta por el prevenido, y concediéndole un plazo 
de dos meses para que apoderara la jurisdicción competen-
te para estatuir sobre la cuestión de propiedad; d) que el 
prevenido no cumplió con la obligación qué le fué impuesta 
por la anterior sentencia, y en fecha dieciséis de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y cinco, la Corte a qua, confir-
mó en defecto la sentencia dictada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Sanchez Ramírez, 
en fecha veintidós de julio de mil novecientos cincuenta y 
cuatro, cuyo dispositivo se ha copiado en otra parte del pre-
sente fallo; y e) que sobre el recurso de oposición inter-
puesto en fecha tres de enero del corriente año por el pre-
venido, la Corte a qua dictó la sentencia ahora impugnada 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME-
RO: Declarar regular y válido, en cuanto a la forma, el 
presente recurso de oposición;— SEGUNDO: Pronuncia el 
defecto contra la parte civil constituida, Felicita de Jesús, 
por no haber comparecido a esta audiencia a pesar de haber 
sido legalmente citada; TERCERO: Declara al nombrado 
Casimiro Jiménez, de generales conocidas, culpable del de-
lito de violación a la Ley N9  43, en perjuicio de Felicita de 
Jesús, y, en consecuencia, lo condena, acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes, al pago de una multa de cinco 
pesos; CUARTO: Suprime el ordinal segundo de la sentencia 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Sánchez Ramírez, el veintidós de julio de mil 
novecientos cincuenta y cuatro; QUINTO: Confirma en lo 
demás, el aspecto civil de la sentencia recurrida; y SEXTO: 
Condena, además, al referido prevenido Casimiro Jiménez, 
al pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando que el presente recurso de casación ha 
sido interpuesto en tiempo útil, después de haber adquiri-
do la sentencia impugnada carácter contradictorio respecto 
de todas las partes en causa, al vencerse el plazo de la opo-
sición abierto en favor de la parte civil constituída que hizo 
defecto en grado de apelación; 

Considerando, en cuanto al primer medio, en el cual 

se alega la violación del artículo 1 de la Ley N° 43, sobre 
el fundamento de que el recurrente "no se ha introducido 
en ninguna finca... de Felicita de Jesús, porque los ele-
mentos de hecho del proceso que sirvieron de base para la 
condenación... no caracterizan la infracción"; pero 

Considerando que los jueces del fondo dieron por esta-
blecido mediante la ponderación de los elementos de prueba 
aportados en la instrucción de la causa, lo siguiente: 1) "que 
Felicita de Jesús hace más de treinta años posee una faja 
de terreno de más o menos veinte tareas, situada en la 
sección de Angelina, del municipio de Cotuí, provincia de 
Sánchez Ramírez, dentro de los siguientes límites: por los 
lados Sur y Oeste: caminos vecinales; por el Norte: Joaquín 
Santos y Emilia Caraballo y por el Este Casimiro Jiménez"; 
2) "que Casimiro Jiménez, compró a la Sucesión Rodríguez 
en el año 1950, una extensión de terreno colindando con lo 
de Felicita de Jesús, más o menos doscientas tareas, en la 
misma sección de Angelina, y pretende que lo de Felicita 
está incluido en lo comprado por él, porque ella fué arrima-
da allí por José Rodríguez, causante de la sucesión Rodrí-
guez"; 3) "que en fecha primero de abril de mil novecien-
tos cincuenta y cuatro Casimiro Jiménez arrendó a razón 
de dos pesos oro por tarea, a Pedro Juan García, los terre-
nos que hubo de la sucesión Rodríguez"; y 4) "que en el 
mismo mes de abril de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
el prevenido Jiménez, para darle ejecución a su contrato de 
arrendamiento en favor de García, penetró acompañando a 
su arrendatario que realizaba trabajos de tala, tumba y 
arado, en el terreno de Felicita de Jesús"; que además, la 
Corte a qua ha reconocido en el fallo impugnado que por 
sentencia del treinta y uno de marzo de mil novecientos 
cincuenta y cinco de esta Corte, se acogió la excepción 
prejudicial de propiedad propuesto por el prevenido y se le 
dió un plazo de dos meses para que apoderara al tribunal 
civil competente a fin de que se determinara quién era el 
vei dadero dueño de la faja de terreno que Felicita de Jesús 
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ocupa; que los terrenos de Felicita de Jesús como los que 
compró Jiménez a la sucesión Rodrícmez no están bajo pro.. 
ceso de mensura catastral ni muchl, menos de saneamiento, 
toda vez que sobre los que se concedió orden de prioridad 
en la sección de Angelina, para que fueran mensurados por 
el agrimensor José Ramón Vidal Feliz, en el mismo sitio 
de Angelina, D. C. N9  7, municipio de Cotuí, no comprenden 
los terrenos de las partes envueltas en esta causa; que trans-
currieron mucho más de dos meses, plazo concedido al pre-
venido y éste no apoderó al tribunal civil correspondiente 
para que decidiera respecto del derecho de propiedad de la 
heredad que ocupa Felicita de Jesús, parte civil constituida; 
que tal falta constituye una renuncia a la excepción pro-
puesta"; 

Considerando que en los hechos asi comprobados y admi-
tidos por la Corte a que, está caracterizado el delito de vio-
lación de propiedad previsto y sancionado por el artículo 
1 de la Ley NQ 43, de 1930, puesto a cargo del recurrente; 
que, en consecuencia, al declarar a éste culpable del refe-
rido delito, dicha Corte le atribuyó al hecho la calificación 
legal que le corresponde según su propia naturaleza, y al 
condenarlo a la pena de cinco pesos de multa, acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes, le aplicó una sanción 
que está ajustada a los artículos 1 de la Ley N' 43 y 463, in-
e.tiso 6, del Código Penal; 

Considerando, en cuanto al segundo y último medio, en 
el cual se alega desnaturalización de los hechos y falta de 
base legal, que el recurrente sostiene que "ha habido una 
completa desnaturalización de los hechos de la causa, por- 
que ninguna de las informaciones prestadas indican con 
claridad y precisión que el prevenido Jiménez penetró en 
la pequeña heredad... de la señora Felicita de Jesús"; pero 

Considerando que lo que realmente sostiene el recu- 
rrente no es la desnaturalización de los hechos de la causa, 
sino la apreciación que de los mismos hizo la Corte a qua 
en uso de su poder soberano, al admitir de conformidad 
con las declaraciones prestadas en la audiencia del veinti- 

os de febrero de mil novecientos cincuenta y cinco, por 
los testigos Emilia o Emelinda Caraballo y Julián Villdafia, 
que "el prevenido Casimiro Jiménez, entró sin permiso de 
su dueña, a la propiedad de Felicita de Jesús, cuando pre-
senció y dirigió. .. la tala, arado y tumba de árboles y 
plantaciones llevados a cabo por su arrendatario Pedro 
Juan García, en los terrenos cercados, cultivados y poseí-
dos por Felicita de Jesús, por espacio de más de treinta 
años"; que, por otra parte, la sentencia impugnada contiene 
una exposición completa de loa hechos y una descripción 
de las circunstancias de la causa, que han permitido veri-
ficar que dicho fallo está legalmente justificado, el cual no 
contiene tampoco en sus demás aspectos ningún vicio que 
dé lugar a su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Casimiro Jiménez, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de La Vega del diez y ocho de 
abril del corriente año, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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ocupa; que los terrenos de Felicita de Jesús como los que 
compró Jiménez a la sucesión Rodrimiez no están bajo pro.. 
ceso de mensura catastral ni muchl, menos de saneamiento, 
toda vez que sobre los que se concedió orden de prioridad 
en la sección de Angelina, para que fueran mensurados por 
el agrimensor José Ramón Vidal Féliz, en el mismo sitio 
de Angelina, D. C. N9  7, municipio de Cotuí, no comprenden 
los terrenos de las partes envueltas en esta causa; que trans-
currieron mucho más de dos meses, plazo concedido al pre-
venido y éste no apoderó al tribunal civil correspondiente 
para que decidiera respecto del derecho de propiedad de la 
heredad que ocupa Felicita de Jesús, parte civil constituida; 
que tal falta constituye una renuncia a la excepción pro-
puesta"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a Tm está caracterizado el delito de vio-
lación de propiedad previsto y sancionado por el artículo 
1 de la Ley Ny 43, de 1930, puesto a cargo del recurrente; 
que, en consecuencia, al declarar a éste culpable del refe-
rido delito, dicha Corte le atribuyó ál hecho la calificación 
legal que le corresponde según su propia naturaleza, y al 
condenarlo a la pena de cinco pesos de multa, acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes, le aplicó una sanción 
que está ajustada a los artículos 1 de la Ley Nq 43 y 463, in-
-:iso 6, del Código Penal; 

Considerando, en cuanto al segundo y último medio, en 
el cual se alega desnaturalización de los hechos y falta de 
base legal, que el recurrente sostiene que "ha habido una 
completa desnaturalización de los hechos de la causa, por- 
que ninguna de las informaciones prestadas indican con 
claridad y precisión que el prevenido Jiménez penetró en 
la pequeña heredad. .. de la señora Felicita de Jesús"; pero 

Considerando que lo que realmente sostiene el recu- 
rrente no es la desnaturalización de los hechos de la causa, 
sino la apreciación que de los mismos hizo la Corte a qua, 
en uso de su poder soberano, al admitir de conformidad 
oon las declaraciones prestadas en la audiencia del veinti- 

os de febrero de mil novecientos cincuenta y cinco, por 
los testigos Emilia o Emelinda Caraballo y Julián Villafaña, 
que "el prevenido Casimiro Jiménez, entró sin permiso de 
su dueña, a la propiedad de Felicita de Jesús, cuando pre-
senció y dirigió. .. la tala, arado y tumba de árboles y 
plantaciones llevados a cabo por su arrendatario Pedro 
Juan García, en los terrenos cercados, cultivados y poseí-
dos por Felicita de Jesús, por espacio de más de treinta 
años"; que, por otra parte, la sentencia impugnada contiene 
una exposición completa de los hechos y una descripción 
de las circunstancias de la causa, que han permitido veri-
ficar que dicho fallo está legalmente justificado, el cual no 
contiene tampoco en sus demás aspectos ningún vicio que 
dé lugar a su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Casimiro Jiménez, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de La Vega del diez y ocho de 
abril del corriente año, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de 
fecha 20 de abril de 1956. 

Rectamente: Pedro Néstor Uribe Albert. 
Abogado: Dr. Manuel Castillo Corporán. 

Provenido: Luis Dionisio. 
Abogado: Lic. Freddy Prestol Castillo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día treinta y uno del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y seis, años 113' de la Independen- 
cia, 94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
Néstor Uribe Albert, dominicano, mayor de edad, casado, 
agricultor, domiciliado y residente en la casa N° 85 de la 
Avenida Constitución de la ciudad de San Cristóbal, cédula 
40, serie 2, sello 1664, parte civil constituida en el proceso 
a cargo de Luis Dionisio, de generales más adelante expre-
sadas, contra sentencia de la Corte de Apelación de San 
Cristóbal de fecha veinte de abril de mil novecientos cin-
cuenta y seis, dictada en atribuciones correccionales, cuyo  

positivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el doctor Manuel Castillo Corporán, cédula 11804, 

serie 1, sello 5652, abogado del recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el licenciado Freddy Prestol Castillo, cédula 8401, 
serie 1, sello 7768, abogado del prevenido Luis Dionisio, 
dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, domiciliado 

y residente en la sección de "Cambita Garabito", jurisdic-
ción de San Cristóbal, cédula 366, serie 2, cuyo sello de re-
novación no consta en el expediente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha veintiuno de junio 
de mil novecientos cincuenta y seis, a requerimiento del re-
currente, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación y se ofrece depositar "oportunamente" un me-
morial contentivo de los agravios y alegatos de dicho re-
currente; 

Visto el memorial de casación de fecha veinticuatro 
de agosto de mil novecientos cincuenta y seis, suscrito por 
el Dr. Manuel Castillo Corporán, en nombre y representa-
ción del recurrente, en el cual se invocan los medios de ca-
sación que más adelante se expondrán; 

Visto el escrito de fecha veinticuatro de agosto de mil 
novecientos cincuenta y seis, suscrito por el licenciado Fred-
dy Prestol Castillo, en nombre y representación del preve-
nido, en el cual se alega la nulidad del presente recurso de 
casación, por los medios que más adelante se expondrán; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 de la Ley 1\1‹? 43, del 15 de 
diciembre de 1930; 445 del Código Penal; 1315 y 1382 del 
Código Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil; 3 y 
191 del Código de Procedimiento Criminal; y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DE 1956 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de 
fecha 20 de abril de 1956. 

Materia: Penal. 

Recerrente: Pedro Néstor Uribe Albert. 
Abogado: Dr. Manuel Castillo Corporán. 

Provenido: Luis Dionisio. 
Abogado: Lic. Freddy Prestol Castillo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana.. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día treinta y uno del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y seis, años 113' de la Independen-
cia, 94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
Néstor Uribe Albert, dominicano, mayor de edad, casado, 
agricultor, domiciliado y residente en la casa I\1(> 85 de la 
Avenida Constitución de la ciudad de San Cristóbal, cédula 
-40, serie 2, sello 1664, parte civil constituida en el proceso 
a cargo de Luis Dionisio, de generales más adelante expre-
sadas, contra sentencia de la Corte de Apelación de San 
Cristóbal de fecha veinte de abril de mil novecientos cin-

,cuenta y seis, dictada en atribuciones correccionales, cuyo  

dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el doctor Manuel Castillo Corporán, cédula 11804, 

serie 1, sello 5652, abogado del recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el licenciado Freddy Prestol Castillo, cédula 8401, 
serie 1, sello 7768, abogado del prevenido Luis Dionisio, 
dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, domiciliado 

y residente en la sección de "Cambita Garabito", jurisdic-
ción de San Cristóbal, cédula 366, serie 2, cuyo sello de re-
novación no consta en el expediente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha veintiuno de junio 
de mil novecientos cincuenta y seis, a requerimiento del re-
currente, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación y se ofrece depositar "oportunamente" un me-
morial contentivo de los agravios y alegatos de dicho re-
currente; 

Visto el memorial de casación de fecha veinticuatro 
de agosto de mil novecientos cincuenta y seis, suscrito por 
el Dr. Manuel Castillo Corporán, en nombre y representa-
ción del recurrente, en el cual se invocan los medios de ca-
sación que más adelante se expondrán; 

Visto el escrito de fecha veinticuatro de agosto de mil 
novecientos cincuenta y seis, suscrito por el licenciado Fred-
dy Prestol Castillo, en nombre y representación del preve-
nido, en el cual se alega la nulidad del presente recurso de 
casación, por los medios que más adelante se expondrán; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 de la Ley NQ 43, del 15 de 
diciembre de 1930; 445 del Código Penal; 1315 y 1382 del 
Código Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil; 3 y 
191 del Código de Procedimiento Criminal; y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en 1 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que en fecha once de abril de mil novecientos cincuenta y 
cinco Pedro Néstor Uribe compareció ante el Magistrad o 

 Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Trujillo y presen_ 
tó una querella contra Luis Dionisio, por el hecho de ést e 

 haberse introducido en una parcela de su propiedad de la 
que posee título catastral, y haberle destruido "más o me-
nos 20 tareas" que el exponente "había destinado para la 
siembra de café"; b) que el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Trujillo, apoderado del caso, cono-
ció de la causa seguida contra Luis Dionisio por los delitos 
de violación de propiedad y tumba de árboles en fecha vein-
ticinco de abril de mil novecientos cincuenta y cinco, reen-
viándola en esa oportunidad para fines de una mejor sus-
tanciación, y al conocer nuevamente de dicha causa dictó 
en fecha catorce de junio de mil novecientos cincuenta y , 
cinco, una sentencia cuyo dispositivo se encuentra ínte-
gramente copiado en el de la sentencia ahora impugnada; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestospor el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito 
Judicial de Trujillo y por la parte civil constituida Pedro 
Néstor Uribe, la Corte de Apelación de San Cristóbal des-
pués de reenviar varias veces la causa, para una mejor sus-
tanciación, dictó en fecha veinte de abril de mil novecien-
tos cincuenta y seis, la sentencia ahora impugnada en ca-
sación cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regulares y válidos los presentes recursos de 
apelación; SEGUNDO: Desestima el pedimento del Procu-
rador General relativo al descenso de la Corte a los luga-
res litigiosos; TERCERO: Confirma la sentencia recurrida, 
dictada en fecha 14 de junio de 1955 por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, cuyo 
dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: Declara que no 
existen pruebas suficientes de culpabilidad en el hecho que 
se le imputa a Luis Dionisio, en consecuencia lo descarga 
de responsabilidad penal; Segundo: Declara regular y vá- 

iida en la forma la constitución en parte civil, hecha por 
Pedro N. Uribe, representado por el Dr. Tulio Pérez Martí-
nez, y rechaza dicha parte civil por improcedente; Tercero: 
Condena a dicha parte civil al pago de las costas'; CUARTO: 
Condena a la parte civil que sucumbe al pago de las costas, 
ordenando la distracción de las civiles en provecho del li-
cenciado Freddy Prestol Castillo por afirmar haberlas avan-
zado en su mayor parte; QUINTO: Declara de oficio las 

costas penales"; 
Considerando que por su memorial el recurrente invoca 

los siguientes medios de casación: "PRIMER MEDIO: Vio-
lación, por inaplicación del artículo 445 del Código Penal 
y del artículo 1 de la Ley N^ 43 de fecha 15 de diciembre 
de 1930, Gaceta Oficial N9 4318.— Desnaturalización de los 
hechos y falta de base legal"; "SEGUNDO MEDIO: Viola-
ción por falta aplicación del artículo 1315 del Código Ci-
vil, de la teoría de la prueba"; "TERCER MEDIO: Viola-
ción por inaplicación del artículo 1382 del Código Civil y 
violación por inaplicación del artículo 3 del Código de Pro-
cedimiento Criminal", y "CUARTO MEDIO: Violación del 
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil.— Insufi-
ciencia de motivos en la sentencia.— Desnaturalización de 
los hechos y falta de base legal"; 

Considerando que por su escrito de defensa el preve-
nido ha pedido la nulidad del presente recurso de casación 
interpuesto por la parte civil, "ya por inobservancia del 
plazo fijado por el artículo 34 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación"; "ya por no haber adjuntado el recurrente, 
a su recurso una copia auténtica de la sentencia recurrida", 
como lo manda el artículo 35 de la citada Ley, o "ya por 
haber omitido dicha parte civil el depósito del memorial 
dentro del plazo preceptuado imperativamente a pena de 
nulidad por el artículo 37 de la misma Ley"; pero, 

Considerando que con respecto a lo preceptuado por 
el artículo 34 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, 
si es cierto que la parte civil debe notificar su recurso de 
casación a la parte contra quien lo deduce en el término de 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en lo s 
 documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 

que en fecha once de abril de mil novecientos cincuenta y 
cinco Pedro Néstor Uribe compareció ante el Magistrad o 

 Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Trujillo y presen_ 
tó una querella contra Luis Dionisio, por el hecho de ést e 

 haberse introducido en una parcela de su propiedad de la 
que posee título catastral, y haberle destruido "más o me-
nos 20 tareas" que el exponente "había destinado para la 
siembra de café"; b) que el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Trujillo, apoderado del caso, cono-
ció de la causa seguida contra Luis Dionisio por los delitos 
de violación de propiedad y tumba de árboles en fecha vein-
ticinco de abril de mil novecientos cincuenta y cinco, reen-
viándola en esa oportunidad para fines de una mejor sus-
tanciación, y al conocer nuevamente de dicha causa dictó 
en fecha catorce de junio de mil novecientos cincuenta y 4, 
cinco, una sentencia cuyo dispositivo se encuentra ínte-
gramente copiado en el de la sentencia ahora impugnada; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito 
Judicial de Trujillo y por la parte civil constituida Pedro 
Néstor Uribe, la Corte de Apelación de San Cristóbal des-
pués de reenviar varias veces la causa, para una mejor sus-
tanciación, dictó en fecha veinte de abril de mil novecien-
tos cincuenta y seis, la sentencia ahora impugnada en ca-
sación cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regulares y válidos los presentes recursos de 
apelación; SEGUNDO: Desestima el pedimento del Procu-
rador General relativo al descenso de la Corte a los luga-
res litigiosos; TERCERO: Confirma la sentencia recurrida, 
dictada en fecha 14 de junio de 1955 por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, cuyo 
dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: Declara que no 
existen pruebas suficientes de culpabilidad en el hecho que 
se le imputa a Luis Dionisio, en consecuencia lo descarga 
de responsabilidad penal; Segundo: Declara regular y vá- 
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'ida en la forma la constitución en parte civil, hecha por 
Pedro N. Uribe, representado por el Dr. Tulio Pérez Martí-
nez, y rechaza dicha parte civil por improcedente; Tercero: 
Condena a dicha parte civil al pago de las costas'; CUARTO: 
Condena a la parte civil que sucumbe al pago de las costas, 
ordenando la distracción de las civiles en provecho del li-
cenciado Freddy Prestol Castillo por afirmar haberlas avan-
zado en su mayor parte; QUINTO: Declara de oficio las 
costas penales"; 

Considerando que por su memorial el recurrente invoca 
los siguientes medios de casación: "PRIMER. MEDIO: Vio-
ladón, por inaplicación del artículo 445 del Código Penal 
y del artículo 1 de la Ley N^ 43 de fecha 15 de diciembre 
de 1930, Gaceta Oficial NQ 4318.— Desnaturalización de los 
hechos y falta de base legal"; "SEGUNDO MEDIO: Viola-
ción por falta aplicación del artículo 1315 del Código Ci-
vil, de la teoría de la prueba"; "TERCER MEDIO: Viola-
ción por inaplicación del artículo 1382 del Código Civil y 
violación por inaplicación del artículo 3 del Código de Pro-
cedimiento Criminal", y "CUARTO MEDIO: Violación del 
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil.— Insufi-
ciencia de motivos en la sentencia.— Desnaturalización de 
los hechos y falta de base legal"; 

Considerando que por su escrito de defensa el preve-
nido ha pedido la nulidad del presente recurso de casación 
interpuesto por la parte civil, "ya por inobservancia del 
plazo fijado por el artículo 34 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación"; "ya por no haber adjuntado el recurrente, 
a su recurso una copia auténtica de la sentencia recurrida", 
como lo manda el artículo 35 de la citada Ley, o "ya por 
haber omitido dicha parte civil el depósito del memorial 
dentro del plazo preceptuado imperativamente a pena de 
nulidad por el artículo 37 de la misma Ley"; pero, 

Considerando que con respecto a lo preceptuado por 
el artículo 34 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, 
si es cierto que la parte civil debe notificar su recurso de 
casación a la parte contra quien lo deduce en el término de 
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tres días, no es menos cierto que tal formalidad no está 
prescrita a pena de nulidad; 

Considerando que igualmente, la disposición del artícu.. 
lo 35 de la citada ley, al tenor del cual "la parte civil qu e 

 interponga casación, está obligada a unir a los datos o do-
cumentos en apoyo de su recurso, una copia auténtica de la 
sentencia", tampoco está prescrita a pena de nulidad; y 
que, por otra parte, en el presente caso, la copia certificada 
de la sentencia recurrida, fué enviada con el expediente a 
la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia por el Se-
cretario del Tribunal del cual proviene la sentencia en virtud 
de lo que dispone el artículo 38 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando, que, por último, si bien es cierto que al 
tenor del artículo 37 de la misma Ley, cuando el recurso 
de casación sea interpuesto por el ministerio público, por 
la parte civil o por la persona civilmente responsable, el 
depósito del memorial con la indicación de los medios de 
casación será obligatorio, si no se ha motivado el recurso 
en la declaración correspondiente; y que, ese depósito debe 
hacerse en la secretaría del tribunal que dictó la sentencia, 
dentro de los diez días posteriores a ella, no es menos cierto 
que las partes pueden también transmitir directamente a la 
Suprema Corte de Justicia el escrito que contenga los me-
dios de casación, y que, con respecto a este depósito la ley 
no ha establecido ningún plazo; que, por consiguiente, el 
ministerio público, la parte civil y la persona civilmente 
responsable pueden válidamente someter el memorial que 
contenga los medios de casación hasta el momento mismo 
de la audiencia; 

Considerando que, en la especie, el recurrente presentó 
su escrito de fecha veinticuatro de agosto de mil novecien- 
tos cincuenta y seis, fecha de la audiencia en que se conoció 
del recurso, y por órgano de su abogado constituido, con- 

(.) en la misma audiencia pidiendo la casación de la 
sentencia impugnada, por haber incurrido a su juicio, en 
los vicios indicados en dicho escrito; que, por tanto, la ex- 

cepción de nulidad propuesta por el recurrido sobre los di-
ferentes alegatos que acaban de ser examinados, carece de 
fundamento y debe ser desestimada; 

Considerando en cuanto al 'fondo: que por. los referi-
dos cuatro medios de casación, los cuales se reúnen para su 
examen en razón de la íntima relación que tienen los ale-
gatos que hace el recurrente, se invoca: "la violación por 
inaplicación del artículo 445 del Código Penal y del artícu-
lo 1 de la Ley Ne  43 de fecha 15 de diciembre de 1930"; 
Violación por falta de aplicación del artículo 1315 del Có-
digo Civil, de la teoría de la prueba"; "Violación por inapli-
cación del artículo 1382 del Código Civil y violación por 
inaplicación del artículo 3 del Código de Procedimiento Cri-
minal"; y "Violación del artículo 141 del Código de Proce-
dimiento Civil; insuficiencia de motivos; Desnaturalización 
de los hechos de la causa y falta de base legal"; que en re-
lación con dichos medios de casación el recurrente, aduce, 
en resumen: que la Corte a qua al ponderar la prueba no 
estimó de manera completa las declaraciones de los testigos, 
porque algunas de ellas analizadas por la misma Corte en 
la sentencia impugnada, eran suficientes para establecer 
los delitos de violación de propiedad y de tumba de árboles 
previstos y sancionados respectivamente por los artículos 
1 de la Ley 1\19  43 de 1930 y por el artículo 445 del Código 
Penal; que el mismo prevenido estuvo convicto y confeso; 
que dicho prevenido declaró que él "pagó los trabajos para 
la tumba de diez o doce tareas" y manifestó también que 
"había dejado de trabajar en la tierra por dos o tres años 
y luego volvió"; que dicha Corte al no tomar en cuenta o 
no darle el sentido y el alcance que tenían los hechos esta-
blecidos por las declaraciones de los testigos y por la del 
mismo prevenido, dió motivos insuficientes, desnaturalizó 
los hechos de la causa e incurrió en el vicio de falta de 
base legal, explicándose solo de esta manera, afirma el 
recurrente, que en la sentencia impugnada dicha Corte 
estimara que "no existe relación de causalidad entre los 
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tres días, no es menos cierto que tal formalidad no está 
prescrita a pena de nulidad; 

Considerando que igualmente, la disposición del artícu-
lo 35 de la citada ley, al tenor del cual "la parte civil que 
interponga casación, está obligada a unir a los datos o do-
cumentos en apoyo de su recurso, una copia auténtica de la 
sentencia", tampoco está prescrita a pena de nulidad; y 
que, por otra parte, en el presente caso, la copia certificada 
de la sentencia recurrida, fué enviada con el expediente a 
la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia por el Se-
cretario del Tribunal del cual proviene la sentencia en virtud 
de lo que dispone el artículo 38 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando, que, por último, si bien es cierto que al 
tenor del artículo 37 de la misma Ley, cuando el recurso 
de casación sea interpuesto por el ministerio público, por 
la parte civil o por la persona civilmente responsable, el 
depósito del memorial con la indicación de los medios de 
casación será obligatorio, si no se ha motivado el recurso 
en la declaración correspondiente; y que, ese depósito debe 
hacerse en la secretaría del tribunal que dictó la sentencia, 
dentro de los diez días posteriores a ella, no es menos cierto 
que las partes pueden también transmitir directamente a la 
Suprema Corte de Justicia el escrito que contenga los me-
dios de casación, y que, con respecto a este depósito la ley 
no ha establecido ningún plazo; que, por consiguiente, el 
ministerio público, la parte civil y la persona civilmente 
responsable pueden válidamente someter el memorial que 
contenga los medios de casación hasta el momento mismo 
de la audiencia; 

Considerando que, en la especie, el recurrente presentó 
su escrito de fecha veinticuatro de agosto de mil novecien-
tos cincuenta y seis, fecha de la audiencia en que se conoció 
del recurso, y por órgano de su abogado constituido, con-
di ,-  o en la misma audiencia pidiendo la casación de la 
sentencia impugnada, por haber incurrido a su juicio, en 
los vicios indicados en dicho escrito; que, por tanto, la ex- 

BOLETÍN JUDICIAL 	 2259 

cepción de nulidad propuesta por el recurrido sobre las di-
ferentes alegatos que acaban de ser examinados, carece de 
fundamento y debe ser desestimada; 

Considerando en cuanto al fondo: que por los referi-
dos cuatro medios de casación, los cuales se reúnen para su 
examen en razón de la íntima relación que tienen los ale-
gatos que hace el recurrente, se invoca: "la violación por 
inaplicación del artículo 445 del Código Penal y del artícu-
lo 1 de la Ley N° 43 de fecha 15 de diciembre de 1930"; 
Violación por falta de aplicación del artículo 1315 del Có-
digo Civil, de la teoría de la prueba"; "Violación por inapli-
cación del artículo 1382 del Código Civil y violación por 
inaplicación del artículo 3 del Código de Procedimiento Cri-

minal"; y "Violación del artículo 141 del Código de Proce-
dimiento Civil; insuficiencia de motivos; Desnaturalización 
de los hechos de la causa y falta de base legal"; que en re-
lación con dichos medios de casación el recurrente, aduce, 
en resumen: que la Corte a qua al ponderar la prueba no 
estimó de manera completa las declaraciones de los testigos, 
porque algunas de ellas analizadas por la misma Corte en 
la sentencia impugnada, eran suficientes para establecer 
los delitos de violación de propiedad y de tumba de árboles 
previstos y sancionados respectivamente por los artículos 
1 de la Ley N^ 43 de 1930 y por el artículo 445 del Código 
Penal; que el mismo prevenido estuvo convicto y confeso; 
que dicho prevenido declaró que él "pagó los trabajos para 
la tumba de diez o doce tareas" y manifestó también que 
"había dejado de trabajar en la tierra por dos o tres años 
y luego volvió"; que dicha Corte al no tomar en cuenta o 
no darle el sentido y el alcance que tenían los hechos esta-
blecidos por las declaraciones de los testigos y por la del 
mismo prevenido, dió motivos insuficientes, desnaturalizó 
los hechos de la causa e incurrió en el vicio de falta de 
base legal, explicándose solo de esta manera, afirma eI 
recurrente, que en la sentencia impugnada dicha Corte 
estimara que "no existe relación de causalidad entre los 
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hechos que se le imputan al prevenido y la responsabilidad 
civil *que por consecuencia de esos hechos pesa sobre él"; 
pero, 

Considerando en cuanto a la alegada violación de los 
artículos 1 de la Ley N9  43, del 15 de diciembre de 1930, 
445 del Código Penal y 1315 del Código Civil, que la Corte 

qua para descargar en cuanto a lo penal al prevenido de 
los delitos de violación de propiedad y de tumba de árboles, 

, dió por establecido en la sentencia impugnada mediante la 
ponderación de los elementos de prueba que fueron regu-
larmente aportados al debate, lo siguiente: a) que Pedro 
Néstor Uribe Albert parte civil constituida, alegó que es 
dueño de una parcela saneada catastralmente, según Cer-
tificado de Título que posee, en la cual al prevenido Luis 
Dionisio se le adjudicaron las mejoras que están en un pe-
dazo del terreno; y que dicho prevenido no obstante la ad-
vertencia que él le hizo de que tenía destinado una parte 
del terreno para la siembra de café, y alegando que "no 
iba a estar sin trabajar" y que "además eso era de su 
esposa", le ordenó a Máximo Reyes hacer la limpieza de 
dicho pedazo de terreno; b) que corroborando la declara-
ción de Pedro Néstor Uribe Albert los testigos Manuel Ri-
vera y José Sención de la Rosa afirmaron categóricamen-
te que los terrenos donde Luis Dionisio hizo la tumba son 
de la propiedad exclusiva del querellante, pero, admitieron 
en cambio, que el prevenido sembró en ese terreno unas 
matas de coco y que posee además otras plantaciones; c) 
que también, los testigos Angel Reyes, Benigno Suero y 
Natalio Rodríguez, informaron que "dentro de ese terreno 
el señor Dionisio posee unas mejoras consistentes en matas 
de rulos, de aguacates y de cocos", afirmando el primero, 
Angel Reyes, "que hace como 16 años que ve a Dionisio 
cortando rulos ahí y otras cosas, dentro de la tumba que 
él hizo"; y d) "que por el hecho reconocido por el propio 
querellante, robustecido además por los testimonios y docu-
mentos de la causa, de que Luis Dionisio es propietario 
de mejoras dentro de esa Parcela, unido a la circunstancia 

de que esas mejoras al momento de su adjudicación no 
fueron especkficamente determinadas, ni tampoco fué seña-
lado el ámbito del terreno ocupado por las mismas, ha 
nacido una gran duda en el ánimo de los jueces respecto de 
la culpabilidad del prevenido, imponiéndose la confirmación 
en el aspecto penal de la sentencia apelada"; 

Considerando que al estatuir de esa manera confir-
mando la sentencia apelada que descargó al prevenido de 
los delitos de violación de propiedad y de tumba de árboles, 
la Corte a qua hizo una correcta aplicación del artículo 191 
del Código de Procedimiento Criminal y no incurrió en las 
alegadas violaciones de los artículos 1 de la Ley N9  43, de 
1930, y 445 del Código Penal; ni del artículo 1315 del Códi-
Civil relativo al cargo de la prueba; que, por otra parte, en 
la sentencia impugnada no se han desnaturalizado los hechos 
de la causa; que, por el contrario, las comprobaciones reali-
zadas por los jueces del fondo, fueron el resultado de la pon-
deración de las pruebas sometidas a la discusión de las par-
tes en los debates y al examen del juez en la decisión; que, 
además, la sentencia impugnada contiene motivos suficien-
tes que justifican plenamente su dispositivo, así como una 
exposición completa de los hechos y una descripción de las 
circunstancias de la causa que han permitido verificar que 
dicho fallo es el resultado de una exacta aplicación de la ley 
a los hechos que fueron soberanamente comprobados por los 
jueces del fondo; 

Considerando que el recurrente también alega por di-
chos medios de casación, que la Corte a qua al apreciar que 
al momento en que se adjudicaron a Luis Dionisio las me-
joras, éstas "no fueron específicamente determinadas, ni 
tampoco fué señalado el ámbito del terreno ocupado por 
las mismas", debió haberse declarado incompetente y enviar 
el asunto ante el Tribunal de 'fierras de acuerdo con lo que 
establece el artículo 7 de la Ley de Registro de Tierras, pero 
nunca descargar al prevenido que estaba "convicto y con-
feso" al decir de dicho recurrente; pero, 
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hechos que se le imputan al prevenido y la responsabilidad 
civil que por consecuencia de esos hechos pesa sobre él"; 
pero, 

Considerando en cuanto a la alegada violación de los 
artículos 1 de la Ley N9  43, del 15 de diciembre de 1930, 
445 del Código Penal y 1315 del Código Civil, que la Corte 
a qua para descargar en cuanto a lo penal al prevenido de 
los delitos de violación de propiedad y de tumba de árboles, 
dió por establecido en la sentencia impugnada mediante la 
ponderación de los elementos de prueba que fueron regu-
larmente aportados al debate, lo siguiente: a) que Pedro 
Néstor Uribe Albert parte civil constituida, alegó que es 
dueño de una parcela saneada catastralmente, según Cer-
tificado de Título que posee, en la cual al prevenido Luis 
Dionisio se le adjudicaron las mejoras que están en un pe-
dazo del terreno; y que dicho prevenido no obstante la ad-
vertencia que él le hizo de que tenía destinado una parte 
del terreno para la siembra de café, y alegando que "no 
iba a estar sin trabajar" y que "además eso era de su 
esposa", le ordenó a Máximo Reyes hacer la limpieza de 
dicho pedazo de terreno; b) que corroborando la declara-
ción de Pedro Néstor Uribe Albert los testigos Manuel Ri-
vera y José Sención de la Rosa afirmaron categóricamen-
te que los terrenos donde Luis Dionisio hizo la tumba son 
de la propiedad exclusiva del querellante, pero, admitieron 
en cambio, que el prevenido sembró en ese terreno unas 
matas de coco y que posee además otras plantaciones; c) 
que también, los testigos Angel Reyes, Benigno Suero y 
Natalio Rodríguez, informaron que "dentro de ese terreno 
el señor Dionisio posee unas mejoras consistentes en matas 
de rulos, de aguacates y de cocos", afirmando el primero, 
Angel Reyes, "que hace como 16 años que ve a Dionisio 
cortando rulos ahí y otras cosas, dentro de la tumba que 
él hizo"; y d) "que por el hecho reconocido por el propio 
querellante, robustecido además por los testimonios y docu-
mentos de la causa, de que Luis Dionisio es propietario 
de mejoras dentro de esa Parcela, unido a la circunstancia 

de  que esas mejoras al momento de su adjudicación no 
fueron específicamente determinadas, ni tampoco fué seña-
lado el ámbito del terreno ocupado por las mismas, ha 
nacido una gran duda en el ánimo de los jueces respecto de 
la culpabilidad del prevenido, imponiéndose la confirmación 
en el aspecto penal de la sentencia apelada"; 

Considerando que al estatuir de esa manera confir-
mando la sentencia apelada que descargó al prevenido de 
los delitos de violación de propiedad y de tumba de árboles, 
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alegadas violaciones de los artículos 1 de la Ley N9  43, de 
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Considerando que el recurrente también alega por di-
chos medios de casación, que la Corte a qua al apreciar que 
al momento en que se adjudicaron a Luis Dionisio las me-
joras, éstas "no fueron específicamente determinadas, ni 
tampoco fué señalado el ámbito del terreno ocupado por 
las mismas", debió haberse declarado incompetente y enviar 
el asunto ante el Tribunal de 'fierras de acuerdo con lo que 
establece el artículo 7 de la Ley de Registro de Tierras, pero 
nunca descargar al prevenido que estaba "convicto y con-
feso" al decir de dicho recurrente; pero, 
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Considerando que en la especie sometida a la Corte.- 
a qua, no fué presentada ninguna cuestión que debiera ser . 
resuelta por el Tribunal de Tierras así como tampoco ex-
cepción prejudicial alguna que obligara el sobreseimient o, 
del asunto; que, al contrario, en el presente caso, los dere-
chos del prevenido así como los del querellante en relación 
con la parcela de que se trata, ya habían sido definitiva-
mente juzgados por el Tribunal de Tierras, el cual como lo. 
ha establecido la sentencia impugnada, le adjudicó a Pedro

. 

Néstor Uribe Albert la propiedad del terreno y a Luis Dia 
nisio las mejoras; 

Considerando que, por último, en el aspecto penal, el 
recurrente también alega como "falta de motivos" y "des-
naturalización de los hechos", que la Corte a qua ha debido 
ponderar en la sentencia impugnada la circunstancia de 
que el testigo Benigno Suero declaró que era cuñado del 
prevenido Luis Dionisio y enemigo de Pedro Néstor Uribe 
Albert, parte civil constituida, así como la circunstancia de 
que entre el testigo Natalio Rodríguez y dicha parte civil 
constituida, existía también enemistad, ya que estas decla-
raciones fueron tomadas en cuenta en el fallo impugnado; 
pero, 

Considerando que además de que en los agravios así 
expuestos por el recurrente no hay falta de motivos ni des-
naturalización de los hechos, lo que declaró el testigo Be-
nigno Suero tal como se comprueba por el acta de audien-. 
cia de la causa, fué que "él estaba casado con una hermana. 
de la señora del prevenido Luis Dionisio", circunstancia 
que también fué expuesta por el abogado que en dicha au-
diencia representaba a la parte civil constituida quien se 
limitó a manifestar que el testigo Suero y el prevenido eran 
"concuñados"; que no existiendo ninguna causa legal de 
incapacidad que impidiera a dichos testigos prestar su de-
claración, estos alegatos carecen de fundamento y deben ser 
desestimados; 

Considerando en cuanto a la supuesta violación del ar-
tículo 1382 del Código Civil y del artículo 3 del Código de  

procedimiento Criminal, que la condenación en daños y 
perjuicios, cuya cuantía es apreciada soberanamente por los 
jueces del fondo, queda justificada cuando éstos hayan com-
probado: 1) la existencia de una falta imputable al de-
mandado; 2) un perjuicio ocasionado a quien reclama la 
reparación; y 3) una relación de causa a efecto entre la 
falta y el perjuicio; que, en la especie, la Corte a qua, para 
rechazar la demanda en daños y perjuicios incoada por el 
actual recurrente contra el procesado Luis Dionisio afirma 
que "no ha sido probada la culpabilidad de éste, como autor 
del delito de violación de propiedad, ni se ha establecido 
tampoco, dentro de los términos de la prevención y en rela-
ción de causalidad, ninguna falta susceptible de comprome-
ter la responsabilidad civil del señor Luis Dionisio, frente 
al señor Pedro Néstor Uribe Albert, parte civil constituida"; 
que, por consiguiente, al estatuir de esa manera, la Corte 
a qua no ha violado el artículo 1382 del Código Civil, ni ha 
quebrantado la regla o principio relativo a la unidad de 
jurisdicción, como infundadamente lo alega el recurrente 
al pretender que se ha violado también el artículo 3 del 
Código de Procedimiento Criminal; por todo lo cual el pre-
sente medio de casación como los anteriores deben ser tam-
bién desestimado; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne al 
interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Pedro Néstor Uribe Albert, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, de 
fecha veinte de abril de mil novecientos cincuenta y seis, 
dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena a dicho recurrente al pago de las costas, ordenan-
do su distracción en favor del licenciado Freddy Prestol 
Castillo, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.. 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DE 1956 

  

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.— 
',gis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís de fecha 18 de junio de 1956. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Bienvenido Rodríguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama y Luis 
Logroño Cohén, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día treintiuno del mes de octubre de mil no-
vecientos cincuenta y seis, años 113' de la Independencia, 
94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bienveni-
do Rodríguez, dominicano, mayor de edad, casado, agricul-
tor, domiciliado y residente en la sección de Otra Banda, 
Municipio de Higüey, cédula 8467, serie 28, sello 157807, 
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha 
dieciocho de junio de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado .  Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurren- 
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te, el dieciocho de junio de mil novecientos cincuenta y seis, 
en la cual el recurrente expresa que interpone este recurso 
"por inconformidad con con la referida sentencia -que ma-
nifiestamente adolece del vicio de falta de base legal y 
violación de los artículos 154 y 189 del Código de Proce_ 
dimiento Criminal, y al propio tiempo desconocimiento del 
sistema legal de las pruebas existentes en nuestra política 
procedimental"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 401 y 463 apartado 6°, del Có-
digo Penal; 154 y 189 del Código de Procedimiento Crimi-
nal; 1382 del Código Civil, y 1° y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha cuatro del mes de mayo del año mil novecientos 
cincuenta y seis, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Altagracia, dictó en atribuciones co-
rreccionales una sentencia cuya parte dispositiva dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara, buena 
y válida la constitución en parte civil de los nombrados 
José María Rivera (Chichi) Benito Martínez, José Dolores 
Arache e Ignacio Melo; SEGUNDO: Que debe descargar 
y descarga, al nombrado Arturo Martínez, de generales ano-
tadas, del hecho de robo de animales en los campos, en 
perjuicio de José María Rivera, (Chichi), Benito Martínez, 
José Dolores Arache e Ignacio Melo, por no haberlo come-
tido;— TERCERO: Que debe declarar y declara al nom-
brado Bienvenido Rodríguez, de generales anotadas, culpa-
ble del delito de robo de animales en los campos, en perjui-
cio de José María Rivera (Chichi), Benito Martínez, José 
Dolores Arache e Ignacio Melo; y en consecuencia lo con-
dena a sufrir la pena de seis (6) meses de prisión correc-
cional y al pago de una multa de treinta pesos oro (RD 
$30.00) ;— CUARTO: Que debe condenar y condena, al 
nombrado Bienvenido Rodríguez, a pagar una indemniza-
ción de doscientos pesos oro (RD$200.00) en 'favor de los  

nombrados José María Rivera (Chichi) y Benito Martínez; 
__QUINTO: Que debe condenar y condena, al nombrado 
Bienvenido Rodríguez, al pago de las costas penales y civi-
les, distrayendo éstas últimas en favor del abogado de la 
parte civil constituida, Dr. Anaiboní Guerrero Báez, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte; y SEXTO: 
Que debe declarar y declara, ]as costas de oficio en cuanto 
al nombrado Arturo Martínez"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación del 
prevenido Bienvenido Rodríguez, la Corte de Apelación de 
San Pedro de Macorís, dictó la sentencia que es motivo de 
este recurso de casación, con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto a la 
forma, el presente recurso de apelación interpuesto por el 
inculpado Bienvenido Rodríguez contra sentencia dictada, 
en atribuciones correccionales y en fecha 4 de mayo de 
1956, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de La Altagracia, cuya parte dispositiva figura en 
otro lugar de esta decisión;— SEGUNDO: Varía la califi-
cación de delito de robo de animales en los campos por la 
de delito de robo simple, cuyo valor es de más de veinte 
pesos, sin exceder de mil pesos, y, en consecuencia condena 
a dicho inculpado por la comisión de este delito a sufrir 
la pena de tres meses de prisión correccional, acogiendo en 
su beneficio circunstancias atenuantes; TERCERO: Con-
firma el ordinal primero de la sentencia recurrida en lo que 
concierne, únicamente, a la constitución en parte civil del 
señor Benito Martínez, quien concluyó legalmente ante la 
jurisdicción de primer grado y ante esta Corte;— CUARTO: 
Rechaza, por improcedentes, las conclusiones formuladas, 
por primera vez, ante esta Corte, por los señores José Do-
lores Arache e Ignacio Melo;— QUINTO: Da acta al señor 
José María Rivera (a) Chichi de su renuncia a las conde-
naciones indemnizatorias pronunciadas en su favor por el 
juez a quo;— SEXTO: Condena al referido inculpado Bien-
venido Rodríguez a pagar una indemnización de cien pesos 
en beneficio del señor Benito Martínez, a título de repara- 
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José María Rivera (a) Chichi de su renuncia a las conde-
naciones indemnizatorias pronunciadas en su favor por el 
juez a quo;— SEXTO: Condena al referido inculpado Bien-
venido Rodríguez a pagar una indemnización de cien pesos 
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ción civil, por los daños que él ha irrogado a este último 
con motivo del delito que ha cometido;— SEPTIMO: Con.. 
dona al repetido inculpado Bienvenido Rodríguez al pa go 

 de las costas penales, y al de las civiles en favor de Benito 
Martínez, distrayendo estas últimas en provecho del Doctor 
Radhamés A. Rodríguez Gómez, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regu_ 
larmente aportadas en la instrucción de la causa, lo si-
guiente: "a) que en el mes de abril del año en curso (1956), 
en la sección de Otra Banda, del Municipio de Higüey, 
Provincia de La Altagracia, los señores Benito Martínez, 
José Dolores Arache, Ignacio Melo y José María Rivera, 
fueron víctimas de robo de ganado vacuno de sus respec-
tivas propiedades cercadas de alambres de púas, lo que 
pusieron en conocimiento del Pedáneo de la sección, quien 
seguido dió parte del caso a las autoridades judiciales el día' 
nueve del mes de abril de dicho año mil novecientos cin-• 
cuenta y seis; b) que la Policía Nacional de Higüey en 
unión del Pedáneo de Otra Banda, se trasladaron a la par-
cela N° 11 del Central Romana, sitio muy apartado de ve-
cinos, previa denuncia de que allí se encontraban animales 
que se presumían de mala procedencia, donde encontraron 
16 animales, 10 de los cuales estaban estampados B.R., 
estampa propiedad del señor Bienvenido Rodríguez, y entre 
los seis restantes se encontraba una becerra propiedad de 
Ignacio Melo, un becerro colorado propiedad de Benito Mar-
tínez, un becerro berrendo propiedad de José Dolores Ara-
che, y un torete prieto perteneciente a José María Rivera 
(a) Chichi, todos con las orejas cortadas borrando las se-
ñales que tenían; e) que el día siguiente, continuando las 
investigaciones el Pedáneo Juan Castillo, al trasladarse a 
la propiedad del prevenido Bienvenido Rodríguez, cercana 
a su casa de vivienda, encontró allí una novilla berrenda de 
blanco, propiedad del señor José María Rivera, (a) Chichi, 
con una oreja cortada borrando la señal que tenía; d) que 
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las reses de los agraviados estaban señaladas recientemente 
con Y.R., presumiendo, los testigos, que más tarde la Y. 

F
,sería convertida en B, por ser fácil hacer esa letra con la 

re letra "Y"; e) que todas las reses pertenencia de los agra-
viados fueron sustraídas de sus respectivas propiedades que 

- están cercadas a tres cuerdas de alambres, luego de haber-
las desclavado en la propiedad de José Dolores Arache y 
de cortarlas en la de los otros; f) que la parcela N° 11 del 
Central Romana, queda como a 20 kilómetros de donde vive 
el prevenido, siendo un lugar muy apartado, sin vecinos, 
de difícil acceso, pero bien cercado; g) que no obstante la 
negativa del procesado de que nunca caminaba por la par-
cela N° 11, y que ignora cómo pudo llegar el ganado que 
tenía su estampa a ese lugar, fué visto en más de una oca- 
sión merodeando por los alrededores de esa parcela monta-
do a caballo; y h) que el prevenido en otra oportunidad fué 
acusado de robo de ganado por el hecho de aparecer dos 
becerros robados en su propiedad, de cuyo hecho fué des-
cargado"; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte ,9, qua están reunidos 
los elementos constitutivos del delito de robo, cuyo valor 
es de más de veinte pesos sin exceder de mil pesos; que al 
variar la calificación de delito de robo de animales en los 
campos por la del delito ya expresado, "por tratarse de un 
robo de ganado vacuno bajo cerca", le atribuyeron a los 
hechos su verdadera calificación legal, y al condenar al pre-
venido a la pena de tres meses de prisión correccional, 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, los jueces 
del fondo hicieron una correcta aplicación de los artículos 
401, apartado 2°, y 463, apartado 3", del Código Penal; que, 
por otra parte, el examen de la sentencia impugnada así 
como la del acta de audiencia ponen de manifiesto que no 
se cometió ninguna violación del "sistema legal" de las 
pruebas como alega el recurrente, fundando esa violación 
en las disposiciones de los artículos 154 y 189 del Código 
de Procedimiento Criminal; que asimismo la sentencia im- 
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ción civil, por los daños que él ha irrogado a este últim o 
 con motivo del delito que ha cometido;— SEPTIMO: Con_ 

dena al repetido inculpado Bienvenido Rodríguez al pa ga 
 de las costas penales, y al de las civiles en favor de Benito 

Martínez, distrayendo estas últimas en provecho del Doctor 
Radhamés A. Rodríguez Gómez, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regu_ 
larmente aportadas en la instrucción de la causa, lo si-
guiente: "a) que en el mes de abril del año en curso (1936), 
en la sección de Otra Banda, del Municipio de Higüey, 
Provincia de La Altagracia, los señores Benito Martínez, 
José Dolores Arache, Ignacio Melo y José María Rivera, 
fueron víctimas de robo de ganado vacuno de sus respec-
tivas propiedades cercadas de alambres de púas, lo que 
pusieron en conocimiento del Pedáneo de la sección, quien 
seguido dió parte del caso a las autoridades judiciales el dia 
nueve del mes de abril de dicho año mil novecientos cin-
cuenta y seis; b) que la Policía Nacional de Higüey en 
unión del Pedáneo de Otra Banda, se trasladaron a la par-
cela 

 
 N^ 11 del Central Romana, sitio muy apartado de ve-

•cinos, previa denuncia de que allí se encontraban animales 
que se presumían de mala procedencia, donde encontraron 
16 animales, 10 de los cuales estaban estampados B.R., 
estampa propiedad del señor Bienvenido Rodríguez, y entre 
los seis restantes se encontraba una becerra propiedad de 
Ignacio Melo, un becerro colorado propiedad de Benito Mar-
tínez, un becerro berrendo propiedad de José Dolores Ara-
che, y un torete prieto perteneciente a José María Rivera, 
(a) Chichi, todos con las orejas cortadas borrando las se 
ñales que tenían; c) que el día siguiente, continuando las 
investigaciones el Pedáneo Juan Castillo, al trasladarse a 
la propiedad del prevenido Bienvenido Rodríguez, cercana 
a su casa de vivienda, encontró allí una novilla berrenda de 
blanco, propiedad del señor José María Rivera, (a) Chichi, 
con una oreja cortada borrando la señal que tenía; d) que 
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las reses de los agraviados estaban señaladas recientemente 
con Y.R., presumiendo, los testigos, que más tarde la Y. 
sería convertida en B, por ser fácil hacer esa letra con la 
letra "Y"; e) que todas las reses pertenencia de los agra-
viados fueron sustraídas de sus respectivas propiedades que 
están cercadas a tres cuerdas de alambres, luego de haber-
las desclavado en la propiedad de José Dolores Arache y 
de cortarlas en la de los otros; f) que la parcela N° 11 del 
Central Romana, queda como a 20 kilómetros de donde vive 
el prevenido, siendo un lugar muy apartado, sin vecinos, 
de difícil acceso, pero bien cercado; g) que no obstante la 
negativa del procesado de que nunca caminaba por la par-
cela N9  11, y que ignora cómo pudo llegar el ganado que 
tenía su estampa a ese lugar, fué visto en más de una oca-
sión merodeando por los alrededores de esa parcela monta-
do a caballo; y h) que el prevenido en otra oportunidad fué 
acusado de robo de ganado por el hecho de aparecer dos 
becerros robados en su propiedad, de cuyo hecho fué des-
cargado"; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte t qua están reunidos 
los elementos constitutivos del delito de robo, cuyo valor 
es de más de veinte pesos sin exceder de mil pesos; que al 
variar la calificación de delito de robo de animales en los 
campos por la del delito ya expresado, "por tratarse de un 
robo de ganado vacuno bajo cerca", le atribuyeron a los 
hechos su verdadera calificación legal, y al condenar al pre-
venido a la pena de tres meses de prisión correccional, 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, los jueces 
del fondo hicieron una correcta aplicación de los artículos 
401, apartado 2°, y 463, apartado 3", del Código Penal; que, 
por otra parte, el examen de la sentencia impugnada así 
como la del acta de audiencia ponen de manifiesto que no 
se cometió ninguna violación del "sistema legal" de las 
pruebas como alega el recurrente, fundando esa violación 
en las disposiciones de los artículos 154 y 189 del Código 
de Procedimiento Criminal; que asimismo la sentencia im- 
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pugnada contiene motivos que justifican su dispositivo y 
una relación de los hechos de la causa que han permitido 
verificar que la ley ha sido correctamente aplicada; que, 
por tanto, procede rechazar los alegatos del recurrente con-
tenidos en el acta de su recurso de casación; 

Considerando, .en cuanto a las condenaciones civiles, 
que en el fallo se comprueba, además, que la infracción 
cometida por el prevenido causó un daño a Benito Martínez, 
constituido en parte civil, que ha sido estimado soberana-
mente por los jueces del fondo en la suma de RD$100.00 
(cien pesos) ; que, en consecuencia, en la sentencia recu-
rrida se ha hecho una correcta aplicación del artículo 1382 
del Código Civil; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Bienvenido Rodríguez contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, 
de fecha dieciocho de junio de mil novecientos cincuenta y 
seis, dictada en atribuciones correccionales, cuya parte dis-
positiva ha sido copiada en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Manuel A. Amiama.-
Luis Logroño C.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Manuel A. Amiama, Luis 
Logroño Cohén, Dr. Carlos Manuel .Lamarche H., Licdos. 
Fernando Ravelo de la Fuente y Néstor Contín Aybar, asis-
tidos del Secretario General, en Cámara de Consejo, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día diecisiete de octubre 
de mil novecientos cincuenta y seis, años 113' de la Inde-
pendencia, 94' de la Restauración y 27' de la Era de Trujillo, 
ha dictado la siguiente sentencia: 

Con motivo del recurso de apelación interpuesto por 
Luis Milcíades Limardo, dominicano, mayor de edad, mé-
dico, domiciliado y residente en esta ciudad, contra senten-
cia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha 
ocho de octubre de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo 
dispositivo dice así: "RESUELVE: Primero: Fijar en la can-
tidad de cuarenta mil pesos oro (RD$40,000.00) en efectivo 
o en inmuebles libres que representen un cincuenta por 
ciento (50% ) más de este valor o en la forma de garantía 
otorgada por una compañía de seguros que esté válida-
mente autorizada para ejercer esta clase de negocios en 
el territorio nacional, la fianza que debe prestar el nombra-
do Luis Milcíades Limardo, para obtener su libertad pro-
visional, la cual será otorgada en la forma que lo determina 
la ley de la materia, para garantizar su obligación de pre-
sentarse a todos los actos del procedimiento; y Segundo: 
Ordenar que la presente decisión sea anexada al proceso, 
y notificada al Magistrado Procurador General de esta Cor-
te de Apelación, y a la parte civil si la hubiere"; 

Vista el acta de apelación levantada en la Secretaría 
de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha ocho 
de octubre de mil novecientos cincuenta y seis; 



LABOR DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DURANTE EL MES DE OCTUBRE, 1956. 

*I 	 A SABER: 
Recursos de casación civiles conocidos 	 12 
Recursos de casación civiles fallados 	 8 
Recursos de casación penales conocidos 	 26 
Recursos de casación penales fallados 	 29 
Recursos de apelación sobre libertad provisional 

bajo fianza conocidos 	 3 
Recursos de apelación sobre libertad provisional 

bajo fianza fallados 	  3 
Defectos 	  1 
Recursos declarados caducos 	  2 
Suspensiones de ejecución de sentencias 	 1 
Resoluciones ordenando la libertad provisional 

por haberse prestado la fianza 	  1 
Nombramientos de Notarios  - 3 
Impugnación de Estados de Costas 	 1 
Resoluciones administrativas 	  23 
Autos autorizando emplazamientos 	  10 
Autos pasando expedientes para dictamen 	 49 
Autos fijando causas 	  38 

Total 	  210 

Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 
Ciudad Trujillo, 
octubre 31, 1956. 
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